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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José
--Girardi Lavín, Guido
--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Defensa Nacional, señor Jaime Ravinet de la Fuente; de Hacienda, señor Felipe Larraín Bascuñán; Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; del Trabajo y Previsión Social, señora Camila Merino Catalán y de Transportes y Telecomunicaciones subrogante, señora Gloria Hutt Hesse.
Actuó de Secretario el subrogante, señor José Luis Alliende Leiva, y de Prosecretario el subrogante, señor Mario Labbé Araneda.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:20, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Las actas de las sesiones 80ª, especial, y 81ª, ordinaria, ambas en 4 de enero del presente año, y de las sesiones 82ª y 83ª, ambas especiales, y 84ª, ordinaria, todas en 5 del mismo mes, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).-Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor LABBÉ (Prosecretario subrogante).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes 



Tres de Su Excelencia el Presidente de la República: 



Con los dos primeros retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto de las siguientes iniciativas: 



1.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el régimen jurídico del transporte público concesionado (boletín N° 7.085-15). 



2.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (boletín N° 4.248-06). 



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.


Con el tercero formula una observación al proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín N° 4.248-06). (Véase en los Anexos, documento 1)


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.  

Oficios 



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:  



Con los dos primeros comunica que ha dado su aprobación a los siguientes asuntos: 



1.- Proyecto de ley que restablece excepción, en las Regiones de Aysén y Magallanes, acerca de los establecimientos de bebidas alcohólicas (boletín N° 7.138-03) (Véase en los Anexos, documento 2). 



--Pasa a la Comisión de Economía. 



2.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Convenio 187, sobre el Marco Promocional para la Seguridad y Salud en el Trabajo”, adoptado por la Organización Internacional del Trabajo (boletín N° 7.386-10) (Véase en los Anexos, documento 3). 



--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores. 



Con el tercero comunica que aprobó, con las enmiendas que indica, el proyecto de ley que facilita la constitución y el funcionamiento de nuevas empresas (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín N° 6.981-03) (Véase en los Anexos, documento 4). 



--Queda para tabla. 



Con el cuarto informa que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que aumenta las Plantas del Personal de Carabineros de Chile (boletín N° 6.962-02). 



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes. 



De la Excelentísima Corte Suprema, con el que envía su opinión respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 175 del Código Orgánico de Tribunales para establecer un sistema de distribución de causas equitativo (boletín N° 6.988-07). 



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con el que remite copia autorizada de la sentencia definitiva recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38 y 38 ter de la ley N° 18.933.



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento. 



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, con el que responde un proyecto de acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Senadores señores Navarro, Muñoz Aburto, Lagos, Rossi y Tuma, mediante el cual se aboga por la ratificación de los convenios de la Organización Internacional del Trabajo relativos a la seguridad y la salud de los mineros (boletín N° S 1.300-12).



Del señor Ministro de Defensa Nacional, por medio del que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, referido al incidente ocurrido en el Aeropuerto Internacional de Santiago que afectó al ciudadano chileno palestino señor Roberto Bischara.



Dos del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo: 



Con el primero contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor García, concerniente a los planes y proyectos que serán financiados con cargo a la Ley de Presupuestos para el año 2011 y que integran el denominado “Plan Araucanía”.



Con el segundo atiende un oficio cursado en nombre de la Senadora señora Rincón, acerca de las razones que motivaron la eliminación de los fondos asignados al Programa Chile Emprende en la Ley de Presupuestos para el año 2011, y la forma en que se desarrollarán los programas de fomento productivo en las provincias de Linares y Cauquenes.



Cuatro del señor Ministro de Obras Públicas: 



Con los dos primeros responde igual número de oficios despachados en nombre de la Senadora señora Rincón: uno sobre las obras de reparación del puente Brisas de Loncomilla, en la comuna de San Javier, y otro acerca del proyecto de mejoramiento de las redes de agua potable rural mediante el uso de fondos de conservación de la Dirección de Obras Hidráulicas para la comuna de Colbún.



Con el tercero contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor García, relativo a los planes y proyectos que serán financiados con la Ley de Presupuestos para el año 2011 y que integran el denominado “Plan Araucanía”. 



Con el cuarto, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, respecto del funcionamiento de la barcaza Padre Antonio Ronchi, en el fiordo Mitchell, Región de Aysén.



Del señor Ministro de Salud, con el que responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Frei (don Eduardo), referido a la situación que afecta a la familia de doña Soraya Sáez Correa, fallecida en abril de 2009. 



Dos de la señora Jefa de la División Educación General del Ministerio de Educación:



Con el primero atiende un oficio remitido en nombre del Senador señor Chahuán, tocante al número de personas que participan en cursos de Educación de Adultos en todo el país. 



Con el segundo contesta un oficio despachado en nombre de la Senadora señora Allende, mediante el cual solicita información acerca de si en los actos celebrados en los establecimientos educacionales municipalizados se interpreta la tercera estrofa del Himno Nacional.



Del señor Director Nacional de Gendarmería de Chile, con el que da respuesta a un oficio expedido en nombre del Senador señor Navarro, concerniente al número de suicidios ocurridos durante los últimos dos años en las cárceles del país.



Del señor Director Nacional de la CONADI, a través del que responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, sobre los convenios de colaboración en materia de interculturalidad suscritos entre esa Institución y otros servicios públicos.



Del señor Secretario Regional Ministerial del Trabajo y Previsión Social de Antofagasta, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Cantero, en cuanto a irregularidades en materia de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales cometidas en la división de CODELCO Norte.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile, mediante el cual contesta un oficio despachado en nombre del Senador señor Navarro, acerca de la posibilidad de ceder parte del terreno fiscal sobre el que se emplaza el Retén “Centinela”, en la comuna de Yumbel. 



Del señor Director interino del Hospital Hanga Roa, con el que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Letelier, referido a las personas ingresadas a ese recinto el día 3 de diciembre pasado, el diagnóstico que se les entregó y la atención que recibieron. 



--Quedan a disposición de los señores Senadores. 

Informes 



Segundo informe y nuevo segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el régimen jurídico del transporte público concesionado (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín N° 7.085-15) (Véanse en los Anexos, documentos 5, 6 y 7).



Informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, recaídos en el proyecto de acuerdo aprobatorio del Quincuagésimo Tercer Protocolo Adicional al Acuerdo de Complementación Económica N° 35 sobre Comercio de Servicios entre los Gobiernos de los Estados Partes del MERCOSUR y el Gobierno de Chile, suscrito en Montevideo el 27 de mayo de 2009 (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 6.690-10) (Véanse en los Anexos, documentos 8 y 9). 



--Quedan para tabla. 

Mociones 



De los Senadores señores Horvath, Chahuán y Prokurica, con la que dan inicio a un proyecto de ley que prohíbe a las instituciones de educación superior inhibir la rendición de exámenes por razones económicas (boletín N° 7.431-04) (Véase en los Anexos, documento 10). 



--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología. 



De los Senadores señores Navarro, Gómez y Muñoz Aburto, con la que inician un proyecto de ley sobre competencia de los tribunales militares tratándose de delitos establecidos en el Código Aeronáutico (boletín N° 7.432-07) (Véase en los Anexos, documento 11). 



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.
Declaraciones de inadmisibilidad 



Moción de los Senadores señores Bianchi, Horvath y Prokurica, con la que inician un proyecto de ley que exime del impuesto al valor agregado a las ventas de bienes y servicios cuyo destino sea el Territorio Antártico Chileno. 



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, de acuerdo con lo dispuesto en el número 1° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política, y por tratarse de un proyecto que debe tener origen en la Honorable Cámara de Diputados, conforme lo establece el inciso segundo del citado precepto constitucional. 



Moción del Senador señor Rossi, con la que inicia un proyecto de ley que establece el contrato especial de trabajo en zonas francas. 



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el número 4° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.
Proyectos de acuerdo 



De los Senadores señores Chahuán, Horvath, Prokurica y Rossi, con el que solicitan el envío de un proyecto de ley que reconozca la calidad de beneficiario de asignación familiar al cónyuge de un pensionado, no obstante percibir rentas (boletín N° S 1.326-12) (Véase en los Anexos, documento 12). 



--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social. 



De los Senadores señores Chahuán, Quintana y Rossi, con el que solicitan el envío de un proyecto de ley para mejorar económicamente a los directivos no profesionales de la Subsecretaría de Salud Pública (boletín N° S 1.327-12) (Véase en los Anexos, documento 13).



--Pasa a la Comisión de Salud. 

Permiso constitucional 



Solicitud del Senador señor Patricio Walker, para ausentarse del territorio nacional entre el 18 y el 23 de enero del año en curso. 



--Se accede.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Los Comités, en reunión celebrada el día de hoy, acordaron por unanimidad lo siguiente:



1.- Proponer a la Sala que se incluya en el tercer lugar del Orden del Día de la presente sesión el proyecto que modifica el régimen jurídico del transporte público concesionado, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.



2.- Permitir que se presente a dicha iniciativa, hasta hoy, a las 17, una indicación consensuada entre el Ejecutivo y los señores integrantes de la Comisión.



3.- Autorizar a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento a fin de que emita un informe oral sobre la observación formulada por el Ejecutivo al proyecto que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas, de la cual se dio cuenta en esta sesión.



4.- Fijar plazo para presentar indicaciones, hasta el lunes 7 de marzo, a las 13, respecto del proyecto que prohíbe el uso de plaguicidas de elevada peligrosidad, aprobado en general en sesión del 5 de enero último.



5.- Establecer un nuevo plazo para formular indicaciones, hasta el lunes 7 de marzo, a las 13, a los proyectos que modifican la Ley de Protección de los Derechos de los Consumidores.



6.- Ampliar el plazo de presentación de indicaciones, hasta el jueves 13 de enero, a las 12, en la Secretaría de la Comisión, con relación al proyecto que crea el Ministerio de Desarrollo Social.



7.- Fijar un nuevo plazo para formular indicaciones, hasta esta tarde, a las 18, en la Secretaría de las Comisiones unidas de Trabajo y Salud, al proyecto de ley sobre licencias médicas.



8.- Autorizar a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización para que discuta en general y en particular, en su primer informe, los proyectos refundidos concernientes al uso del pabellón patrio. 



9.- Postergar la sesión especial citada para mañana a fin de analizar el estado de avance del actual proceso de reconstrucción en las Regiones y zonas afectadas por el terremoto del 27 de febrero de 2010, con el objeto de efectuarla el miércoles 9 de marzo del año en curso.

)---------------(

El señor HORVATH.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría. 

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en la Cuenta se declaró inadmisible el proyecto de ley que exime del impuesto al valor agregado a las ventas de bienes y servicios cuyo destino sea el Territorio Antártico Chileno.



Desde luego, concordamos con esa decisión, pero pedimos que se oficie al Ejecutivo a fin de solicitarle el patrocinio de la iniciativa y que la presente, como corresponde, en la Cámara de Diputados.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se enviará el oficio pertinente, señor Senador.

)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Antes de pasar al Orden del Día, creo interpretar a todos los Senadores al manifestarle al Honorable señor Pérez Varela, una vez más, nuestro dolor y nuestras condolencias por el trágico fallecimiento de su hermano.



Su Señoría, hemos estado con usted.



Asimismo, nos da mucha alegría, dentro de la pena que sentimos, el hecho de que la Honorable señora Allende se haya reincorporado a la Corporación después de la muerte de su hijo.



Sé que ambos ya han recibido el saludo de cada uno de los señores Senadores y, ahora, como Senado, les hacemos llegar a ustedes y a sus familias nuestra comprensión y solidaridad.

IV. ORDEN DEL DÍA

CREACIÓN DE NUEVO SISTEMA DE PROTECCIÓN ANTE VARIACIONES EN PRECIOS INTERNACIONALES DE COMBUSTIBLES

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea un nuevo sistema de protección al contribuyente que enfrenta variaciones en los precios internacionales de los combustibles, con segundo informe de las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas, y urgencia calificada de “suma”.
--Los antecedentes sobre el proyecto (7064-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 44ª, en 18 de agosto de 2010.


Informes de Comisión:


Hacienda y Minería y Energía, unidas: sesión 52ª, en 14 de septiembre de 2010.


Hacienda y Minería y Energía, unidas (segundo): sesión 81ª, en 4 de enero de 2011.


Discusión:



Sesiones 55ª, en 28 de septiembre de 2010 (queda para segunda discusión); 56ª, en 29 de septiembre de 2010 (se aprueba en general).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- 
Las Comisiones unidas dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los artículos 6°, 7° y 8° permanentes. Estas disposiciones -referidas a enmiendas al Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo, a la transferencia a la Cuenta Única Fiscal de los saldos de los subfondos de gasolina, petróleo y otros, y a la imputación de los gastos de la ley- deben darse por aprobadas, salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación.



--Se aprueban reglamentariamente.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Las Comisiones unidas realizaron una serie de enmiendas al proyecto aprobado en general, de las cuales solo una fue acordada por unanimidad. Las demás resultaron aprobadas por mayoría y deben ser puestas en votación oportunamente.



La única enmienda unánime se refiere a la denominación del artículo único transitorio, que pasó a ser primero transitorio. De conformidad con el artículo 133 del Reglamento del Senado, debe ser votada sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión y votación.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado de cuatro columnas, que transcriben las normas legales atinentes al proyecto, el texto que se aprobó en general, las enmiendas realizadas por las Comisiones unidas y el texto final que resultaría de aprobarse estas.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión particular.



Tiene la palabra el señor Ministro, quien nos va a ilustrar acerca de algunas de las modificaciones.

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, en primer lugar, quiero hacer un poco de memoria respecto de este proyecto -se vio hace ya algún tiempo- y también explicar el sentido de los cambios que lo afectaron.



Cabe recordar que Chile tenía un mecanismo llamado “Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo” (FEPCO), que fue creado el 2006 para suceder al FEPP (Fondo de Estabilización del Precio del Petróleo) y que expiró en forma automática el 1° de julio de 2010. Esto hizo que se reactivara el FEPP; sin embargo, hoy no tiene recursos, por lo cual no puede ejercer su rol.



Frente a esa realidad y a la observación de que, primero, el petróleo experimenta fluctuaciones internacionales importantes y, segundo, el esquema existente en el pasado nos reportó como país, durante la última década, un costo fiscal, entre directo y por menor recaudación, de 2 mil 300 millones de dólares -esto es, del orden de 230 millones de dólares por año-, el Gobierno ha planteado un nuevo mecanismo de protección al consumidor denominado “Sistema de Protección al Contribuyente ante Variaciones de los Precios de los Combustibles” (SIPCO), el cual opera con una metodología en que se incorpora un impuesto específico variable, junto al impuesto específico fijo.



Lo que se hace es fijar un rango de, más o menos, 12,5 por ciento respecto de un precio central, lo cual ya existió en el pasado. Nosotros hemos tenido uno de 12,5 y otro de 5 por ciento, aproximadamente. Se trata de un rango algo mayor que el anterior, porque la idea es proteger frente a fluctuaciones importantes en el precio internacional de los combustibles.



Quiero hacer presente que, de haber estado operativo ese mecanismo, no habría resguardado al consumidor de las fluctuaciones recientes, por una razón muy simple: ellas se deben a variaciones en el tipo de cambio y el sistema está diseñado para proteger, no ante esa eventualidad, sino frente a modificaciones significativas en los precios internacionales de los combustibles.



Además, como estos últimos han registrado un alza moderada, tampoco habrían operado ni el Fondo anterior, ni el FEPCO -vigente hasta el 1° de julio del año pasado-, ni el esquema que proponemos. 



Por lo tanto, señor Presidente, deseo desvirtuar algunas afirmaciones en el sentido de que, si hubiera estado operativo este sistema o el precedente, habríamos resguardado a los consumidores de las fluctuaciones recientes en los precios de los combustibles.



Se trata, entonces, de un esquema para proteger frente a oscilaciones bruscas.



Un segundo punto que se ha planteado es si acaso existen recursos suficientes para esta protección. Y debo afirmar, categóricamente, que este sistema ofrece una mejor que la que contempla el Fondo, porque dentro del rango hay una protección estatal indefinida, en el sentido de que no se limita a un monto específico de recursos. Así, cuando el precio aumente mucho, habrá un impuesto variable negativo, y, por ende, se reducirá el impuesto específico y, consiguientemente, el Estado recaudará menos. Y este se halla dispuesto a hacerlo, pues entiende que es su obligación dentro de un esquema eficiente de resguardo ante las fluctuaciones de precios de los combustibles.



En consecuencia, en una primera etapa, el proyecto establece este sistema de impuesto variable a través de un mecanismo de protección en que no se acude a seguros.



En una segunda fase, la iniciativa dispone la contratación en el exterior de un “Seguro de Protección del Contribuyente ante Variaciones en los Precios de Combustibles” (SEPCO), a fin de traspasar el costo de estabilización fuera del país. De tal modo, si hay una fluctuación violenta, nos van a pagar una prima, y ella se incorporará como un impuesto específico a los combustibles variable negativo, lo cual reducirá el precio doméstico a efectos de mantenerlo dentro del rango al que nos comprometimos.



¿Cuáles son los cambios de este esquema?



El primero es que él no protege a todos los consumidores. Y, de hecho, no existe razón alguna para que el Gobierno de Chile deba resguardar a los grandes consumidores de combustible, entendiendo por tales a los “no pymes”.



Por lo tanto, la idea es proteger a las pymes, a los que pagan el impuesto específico a los combustibles. De esa manera, los automovilistas también quedan protegidos por esta suerte de seguro. Pero la gran empresa, aquella que vende más de 100 mil UF, tiene que contratar sus propios seguros para hacer frente a las fluctuaciones en los precios de los combustibles, tal como ya está ocurriendo, porque hoy día no se encuentra operativo un esquema de protección a estos efectos.



Las enmiendas introducidas son fundamentalmente dos.



En primer lugar, se incorpora a los transportistas tal como cualquier empresa, quedando cubiertos por este mecanismo con los mismos topes establecidos mediante el actual esquema.



En segundo término, se aumenta, en forma transitoria, por dos años, el tope para protección -dentro del mecanismo de suavizamiento de precios- de aproximadamente 25 mil UF -contemplados en el proyecto original-, esto es, 15 mil UTM, a 100 mil UF. ¿Con qué fin? Con el de que esta empresa, que es una pyme mediana, tenga una protección mientras transita hacia un esquema en el cual se protegerá por sí sola en los mercados de cobertura, como corresponde y hacen sus pares en otros países.



Estos son los dos cambios que ha experimentado el proyecto.



En tal sentido, para nosotros, el Gobierno, es importante su aprobación, a fin de contar con un mecanismo efectivo de suavizamiento de precios de los combustibles, el cual no se halla operativo hoy.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, la iniciativa que ahora analizamos crea -como lo planteó muy bien el señor Ministro de Hacienda- un mecanismo de protección para los contribuyentes del impuesto específico a los combustibles frente a las variaciones en el precio internacional.



Este se aplica a la gasolina automotriz, al petróleo diésel, al gas natural comprimido y gas licuado de petróleo, ambos de consumo vehicular, motivados por cambios en sus cotizaciones internacionales, y operará principalmente a través de incrementos y rebajas a los impuestos específicos a los combustibles establecidos en la ley N° 18.502.



Señor Presidente, Chile es un importador neto de crudo y, además, no tiene influencia sobre los precios a los que importa, como resulta evidente.



El Fondo de Estabilización del Precio del Petróleo (FEPP) y el Fondo de Estabilización de Precios de los Combustibles Derivados del Petróleo, han tenido por objeto evitar que las fluctuaciones de los precios internacionales lleguen sin atenuación al mercado doméstico. Sin embargo, no son eficientes, pues ante la realidad que ha vivido el mundo entero, donde el precio de los combustibles ha ido permanentemente al alza, tienden a agotarse, o bien, a crecer sin límite ante bajas constantes y sucesivas del precio.



La iniciativa de ley que hoy analizamos crea un sistema de protección al contribuyente, el cual, a mi juicio, será aplicado en dos etapas sucesivas.



En la primera, que es más bien parecida al Fondo de Estabilización del Precio del Petróleo, se ajustará mensualmente el impuesto específico a los combustibles, pero en lugar de otorgar un subsidio cuando el precio está sobre el techo del piso, se efectuarán rebajas si el precio del producto se encuentra arriba de cierto límite o se incrementará en caso contrario.



En definitiva, no habrá más un fondo, sino que se modifica el impuesto específico a los combustibles, que ahora tendrá un componente fijo y otro variable.



En la práctica, señor Presidente, se acoge lo que por tanto tiempo solicitamos a otros Gobiernos, en el sentido de establecer un impuesto móvil, que evite que la situación de los usuarios de combustibles sea aún más gravosa cuando el precio internacional aumente, por la aplicación de la carga impositiva.



Hoy he visto en algunos medios de comunicación a un señor Senador señalar que si aumentan los precios de las bencinas es responsabilidad del Ministro de Minería.



A mi entender, esa es un crítica absolutamente infundada. Yo quiero expresar a Su Señoría, por su intermedio, señor Presidente, que si hoy suben los precios de los combustibles es porque no manejamos el precio internacional y porque ha habido fluctuaciones en el tipo de cambio, lo que llevó a que el propio Senador pidiera aquí, en el Senado, que se interviniera, para que los exportadores, especialmente los de su Región, no sufrieran sus consecuencias.



Además, los Gobiernos de la Concertación en reiteradas oportunidades se negaron a establecer un impuesto móvil, y únicamente se dedicaron a gastar plata fiscal sin atacar el fondo del asunto. ¡Lo que sus Gobiernos no hicieron en más de 10 años, señor Senador, hoy día el nuestro lo está efectuando solo en meses!



Señor Presidente, en una segunda etapa el impuesto específico a los combustibles permanecerá en parte fijo, tal como se estableció en 1986, pero se aplicará un sistema de seguro de precio a futuro, utilizando de esta manera los mecanismos que hoy entrega el mercado para amortiguar las variaciones.



Tomar seguros en esta materia es importante. Solo hay que recordar que la ENAP -hace unos días realizamos una sesión especial al respecto- perdió mil millones de dólares, porque no tomó seguros de cobertura cuando el Gobierno en su minuto la obligó a comprar combustible a precios altos para abastecer a las generadoras eléctricas, que posteriormente tuvo que vender a precios más bajos.



Con tal fin, el Ministerio de Hacienda tomará opciones para asegurar, a meses plazo, un precio máximo en el mercado internacional a cambio de una prima equivalente a un porcentaje de aquel. De esta manera, si el precio excede del previsto en la opción, esta se ejerce y se compra el producto al precio convenido, esto es, a menos de lo que establece el mercado. Por el contrario, si fuera posible comprar a un precio menor al previsto en la opción, entonces, esta no se ejerce y se compra el producto a ese menor precio de mercado, perdiéndose, en este caso, el porcentaje pagado como prima.



Finalmente, el proyecto hace adecuaciones en esta segunda etapa al impuesto al gas natural comprimido y al gas licuado de petróleo, ambos para consumo vehicular.



La nueva propuesta del Ejecutivo emplea los mecanismos que entrega el mercado, y, además, los limita solo a los consumidores -como lo planteó aquí el Ministro- que necesitan dicha cobertura.



Hay grandes empresas que incluso hoy utilizan los mecanismos del mercado, y deben hacerlo, por supuesto, con la finalidad de protegerse.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, deseo reiterar mi voto de abstención en las Comisiones unidas respecto de esta iniciativa.



Ello se fundamenta en el hecho de que -como se ha señalado acá- había un sistema, el Fondo de Estabilización de Precios de los Combustibles Derivados del Petróleo, que el Ejecutivo no revalidó y, en consecuencia, expiró el 30 de junio del 2010 -como lo informó el señor Ministro-, y ha sugerido en su reemplazo este sistema que en lo fundamental apunta a brindar protección ante las bruscas fluctuaciones en el precio de los combustibles por la vía de un seguro sujeto a un sistema de licitación internacional para su contratación.



El argumento dado por el señor Ministro de Hacienda es que durante 10 años el costo del Fondo de Estabilización de Precios de los Combustibles Derivados del Petróleo fue muy elevado y, por lo tanto, no sería conveniente para el Fisco contar con un tipo de fondo que significara una merma de recursos fiscales, tal como ocurrió con el esquema anterior.



No está claro que el sistema de seguro sujeto a la licitación internacional vaya a significar una merma inferior. Ha sido simplemente una afirmación de voluntad la que han hecho el señor Ministro y el señor Senador que me precedió en el uso de la palabra. No existe ningún antecedente práctico que así lo indique.



En segundo lugar, es evidente que hay diferencia de criterios: de un sistema seguro ahora tendremos uno inseguro. Porque el señor Ministro no podría asegurar que el sistema propuesto vaya a ser mejor que el anterior. Esto se someterá a la experiencia que nos deje el paso del tiempo.



Es posible que la tesis de que sea mejor se cumpla. Es un deseo. Pero también es factible que no funcione así. Por consiguiente, considero perfectamente legítimo, y no tendría por qué ser descalificado, nuestro punto de vista en el sentido de que el sistema anterior ofrecía una estabilidad mayor.



Por último, en cuanto al trámite que ha tenido este proyecto en el Congreso, creo que ninguno de los Senadores presentes en la Sala puede ignorar que habitualmente, sobre todo los parlamentarios de Oposición, estamos sometidos al sistemático maltrato de la señora vocera de Gobierno, quien respecto de todas las dificultades inherentes al ejercicio del poder       -efectivamente las tiene, muchas de las cuales son comprensibles- señala que son culpa de la Oposición.



Ayer, yo simplemente me adelanté al manifestar que, en el caso de la iniciativa en análisis, su demora en el curso de las últimas semanas escapa por completo a la voluntad de los parlamentarios de Oposición, de la Concertación, porque hubo sesiones de las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas, que fracasaron por falta del quórum necesario al no haber concurrido los señores Senadores de Gobierno; y que en particular el Ministro de Minería, quien acudió al inicio del tratamiento de esta normativa, no asistió más a su tramitación, descansando única y exclusivamente en el trabajo realizado por un asesor, al cual, por cierto, con el debido respeto, escuchamos sistemáticamente en los organismos técnicos respectivos. 



Pero reitero que ni dicho Secretario de Estado ni los Subsecretarios, responsables políticos del Gobierno respecto de la normativa en estudio, no concurrieron más a una sesión de las Comisiones unidas. 



Por lo tanto, es completamente indesmentible lo que afirmé ayer desde el punto de vista público en el sentido de que el señor Ministro de Minería actuó con total dejación de la responsabilidad política que le cabe en la tramitación de esta ley en proyecto. 



Lamento que la situación sea así. Pero como ya estamos acostumbrados a este juego de palabras en el que respecto de todos y cada uno de los problemas que se presentan sale la señora vocera de Gobierno diciendo que ello es culpa de los parlamentarios de Oposición, he querido evitar que ella una vez más mienta a la opinión pública, porque, en este caso, las responsabilidades por la prolongación del trámite legislativo corresponden de manera exclusiva a la autoridad política, que no cumplió, a mi juicio, con sus obligaciones ministeriales. 



He dicho. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el año pasado nunca nos quedó claro por qué habiéndose agotado el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo no se procedió a su restitución. 



A veces, uno tiene el mal hábito de pensar que, en definitiva, las cosas cuando llegan a su clímax y están a punto de reventar facilitan su debate. 



Por eso, siento que lo planteado por el Senador Escalona no es fruto del azar. Se quiso esperar a que hubiera una presión internacional y no se contara con un mecanismo alternativo como el Fondo de Estabilización para presionar al Senado y al Congreso a despachar una iniciativa, que introduce un cambio tan profundo como el propuesto, con una discusión bastante menor. 



Desconozco cuándo ingresó este proyecto a la Comisión de Hacienda. Pero se está cambiando un mecanismo que significa varios miles de millones de dólares. El señor Ministro nos asegura que será económico para el país. No sé si se adjunta un informe financiero que permita realizar la apuesta sugerida, porque, en definitiva, se trata de una compra a futuro. Un seguro de tal naturaleza implica una apuesta respecto de lo que deberemos pagar por concepto de prima según cómo se comporten los precios de los combustibles. 



Ignoro si otras variables que influyan en la estabilidad económica, como la guerra, afectarán el precio del petróleo. No sé si Estados Unidos pretende invadir algún otro país para hacer subir el precio de dicho producto. Eso siempre es impredecible. 



Sin embargo, se ofrece un mecanismo que -entiendo- pretende el bien del país. Comprendo que existe una voluntad positiva en tal sentido. Pero no logro vislumbrar por qué se realiza ahora. No lo hizo la Concertación en su momento. Algunos podrían decir que, en 20 años, los economistas de la Concertación (sus Ministros de Hacienda) no fueron tan hábiles, pues nunca se les ocurrió. Y ahora tenemos un Gobierno más hábil en estos manejos y propone un mecanismo para mejorar la situación descrita. 



A mi juicio, la actual Administración está obrando sobre hechos consumados. Porque si el Fondo de Estabilización estuviera vigente y se nos dijera que debe ser reemplazado por otro, habría tiempo suficiente para discutir al respecto, ya que se trata de una materia que posee un alto grado de variabilidad, salvo que se nos expresara que estos seguros dan plena garantía, lo que no ocurre en cuanto a la estabilidad del precio del petróleo. 



Por lo tanto, debemos discutir en enero la iniciativa bajo la amenaza de que si no se aprueba los costos lo pagaran los consumidores. El Gobierno tuvo un año para buscar un mecanismo alternativo. Mientras tanto, se pudo haber suplementado el Fondo de Estabilización y haber debatido sobre un sistema, que, por cierto, es de mercado y parece muy moderno, pero no creo que no implique riesgo alguno. 



En cierta ocasión discutimos autorizar a las administradoras de fondos de pensiones a invertir un 20, 40 ó 60 por ciento -hoy día, están en 80- en el extranjero, cuando se dijo que el mercado nacional era insuficiente y que había que asumir riesgos. Con tal objeto establecimos la política de la “mortadela”, consistente en introducir reformas a las AFP por secciones, y autorizamos cinco clases de fondos. Y la clave para que ello resultara era la información. 



Quiero hacer el siguiente símil. 



Se propuso la constitución de los Fondos A, B, C, D y E. Los tres primeros para los más jóvenes, y el último para los más viejos, pues ofrecía una rentabilidad de 4 por ciento. Y nos pareció atractivo. No obstante, eso funciona cuando se dispone de la información apropiada. 



Respecto de los Fondos A, B y C, las administradoras supieron cuando se produciría inestabilidad en los mercados internacionales, pero como ellas, en su calidad de asesoras de los ahorrantes de dichos fondos de capitalización individual, no informaron tal situación, nadie se pudo cambiar. 



En consecuencia, se hizo la pérdida: 25 mil millones de dólares. La gente perdió la mitad de sus ahorros previsionales. Habíamos encargado a tales organismos -creados por nosotros- el deber de administrar e informar a la gente para que tome sus decisiones. Sin embargo, no comunicaron a tiempo el problema que se avecinaba. Y ese mecanismo no lo hemos modificado. 



Ahora, como la batalla comunicacional la ganan las AFP al pagar grandes sumas en publicidad, resulta imposible combatir contra aquello, pues en este país no hay un solo periódico de Oposición -¡ni uno solo!-. 



Entonces, nos encontramos ante el ofrecimiento de una alternativa consistente en la contratación de un seguro, donde Chile deberá cancelar una prima. Pero le quiero preguntar al señor Ministro -yo no soy economista- cómo se va a comportar tal seguro cuando efectivamente haya que cambiar la prima al superarse el nivel de precios pactado. 



Aquí ha ocurrido con varios señores Diputados que luego de ser objeto de un siniestro automovilístico han sido echados por las compañías aseguradoras. Y también ha habido reclamos en el sentido de que debemos buscar un seguro capaz de aguantar los daños sufridos por los vehículos de los Senadores, a los cuales se ven expuestos de manera permanente. 



¿Cuántos siniestros puede aguantar este seguro, señor Ministro? ¿Hasta qué monto? ¿Nos va a abandonar? ¿Qué garantía hay de no tener que volver a un fondo de estabilización si surge una crisis internacional? ¿Cuánto podría ganar o perder el país?



Antes de presentarse el problema por la venta de cobre en los mercados de futuro, todos decían que era el mecanismo que garantizaba mayores ingresos a Chile. La verdad es que hubo un operador que no se desempeñó con transparencia y perdimos mucho dinero. 



La cuestión es garantizar a los pequeños usuarios, tal como manifestó el señor Ministro, que no pagarán los costos del alza del precio de los combustibles. Pero también se trata de asegurar al país que nos encontramos frente a un sistema innovador que funcionará cuando lo necesitemos y que no irrogará una pérdida mayor a la experimentada con el Fondo de Estabilización. 



Como el mecanismo propuesto es muy nuevo, nos gustaría saber en qué países funciona, a qué materias podría asimilarse, porque estamos hablando de muchísimo dinero y sería interesante conocer algo más de él antes de decidir innovar sobre el particular. 



De otro lado, parece muy adecuado que se mantenga el Fondo de Estabilización para la parafina, porque la usan los pobres. Y, al respecto, también desearíamos estar al tanto si aquel va a alcanzar para esos efectos. 



¡Patagonia sin represas!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis. 

El señor ORPIS.- Señor Presidente, me gustaría dar a conocer tres o cuatro consideraciones respecto de este proyecto de ley. 



En primer lugar, muchas veces me cuesta entender el contexto del debate generado sobre el particular, porque precisamente lo que persigue la iniciativa son dos cosas: proteger a los consumidores frente al alza que puedan experimentar los precios de los combustibles y, paralelamente, al Fisco en cuanto a los ingresos que debe gastar en un fondo que -tal como se señaló- demanda gran cantidad de recursos.



Ahora, cuando se pregunta en el Senado si lo relativo a los seguros se trata de un asunto nuevo, la respuesta se halla en el informe         -página 2, exactamente- de las Comisiones unidas, el cual señala en forma expresa que hace 40 años que está operando el sistema propuesto, por lo que no es algo novedoso. Por ejemplo, México, que basa su ingreso fiscal en la explotación del petróleo, lo tiene implementado desde hace mucho tiempo y le ha permitido importantes ahorros fiscales por la fluctuación de los precios internacionales de los combustibles. 



Pero, a mayor abundamiento, en el referido informe -página 3- emanado de dichos organismos técnicos, se expresa -leo textual, porque creo que estos sistemas se prueban en las etapas de crisis, de volatilidad, de elevados precios-: “Enseguida, realizando una proyección del costo que, por la aplicación de lo que se propone en el proyecto, habría tenido en Chile el precio de los combustibles en el período de mayor volatilidad histórica, entre junio de 2007 y agosto de 2010, indicó que el litro de gasolina habría costado, en el mes más caro, US$18,5, y en un mes medio, US$6,4; el de diésel, a su turno, US$16,4 y US$15,7 respectivamente”.



Y aquí viene lo importante, señor Presidente.



¿Qué señala el informe de la Comisión? “Esto habría permitido percibir entre US$30 y 40 millones mensuales por concepto de seguros, cuya operatoria contempla la contratación, con seis meses de anterioridad, de un seguro para el consumo de un mes, considerando una indemnización de la aseguradora si el precio sube del tope máximo, y un pago a ella si es que desciende en demasía.”.



Pero acá también está la parte importante de la respuesta que indicaba respecto a la prima. 



A renglón seguido se expresa: “Además, la iniciativa consulta un máximo para el gasto neto en primas, de 4% del promedio del precio mayorista internacional de paridad, con el objeto de proteger a los consumidores y no exponerlos al pago de sumas excesivas.”.



Por consiguiente, desde todo punto de vista, el nuevo sistema salvaguarda al consumidor ante el impacto que tiene la volatilidad del alza en los precios de los combustibles y, paralelamente, protege al Fisco.



Reitero que, como se manifiesta en el informe, no se trata de un sistema nuevo: existe desde hace 40 años. Puede ser novedoso para algunos, para el país, pero está operando cada vez con mayor intensidad en el resto del mundo. 



En consecuencia, creo que Chile debe entrar en el camino de proteger al consumidor y, al mismo tiempo, resguardar los recursos fiscales.



He dicho. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, no iba a hacer uso de la palabra, pero me sorprendió el discurso del Honorable Senador Navarro, por lo que voy a manifestar.



Durante los últimos diez años se gastaron entre mil quinientos y dos mil millones de dólares en subsidios a los combustibles.



Pues bien, cuando veo que gente enferma debe esperar a veces dos años para ser atendida por un especialista; cuando veo a personas que necesitan que les solucionemos sus problemas de deudas habitacionales, y cuando veo el tremendo esfuerzo que hay que hacer para elevar la subvención escolar al objeto de darles a muchos niños mayores posibilidades de educarse mejor, yo me pregunto -y los invito a todos a hacer lo propio- si realmente tiene sentido gastar dos mil millones de dólares para subsidiar el precio del petróleo.



En algunas familias hay 3, 4, 5 autos. ¿Tiene sentido que todo Chile subsidie la gasolina de esos vehículos? ¿No es más razonable que los subsidios se le den a la gente que de verdad los necesita?



Señor Presidente, cada vez que uno subsidia el precio de un bien o de un servicio no está subsidiando a quien lo necesita, sino al que lo consume. Y, en general, mientras más dinero se tiene, más se consume ese tipo de cosas. Por ende, es probable que gran parte de los subsidios pertinentes beneficiaran a gente que no los requería. 



Tengo claro que, cuando se registran variaciones tan brutales como las habidas en el precio del petróleo, a una familia modesta le resulta complicado adaptarse a las alzas. Por eso, pienso que algún tipo de amortiguador debe haber para que los aumentos de precios se vayan asentando en forma más paulatina. Pero, al final, hay que pagar lo que las cosas valen realmente. 



Por ejemplo, en general, para calefaccionar las casas de La Dehesa no se usa parafina, sino otras cosas. Entonces, está bien que se dé un subsidio en el caso de esa sustancia, mas no en el de las gasolinas, no en el del petróleo.



Si, por ejemplo, sube mucho el precio del pasaje en el transporte público, podremos dar un subsidio a la gente de más escasos recursos para que pueda pagarlo. Pero subsidiemos a quien lo necesita y no a aquellos que viven en La Dehesa.



Entonces, señor Presidente, yo solo quiero señalar que el tener un mecanismo para amortiguar las alzas y, también, las bajas de los precios cobra sentido, porque muchas veces para las familias es superdifícil, con un presupuesto más o menos acotado, adaptarse a variaciones tan amplias. 



Pero lo que no tiene sentido es, con las tremendas necesidades sociales existentes en Chile, estar subsidiando el precio de los combustibles de forma tal que las personas reciban más subsidio mientras mayor cantidad de autos posean.



¡Eso es lo más regresivo, lo más injusto que puede haber!



En esa línea, señor Presidente, prefiero el sistema propuesto ahora. Ciertamente, deberemos pagarlo entre todos; es un mecanismo de seguro. Pero yo, entre gastar dos mil millones de dólares en un subsidio al combustible y destinar esos recursos, por ejemplo, a otorgarles buenas becas a chiquillos que deben ir a la universidad y no puedan costearla, opto por lo segundo. ¡Cómo no va a ser más razonable!



Estoy segura, señor Presidente, de que el Senador Navarro, a quien me dirijo por su intermedio, va a entender que, al final, los subsidios deben ir a la gente que los necesita y no al precio de ciertos bienes y servicios. Porque esto último es lo más regresivo que puede haber.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, por cierto que podemos tener una visión diferente sobre cómo debe operar un fondo destinado a regular el precio de los combustibles, que es determinante para la economía y no solo para el que usa automóvil. 



El problema no radica en el uso del automóvil ni en la circunstancia de que en sectores de altos recursos se utilice parafina para calefaccionar las viviendas, sino en la definición de si es necesario contar con algún mecanismo que proteja ante las alzas en el precio de los combustibles.



En este Parlamento aprobamos por unanimidad la creación del Fondo de Estabilización del Precio del Petróleo. ¿Por qué? Porque este precio es determinante en la economía, y no solo para quien usa automóvil, sino también para la industria, para la producción, para todo.



Esa es la razón por la cual en cierto momento se destinaron mil a dos mil millones de dólares para enfrentar períodos de crisis.



¿Qué habría ocurrido si no hubiéramos tenido el referido Fondo cuando el precio del crudo se fue a 120, 130 dólares el barril? ¿Habríamos sido capaces de resistir internamente el impacto producido en la economía, en los precios y en la inflación? ¡No! 



En economía, se sabe que a veces deben existir sistemas regulatorios para la estabilización de ciertos precios. Y no es intervención. 



Ahora, si era mejor el que estábamos aplicando o será más eficaz el implementado ahora, lo veremos. Pero el Fondo anterior, que por lo demás -insisto- fue aprobado por unanimidad en el Congreso Nacional, derivó de la necesidad de lograr un buen manejo de la economía.



Ahora bien, el FEPC venció en junio de 2010. Y, ciertamente, ha habido una falta de preocupación respecto a un elemento muy determinante.



Gracias a Dios, no hemos tenido contingencias que, por efectos de los precios del petróleo, afectaran gravemente la economía en el último tiempo. Pero podrían haberse producido algunas. Y, no existiendo un mecanismo como aquel, habríamos debido pagar precios muy altos, con efectos significativos.



Señor Presidente, en cuanto a los subsidios, uno entiende, por ejemplo, lo que está pasando hoy en Magallanes.



Estamos de acuerdo en que, como los subsidios pueden ayudar a las personas de mayores ingresos, hay que otorgarlos solo a las de menores recursos; es un criterio selectivo muy necesario. Pero en el caso de Magallanes el objetivo de dar un subsidio no es solo el de beneficiar a determinadas familias a los fines de que puedan consumir productos esenciales para ellas y para la economía de la Región: existe también una razón geopolítica.



Leyendo hoy las cifras, yo me preguntaba: ¿Es conveniente tener la crisis de Magallanes porque se necesitan 4 millones de dólares al año para que la gente mantenga el consumo de un bien tan básico como el gas, del cual depende toda la economía de dicha Región? ¿No tiene sentido mirar lo que significa el poblamiento de esa zona y permitirle a la gente radicada allá vivir en condiciones más o menos aceptables?



Si se aplica un criterio diferente, por supuesto que ocurrirá lo que está pasando ahora: se subsidiará a quienes consuman hasta mil metros cúbicos, y al resto, no.



Entonces, existe ese problema. Y, ante eso, debemos tener una opción.



Ahora bien, creo que el proyecto que nos ocupa no es bueno. Y el Gobierno habrá de asumir su responsabilidad si el sistema planteado funciona mal. En todo caso, pienso que los fondos que prevé el mecanismo propuesto no van a ser suficientes.



Esta iniciativa tiende a ahorrarle recursos al Fisco. Mi duda estriba en si ese ahorro, sobre todo en la primera etapa, producirá el efecto que se persigue.



Al respecto, señor Presidente, me formulo algunas preguntas.



En primer lugar, ¿qué significa que el impuesto específico regule la posibilidad del subsidio?



En segundo término, ¿cuál es el margen de eficiencia de ese impuesto para responder ante una crisis de precios razonablemente alta? Yo considero que serán muy limitados los recursos de que se podrá disponer por esa vía.



Ahora, si el Gobierno estima que con el mecanismo sugerido va a solucionar el problema en el próximo tiempo -ojalá que no haya ningún riesgo-, allá él. Y deberá asumir la responsabilidad de haber aplicado un sistema como este y no como el del Fondo de Estabilización del Precio del Petróleo, que rigió anteriormente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me permite un minuto adicional, señor Presidente, para terminar?

El señor PIZARRO (Presidente).- Lo tiene, Su Señoría.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Muchas gracias.



En cuanto al mecanismo del seguro, que es la segunda etapa, debo mencionar que se aplicó en Chile. Pero después no pudo volver a implementarse: primero, porque el mercado no dio lugar a nuevos seguros, y segundo, porque el costo era de tal magnitud que, desde el punto de vista fiscal, resultaba inviable.



Se sostiene que se ha aplicado en México, en Panamá. Sí. En el primero de esos países, de manera prolongada, pero con una concepción totalmente distinta: se trata de una nación productora de petróleo que está asegurando precios futuros y no el precio del consumidor. Y el de Panamá es un pequeño caso, que no existe en otra parte.



El seguro se halla completamente reglamentado. Y creo que en un momento dado no será posible que juegue en la forma como queremos.



Entonces, allá el Gobierno si asumió la línea en comento. Que responda por los resultados. Nosotros, en el Parlamento, solo podemos llamar la atención. No tenemos otra facultad.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Me solicitaron abrir la votación. 



Si le parece a la Sala, procederemos en esa forma, por supuesto manteniendo el derecho a fundamentar el voto.

El señor NAVARRO.- No, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿No?

El señor NAVARRO.- No quiero que se abra la votación. Pido mantener los tiempos de las intervenciones.

El señor NOVOA.- Pero hay varias votaciones.

El señor PIZARRO (Presidente).- Y al menos tenemos que empezar por una. Porque, en el hecho, se está realizando de nuevo la discusión general; no estamos yendo al detalle. 



Ahora, como todas las votaciones son del mismo tipo, a lo mejor podríamos efectuar un solo debate y una sola votación.



Esa es la otra alternativa.



¿Les parece?

El señor LARRAÍN.- Así resulta más rápido.



Votemos en particular sin discusión, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si Sus Señorías quieren, mantendremos el tiempo de las intervenciones, con alguna flexibilidad, para en alrededor de media hora más, una vez que intervengan los inscritos, votar todos los artículos.



¿Les parece?

El señor NAVARRO.- Con derecho a argumentar.

El señor PIZARRO (Presidente).- Por supuesto. Su Señoría nunca ha tenido problemas para fundamentar el voto. Y tampoco los tendrá ahora.

El señor CANTERO.- Pero eso no impide, señor Presidente, que abra la votación ahora.

El señor PIZARRO (Presidente).- El problema reside en que, si la abro, quedamos limitados en el tiempo. Y debemos votar artículo por artículo.

El señor CANTERO.- Pero que se acuerde utilizar el tiempo ya definido.

El señor PIZARRO (Presidente).- Es mejor lo que estoy sugiriendo, Su Señoría, porque así votamos una sola vez. Si no, habría que realizar dieciséis votaciones.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, yo no tengo inconveniente, siempre que los Senadores se queden, para que no fracase la hora de Incidentes.

El señor PIZARRO (Presidente).- No hay hora de Incidentes, señor Senador.



En consecuencia, si le parece a la Sala, procederemos en la forma señalada: un solo debate y una sola votación.



--Así se acuerda.
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, qué duda cabe de que el proyecto en análisis afecta sensiblemente no solo la vida de la pequeña y la mediana empresas, sino también la vida cotidiana de los consumidores.



Teníamos un sistema que consistía en un Fondo de Estabilización que posibilitaba atenuar las consecuencias de las alzas y disminuciones en el precio de los combustibles, para impedir que los consumidores fueran sorprendidos de una semana para otra con impactos fuertes.



Pero dicho mecanismo, al que ya nos encontrábamos habituados, termina en junio de 2010 sin haberse establecido uno nuevo o renovado en forma anticipada el Fondo de Estabilización.



El Gobierno se deja estar. Y, una vez expirado el FEPCO, presenta la iniciativa que ahora discutimos, que busca estabilizar el precio de los combustibles vía impuestos.



Por una parte, dispone que un impuesto variable se adicionará al precio cuando baje y se restará cuando suba, para de esa manera mantener un valor estabilizado.



En una segunda etapa, el proyecto considera un seguro. Sin embargo, no precisa cómo se financiará. Yo debo asumir que lo solventarán los propios consumidores. Y, por cierto, ninguna compañía de seguros va a cobrarle a un país dependiente una prima baja por garantizarle el financiamiento de las alzas sustantivas del precio de los combustibles cuando se supere el 12,5 por ciento. Habrá, pues, un impacto, que lo van a sufrir mucho más los sectores de menores ingresos.



Ahora bien, desde el punto de vista económico, de la sanidad económica o de la administración financiera, es impecable el análisis del Ministro de Hacienda acerca de cómo se tendría que aplicar el sistema planteado en el proyecto y quiénes deberían financiarlo (como expresé, el costo será de cargo de cada consumidor).



Sin embargo, señor Presidente, que ese es un análisis adecuado para una empresa, no para un país.



Como nación, tenemos la obligación de analizar las repercusiones del referido sistema sobre las familias, más aún tratándose de un elemento con un efecto multiplicador en todos los costos y en cada actividad: sube el precio de los combustibles y, consecuencialmente, suben los costos de los fletes y los valores de los alimentos; hay mayor inflación; aumenta la tasa de interés. Es decir, el alza en el precio de los combustibles afecta muchísimo a la economía.



Por tanto, justifico plenamente cuando un Gobierno toma una decisión y plantea que con cargo al Estado se subsidiará no solo al consumidor, sino también la economía, para que tenga un sano comportamiento desde la perspectiva de los precios.



El análisis hecho respecto al precio del gas en Magallanes se enmarca dentro de aquel criterio. Lo manifestado por los Ministros de Minería, de Energía y del Interior se relaciona con un sano criterio de administración financiera aplicado a una empresa. Pero no estamos administrando una empresa, sino un país, donde se afecta a personas, a familias.



Entonces, el enfoque debe apuntar a la capacidad de tener sensibilidad frente al desarrollo de una nación que ha de ir creciendo de manera armónica. Y es necesario tomar muy en cuenta los efectos que la ley en proyecto provoca en las familias que producen para el país, en los pequeños y medianos empresarios y en los hogares más modestos.



Por lo expuesto, frente a esta iniciativa, me abstendré. El Gobierno cuenta con los votos suficientes para aprobarla. Pero deberá hacerse responsable de sus consecuencias sobre cada consumidor si el sistema planteado implica un encarecimiento en el precio de los combustibles.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, considero que este proyecto es adecuado. Y responde a lo que nosotros por lo menos manifestamos reiteradamente cuando veíamos que los Fondos de Estabilización -el FEPP o el FEPCO- consumían miles de millones de pesos de todos los contribuyentes.



Cada vez que era necesario inyectarles mayores recursos a dichos Fondos, planteamos que quizás la mejor forma de estabilizar e impedir que altos precios impactaran sobre los consumidores era precisamente ajustar el nivel de los impuestos que gravaban el consumo de los combustibles. Así, cuando el precio internacional subía, los impuestos que afectan a los combustibles bajaban, de manera de mantener un valor más razonable para el público consumidor e impedir un fuerte impacto.



Ese era nuestro criterio y las Administraciones de la Concertación nunca lo aceptaron. Estas se jugaron por un fondo de estabilización que, en definitiva, terminó siendo un subsidio al consumo y con un costo de más de mil 500 millones de dólares.



El Gobierno ha optado, tal como lo expresó recién el Senador señor Zaldívar, por un esquema distinto, cuyos resultados habrá que ver en el tiempo, obviamente. Pero me parece del todo razonable que el importe final de los combustibles -influido, no solo por el valor internacional, sino también por los tributos que se cobran- pueda ser regulado con el mecanismo de impuestos que suben o bajan según la fluctuación de los precios. Ello va a significar una estabilización de estos últimos, en tanto que se registrará un menor ingreso fiscal cuando los precios suban en el mundo y uno mayor cuando bajen.



Ahora, para no correr riesgos extremos en situaciones de un alza internacional por sobre cualquier proyección, el Fisco solicita la autorización -y se le concede en el proyecto- para contratar seguros de los precios de los combustibles.



Lo anterior es algo que opera normalmente y en todos los países. No es una novedad de este Gobierno. Las empresas se precaven de los costos de las fluctuaciones de valor usando tales instrumentos, los cuales, naturalmente, tienen que ser bien empleados. Ninguno de ellos, en manos de una persona irresponsable, garantiza que el resultado sea adecuado. Pero, evidentemente, son completamente normales en el manejo, no solo de las finanzas privadas, sino también de las públicas.



En el caso del petróleo, cuyas fluctuaciones a veces van mucho más allá de la normal de un precio en la economía, por razones políticas, por conflictos internacionales, puede ser que el mecanismo de seguros deje de funcionar en un momento determinado. El señor Ministro de Hacienda ha sido claro en que, frente a situaciones extremas, el Gobierno se encuentra dispuesto a considerar la creación de subsidios para poder enfrentarlas.



Por lo tanto, me parece que seguimos un camino más adecuado que el de establecer un fondo de subsidio, el cual se concede en forma indiscriminada y fomenta el consumo de manera irracional, muchas veces. Y no fue nunca, en definitiva, un mecanismo de estabilización de precios, sino que terminó siendo una medida que favoreció indiscriminadamente a personas que a lo mejor no necesitaban o no merecían recibir el beneficio.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se agotó su tiempo, señor Senador.

El señor NOVOA.- Concluyo planteando solo que se trata de un sistema correcto, tendiente a estabilizar precios y que, por cumplir esa función, debiera significar un costo neutro o muy bajo para los recursos fiscales, dado que se compensarán los menores ingresos de impuestos en tiempo de alza con los mayores que se registren en tiempo de baja.



El proyecto contiene, asimismo, la forma de financiar las primas.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, al ser el nuestro un país dependiente de energéticos, particularmente del petróleo, y dado que no incide en lo más mínimo en el valor y es tomador de precios, podemos optar, cuando se registra una volatilidad como la existente en la economía mundial -y en particular en el aspecto mencionado-, por: alternativa 1, dejar que el mercado opere, o bien, alternativa 2, generar mecanismos para amortiguar, como se ha dicho aquí, o controlar la fluctuación. 



En el minuto en que el Estado toma una decisión, significa que invierte recursos de todos los chilenos para ese objetivo, porque se persigue un bien.



Me parece realmente demagógica alguna frase que he escuchado en cuanto al despilfarro o mal uso de fondos públicos en circunstancias de que se trata del mismo sector que votó aquí mismo en favor de los recursos para el Fondo de Estabilización del Precio de los Combustibles. Y, en ocasiones, pedían más para ese fin.



Entonces, creo que es bueno, primero, elevar el debate. Nos interesan mecanismos en la materia porque somos un país dependiente. Conviene considerar con cierta seriedad cuál es el mejor instrumento, a quién beneficia. Deseo centrar mi reflexión inicial en función de esto último.



Lo segundo es exponer la percepción que tenemos algunos en el sentido de que, detrás de esta medida, lo que se quiere es abrir otra controversia, que tiene que ver con el impuesto específico a los combustibles, no con la fluctuación de precios, como se ha sugerido, porque dicho tributo es al volumen. Esa es una discusión ya zanjada hace tiempo.



Es algo que quiero plantear, porque ya hemos aceptado que grupos corporativos que presionan en nuestra sociedad terminen no pagando el impuesto o pagándolo y recuperándolo posteriormente. Y el Estado establece un mecanismo que beneficia a un sector en sus políticas de subsidio al precio de los combustibles.



Lo que se hace aquí, señor Presidente -y esa es mi inquietud-, es modificar parcialmente un instrumento. Ello se verifica con cierta demagogia, como si estas platas se pudieran usar para la salud o los enfermos. No se trata de una opción entre mantequilla y armas, como en la vieja discusión de los economistas. El país requiere invertir para evitar fluctuaciones fuertes en los precios de los combustibles. Ello afecta a toda la economía, porque somos dependientes en el área energética.



¿Quiénes son los más afectados y a quiénes no se ha querido tocar con la medida? La más afectada, potencialmente, es la clase media, la cual quedará más desamparada frente a ciertas fluctuaciones que un seguro no podrá prever. Se trata de un mecanismo cuyo funcionamiento no se encuentra garantizado. Es una apuesta. Nuestra percepción es que esa parte de la población es la que resultará más desprotegida con el cambio. Los que obtenemos mayores ingresos podemos aguantar una fluctuación de 100 pesos por litro. Es el sector dependiente del uso del combustible para trasladarse, para trabajar -el sector medio emergente-, el más vulnerable.



Me encantaría saber cuánto implica anualmente para Chile el subsidio a los transportistas; el subsidio regresivo que se les otorga a algunos empresarios en un territorio largo como el nuestro y que lleva a que hagamos cosas irracionales, porque son grupos de presión que paralizan al país. Es sabido que lo razonable es recurrir a la vía marítima, el tren o el transporte terrestre según la distancia. Hoy subsidiamos el transporte terrestre de carga más de lo que resulta racional para un país como el nuestro. ¿Cuánto nos cuesta ello para evitar cierta desfocalización?

El señor PIZARRO (Presidente).- Se acabó su tiempo, señor Senador.

El señor LETELIER.- Pido un minuto para terminar, señor Presidente.



A mi juicio, el debate sobre esta materia es tremendamente importante para un territorio extenso como el que nos caracteriza y se requiere llevarlo a cabo con detención cuando se observa, a la vez, lo que está pasando en Punta Arenas, que también tiene que ver con la política de un subsidio público a combustibles.



En lo personal, soy muy crítico de lo que está haciendo el Gobierno con relación a esa parte del país. Me parece que es una irresponsabilidad en política de seguridad nacional, en desarrollo de zonas extremas. Constituye una aberración usar conceptos economicistas para definir los subsidios en lugares como ese si se evalúa la situación de la cercana ciudad argentina de Ushuaia, que ha crecido mucho.



El instrumento que el Gobierno propone nos genera muchas dudas, señor Presidente. Percibimos que los mayores afectados van a ser los sectores medios. Por eso, nos abstendremos de votar.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Desea hacer algunos comentarios, señor Ministro?

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Así es, señor Presidente. Me gustaría reaccionar frente a algunas de las intervenciones registradas.



En primer lugar, se ha planteado que el sistema propuesto es inseguro.



Un señor Senador afirmó también que el Fondo no será suficiente.



Ello no es correcto. El sistema va a ser suficiente, porque involucra estabilizar un precio dentro de un rango, con un compromiso estatal ilimitado, a diferencia del Fondo, que es limitado. Entonces, se trata de un esquema que, desde el punto de vista de la protección y la seguridad, es superior a ese otro.



Ahora, pensamos que será más barato, obviamente, porque una primera etapa es la del Sistema de Protección al Contribuyente (SIPCO), con un impuesto específico variable, pero la segunda es la de los seguros.



Se han manifestado algunas dudas respecto de la contratación de estos últimos. Lo que hemos expuesto y que se hará es que ello se llevará a cabo con entidades internacionales serias.



Debo puntualizar que ni aun en los peores momentos, como los grandes cataclismos ocurridos en Chile, se le han dejado de cumplir por completo al país los contratos de seguros externos. Lo mismo tuvo lugar con ocasión del terremoto de febrero pasado.



A veces, las compañías pueden quedar complicadas, pero entonces operan los reaseguros. Estos se toman cuando se asumen riesgos grandes.



Por lo tanto, hacemos referencia a sistemas probados y ampliamente utilizados en el ámbito internacional. En ese sentido, deseo mitigar, de algún modo, el cuestionamiento al esquema del seguro.



Ahora, ¿cómo se opera? En forma muy simple, porque se plantea una opción para comprar petróleo a un precio determinado. Este último se encuentra establecido y se toma con la debida anticipación. Cada mes se adquiere para tres meses después, de manera que hay un período de rezago, y se considera un precio 12,5 por ciento superior al que hace de base, fijado como un promedio de los internacionales. Es un precio spot. Cuando este supera ese techo, opera en forma inmediata la posibilidad de comprar al tope contemplado. Entonces, ello se verifica en las condiciones más favorables del mercado. Así operan las opciones call. 



Lo anterior, a diferencia de la opción put, consistente en vender en un momento definido a un precio determinado. En la iniciativa se hace referencia a la posibilidad de comprar.



¿Y es necesario incluir una opción put junto con una opción call? No, señor Presidente, porque si el precio cae, no hay problema: nos beneficiamos.



Podríamos disponerlo así.



La otra alternativa es establecer, simplemente, que la opción y la protección estarán al alza, no a la baja. 



Por lo tanto, el esquema de opciones permite una protección asimétrica.



En cualquier escenario razonable, el costo del seguro es solo una pequeña fracción de los 2 mil 300 millones de dólares que importó en los últimos diez años el funcionamiento del Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados de Petróleo (FEPCO).



Eso es así. Y puedo mostrar todas las simulaciones hechas respecto de cuánto le hubiera costado a Chile asegurar los precios en cierto rango.



Sobre el particular, si bien no puedo predecir el futuro con entera precisión, sí estoy en situación de afirmar que, como Gobierno, nos hacemos plenamente responsables de que el esquema va a funcionar bien. Y, más aún, estamos completamente convencidos de que operará mejor que aquel que se está reemplazando. Por eso estamos tranquilos, señor Presidente.



Es perfectamente legítimo que se susciten dudas respecto del nuevo sistema, pero durante todo este tiempo hemos estado disponibles para aclararlas y presentar los antecedentes.



Finalmente, con relación a lo expresado por el Senador señor Navarro en cuanto a la tramitación del proyecto, informo que este ingresó el 13 de julio de 2010 a la Cámara de Diputados; el 17 de agosto fue aprobado en general y en particular; el 18 del mismo mes pasó al Senado y se remitió a las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas, las que sesionaron entre el 31 de agosto y el 7 de septiembre; el 29 de este último mes fue aprobado en general por la Sala. En octubre y noviembre no se le puso urgencia, con motivo de la tramitación del proyecto de Ley de Presupuestos, pero, aprobada esta iniciativa, ello se hizo. Analizado el texto en sesiones de las Comisiones unidas, estas lo despacharon el 20 de diciembre.



Con lo expuesto, espero haber despejado algunas de las dudas que surgieron, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muchas gracias, señor Ministro.



De acuerdo al procedimiento fijado por la Sala, serán objeto de un solo pronunciamiento todas las modificaciones acordadas por mayoría en las Comisiones unidas.



En votación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las proposiciones de las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas (13 votos a favor, 2 en contra, 7 abstenciones y un pareo).



Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García, Kuschel, Larraín, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag y Walker (don Patricio).



Votaron por la negativa la señora Rincón y el señor Frei (don Eduardo).



Se abstuvieron la señora Alvear y los señores Escalona, Girardi, Letelier, Pizarro, Quintana y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareada, la señora Matthei.

El señor PIZARRO (Presidente).- El artículo único transitorio pasó a ser el primero de las disposiciones transitorias, lo que fue aprobado unánimemente en las Comisiones unidas.



Si no hay objeción, se aprobará con la misma votación anterior.



--Por unanimidad, así se acuerda, quedando despachado el proyecto en particular.
)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- En este momento han llegado a la Mesa los documentos que se dan a conocer a continuación:

Informes



Dos de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaídos en las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.234, que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos irregulares y renueva su vigencia (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 6.830-14).



2.- Proyecto de ley que crea mecanismo transitorio de adopción de acuerdos de los copropietarios en los sectores medios (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 7.412-05).



--Quedan para tabla.

Comunicación



De los Honorables señores Zaldívar (don Andrés), Escalona y Lagos, con la cual retiran el proyecto de ley, iniciado en moción de su autoría, que exige a la Dirección de Presupuestos informar acerca de las operaciones cambiarias efectuadas por el Gobierno (boletín Nº 7.412-05).



--Se toma conocimiento.

PROTOCOLO DE 1996 RELATIVO A CONVENIO

SOBRE PREVENCIÓN DE CONTAMINACIÓN DEL MAR

POR DESECHOS Y OTRAS MATERIAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Protocolo de 1996 relativo al Convenio sobre Prevención de la Contaminación del Mar por Vertimiento de Desechos y otras Materias, denominado “Convenio de Londres 1972”, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6729-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 83ª, en 19 de enero de 2010.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores: sesión 84ª, en 5 de enero de 2011.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El objetivo del Protocolo es proteger y preservar el medio marino de todas las fuentes de contaminación y adoptar medidas eficaces para prevenir, reducir y eliminar la contaminación por vertimientos o la incineración en el mar de desechos u otras materias.



La Comisión discutió este proyecto de acuerdo en general y en particular y le dio aprobación por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señores Kuschel, Larraín, Letelier, Tuma e Ignacio Walker), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general y particular la iniciativa.



Tiene la palabra el Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores, Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, luego de la relación del señor Secretario, únicamente quiero agregar lo siguiente.



Chile es Estado Parte del Convenio sobre Prevención de la Contaminación del Mar por Vertimiento de Desechos y otras Materias, de 1972, al cual adhirió en octubre de 1977. 



Dicho Acuerdo, después de los avances producidos tanto por el conocimiento científico como por el tecnológico, fue enmendado en noviembre de 1996, adoptándose un Protocolo modificatorio que entró en vigor, con una adhesión mínima, en marzo del 2006. Solo entonces nuestro Gobierno decidió adherir a él, con el propósito de sumarse a sus objetivos, que son adoptar medidas más rigurosas tendientes a prevenir, reducir y, cuando sea factible, eliminar la contaminación por vertimiento en el mar, a fin de proteger y preservar el medio marino y de organizar las actividades humanas de modo que el ecosistema marino siga sustentando los usos legítimos del mar y satisfaciendo las necesidades de las generaciones actuales y futuras.



Los criterios contemplados en el Convenio son variados, pero quizás el más novedoso e importante es el del “planteamiento preventivo”, según el cual se adoptarán medidas preventivas prudentes cuando haya motivos para creer que los desechos u otras materias introducidas en el medio marino pueden ocasionar daño, aunque no existan pruebas definitivas que demuestren una relación causal entre los aportes y sus efectos.



También se afirma que quien contamine deberá, en principio, sufragar los costos generados por la contaminación, y además se subraya que los Estados contratantes tendrán que cuidar que la aplicación del Protocolo no signifique que la contaminación simplemente se traslade de una parte del medio ambiente a otra.



Respecto del cumplimiento y fiscalización, Chile lleva un registro de desechos que indica que el 90 por ciento de ellos corresponde a dragados de puertos, y el 10 por ciento restante, a hundimientos de buques fuera de servicio efectuados en ejercicios navales. 



En nuestro país la entidad encargada de fiscalizar el cumplimiento del Convenio es la Dirección del Territorio Marítimo (DIRECTEMAR), en su calidad de Gobernación Marítima y Gobernación de Puerto. En el ámbito internacional, su Director es quien debe informar permanentemente sobre los vertimientos al representante nacional en Londres ante la Organización Marítima Internacional, que es la que lleva el control y fiscalización  de este Acuerdo a nivel mundial.



Por tales consideraciones, la Comisión de Relaciones Exteriores acordó, por unanimidad, proponer a la Sala aprobar la adhesión de nuestro país a este Protocolo adicional.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, al igual que el Presidente de la Comisión, deseo destacar la conveniencia del Protocolo en estudio, sobre todo para un país marítimo como el nuestro, que además, por la Organización Marítima Internacional, tiene facultades de informar e, incluso, de operar, hasta nuestra frontera, con Nueva Zelanda y Australia.



Por lo tanto, este es un asunto crucial para Chile.



El instrumento consagra el principio precautorio, en el sentido de que ante cualquier duda se debe demostrar la inocuidad de los desechos.



Creemos que constituye un avance importante, aun cuando no deja de llamarnos la atención que el Gobierno anterior demorara cuatro años en hacerlo llegar al Parlamento. Pero nunca es tarde.



Así que votaremos a favor.

El señor ESCALONA.- ¡No fue culpa del Gobierno anterior!

El señor PIZARRO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación la iniciativa.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo (19 votos afirmativos).



Votaron las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Larraín, Letelier, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag y Zaldívar (don Andrés).

MODIFICACIÓN A RÉGIMEN JURÍDICO DE TRANSPORTE 

PÚBLICO CONCESIONADO

El señor PIZARRO (Presidente).- Conforme a lo acordado por los Comités, corresponde ocuparse enseguida del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el régimen jurídico del transporte público concesionado, con segundo informe y nuevo segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7085-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 37ª, en 28 de julio de 2010.



Informes de Comisión:



Transportes y Telecomunicaciones: sesión 41ª, en 10 de agosto de 2010.



Transportes y Telecomunicaciones (segundo): sesión 85ª, en 11 de enero de 2011.



Transportes y Telecomunicaciones (nuevo): sesión 85ª, en 11 de enero de 2011.



Hacienda: sesión 85ª, en 11 de enero de 2011.



Discusión:



Sesión 42ª, en 11 de agosto de 2010 (se aprueba en general).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- La idea de legislar sobre la materia fue aprobada por el Senado en su sesión del día 11 de agosto de 2010.



La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones efectuó diversas enmiendas al proyecto aprobado en general, las cuales fueron acordadas por unanimidad, con excepción de tres de ellas, que serán puestas en votación oportunamente.



Por su parte, la Comisión de Hacienda, conociendo de las normas de su competencia, aprobó el texto despachado por el mencionado órgano técnico sin introducirle modificaciones. Con todo, los incisos segundo y tercero del artículo primero transitorio fueron acogidos por mayoría, de manera que también serán puestos en votación.



Cabe señalar que los Senadores señora Rincón y señores García, Letelier, Novoa y Zaldívar han presentado, dentro del plazo fijado por los Comités en el día de hoy, una indicación para sustituir el inciso segundo del artículo primero transitorio. 



Hago presente que las modificaciones unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión o existan indicaciones renovadas. Entre las enmiendas aprobadas por unanimidad se encuentran las referidas a los incisos catorce y veintitrés del artículo 3° de la ley N° 18.696 y las concernientes al artículo 3° duodecies y al artículo segundo transitorio, las cuales tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación el voto conforme de 22 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión particular el proyecto.



Tiene la palabra la señora Ministra de Transportes.

La señora HUTT (Ministra de Transportes y Telecomunicaciones subrogante).- Señor Presidente, en primer lugar, quiero transmitir el saludo y las excusas del Ministro Felipe Morandé, quien se encuentra en comisión de servicio en el extranjero. Por eso me ha correspondido subrogarlo.



No entraré al detalle de la iniciativa que modifica el régimen jurídico del transporte público concesionado, que ya conocen los señores Senadores, pero hay algunos elementos relacionados con su desarrollo que vale la pena recordar.



De partida, deseo destacar la calidad, la profundidad y los alcances del debate que tuvo lugar en su momento para llegar al contenido final de este proyecto, el cual concitó un consenso amplio en torno a dos conclusiones principales: una, la necesidad de actualizar el subsidio del sistema para poder estabilizarlo en el largo plazo, y dos, la urgencia de dar un marco regulatorio más efectivo que permita consolidar su funcionamiento en forma normal después de un tiempo en que el transporte público de Santiago ha sufrido alteraciones importantes.



Todos -el equipo que participó en la gestación de la iniciativa y los parlamentarios que han contribuido a mejorarla- fuimos testigos de la crisis que afectó al sistema durante el año 2010, que incluso llevó a caducidad, quiebras y suspensiones del servicio, lo cual dejó en evidencia la debilidad del marco regulatorio actual.



En ese contexto, representantes de los partidos de la Concertación y de la Coalición por el Cambio en ambas Cámaras, junto con el Ejecutivo, trabajaron intensamente para elaborar una estrategia de solución y acordar el marco que debería tener el desarrollo del sistema de transporte público. Finalmente, el 14 de septiembre de 2010 se consensuó un documento que establece medidas y compromisos que orientan la política de transporte para la Capital y las Regiones.



Tal acuerdo permitió, por un lado, estabilizar las tarifa de la locomoción colectiva en Santiago, y por otro, otorgar subsidios adicionales a las Regiones. Ello hizo posible contar con recursos suficientes para mejorar significativamente los servicios. Pero ahora se requiere formalizar el marco regulatorio, que es lo que se pretende con la iniciativa en debate.



Resulta urgente contar con una normativa de rango legal que recoja lo que actualmente se desarrolla al amparo de reglas de menor jerarquía, como contratos y bases de licitaciones, que han demostrado ser insuficientes para regular el sistema por sí solas.



El proyecto que ahora se somete a la consideración de la Sala se basa en el espíritu de entendimiento y consenso recién comentado. Las Comisiones trabajaron intensamente, priorizando el interés general del país, de los usuarios y de los trabajadores, y los resultados de las votaciones reflejan el acuerdo general alcanzado.



Así que quiero agradecer especialmente a todos los que colaboraron para que aquello fuera posible. Me parece que esa es la forma de avanzar en sistemas que producen impacto directo en las personas, que es a quienes nos interesa proteger.



Muchas gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, simplemente deseo destacar lo expresado por la señora Ministra.



En la Comisión de Transportes tuvimos un intenso trabajo, el cual fue precedido por un acuerdo entre la Concertación, la Oposición y el Gobierno.



Cabe destacar que, efectivamente, el proyecto y las indicaciones que presentó el Ejecutivo vinieron a respaldar ese consenso. En ellas se tuvo especial preocupación por los beneficiarios -las personas que usan el transporte público- y por los trabajadores del sistema.



En cada sesión del referido órgano técnico se fue recogiendo el contenido del Protocolo de Acuerdo suscrito, el cual resguarda importantes preocupaciones desde el punto de vista laboral y de la seguridad social.



Por otra parte, quiero hacer presente que la iniciativa que hoy día votamos en particular resuelve muchos de los problemas que durante el Gobierno de la Presidenta Bachelet se pidió solucionar en este mismo Parlamento y que la Oposición de entonces, ahora Gobierno, se negó a resolver. Lo destaco porque estimo relevante dejarlo consignado en la historia de la ley.



Hoy, la prensa informa permanentemente de una actitud no constructiva de la actual Oposición. Con ello queda la sensación de que la Concertación obstaculiza el trabajo. Y creo que el mencionado acuerdo y la labor legislativa desarrollada a propósito de la presente iniciativa muestran algo totalmente distinto de lo que consignan y publican los medios de comunicación.



Además, ha quedado en claro otro hecho: que cuando el actual Gobierno fue Oposición negó lo que hoy ha venido a pedir a este Parlamento, donde nosotros hemos actuado en forma diferente, por entender que ello era necesario.



Solo quería manifestar eso, señor Presidente. 



Obviamente, respaldaremos el texto en el cual trabajamos de manera intensa en la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, junto con otros Honorables colegas y la señora Senadora que me antecedió en el uso de la palabra, participamos en la suscripción del convenio entre el Gobierno y la Oposición para aprobar el proyecto de ley relativo al Transantiago.



Debo manifestar que, en lo personal, tenía una gran preocupación por trabajadores que nos manifestaron su situación. Durante largo tiempo muchos de la empresa Transaraucarias estuvieron protestando por haber quedado en la calle sin que siquiera se les hubieran pagado sus imposiciones. Y parte del citado acuerdo precisamente buscaba lograr una fórmula para solucionar sus problemas.



Como sabíamos que se vería el proyecto en la Sala, esta tarde, antes de la sesión, junto con la Senadora Rincón, tuvimos la oportunidad de conversar con la Ministra de Transportes subrogante, la que nos explicó cuáles son los avances en la materia. Además, el próximo lunes, en dependencias de dicha Cartera, ambas Senadoras vamos a sostener una reunión con ella y los trabajadores involucrados con el fin de aclarar definitivamente esta situación.



Debo reconocer que en este ámbito el Ministerio de Transportes ha tenido una disposición permanente a dialogar, a resolver dudas y a estar siempre llano a acoger peticiones. Dicha actitud ha posibilitado que estemos dispuestos a aprobar los distintos proyectos relativos al Transantiago, que es un tema extraordinariamente difícil de abordar.



Voy a votar favorablemente la iniciativa legal, en atención a su mérito y, al mismo tiempo, a mi interés de ir cumpliendo el Protocolo de Acuerdo, ahora en un aspecto en el que, teniendo dudas, la Ministra ha mostrado disposición para aclarar.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, examinaba este proyecto, puesto sobre tabla, y hay algunas modificaciones que incorporan la exigencia del respeto de los derechos de los trabajadores; en particular, la caducidad declarada fundadamente en cualquiera de los casos en que estos no sean resguardados. Se establece que se considerará incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario la inobservancia de aspectos sindicales o laborales previstos en la ley y que esto, efectivamente, dará lugar a la caducidad. Sin embargo, lo anterior siempre queda solo en la letra y su posterior implementación cuesta una enormidad. 



Como entiendo que tendremos la posibilidad de discutir la iniciativa en particular, yo analizaría bien estos preceptos, de tal manera que el procedimiento de reclamación pudiera garantizar...

El señor LARRAÍN.- ¡Ya estamos en la discusión particular, señor Senador!

El señor NAVARRO.- ¿Ahora mismo?

El señor PROKURICA.- ¡Obvio!

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la verdad es que, cuando se tratan materias sobre tabla -yo no asistí a la reunión de Comités y tengo entendido que fue ahí donde se acordó no solo suspender la sesión especial sobre la reconstrucción del país, sino también analizar hoy en la Sala este proyecto-, uno queda con escaso margen para prepararse, aunque en este caso se trata de un asunto que venía siguiendo.




Me alegra que se contemplen tales resguardos, tanto por los trabajadores de Transaraucarias como por aquellos que laboran en los servicios concesionados, quienes sufren los rigores de empresas inescrupulosas que en la Dirección del Trabajo acumulan más de 2 mil infracciones y multas que no son cobradas y a las cuales se les da toda clase de facilidades. El Ministerio de Transportes y el del Trabajo deben cambiar el criterio. Se dan esas situaciones y, por una parte, no se cobran las multas, y por otra, es “como si lloviera”, y no solo en Transaraucarias.



Por lo tanto, el procedimiento para hacer realidad la letra que hoy día estamos aprobando a través de las indicaciones presentadas -entiendo que por la Senadora Alvear- me parece extraordinario. Solo hago presente que debe haber practicidad; en definitiva, mecanismos expeditos de operación, para que el interventor o administrador provisional pueda actuar antes de que las cosas ocurran, sin esperar a que una empresa entre en insolvencia y deje impagos tres o cuatro meses de remuneraciones o imposiciones; se debe contar con mecanismos de previsión, porque no solamente son afectados los trabajadores. Transaraucarias retiró sus máquinas. Y, como Sus Señorías saben, el sistema las reemplaza. Pero alguien en cierto punto deja de contar con un bus del Transantiago porque fue reemplazado por otro. Por tanto, el régimen se contrae. 



¿Cuántas máquinas circulan por la Región Metropolitana? No lo sabemos. ¿Cuántos pasajeros se trasladan a través de ellas? No lo sabemos ¿A qué número de personas llega la evasión? No lo sabemos. Lo único que conocemos es que el Senado aprobó un proyecto de ley para multar a quienes dejan de pagar su pasaje.



Se trata de un sistema que funciona pésimo; que no cumple ningún estándar; que, en definitiva, ha hecho gastar al Estado miles de millones de dólares. Sin embargo, no se les ocurrió nada mejor -tuvo mi voto en contra- que crear un DICOM para la gente que no cancela. Yo quiero que paguen, pero cuando el sistema funcione bien. Mas hoy lo hace mal.



Señor Presidente, se me señala que estamos en la discusión en particular y que, por lo tanto, no se pueden presentar indicaciones.



Según entiendo, sobre este asunto hubo un acuerdo político. En realidad, celebro que la Concertación haya tenido la generosidad que no tuvo en su momento la Oposición, ahora Gobierno, respecto de muchos casos, pues efectuó una crítica despiadada y particularmente ofensiva.



Quiero recordar las opiniones emitidas en contra de la Presidenta Bachelet, cuya misión fue poner en servicio el sistema. Seis días después de iniciado el proceso, recurrí a la Contraloría porque a mi parecer SONDA no había cumplido con el software prometido y el sistema iba a fracasar. Sucedió como lo habíamos previsto. No funcionó. Lamentablemente, no nos equivocamos.



Solo deseo traer a la memoria -con todo respeto, porque muchos de mis mejores amigos son de la Concertación- que, cuando apoyé a Eduardo Frei en la segunda vuelta, luego de deponer mi candidatura presidencial y de apoyar a Marco Enríquez-Ominami, aquel señaló: “Hay que comprar el Transantiago”. Su propuesta era estatizar este negocio, que le cuesta al país -digámoslo con franqueza- 800 millones de dólares al año. Para que la gente de Regiones, la de Magallanes, sepa, se gastan 2 millones de dólares diarios en el Transantiago, ¡60 millones mensuales! Y lo cierto es que no se avizora una solución.



No sé si se realizan encuestas para conocer el grado de satisfacción del usuario. Tal vez la señora Ministra subrogante lo podría aclarar. ¿Está en funcionamiento el contador de pasajeros? ¿Se hallan operativas las cámaras de vigilancia? ¿Se habilitaron los cierres automáticos de puertas? El Administrador Financiero del Transantiago, conformado por los mayores bancos nacionales, gana miles de millones, porque, del costo total del pasaje, solo 200 pesos van a los operadores; es decir, los dueños de las máquinas. El resto queda en el Administrador Financiero.



En consecuencia, alguien hizo un gran negocio.



Y se nos pide que avalemos un acuerdo que, una vez más, han suscrito la Concertación y el Gobierno. Deseo saber si hay alternativa, ya que -como dije y reitero- en Madrid el sistema de transportes cuesta 2 mil 200 millones de euros anuales, no obstante es el mejor del mundo. El cobro para los usuarios se mantiene en uno o dos euros, pero funciona bien.



Sus encargados nos manifestaron -el Senador Zaldívar estuvo presente en un encuentro en España, cuando, con motivo de una invitación del Presidente Piñera, hicimos una agenda adicional, porque nos interesaba conocer su sistema de transporte- que la recaudación allá llega a 800 millones de euros y el gobierno de Madrid suple o subsidia los 1.400 restantes para cubrir lo que cuesta en realidad un servicio de buena calidad. Pero se trata de un sistema estatal; no lo opera un privado.



Cuando los madrileños pagan su pasaje -y de su bolsillo, porque es un impuesto-, saben que lo están haciendo por una prestación de calidad y estatal; cuando los santiaguinos hacen lo propio -no todos- saben que lo están haciendo por un mal servicio, el que, además, constituye un gran negocio para un privado. 



Esa es la diferencia.



Entonces, me parece que este asunto tiene carácter político. El sistema no funciona. Ignoramos los plazos para modificarlo. ¿Cuántas reformas hemos tramitado? Cuatro o cinco.



Quiero saber si podremos discutir acerca del buen o mal funcionamiento del sistema en manos de los empresarios particulares. Porque, hasta ahora, vivimos con la creencia y el mito de que todo lo privado funciona bien, y que todo lo estatal, mal.



El Transantiago fue diseñado por el Estado, pero lo administran los privados. Por consiguiente, existen al menos responsabilidades compartidas respecto de por qué sigue funcionando de manera deficitaria. 



Y reitero: si los magallánicos reclaman 15 millones de dólares anuales para que la ciudad más austral del mundo no sufra un alza en el precio del gas, en circunstancias de que ahora se pretende aprobar una iniciativa que implica un gasto centralizado de 800 millones de dólares para el Gran Santiago, yo por lo menos levanto la voz de las Regiones para expresar que no me pidan aprobar un proyecto que implica 60 millones de dólares mensuales para un sistema de transporte de la Capital sin saber si va a funcionar o si la sangría que constituye es ab aeterno. 



Todavía no hay claridad respecto del cuarto puente sobre el río Biobío, y aún las Regiones seguimos subsidiando al Gran Santiago.



Entonces -por su intermedio, señor Presidente- deseo consultar a la señora Ministra subrogante cuándo terminará la sangría del Transantiago.



El actual Ejecutivo, cuando era Oposición, decía que no aprobaría más iniciativas que significaran tal depredación de recursos. Y ahora las aprueba porque es Gobierno.



Por eso la política tiene tan poca credibilidad: porque no hay una sola autocrítica -y no sé si me perdí parte importante de los discursos- en cuanto a manifestar que este sistema se halla mal implementado, mal diseñado; que se intenta parcharlo; que se seguirá subsidiando, y que, en particular, nadie garantiza que funcionará bien.



Señor Presidente, me voy a abstener; o, más bien, voy a votar en contra.



En verdad, con cierto grado de impotencia señalo que cada vez que se plantea este asunto, la respuesta depende de la posición en que estemos. Cuando el Ejecutivo se hallaba en la Oposición destruía este tipo de proyectos; ahora que es Gobierno, nos pide su aprobación, y llega a un nuevo acuerdo con la Concertación.



Me parece que la Honorable señora Alvear, que representa a la Región Metropolitana, se encuentra en todo su derecho a decir que tiene que proteger a los usuarios del Gran Santiago. Pero también los Senadores pertenecientes a Regiones podemos señalar que este es una sangría que, en definitiva, debe tener fin. De lo contrario, tiene que existir una propuesta alternativa. Porque las Regiones no podremos estar dispuestas a gastar tal nivel de recursos en subsidiar un sistema malo que además genera grandes utilidades a unos pocos empresarios.



Ese es el punto. Y la decisión deberemos adoptarla en algún minuto.



A mi entender, la Concertación tenía la posibilidad de evaluar la alternativa de que el Estado comprara la concesión, como en Londres, París o Madrid. En las grandes capitales del mundo, neoliberales y capitalistas, el sistema funciona con el Estado. En Santiago, lo hace con los privados y con los problemas que eso conlleva.



Por lo tanto, votaré en contra, señor Presidente. Mientras no haya claridad sobre cuándo terminará la sangría del Transantiago, no considero digno de los representantes de Regiones pronunciarse a favor de un proyecto de esta naturaleza sin solicitar nada a cambio.



Yo pido claridad, fechas, compromiso, en cuanto a cuándo culmina este gasto. Como eso no está, me veo en la obligación de votar que no.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, voy a votar a favor por una razón muy importante: porque la iniciativa entrega al Estado la posibilidad de intervenir en caso de quiebra y, por tanto, de que se interrumpa la acción del concesionario de transporte público. Es decir, en este caso puede introducir directamente una acción de servicio público, de bien común, al evitar la interrupción de un servicio tan importante para la sociedad, para la población, como el transporte de pasajeros.



Sin embargo, encuentro razón al alegato del Senador Navarro desde otro punto de vista, pues considero que la iniciativa en sí misma muestra con claridad el exacerbado centralismo que se da actualmente en nuestro país. Incluso, en su misma redacción, la normativa propuesta alude a estas atribuciones para la Región Metropolitana, sin siquiera ponerse en el caso de las otras Regiones. 



Es así.



En tal sentido, rescato plenamente la alocución del Honorable colega: enfrentamos una dificultad bastante severa, muy de fondo. De esa manera se lo manifesté en la Comisión de Hacienda al titular de la Cartera del ramo. Y lo mismo deseo hacer ahora con la señora Ministra subrogante de Transportes. Tenemos un gravísimo problema.



En primer término, quiero recabar -entiendo que es así, pero pretendo insistir en ello- la voluntad del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para llevar adelante una política de entrega de subsidio al transporte público en Regiones. Sería profundamente defraudante que los 120 mil millones asignados en un proyecto de ley ya aprobado regresaran al Tesoro Público sin haberse gastado.



Me parece que ese Ministerio debe implementar una política activa en la materia y no solo esperar la llegada de proposiciones desde las Regiones, porque la realidad indica que en muchos casos estas no cuentan con los equipos técnicos necesarios, con los profesionales suficientes o, simplemente, con la cultura y con la experiencia para poder proponer subsidios.



En el caso de la Región de Los Lagos -a la cual represento-, el costo del transporte público es elevadísimo. En particular, el por vía marítima es muy alto.



Para poder trasladarse una persona desde la localidad de Quemchi, en la comuna del mismo nombre, a cualquiera de las islas del Archipiélago, que son parte de esa misma comuna -están separadas por 20 ó 30 minutos de navegación en lancha-, tiene que pagar 7 mil pesos o más. Y, por lo tanto, hay un atentado directo a las actividades productivas de la zona. 



Si no se aplica efectivamente una política de transporte público en las Regiones, estimo que acá estamos consolidando un sistema de incentivo perverso. Es decir, la gente empieza sabiendo que, al trasladarse a la Capital, van a contar, de inmediato y automáticamente, con un subsidio para la locomoción, beneficio del cual no gozan otras localidades.



Muchas veces me he preguntado qué razón puede finalmente determinar que un joven de 15, 18 ó 20 años deje que su padre, productor de papas, permanezca en la Isla de Chiloé y no intente migrar a Santiago, donde de partida va a tener la ventaja de un subsidio con el que no cuenta en su Región.



En mi concepto, hay muchas materias donde debe actuarse con criterio, con cuidado, con tino, con sentido político y con respeto por las Regiones. Y yo incluyo en eso la desafortunada decisión de elevar el costo del gas en Magallanes, lo que tiene que ver con políticas públicas que van más allá del sentido material de una decisión.



Y en tal sentido quisiera reiterar a la señora Ministra subrogante la importancia que reviste, en el caso de la provincia de Chiloé, el que se pueda dotar a la comuna de Puqueldón de una conectividad marítima apropiada.



No es admisible que el Ministerio de Transportes haya aprobado en la Región una conectividad que se reduce en invierno al funcionamiento de una sola embarcación, en circunstancias de que nuestro país hoy día tiene condiciones para cambiar cualitativamente la situación. Es decir, la gente siente, a través de eso, que la están ofendiendo, que se está abusando, que hay un centralismo demasiado exacerbado.



Entonces, señor Presidente, entiendo que estamos acá para resolver una materia de hecho: en el caso de que se presente la quiebra de una empresa, cómo el Estado puede evitar que se interrumpa la concesión, porque sí así sucede el funcionamiento del transporte público perjudicaría a decenas de miles de personas que dependen de él para concurrir a su actividad laboral diaria. Para resolver eso, por cierto, que cuentan con nuestro voto a favor. 



Quiero reiterar mi alegato, porque si uno insiste en sus planteamientos, al final logra ser escuchado. No es algo que uno tenga que hacer solamente una vez. No, hay que formularlo dos, tres, cuatro, cinco, seis, siete o más  veces, hasta que se  cree una convicción.



A mi juicio, es muy importante que el Ministerio de Transportes mire más allá de la Región Metropolitana.



Estimo que, desesperantemente, las noticias en el país se reducen en verano a Santiago y Viña del Mar, y de marzo hasta diciembre, a la Región Metropolitana, lo que no es lógico.



En consecuencia, reitero mi solicitud -en este caso, a la señora Ministra subrogante- de atender los requerimientos de las Regiones  (en particular los de la comuna de Puqueldón en Chiloé) y que efectivamente el Ministerio de Transportes pueda desarrollar una acción activa a objeto de que el subsidio acordado para ellas efectivamente sea utilizado en su beneficio.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente,  quiero pedir votación separada para las tres normas que son de quórum especial y aplazamiento del respectivo pronunciamiento hasta mañana, y votar ahora todas las otras que no lo son.

El señor LETELIER.- ¡El oficialismo debe estar presente en la Sala!

El señor NOVOA.- El oficialismo lo está.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, entiendo que su petición se formula frente a la posibilidad de falta de quórum, pero hay Senadores suficientes. En todo caso, la Mesa se asegurará de que, en el momento de votar, haya quórum. Si no lo hubiera, se accederá a la petición de Su Señoría.

El señor NOVOA.- Perfecto, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, estoy totalmente de acuerdo en no poner en riesgo un proyecto de esta naturaleza por una eventual falta de quórum. Por supuesto, no es bueno suspender la votación de una iniciativa de la importancia de la que estamos analizando. 



Pero es necesario tener al respecto un fair play, máxime cuando nadie se prestará a hacer una votación extemporánea y sin sentido.



En cuanto al asunto de fondo, a pesar de que estamos en la discusión particular, tenemos que referirnos de nuevo a lo que es el proyecto.



De acuerdo con su título, “modifica el régimen jurídico del transporte público concesionado”. Y si uno revisa el articulado permanente, se refiere a todo el transporte público concesionado en cualquier parte del país.



¿Y por qué se hace eso? Por una razón muy obvia: después de la experiencia tenida durante el tiempo de aplicación del transporte público concesionado, se ha visto que hay diversas falencias y defectos que hacen que, en un momento dado, incluso el sistema en general pueda sufrir un colapso sin solución.



Y por eso se consigna todo lo relativo a la caducidad de las concesiones, a la suspensión o continuidad del giro del transporte. Y se establece todo un mecanismo acerca de cómo termina una concesión. Es muy necesario.



El acuerdo logrado entre el Gobierno y la Concertación en ese sentido es constructivo y positivo. Y es bueno para el país que un sistema regulado como el transporte público concesionado cuente con una reglamentación que impida, bajo cualquier circunstancia, que el sistema no funcione o tenga dificultades en cuanto a lograr soluciones.



Incluso se propone algo que a mí me ha llamado la atención, como es la expropiación. Se llega a ella según un acuerdo adoptado incluso por la unanimidad. Aquí no hay nadie que haya planteado observación u objeción en orden a que esto pudiera atentar contra un principio fundamental.



Y me parece muy bien que en el Senado, y en el Parlamento en general, lleguemos a tomar conciencia de que hay momentos en que las normas más estrictas, a veces, requieren alguna excepción y reglamentación para evitar que se genere una situación arbitraria. Yo mismo he suscrito una indicación en ese sentido, en la cual el Gobierno ha estado de acuerdo, a fin de que ese tipo de acción tan difícil, tan tortuosa para algunos, pueda realizarse en pro del bien común.



Por eso, creo que el Senador Navarro no tenía razón al sostener  que él se oponía al proyecto porque era nada más que para la Región Metropolitana. Pero no se trata del financiamiento del sistema público de transporte ni de la corrección del Transantiago. Eso ya se discutió unas veinte veces, por un lado y por otro. Lo que se relaciona con el Transantiago son las disposiciones transitorias, las cuales se precisan para aplicar la legislación que queremos a convenios ya celebrados bajo otro régimen regulatorio. Eso es lo que estamos corrigiendo; y me parece bien. 



Concuerdo en que el Transantiago -que está dentro del sistema público concesionado- entre a regularse según las mismas condiciones que regirán para todo el transporte.



Señor Presidente, creo que el proyecto debe ser aprobado. Por supuesto que debemos dar las facilidades para que, por ningún motivo, sufra algún percance. Ello servirá para demostrar que en la Oposición hay buena voluntad, pese a que se reclama que no tenemos ninguna.



El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, en torno al transporte público de pasajeros concesionado aún está pendiente una evaluación objetiva.



A mi juicio, las pasiones han llevado a que en este Hemiciclo se dijera una cantidad dramática de barbaridades y de faltas a la verdad.



Informes internacionales indican que los sistemas de transporte público en el mundo enfrentan grandes desafíos. Uno de esos informes señala que el que opera en la capital de nuestro país está dentro de los que mejor funcionan.



Lo hago presente porque aquí a veces se hacen afirmaciones muy lejanas a la realidad, por personas que al parecer nunca han usado el transporte público en la Región Metropolitana. Y, como usuario del Transantiago, debo manifestar que este sistema es harto mejor de lo que muchos han expresado en la Sala; bastante más eficiente en su diversidad para trasladarse.



Pero ese no es el punto en debate hoy, aunque sería bueno que en algún momento se efectuara una evaluación más objetiva.



Producto de una crisis, surgió la necesidad de perfeccionar el sistema. Un mal diseño generó un proceso de rectificación. Y cuando el Ministro Cortázar, a quien se le encargó esta tarea, pidió facultades para llevarla a cabo, quienes hoy son Gobierno -ayer Oposición- se negaron a otorgarlas.



Hoy se solicita la misma atribución para que la autoridad pueda continuar dicha labor. Los estudios encargados por el Ministro Cortázar en su momento ahora constituyen las bases de los ajustes que la Cartera de Transportes nos pide respaldar, tarea que, en particular, ha sido encabezada por la Subsecretaria del ramo, actual Ministra subrogante. Ella se ha preocupado de ver cómo implementar, gracias a los estudios referidos, las medidas necesarias.



En ese contexto llegamos a un acuerdo marco con el Gobierno sobre la ley en proyecto, la concerniente al financiamiento y otros aspectos no contemplados en estos instrumentos legislativos.



Con relación a la iniciativa que nos ocupa, el cuerpo regulatorio propuesto tiene una parte permanente, que se aplica -como se ha dicho- a todos los sistemas de transporte.



Quizás la mayor innovación que se introduce también es producto de la crisis generada con el actual Gobierno por el incumplimiento de un acuerdo con uno de los operadores. Este tenía un contrato firmado -de buena fe- con el Estado chileno, el cual no se respetó y ello condujo a una situación de crisis. Se le quitó a ese operador una función que estaba a su cargo, provocando un grave problema a los trabajadores.



Además, en segundo término, otro operador vendió su contrato a un tercero, con autorización de funcionarios de esta Administración, sin resguardar los derechos laborales mínimos de la empresa. 



Por ello, señor Presidente, en el articulado permanente del proyecto se incluye, de forma reiterada -en más de ocho lugares-, la obligación de respetar las leyes laborales de los trabajadores. Se garantizan tales derechos siempre en primer lugar: en las bases de licitación; cuando se modifiquen los contratos; al declararse la caducidad de una concesión, o si se nombra a un administrador provisional.



Nosotros solicitamos la incorporación de ello como condición para debatir la iniciativa. Y hoy los cambios están plasmados en el texto propuesto.



Sin embargo, la inquietud planteada por la Senadora señora Alvear, referida a la situación de los choferes de una de las empresas que dieron origen a la crisis, está pendiente. No se ha resuelto ese problema. Es un drama que los trabajadores hayan tenido que cargar el costo de ajustar el sistema.



Por momentos, a mi juicio, estuvimos frente a una actitud -no quiero que lo tomen como un insulto- indolente por parte de la autoridad de turno en esta materia. Porque hubo trabajadores en huelga de hambre, viviendo situaciones dramáticas -¡dramáticas!-; y no existió, sobre la base de garantías u otros instrumentos, la voluntad de buscarles una solución oportuna.



Esta iniciativa permite resolver las dificultades futuras. Pero no las del pasado, aquellas provocadas a raíz de las dos crisis mencionadas.



Nos preocupa profundamente ese tema, señor Presidente.



Otro aspecto que quisimos plantear -el Senador que habla presentó la indicación respectiva para que fuera norma permanente, pero la Comisión la rechazó y no fue acogida por el Gobierno- se refiere a cómo establecer en una empresa o actividad concesionada normas laborales especiales. No hablo de disposiciones de resguardo, sino de las que determinan con qué frecuencia un trabajador se cambia de sindicato y cuántas de estas organizaciones debe haber por operador y por terminal. Porque, al igual como algunos de nosotros criticamos el multirrut empresarial, también reprochamos profundamente el multirrut sindical. Pues hay personas que han distorsionado el rol de los gremios. 



Nos llama la atención que la actual autoridad, frente a una propuesta concreta y a una manifestación de voluntad en tal sentido, no haya querido tomar el guante para terminar con un fenómeno inexplicable: la existencia, no de dos, ni diez, ni quince, sino de decenas de sindicatos por operador. Esto, en última instancia, hace más costoso para el usuario el servicio de transporte público administrado por privados.



Señor Presidente, deseo referirme al artículo primero transitorio.



Dicha norma, sin duda, constituye el corazón del proyecto. Las disposiciones permanentes resultan necesarias, pero al Gobierno le interesa más ese artículo transitorio. Se trata del centro del sistema.



Sin embargo, se nos hace discutir la iniciativa en un contexto que me parece poco feliz. Algunos lo podrán sentir como un chantaje forzado de la actual Administración hacia quienes mantienen contratos con el Estado. El Gobierno anterior pactó cambios contractuales con los operadores, y esas modificaciones quedaron en la Contraloría General de la República. Pero la Administración vigente retiró los contratos del Órgano Contralor hace casi un año, dejando en una situación precaria a los operadores que firmaron con el Estado.



A mi juicio, ello es preocupante, pues afecta la vigencia de lo contratado y el respeto debido a los acuerdos entre el Estado chileno y los operadores privados.



El artículo primero transitorio tiene como propósito generar las condiciones para negociar con los operadores. 



Su inciso segundo señala lo siguiente: “Sin perjuicio de lo anterior, por exigirlo el interés nacional, siempre que no exista una causal de caducidad,” -nosotros presentamos la indicación para que no se pague a los que haya que caducar, en particular, al AFT (para decir las cosas por su nombre) o a algún banco- “se faculta al Estado a través del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para poner término anticipado a los contratos”. Es decir, se lo autoriza a expropiar.



En esta materia, hemos manifestado nuestra preocupación en dos sentidos.



Nos parece bien que se abandonen los ideologismos excesivos. Pero creemos que debe determinarse en qué condiciones y en qué situaciones se concede la facultad mencionada. No cabe aceptar que en cualquier caso se le permita al Estado caducar un contrato por exigirlo el interés nacional, dado que este concepto es muy amplio, bastante ambiguo, tratándose de un servicio concesionado como el transporte público de pasajeros. 



Y se pide esa atribución por tres años.



En forma reiterada, señor Presidente, hemos planteado que a los buenos operadores, a los que cumplen, hay que premiarlos. Se les debe garantizar que la norma transitoria referida no se les aplicará y que no se usará para generar una negociación desequilibrada en la modificación de los contratos.



Por eso, presentamos una indicación en el último trámite, consensuada con el Ministro de Transportes en la Comisión de Hacienda, tendiente a precisar cuándo se podrá utilizar dicha medida. 



Tal enmienda sustituye el inciso segundo del artículo primero transitorio por el siguiente:



“Sin perjuicio de lo anterior, por exigirlo el interés nacional y por causa de utilidad pública” -ahí se acota la atribución- “siempre que no exista una causal de caducidad, se faculta al Estado a través del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para poner término anticipado a los contratos indicados en el inciso anterior que comprendan la prestación de servicios concesionados de transporte público o servicios complementarios en las comunas de la Región Metropolitana,” -y luego se precisa el ejercicio de la facultad, que es lo importante- “cuando un cambio de circunstancias hiciere innecesario el servicio para la satisfacción de las necesidades públicas o demandare su rediseño o complementación para efectos de mejorar la continuidad, condiciones de seguridad y calidad del sistema.”.



Es decir, se precisa en qué circunstancias se puede ejercer esta facultad, la cual se otorga por dos años.



Señor Presidente, pedimos que esta indicación se vote en forma separada. Ella recae en el artículo primero transitorio y forma parte del acuerdo que alcanzamos.



A mi juicio, este marco regulatorio ayuda a avanzar hacia una buena experiencia. Incluye las materias laborales como norma permanente. Lamentablemente, no las sindicales que era necesario incorporar.



El artículo primero transitorio establece una situación más equilibrada, y existe el compromiso del Ejecutivo de no usar esta disposición para castigar a los buenos operadores.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, estamos frente a un proyecto absolutamente necesario.



No solo se procedió en su oportunidad a otorgar los recursos para que el sistema de transporte público de Santiago pudiera funcionar, con la adecuada compensación y el efecto espejo para las Regiones -cuestión por la cual luchamos y a la que finalmente el Gobierno, el Ministro de Transportes y la Subsecretaria accedieron-, sino que, de manera adicional, en virtud de esta iniciativa, que cambia el régimen jurídico al transporte público concesionado, se generan las condiciones para considerar que este sistema es un servicio público y se dota al Ministerio de facultades extraordinarias.



Claramente, era preciso corregir los incentivos perversos que existían en los contratos y establecer incentivos virtuosos. En este contexto, incluso se contempla la posibilidad de expropiar. Y me parece adecuado darle al Estado la oportunidad de regular el transporte público, sobre todo el de la Región Metropolitana, que de alguna manera heredamos.



Además, debo mencionar que contamos con una colaboración extraordinaria de parlamentarios, de los miembros de las Comisiones de Transportes y de Hacienda de esta Corporación. Y gracias a ello pudimos confluir en un proyecto que le entrega mejores atribuciones al Ministerio del ramo y que, sin lugar a dudas, va a permitir mejorar los contratos.



Finalmente, tanto los Senadores de la Concertación como los de la Coalición por el Cambio pusimos énfasis en que los operadores deben respetar los derechos laborales de sus trabajadores. Y se colocaron como ejemplos los casos de Trans Araucarias y de otros operadores que han tenido problemas.



Acá se determinan causales de caducidad, de término de contrato, los que van a velar por que los derechos de los trabajadores del transporte público de la Región Metropolitana se respeten a cabalidad.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Vamos a proceder a votar.

El señor NAVARRO.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor NAVARRO.- Quiero pedir votación separada de algunas normas.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Cuáles?

El señor NAVARRO.- En el artículo único, las letras a), g) e i) del numeral 1); el numeral 2); y en el numeral 4, el artículo 3° terdecies...

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿No será duodecies?  

El señor NAVARRO.- Sí.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ese precepto es orgánico constitucional.

El señor NAVARRO.- Y las letras a) y g) del artículo primero transitorio, 

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Para no equivocarnos, votaremos todas las disposiciones que no requieren quórum especial de aprobación y aquellas respecto de las cuales el Senador señor Navarro no solicitó pronunciamiento separado.



En votación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban (26 votos contra 1 y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votó por la negativa el señor Navarro.



No votó, por estar pareada, la señora Matthei.

El señor PIZARRO (Presidente).- A continuación, hay que pronunciarse sobre las normas que el Senador señor Navarro pidió votar en forma dividida. 

El señor COLOMA.- ¡Todas juntas!

El señor CHAHUÁN.- Que se voten en bloque, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Nos pronunciaremos acerca de la letra a) del numeral 1) del artículo único, que no requiere quórum especial de aprobación.

El señor COLOMA.- ¿Vamos a votar separadamente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Así lo pidió el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, se trata de normas que tienen que ver con la protección laboral de los trabajadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Quiere que se voten juntas, Su Señoría?

El señor NAVARRO.- Sí, porque se refieren a una misma materia.

El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, solamente sacaremos el artículo 3° duodecies, contenido en el numeral 4), que es de rango orgánico constitucional.



Procederemos a votar en un paquete el resto de los preceptos: letras a), g) e i) del número 1) y numerales 2) y 4) del artículo único; y letras a) y g) del artículo primero transitorio.



En votación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 28 votos a favor y un pareo, se aprueban las letras a), g) e i) del numeral 1) y los números 2) y 4) del artículo único; y las letras a) y g) del artículo primero transitorio.



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareada, la señora Matthei.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ahora hay que pronunciarse acerca de los preceptos de carácter orgánico constitucional. Se trata de los incisos catorce y veintitrés del artículo 3° de la ley N° 18.696, contenidos en el numeral 1) del artículo único; del artículo 3º duodecies, incluido en el numeral 4), y del artículo 2º transitorio. Para la aprobación de todos ellos se precisan 22 votos favorables. 



Propongo que se voten juntos. Luego deberemos emitir pronunciamiento sobre la indicación del Senador señor Letelier.

El señor NOVOA.- Perfecto.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 29 votos a favor, se aprueban las normas individualizadas, dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional exigido.



Votaron las señoras Alvear, Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor PIZARRO (Presidente).- Lo único que resta por votar es la indicación formulada por el Senador señor Letelier, que busca sustituir el inciso segundo del artículo primero transitorio.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿Requiere quórum especial?

El señor PIZARRO (Presidente).- No, Su Señoría.



En votación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 26 votos contra 1 y un pareo, se aprueba la indicación que sustituye el inciso segundo del artículo primero transitorio, y queda despachado el proyecto en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Novoa, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votó por la negativa el señor Navarro.



No votó, por estar pareada, la señora Matthei.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminado el Orden del Día.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

FONDOS PARA REPOSICIÓN DE EQUIPOS Y MAQUINARIAS DE CUERPO MILITAR DEL TRABAJO. PROYECTO DE ACUERDO

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Horvath, Kuschel, Larraín, Navarro, Prokurica y Walker (don Patricio).

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1313-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 72ª, en 1 de diciembre de 2010.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El propósito del proyecto de acuerdo es solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que se dispongan fondos para la reposición de equipos y maquinarias del Cuerpo Militar del Trabajo, de manera que pueda desarrollar sus labores durante el año 2011.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (17 votos afirmativos).


Votaron las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Cantero, Chahuán, Escalona, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Orpis, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

MEJORAMIENTO DE CONDICIONES REMUNERACIONALES Y DE RETIRO DE TRABAJADORES DE JUNJI. PROYECTO DE ACUERDO

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por el Senador señor Letelier. 

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1312-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 72ª, en 1 de diciembre de 2010.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El proyecto de acuerdo tiene como objetivos reconocer la labor de excelencia realizada por las trabajadoras y trabajadores de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, expresar la preocupación por la situación administrativa de unos y otras y solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que se atiendan las peticiones de equiparar sus beneficios remuneratorios con los que tienen los trabajadores adscritos a la ANEF, hacerles extensivos los bonos de gestión por cumplimiento de metas institucionales y prorrogar la vigencia del bono de estímulo al retiro enviando un proyecto de ley en ese sentido.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (15 votos afirmativos).



Votaron las señoras Alvear y Rincón y los señores Chahuán, Escalona, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Navarro, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

PETICIONES DE OFICIOS

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)---------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor HORVATH:



A los señores Presidente de la República y Ministro del Interior, solicitándoles UNIFORMIDAD EN MODALIDAD DE CÁLCULO DE ASIGNACIÓN DE ZONA EN DIFERENTES REPARTICIONES PÚBLICAS, y al señor Ministro de Hacienda, para que aclare procedimiento referente a CÁLCULO DE BONIFICACIÓN DE LEY Nº 20.198 PARA 2011, SEGÚN ZONAS BENEFICIADAS.



De la señora RINCÓN:



Al señor General Director de Carabineros, pidiéndole informar en cuanto a fecha de DEMOLICIÓN DE TERCERA COMISARÍA DE CARABINEROS DE PARRAL, y al señor Director Nacional de Vialidad, requiriéndole información respecto a DENUNCIAS DE POBLADORES DE SECTOR EL MAJUELO Y VILLA ADELAIDA SOBRE INSTALACIÓN DE DISCOTECA EN COMUNA DE CAUQUENES (Región del Maule Sur).

)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:42.








Manuel Ocaña Vergara,








Jefe de la Redacción
A N E X O S

D O C U M E N T O S
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OBSERVACIONES DEL EJECUTIVO AL proyecto DE LEY QUE CREA EL MINISTERIO DEL INTERIOR Y SEGURIDAD PÚBLICA, EL SERVICIO NACIONAL PARA LA PREVENCIÓN DEL CONSUMO Y TRÁFICO DE DROGAS, Y MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES (4248-06)

Honorable Senado:


En uso de la facultad que me confiere el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política de la República y de conformidad con lo establecido en el Título III de la Ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, vengo en formular observaciones al proyecto de ley que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el Servicio Nacional para la prevención del consumo y tráfico de drogas, y modifica diversos cuerpos legales.

I. ANTECEDENTES.


El proyecto de ley que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el Servicio Nacional para la prevención del consumo y tráfico de drogas, y modifica diversos cuerpos legales, se inició por mensaje de S.E. el Presidente de la República. Fue ingresado al Honorable Senado el día 16 de junio de 2006.


Mediante Oficio Nº 1176, de 21 de diciembre del año 2010, V.E. comunicó al Presidente de la República, la aprobación del citado proyecto de ley por parte del Congreso Nacional.

II. OBJETIVO Y CONTENIDO DE LAS OBSERVACIONES.


Durante la tramitación legislativa del proyecto de la referencia, la propuesta del ejecutivo acordada con la Comisión Mixta estableció la creación de un Consejo Nacional de Seguridad Pública Interior y de Consejos Regionales de Seguridad Pública Interior (en adelante los “Consejos Regionales”). El primero, contenido en el artículo 6° del proyecto de ley, será presidido por el Ministro del Interior y Seguridad Pública e integrado por el Ministro de Justicia, el Subsecretario del Interior, el Subsecretario de Prevención del Delito, el Subsecretario de Justicia, un representante designado por la Corte Suprema, el Fiscal Nacional del Ministerio Público, el Defensor Nacional de la Defensoría Penal Pública, el General Director de Carabineros de Chile, el Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, el Director Nacional de Gendarmería de Chile, el Director Nacional del Servicio Nacional de Menores, el Director Nacional del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, y el Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades.


Por su parte, los Consejos Regionales, conforme al artículo 16° del proyecto de ley, serán presididos por el Intendente e integrado por los Gobernadores Provinciales, los alcaldes de los municipios de la región, el Secretario Regional Ministerial de Justicia, un representante designado por la Corte de Apelaciones respectiva, el Fiscal Regional del Ministerio Público, el Defensor Regional de la Defensoría Penal Pública, el Jefe de Zona de Carabineros de Chile, el Director Regional de Gendarmería de Chile, el Director Regional del Servicio Nacional deMenores, y el Director Regional del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol.


De conformidad a lo recién expuesto, se ha omitido como integrante de los Consejos Regionales al Jefe de Región Policial de la Policía de Investigaciones de Chile. Dado que la integración del Consejo Regional responde a la misma lógica del Consejo Nacional de seguridad Pública, en que participan ambas instituciones de orden y seguridad, no se aprecian motivos para la omisión antedicha.


Con el objeto de subsanar la omisión indicada, la presente observación propone introducir una modificación al artículo 16° del proyecto de ley.

En consecuencia, vengo en formular la siguiente observación al proyecto de ley que crea el Ministerio del Interior y Seguridad pública, el Servicio Nacional para la prevención del consumo y tráfico de drogas, y modifica diversos cuerpos legales.


Para incorporar en el artículo 16°, a continuación de la expresión “Carabineros de Chile,”, la frase “el Jefe de Región Policial de la Policía de Investigaciones de Chile”, seguida de una coma (,).
Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Rodrigo Hinzpeter Kirberg, Ministro del Interior.- 


Jaime Ravinet de la Fuente, Ministro de Defensa Nacional 
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE RESTABLECE EXCEPCIÓN, EN LAS REGIONES DE AYSÉN Y MAGALLANES, ACERCA DE LOS ESTABLECIMIENTOS DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS

(7138-03)


Con motivo de la Moción, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

"Artículo único.-  Sustitúyese el artículo 14 de la ley N° 19.925, sobre Expendio y Consumo de Bebidas Alcohólicas, por el siguiente:

"Artículo 14.- Todos los establecimientos de expendio de bebidas alcohólicas, a excepción de hoteles y casas de pensión, deben estar absolutamente independientes de la casa habitación del comerciante o de cualquiera otra persona.

Exceptúanse de lo establecido en el inciso anterior a las patentes existentes a la fecha de publicación de esta ley, clasificadas en la letra A) y H.- del artículo 3°, de las regiones de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y de Magallanes y Antártica Chilena.

Esta excepción corresponderá para las patentes que no hayan sido canceladas por las causales que determina la ley, incluyendo la clausura del local.".

Artículo transitorio.- Las patentes de las letras A) y H.- del artículo 3º de la ley N° 19.925, de las regiones de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y de Magallanes y Antártica Chilena, que han sido trasladadas entre la entrada en vigencia de la referida ley y la fecha de publicación de ésta, se podrán acoger a la excepción que contempla el inciso segundo del artículo 14 de la antes señalada ley.".


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados
3

PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL “CONVENIO 187, SOBRE EL MARCO PROMOCIONAL PARA LA SEGURIDAD Y SALUD EN EL TRABAJO”, ADOPTADO POR LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO

(7386-10)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


"Artículo único.- Apruébase el "Convenio 187, sobre el Marco Promocional para la Seguridad y Salud en el Trabajo", adoptado por la Organización Internacional del Trabajo el 15 de junio de 2006.".


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE FACILITA LA CONSTITUCIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE NUEVAS EMPRESAS

(6981-03)

La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al proyecto de ley de ese H. Senado que facilita la constitución y funcionamiento de nuevas empresas, con las siguientes enmiendas:


Artículo 1°


Número 1)


Letra d)


Ha reemplazado el encabezamiento, por el siguiente:


"
d) Intercálanse los siguientes incisos séptimo, octavo, noveno y décimo, nuevos, pasando a ser los actuales incisos séptimo y octavo, undécimo y duodécimo, respectivamente:".

 
A continuación, ha consultado, entre los incisos octavo y noveno propuestos, el siguiente nuevo: 


"Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, en caso que la causa que impidiera subsanar las observaciones fuere la existencia de una declaratoria de utilidad pública sobre el inmueble en que haya de realizarse la actividad de que se trate, y la Dirección de Obras Municipales haya negado la solicitud efectuada por el propietario según lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 121 del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1976, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ley General de Urbanismo y Construcciones, la municipalidad deberá prorrogar la patente provisoria hasta que se cumpla el plazo de caducidad de dicha declaratoria. Al plazo anteriormente indicado deberá adicionarse, si fuere el caso, el plazo que la Dirección de Obras Municipales haya otorgado para subsanar las observaciones que haya efectuado, de acuerdo a lo señalado en el inciso anterior.".


Letra e)


La ha sustituido por la siguiente:


"e) Reemplázase en el actual inciso séptimo, que pasa a ser undécimo, la frase "En los casos del inciso anterior," por "En los casos de los incisos anteriores y para empresas que acrediten que su capital efectivo no excede de cinco mil unidades de fomento,".


Artículo 2°


Artículo 8 ter.-


Inciso cuarto


Letra b) 


Ha eliminado la expresión "querellado,".

 
Ha agregado el siguiente inciso final:


"La presentación maliciosa de la declaración jurada a que se refiere el inciso segundo, conteniendo datos o antecedentes falsos, configurará la infracción prevista en el inciso primero del número 23 del artículo 97 y se sancionará con la pena allí asignada, la que se podrá aumentar hasta un grado atendida la gravedad de la conducta desplegada y multa de hasta 10 unidades tributarias anuales.".


Artículo 8° quáter.-


Inciso segundo


Ha agregado entre la expresión "beneficiarios de los” y ”servicios” lo siguiente:  ”bienes y,o".


Ha agregado el siguiente inciso final:


"Los contribuyentes a que se refiere el inciso primero que maliciosamente vendan o faciliten a cualquier título las facturas de inicio a que alude el inciso precedente con el fin de cometer alguno de los delitos previstos en el número 4° del artículo 978, serán sancionados con presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de hasta 20 unidades tributarias anuales.".


Artículo 4°


Lo ha sustituido por el siguiente:


"Artículo 4°.- Las publicaciones que según las leyes se deban realizar en el Diario Oficial para la constitución, disolución y modificación de personas jurídicas de derecho privado, se realizarán en la página WEB que deberá habilitar dicho medio para estos efectos.


El acceso a la página WEB, para efectos de consulta e impresión de las publicaciones, será público y gratuito.


Las publicaciones tendrán una tarifa de una unidad tributaria mensual por cada extracto publicado, excepto para aquellas constituciones, disoluciones y modificaciones de sociedades cuyo capital sea inferior a 5.000 unidades de fomento, en cuyo caso la publicación estará exenta de pago.


El Diario Oficial deberá publicar el extracto, a más tardar, el día hábil subsiguiente a la solicitud y pago de la publicación por parte del interesado.


Para los efectos del inciso anterior, los notarios públicos deberán enviar, por vía electrónica, al Diario Oficial copias digitales de los extractos societarios a publicar, los que deberán estar suscritos por ellos, en la forma señalada en la ley N° 19.799.".

Disposiciones transitorios

Artículo primero


Ha sustituido la expresión "tres" por "dos".

Artículo segundo


Lo ha sustituido por el siguiente:


"Artículo 2º.- Lo dispuesto en el artículo 4º de esta ley comenzará a regir transcurridos 60 días desde su publicación en el Diario Oficial.".

Artículo tercero



Ha reemplazado la referencia a "2010" por "2011".


Lo que tengo a honra comunicar a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº  853/SEC/10.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados
5

SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL RÉGIMEN JURÍDICO DEL TRANSPORTE PÚBLICO CONCESIONADO

(7085-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros, en trámite de segundo informe, el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, enunciado en el rubro, originado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”, el 17 de agosto de 2010.
- - - - - - - -

NORMAS DE QUORUM ESPECIAL


Son normas de rango orgánico constitucional el inciso doce (pasó a ser catorce) y veinte (pasó a ser veintitrés), del artículo 3º de la ley Nº 18.696, contenidos en las letras h) y j), respectivamente, del numeral 1) del artículo único; el artículo 3º duodecies, contenido en el numeral 4) del artículo único y el artículo 2º transitorio, en conformidad a lo dispuesto en los artículos 77, inciso segundo y siguientes, de la Constitución Política de la República, y 16 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, por cuanto se relacionan con la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia.


Por lo tanto, para los efectos constitucionales y reglamentarios pertinentes al quórum, dejamos constancia que dichos preceptos requieren para su aprobación, de acuerdo con el artículo 66 de nuestra Carta Fundamental, del voto favorable de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio.

- - - - - 

OPINIÓN DE LA EXCMA. CORTE SUPREMA


Hacemos presente que por acuerdo de la Sala del Senado, se dirigió oficio Nº 554/SEC/10, de 28 de julio de 2010, a la Excma. Corte Suprema, para recabar su parecer en relación a las normas de esta iniciativa legal, señaladas anteriormente, que dicen relación con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, en cumplimiento con lo preceptuado por la Constitución Política del la República y en conformidad a lo dispuesto en los artículos 77, incisos segundo y siguientes, de la Carta Fundamental, y 16 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.


La Excma. Corte Suprema, mediante Oficio 
Nº 107, de 6 de agosto de 2010, respondió dicho oficio formulando sus observaciones.
- - - - - - 

ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA 


Deberán, ser conocidos por la Comisión de Hacienda los artículos 1º y 2º transitorios del proyecto de ley, y aquellos que esa Comisión estime que son de su competencia, si inciden en materia presupuestaria y financiera del Estado, de acuerdo con lo establecido en el inciso segundo del artículo 17 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional y en conformidad con lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 27 y quinto del artículo 36 del Reglamento del Senado.

- - - - - - - - - - 


Durante la discusión de este proyecto de ley vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé; de la Subsecretaria de Transportes, señora Gloria Hutt; del Asesor Legislativo del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Juan Carlos González; del Asesor del Ministro, señor Eduardo Cordero y del Abogado de la Subsecretaría de Transportes, señor Nicolás Muñoz.


Además fueron especialmente invitadas las siguientes entidades: 


- Confederación Nacional Unitaria de Trabajadores del Transporte (CONUTT). Participaron el Presidente, señor Ricardo Maldonado; el Secretario General, señor Raúl Seguel; el Consejero Nacional, señor Boris Guerrero y el Asesor, señor José Ortíz.


- Confederación Nacional de Federaciones y Sindicatos de Trabajadores del Transporte Terrestre y Afines (CONATRACH). Concurrieron el Presidente, señor Pedro Monsalve; el Vicepresidente, señor Eric Romero; el Secretario General, señor Lorenzo Calderón; el Director, señor Isaac Tessahuac y el Abogado, señor Alfredo Morgado.

- - - - - - 


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hay.


II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 1 bis, 1ter, 1B, 2A, 3, 3B, 3C, 7bis, 7B, 7D, 8A, 8C bis, 8D, 12A, 14A, 14 B, 14C, 14Cbis, 14D, 17A, 20A, 20B, 20C, 24, 29A, 34, 35, 36, 39B y 39C. 


III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 1, 1A, 2, 3A, 4, 5, 6, 7, 7A, 7C, 8, 8B, 8E, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 23A, 25, 26, 27, 27A, 28, 31, 32, 33, 33A, 37, 38, 39 y 39A. 


IV.- Indicaciones rechazadas: 13A, 28A, 29, 30, 30A y 30B.


V.- Indicación retirada: 8C.

VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: 28B y 40.

- - - - - 

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


La Comisión se abocó al estudio de las 81 indicaciones presentadas al texto del proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, dejando constancia del debate de que fueron objeto, como asimismo de las disposiciones en que ellas inciden y de los acuerdos adoptados sobre las mismas.


El proyecto aprobado en general por el Honorable Senado consta de un artículo único, y dos artículos transitorios. 

ARTÍCULO ÚNICO

Nº 1

Artículo 3º


El artículo 3º de la ley Nº 18.696, mediante veinticuatro incisos regula el transporte nacional de pasajeros remunerado, público o privado, individual o colectivo, por calles o caminos.

Letra a), nueva

Inciso sexto


El actual inciso sexto del artículo 3º establece que las bases de estas licitaciones deberán contemplar, entre los factores que serán evaluados, criterios económicos y ambientales previamente determinados, según las diversas alternativas y modalidades de transporte. Entre dichos criterios se considerarán especialmente, debidamente ponderados para la resolución de las mencionadas licitaciones, los factores ambientales relativos a ruido, gases contaminantes, orden en la circulación de vehículos y valoración urbana.


A este inciso se presentaron 3 indicaciones signadas con los números 1, 1bis y 1ter.

Indicación Nº 1


- Del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, para incorporar la siguiente letra a), nueva:


“a) Agrégase, en su inciso sexto, la siguiente oración: “Asimismo, se considerarán especialmente a aquellos postulantes que exhibieren mejores condiciones de empleo y remuneraciones para los trabajadores.”.”.

El Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, hizo presente que el criterio contenido en esta indicación se contempla en otras normas legales, tales como Chile Compra, por lo que se debe analizar cuál sería la mejor ubicación para esta norma dentro del proyecto de ley.


La tendencia desde hace 15 años es incluir variables laborales, como requisitos para las bases de licitación, así se estableció en Chile Compra. A su vez, en la Ley de Presupuestos de la Nación se estableció hace 5 años la prohibición de que el Estado contrate con empresas incumplidoras de los derechos laborales.


En seguida, consultó si se considera la experiencia anterior de las empresas en estas actividades.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, expresó que esta indicación es muy razonable, sin embargo, para efectos de postulantes que no tengan experiencia como empresa operadora del sistema de transporte público, propuso sustituir la expresión “que exhibieren mejores condiciones de empleo” por “que ofrecieren u ofertasen mejores condiciones de empleo”.


Esta variable se considerará como uno de los criterios al establecerse las bases de licitación y seleccionar a los mejores postulantes. 


En relación a la consulta si la experiencia anterior de las empresas en esta actividad se pondera, señaló que ello se toma en consideración, no obstante, debe tenerse en cuenta que puede tratarse de una empresa internacional con lo cual la comparación puede resultar muy difícil.


La Honorable Senadora señora Rincón señaló que podrían considerarse ambas situaciones puesto que puede tratarse de una empresa nueva, que no tiene mucha información que exhibir, pero si puede ofrecer. Al mismo tiempo, puede presentarse una empresa con trayectoria que puede demostrar en el mercado una condición más favorable.


El espíritu de esta indicación es que se premie a las buenas empresas.


El Honorable Senador señor Novoa manifestó que las bases de licitación se aplican en la misma forma a todos los postulantes y en el caso de que un postulante ofrezca mejores condiciones de empleo quedará obligado a cumplir. En cambio, el postulante que exhibe buenas condiciones de empleo no queda obligado al cumplimiento.


En este caso debería ser relevante que las empresas que tienen mala trayectoria en materia laboral sean consideradas negativamente. Sin perjuicio de lo anterior, todas las empresas pueden ofrecer ciertas condiciones laborales.


El Honorable Senador señor Chahuán propuso establecer en las bases de licitación la exigencia de presentar un certificado de la Inspección del Trabajo, que acredite si tiene reclamaciones anteriores, de manera de homologar esta situación con las subcontrataciones en que para los estados de pago se exige el cumplimiento del pago de las obligaciones previsionales de los trabajadores. 


Suponer que uno de los temas a considerar en esta materia sean las remuneraciones va a rigidizar el funcionamiento de una empresa.


El Honorable Senador señor Novoa propuso establecer en las bases el cumplimiento de las normas laborales.


La Honorable Senadora señora Rincón reiteró la importancia del cumplimiento de las normas laborales y la indicación presentada refuerza la importancia de esta materia.


Finalmente, el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, informó que en el Protocolo de Acuerdo está considerada esta materia, señalando que se cautelarán los derechos laborales y previsionales de los trabajadores de los concesionarios incorporando en el proyecto de ley un texto señalando que las bases de futuras licitaciones contemplarán fórmulas explícitas para que los contratos de concesión resguarden debidamente esos derechos.


En mérito al debate anterior, vuestra Comisión acordó modificar el inciso sexto del artículo 3º, agregándole la siguiente oración final: “Asimismo, se considerarán especialmente a aquellos postulantes que exhibieren u ofertasen mejores condiciones de empleo y remuneraciones para los trabajadores.”.


- Sometida a votación esta indicación Nº 1, fue aprobada con la modificación señalada, por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadoras señora Matthei y Rincón y Honorables Senadores señores Girardi y Kuschel. 

Indicación Nº 1bis


1bis.- Del Honorable Senador señor Girardi, para incorporar al final del inciso sexto, la siguiente frase: “en particular en aquellas ciudades declaradas zonas saturadas de contaminación las respectivas Bases de Licitación deberán contemplar puntajes adicionales por la presentación de flotas con tecnologías no contaminantes.”.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, explicó que esta indicación tiene por finalidad premiar el esfuerzo de las empresas concesionarias del transporte que ofrecen mejores tecnologías, no contaminantes, para modernizar el parque automotriz. Añadió que en un futuro cercano la gran mayoría de las ciudades ubicadas al sur de Santiago serán declaradas zonas saturadas.


- Sometida a votación esta indicación Nº 1bis, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Girardi y Novoa. 

Indicación Nº 1ter


1ter.- De S.E. el Presidente de la República, para agregar al final del inciso sexto, a continuación de “valoración urbana.”, pasando el punto final a ser punto seguido, el siguiente párrafo: “Las bases también deberán establecer exigencias que aseguren a los trabajadores condiciones de seguridad e higiene acordes con los requerimientos de las funciones desempeñadas.”.


- Sometida a votación esta indicación Nº 1ter, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Girardi y Novoa. 

Letra a)

Inciso octavo


Pasó a ser letra b), sin enmiendas.

Letra b)

Inciso noveno, nuevo


Pasó a ser letra c), con enmiendas.


El actual inciso noveno, con las enmiendas aprobadas durante la discusión general, establece que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá designar un administrador provisional en los casos previstos en las letras b), c), d) y e) del artículo 3° decies, de entre las personas que estén inscritas en el registro público de administradores provisionales que al efecto llevará dicho Ministerio. El administrador tendrá las facultades necesarias para velar por el cumplimiento del contrato de concesión y, especialmente, aquellas correspondientes al giro ordinario de la empresa cuya concesión haya sido caducada, que la ley y el estatuto señalan para el directorio o quien haga sus veces y al gerente. El Administrador Provisional responderá hasta de la culpa levísima en el ejercicio de sus funciones. Sin perjuicio de lo anterior, la persona a la cual se le ha caducado su concesión por las causales establecidas en las bases de licitación, quedará inhabilitada para presentarse nuevamente por sí o por interpósita persona, sea ésta natural o jurídica, en el proceso de licitación de la concesión caducada.

A este inciso se presentaron las indicaciones 1A, 2, 2A y 3.

Indicación Nº 1A


1A.- De S.E. el Presidente de la República, para agregar la siguiente letra a bis):


“a bis): En el inciso octavo actual reemplázase la frase “cuya concesión haya sido caducada” por “cuya concesión haya sido terminada por los casos antes señalados”.

Indicación Nº 2


2.- Del Honorable Senador señor Zaldívar, para intercalar el siguiente literal ii), nuevo:


“ii) Intercalase, entre las palabras “concesión” y “hay” la frase “haya terminado o se”.”.

Indicación Nº 2A


2A.- De S.E. el Presidente de la República, para agregar en la letra b), literal iii), entre las palabras “concesiones” y “reguladas” la frase “de uso de vías y servicios complementarios”.

Indicación Nº 3


3.- Del Honorable Senador señor Zaldívar, para intercalar, a continuación de “cinco años”, la frase “, contados desde que quede ejecutoriada la sentencia que caducó la concesión”.


Estas indicaciones se discutieron conjuntamente.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, explicó que estas indicaciones tienen por finalidad establecer una concordancia. Mediante esta norma se pretende que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones cuente con la atribución para que la instalación del administrador provisional sea más expedita no sólo cuando se caduca una concesión, sino que también para terminar un servicio aunque no haya sido concesionado.


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones puede asignar de manera directa, sin concesiones un servicio con la finalidad de que siempre exista continuidad de servicio. 


El Honorable Senador señor Novoa explicó que el administrador provisional de una empresa, es un interventor, con lo cual al intervenir una empresa y si al mismo tiempo forma parte de otra unidad de negocio, podría crearse un conflicto por la competencia entre las empresas.


El administrador provisional no sólo se hace cargo de una empresa que perdió la concesión, sino que se puede hacer cargo de una empresa que puede tener problemas y solucionarlos. Es distinta la situación que se presenta cuando una empresa no puede funcionar y otra le cubre el servicio, sin embargo, en este caso se trata de un gerente que tendrá que administrar, contratar créditos, pagar deudas y, al mismo tiempo, puede ser dueño de una empresa competidora, lo que resulta complicado.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones señor Felipe Morandé, explicó que en el caso de la Zona H, que en la actualidad está siendo atendida por otros operadores, existe interés por quedarse con el servicio en forma permanente, con lo cual si el administrador provisional proviniera de una de las empresas que tienen interés en desarrollar dicha zona, se podría presentar un conflicto de intereses, en el sentido de que se podría conducir la administración provisional de manera favorable a su postura.


La Subsecretaria de Transportes, señora Gloria Hutt, acotó que el administrador provisional tendrá que negociar créditos y los proveedores de créditos no son muchos, con lo cual es probable que un administrador que ya tiene una operación tenga algún compromiso que lo deja menos libre para negociar un crédito en interés de la empresa que está administrando provisionalmente.


Precisó que mediante esta indicación se impide al concesionario que fue caducado volver a postular dentro del plazo de 5 años en todo el país.

El Honorable Senador señor Novoa manifestó que no se puede extender una sanción a una persona distinta del infractor.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, explicó que esta indicación contiene una precisión en el sentido de que no sólo se refiere a las concesiones relativas a las operaciones de los buses, sino que incluye los servicios complementarios, tales como la administración financiera del sistema. 


Finalizado el debate se adoptaron los siguientes acuerdos:


Las indicaciones 1A y 2 se aprobaron con modificaciones, sustituyéndose la frase “cuya concesión haya sido caducada,” por “cuya concesión haya concluido o se le haya puesto término por los casos antes indicados”.


Las indicaciones 2A y 3 fueron aprobadas en los mismos términos que fueron formuladas.


- Sometidas a votación estas indicaciones fueron aprobadas, en la forma señalada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señora Matthei y Rincón y Honorables Senadores señores Girardi y Kuschel. 

- - - - - -

Letra d), nueva

Inciso décimo, nuevo

Indicación Nº 1B


1B.- Del Honorable Senador señor Navarro, para agregar, el siguiente nuevo inciso:


“El administrador provisional no podrá tener intereses económicos o patrimoniales comprometidos en alguna de las empresas operadoras del sistema. La misma prohibición se extiende a sus parientes colaterales y en línea recta, hasta el  tercer grado por consanguinidad.”.


- Sometida a votación esta indicación, fue aprobada en los mismos términos que venía formulada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Matthei y Rincón y Honorables Senadores señores Girardi y Kuschel.

- - - - - - -

Letra c)

Pasó a ser letra e)

Inciso noveno 


El inciso noveno, que pasó a ser inciso decimoprimero, con las enmiendas del primer informe, establece que el Ministerio podrá efectuar dicha designación desde que se encuentre notificada la resolución que pone término a la concesión o la que declara la caducidad, según corresponda. La interposición de recursos administrativos y jurisdiccionales en contra de la resolución que declara la caducidad de la concesión no suspenderá la designación del administrador provisional. El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones deberá designar un nuevo concesionario dentro del plazo máximo de dieciocho meses, contado desde la fecha en que la resolución que pone término anticipado ha quedado ejecutoriada, para lo cual podrá disponer una nueva licitación pública o, por razones de interés público y de buen servicio, cuando se verifique alguno de los supuestos establecidos en el inciso segundo de este artículo, también podrá, en forma transitoria, contratar directamente, hasta por tres años, sin renovación, y siempre que dicho término no exceda el plazo original de la concesión. El administrador provisional cesará en sus funciones cuando sea removido por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, sea excluido del Registro de Administradores Provisionales o por el solo ministerio de la ley cuando entre en funciones el nuevo concesionario. El Reglamento establecerá los términos y condiciones para la designación, rendición de cuenta y cesación del administrador provisional. La remuneración del administrador provisional será pagada por la empresa caducada con cargo a sus ingresos y fijada por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y no podrá exceder en un 50% a la remuneración promedio que percibe un gerente general de esta industria.


A este inciso se presentaron las indicaciones Nos 3A y 3B, que se discutieron simultáneamente.

Indicación Nº 3A


3A.- De S.E. el Presidente de la República, para agregar la siguiente letra b bis):


“b bis): En el inciso noveno actual reemplázase lo siguiente:


i) Entre las frases “Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones” y “designar un nuevo  concesionario” la palabra “deberá” por “podrá”.


ii) La frase “, sin renovación, y siempre que dicho término no exceda el plazo original” por “o hasta el término del plazo”.


iii) La frase “la empresa caducada” por “el concesionario a cuyo respecto operó el término anticipado del contrato”.

Indicación Nº 3B


3B.- De S.E. el Presidente de la República, para eliminar en la letra c), literal i) la siguiente frase “o la que declara la caducidad, según corresponda”. 


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, explicó que de acuerdo a la norma actual se entiende que se debe llamar a licitación nuevamente para efectos de que el servicio sea provisto. Al establecer el término “podrá” se abre la posibilidad de que se realice por concesión o por una asignación directa para resolver el problema de transporte de los usuarios.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que el sentido de la norma actual es que siempre se ha pretendido que después de la designación del administrador provisional se licite nuevamente la concesión, por lo que solicitó una precisión en esta materia considerando el principio de transparencia que rige los actos de la Administración. 


El Honorable Senador señor Novoa manifestó que esta modificación tiene dos implicancias; la primera, en relación a la procedencia de la licitación que debe ser la norma general y la segunda, es que caducada una concesión se puede estimar que una determinada vía no debe ser licitada nuevamente y puede volver a la regla general de libre uso de las vías. De esta forma, al establecer que se deberá licitar una concesión no se podría dejar una vía libre.


La negociación directa debe estar muy regulada, con un plazo acotado. También puede suceder que reste un período muy breve de vigencia de la concesión caducada que no justifique una nueva licitación por ese plazo.


La Subsecretaria de Transportes, señora Gloria Hutt, añadió que es importante que cuando se caduca una unidad de negocio siempre se pretende mantener un grado de diversidad en el mercado y en caso que se está obligado y no tiene más proponente, finalmente se hace crecer a las empresas actuales.


Es importante mantener algunas holguras de gestión, puesto que en muchos casos las soluciones requieren flexibilidad.


El Asesor Legislativo del Ministro, señor Juan Carlos González, señaló que el Protocolo de Acuerdo establece que este tipo de regulación rige in actum, las partes entienden que las reglas que se incorporan surten efectos de forma inmediata y se entienden incorporadas a los contratos vigentes.


Cuando es necesario efectuar un proceso de transición del antiguo sistema al nuevo, la obligación de designar un administrador provisional puede plantear una restricción que puede perjudicar la gestión.


Finalmente, respecto de la indicación Nº 3B se explicó que sólo tiene por finalidad eliminar la caducidad.


- En votación estas indicaciones fue aprobada con modificaciones la indicación 3A y en los mismos términos que venía formulada la indicación 3B, por la unanimidad de los miembros  de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y Rincón y Honorables Senadores señores Cantero, Girardi y Kuschel, quedando redactado el inciso en los siguientes términos:


“El Ministerio podrá efectuar dicha designación desde que se encuentre notificada la resolución que pone término a la concesión. La interposición de recursos administrativos y jurisdiccionales en contra de la resolución que declara la caducidad de la concesión no suspenderá la designación del administrador provisional. El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá designar un nuevo concesionario dentro del plazo máximo de dieciocho meses contado desde la fecha en que la resolución que pone término anticipado ha quedado ejecutoriada, para lo cual podrá disponer una nueva licitación pública. Por razones de interés público y de buen servicio, cuando se verifique alguno de los supuestos establecidos en el inciso segundo de este artículo, también podrá, en forma transitoria, contratar directamente, hasta por tres años o hasta el término del plazo de la concesión mediante decreto firmado por el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y de Hacienda. El administrador provisional cesará en sus funciones cuando sea removido por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, sea excluido del Registro de Administradores Provisionales o por el solo ministerio de la ley cuando entre en funciones el nuevo concesionario. El Reglamento establecerá los términos y condiciones para la designación, rendición de cuenta y cesación del administrador provisional. La remuneración del administrador provisional será pagada por el concesionario a cuyo respecto operó el término anticipado del contrato con cargo a sus ingresos y fijada por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y no podrá exceder en un 50% a la remuneración promedio que percibe un gerente general de esta industria.”.

- - - - - - -

Letra f), nueva

Inciso décimo (Pasó a ser décimo segundo)


Este inciso señala que son inoponibles al administrador provisional y al nuevo adjudicatario de una concesión caducada, los actos o contratos a título gratuito, que hayan sido celebrados o ejecutados por el concesionario caducado, en perjuicio de la continuidad del servicio, desde los ciento veinte días anteriores a la fecha de la dictación de la resolución que caduca la concesión. Asimismo, son inoponibles al administrador provisional y al adjudicatario de una concesión caducada, los actos o contratos a título oneroso, que hayan sido celebrados o ejecutados por el concesionario caducado en perjuicio de la continuidad de la prestación del servicio, desde los doce meses anteriores a la fecha de la dictación del decreto que caduca la concesión, estando de mala fe las partes contratantes. Se entiende que las partes están de mala fe, cuando ambas conocían el mal estado de las actividades propias de la concesión, las que derivaron en la caducidad de la misma. Las acciones concedidas en este artículo al administrador provisional y al nuevo adjudicatario, prescribirán, tratándose de actos o contratos a título gratuito, en el término de doce meses, y tratándose de actos o contratos a título oneroso, en el término de veinticuatro meses, contados desde la fecha de celebración del acto o contrato inoponible.

Indicación Nº 3C


3C.- De S.E. el Presidente de la República, para agregar la siguiente letra c bis):


“c bis): En el inciso décimo actual, que pasó a ser duodécimo, reemplázanse las palabras “del decreto” por “de la resolución”.


El Asesor Legislativo del Ministro, señor Juan Carlos González, explicó que la caducidad es un proceso que tiene etapas y culmina con una resolución administrativa.


- Sometida a votación esta indicación Nº 3C, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadoras señora Matthei y Rincón y Honorables Senadores señores Cantero, Girardi y Kuschel.

- - - - - -

Letra g), nueva

Inciso décimo tercero, nuevo

Indicaciones Nos 4, 5 y 6

4.- De la Honorable Senadora señora Alvear; 5.- del Honorable Senador señor Letelier, y 6.- del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, para intercalar la siguiente letra d), nueva:


“d) Agrégase el siguiente inciso undécimo, nuevo:


“En todo caso, cualquiera que sea la causal de término o de caducidad de la concesión, deberán resguardarse el pago de los derechos laborales y previsionales de operadores y demás trabajadores, devengados a la fecha del término efectivo de la concesión.”.”.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, expresó que el Ejecutivo no comparte esta indicación, en el sentido de que el tema laboral debe considerarse dentro del régimen general de los contratos y dejar la figura del administrador provisional como un ente que básicamente pretende lograr la continuidad del servicio pensando en el usuario.


Hay otros mecanismos que resguardan adecuadamente los derechos de los trabajadores y están explicitados en las bases de licitación y en otras indicaciones presentadas a este proyecto de ley.


El administrador provisional puede estar operando al mismo tiempo que un síndico de quiebras, que tiene que velar por los derechos de los acreedores incluyendo los trabajadores en forma prioritaria. Asimismo, existen otras normas que resguardan los derechos laborales de los trabajadores, como es el caso de la exigencia de las boletas de garantía en montos suficientes para resguardar los derechos de los trabajadores.


Cada vez que se utiliza una boleta de garantía por incumplimiento la empresa concesionaria tiene que renovarla y si no lo hiciera o cometiera 4 veces la misma infracción, se hace valer la boleta de garantía general de la empresa. De esta forma, existen otros mecanismos de carácter permanente para resguardar los derechos laborales y previsionales de los trabajadores que no recargan la labor del administrador provisional.


El Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, manifestó que debe precisarse que nunca debe existir el riesgo de que queden impagos los derechos de los trabajadores.


El Honorable Senador señor Novoa señaló que el administrador provisional tiene que cumplir las obligaciones que asume de la empresa que se encuentra administrando, con lo cual lo lógico es que las obligaciones se encuentren establecidas para la empresa concesionaria y el administrador debe cumplir con todas.


La Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros, agregar esta indicación como inciso décimo tercero, redactada en los siguientes términos:


“En todo caso, cualquiera que sea la causal de término o de caducidad de la concesión, deberán resguardarse los derechos laborales y de seguridad social de los trabajadores, en los términos previstos en la ley.”.


- Sometidas a votación estas indicaciones Nos 4, 5 y 6, fueron aprobadas con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadoras señora Matthei y Rincón y Honorables Senadores señores Cantero, Girardi y Kuschel.

° ° ° °

Letra d)

Inciso once que pasó a ser catorce

Pasó a ser letra h), con enmiendas.


Este inciso señala que excepcionalmente, el Ministerio podrá nombrar un administrador provisional, previa autorización judicial, una vez iniciado el procedimiento de caducidad de una concesión y siempre que se haya producido la paralización del servicio de transporte por dos o más días consecutivos. Será competente para conocer de esta solicitud el juez de letras de turno de la comuna en que preste servicios el concesionario. Si éstos comprenden más de una comuna, corresponderá al juez de turno de la comuna de asiento de Corte de Apelaciones. En caso de que las comunas se encuentren bajo la jurisdicción de distintas Cortes de Apelaciones, el conocimiento corresponderá al del tribunal de turno de la Corte más antigua. El juez deberá conocer de esta solicitud sin forma de juicio, oyendo previamente al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, quien deberá acompañar una certificación de los hechos por parte de un ministro de fe. Esta solicitud deberá ser resuelta en el plazo de cuarenta y ocho horas. En contra de la resolución del tribunal que resuelva la solicitud procederá el recurso de apelación de acuerdo a las reglas de los incidentes, debiendo ser agregada extraordinariamente en la tabla de la audiencia más próxima en caso que se solicite su conocimiento previa vista de la causa. Tan pronto asuma su cargo, el administrador provisional deberá levantar un inventario de los activos que están afectos a la concesión.

Indicación Nº 7

7.- Del Honorable Senador señor Zaldívar, para intercalar, en el inciso propuesto, luego de “juez de turno”, todas las veces que aparece, la expresión “en lo civil”.


En discusión esta indicación, vuestra Comisión acogió una proposición de la Excma. Corte Suprema en orden a que todos los procedimientos contencioso-administrativos, como el que se plantea, deberían ser de conocimiento de un Juez de letras en lo Civil, como tribunal de primera instancia. En este sentido, y para una mayor claridad, se estima que resultaría conveniente agregar en el nuevo inciso, después de las expresiones “juez de letras de turno”, “juez de turno” y “tribunal de turno”, el pasaje “en lo civil”.


Sin perjuicio de lo anterior y teniendo en consideración la naturaleza de la materia respecto de la cual se expide la resolución, esto es, la autorización judicial para la adopción de una medida cautelar, la Excma. Corte estima también conveniente que el proyecto señale expresamente que el recurso de apelación que contra ella eventualmente se deduzca, será concedido en el sólo efecto devolutivo.


Asimismo, se establece en el proyecto que estos recursos se agregarán extraordinariamente a la tabla de la audiencia respectiva, lo que pudiera resultar inconveniente, toda vez que la materia no es de tal relevancia como para retrasar la vista de las demás causas en las Cortes de Apelaciones, cuya carga de trabajo es considerable.


La Honorable Senadora señora Rincón coincidió con el reparo de la Excma. Corte Suprema que propone no otorgarle preferencia a la vista del Recurso de Apelación para no retrasar la vista de las otras causas. Además, al otorgarse en el solo efecto devolutivo no suspende la resolución de nombramiento y se garantiza el debido proceso. 


El Asesor del Ministro señaló que se trata de una situación extraordinaria en que opera la caducidad y por razones de mantener la continuidad del servicio se debe nombrar de inmediato un administrador provisional. Una posibilidad era el nombramiento sin intervención del tribunal y en esta norma se considera la consulta al tribunal para su nombramiento.


El otro supuesto es la caducidad que cuando se declara se da la facultad al operador de reclamar ante el tribunal, en este caso la situación es menos urgente porque no se trata de mantener la continuidad del servicio.


Por las razones anteriores se acordó también suprimir la oración que figura, a continuación de la palabra “incidentes” que dice: “debiendo ser agregada extraordinariamente en la tabla de la audiencia más próxima en caso que se solicite su conocimiento previa vista de la causa.”, agregando un punto seguido, luego de la palabra “incidentes”.


- Sometida a votación esta indicación Nº 7 fue aprobada con las enmiendas señaladas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Matthei y Rincón y Honorables Senadores señores Cantero, Girardi y Kuschel.

Indicación Nº 7A

7A.- Del Honorable Senador señor Navarro, para agregar, a continuación del punto aparte, el siguiente inciso segundo nuevo:


“El administrador provisional nombrado según lo prescrito en el inciso anterior, una vez asumido el cargo, deberá inmediatamente adoptar todas las medidas necesarias para conocer la situación laboral y previsional de los trabajadores y velar, resguardar y proteger los derechos laborales y previsionales de los mismos. Para tales efectos, trabajará coordinadamente con la Dirección del Trabajo.”


En discusión esta indicación se señaló que se debe buscar una nueva ubicación para esta norma, con la que se quiere evitar que el administrador provisional no tenga responsabilidad en esta materia.


El Honorable Senador señor Novoa hizo presente que los derechos de los trabajadores están regulados en la ley y es el juez competente el que debe determinar cuándo existe un conflicto. El administrador provisional debe velar por la prestación del servicio.


El Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, manifestó que es partidario de aplicar la ley de subcontratación para efectos de responsabilidad laboral. En este caso el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones debería ser mandatario.

Indicación Nº 7 bis


Posteriormente, el Ejecutivo acogiendo los planteamientos relativos a salvaguardar los derechos de los trabajadores presentó la indicación 7 bis que recoge con modificaciones esta indicación 7A y que intercala, entre la palabra “concesión” y el punto final, precedida de una coma (,), la siguiente oración: “, así como el estado de cumplimiento de las obligaciones relacionadas con derechos laborales fundamentales, remuneraciones y obligaciones de seguridad social.”.


- Sometida a votación esta indicación Nº 7bis fue aprobada sin modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Girardi y Novoa. Con la misma votación se aprobó con modificaciones la indicación Nº 7A.

Letra e)

Pasó a ser letra j).

Inciso trece, nuevo (Pasó a ser inciso dieciséis, nuevo)


El inciso trece aprobado en general señala que la caducidad de la concesión podrá ser declarada por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en los casos de incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario conforme a los términos previstos en las Bases de Licitación y en los respectivos contratos.


A este inciso se presentaron las indicaciones 7B, 7C, 8 y 7D.

Indicación Nº 7B

7B.- Del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar entre comas, en la letra e), entre las palabras “declarada” y “por”, la voz; “fundadamente”. 


- Sometida a votación esta indicación fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Matthei y Rincón y Honorables Senadores señores Cantero y Girardi.
Indicación Nº 7C

7C.- Del Honorable Senador señor Navarro, para agregar, a continuación del punto a parte, que pasa a ser punto seguido, la frase; “Dicha resolución podrá ser impugnada por los recursos previstos en la ley 19.880.”


El Honorable Senador señor Novoa propuso contemplar una norma de tipo general para las resoluciones. Debe existir un procedimiento de reclamo.

Indicación Nº 8


8.- Del Honorable Senador señor Zaldívar, para agregar, en el inciso décimo tercero, nuevo, que se propone, la siguiente oración final: “Con todo, siempre se considerará incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario, que da derecho a solicitar la caducidad de la concesión, el atraso reiterado, en los términos que fijen las bases de licitación o los respectivos contratos, en el pago de las remuneraciones y cotizaciones previsionales o de salud de sus trabajadores.”.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, informó que esa norma está contenida en el Protocolo de Acuerdo y en la indicación Nº 15.

La Honorable Senadora señora Rincón propuso reemplazar en todas las normas la expresión “cotizaciones previsionales o de salud” por “cotizaciones de seguridad social” por cuanto se contemplan todos los descuentos de las cajas de compensación.

Indicación Nº 7D


Recogiendo las ideas anteriores el Ejecutivo formuló la indicación Nº 7D  para agregar, al final de este inciso dieciséis, nuevo, a continuación de la palabra “contratos.”, pasando el actual punto aparte a ser punto seguido, lo siguiente: “En todo caso, cualquiera que sea la causal de término o de caducidad de la concesión, deberán resguardarse los derechos laborales y de seguridad social de los trabajadores, en los términos previstos en la ley. Siempre se considerará incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario, que da lugar a la caducidad de la concesión, los atrasos u omisiones en el pago de remuneraciones y obligaciones de seguridad social que excedan tres períodos mensuales o la existencia de más de cuatro condenas ejecutoriadas dentro de un año calendario por infracciones a normas sobre jornadas de trabajo, remuneraciones, feriados, protección a la maternidad, sindicalización y prácticas antisindicales.”.


- Sometidas a votación estas indicaciones Nos 7C y 8 fueron aprobadas con modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Matthei y Rincón y Honorables Senadores señores Cantero y Girardi y fue aprobada sin modificaciones la indicación Nº 7D, con los votos favorables de la Honorable Senadora señora Rincón y señores Girardi y Novoa.
Letra f)


Pasó a ser letra l), con la sola enmienda de sustituir la referencia “inciso veinte” por “inciso veintitrés”.


El inciso veinte a que hace referencia esta letra que pasó a ser inciso veintitres señala que en caso de suspensión o cancelación de un servicio de transporte o de caducidad de una concesión, el o los afectados podrán recurrir dentro de un plazo de cinco días hábiles, contado desde la fecha de notificación de la medida por carta certificada, ante el juzgado de letras correspondiente al domicilio del afectado. La interposición de este recurso no suspenderá la aplicación de la medida, efecto que se producirá sólo en el caso de ser favorable al recurrente la resolución del Tribunal. Este conocerá del recurso sin forma de juicio, oyendo al Ministerio, con los antecedentes que se le proporcionen y los que estime necesario requerir y deberá emitir su fallo en un plazo máximo de 30 días. El fallo será susceptible de apelación, en el solo efecto devolutivo.


Esta letra propone eliminar la frase “sin forma de juicio, oyendo al Ministerio”.

Indicación Nº 8A


8A.- De S.E. el Presidente de la República, para reemplazar en la letra f) la palabra “veinte” por “veintiuno”.

En discusión esta indicación se tuvo presente la observación formulada por la Excma. Corte Suprema que señala que esta letra f) del numeral 1) del artículo único del proyecto, que elimina del inciso vigésimo del artículo 3º de la ley Nº 18.696 tiene el carácter orgánico constitucional ya que dicho inciso establece un procedimiento contencioso administrativo que permite al o los afectados reclamar ante el juzgado de letras correspondiente a su (s) domicilio (s) de la suspensión o cancelación de un servicio de transporte o de caducidad de una concesión. 


Considera la Excma. Corte Suprema que resulta conveniente la modificación del procedimiento contencioso-administrativo establecido en el precepto aludido, consistente en la eliminación de la frase “sin forma de juicio, oyendo al Ministerio”, pues garantiza el principio del debido proceso, aunque debiera señalarse a qué disposiciones se someterá su tramitación. A este respecto, aparece contradictorio que, por una parte, el proyecto elimine, la frase “sin forma de juicio, oyendo al Ministerio” y, por otra, mantenga dicha redacción en el nuevo inciso duodécimo que se propone para el artículo 3º, analizado anteriormente.


El Honorable Senador señor Novoa señaló que se propone la eliminación de esta frase en el inciso veinte porque de otra forma se vulnera la garantía constitucional del debido proceso. Debe consignarse que las partes deben ser escuchadas y que la indicación es una adecuación formal.


- Sometida a votación esta indicación Nº 8A fue aprobada sin modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Matthei y Rincón y Honorables Senadores señores Cantero y Girardi.

Letra n), nueva

Inciso veintitrés (Pasó a ser inciso veintisiete).


El inciso veintitrés que pasó a ser inciso veintisiete señala que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, en uso de las facultades que le conceden los incisos primero y vigésimo primero y sin perjuicio de su más pleno ejercicio, procurará la participación de los diversos sectores involucrados en la actividad del transporte público de pasajeros a través de instancias de consulta para la dictación de la normativa correspondiente. El Ministerio deberá instar en especial por la participación de las Municipalidades, Gobernaciones e Intendencias respectivas, para asegurar la máxima adecuación de dicha normativa a las realidades de la correspondiente jurisdicción.

Indicación Nº 8 B


8B.- De S.E. el Presidente de la República, para reemplazar en el inciso veinticinco nuevo las palabras “vigésimo primero” por “vigésimo tercero”.


Se sustituyó en el inciso veintitrés, que pasó a ser veintisiete, la referencia “vigésimo primero” por veinticinco”.


- Sometida a votación esta indicación Nº 8B, fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Matthei y Rincón y Honorables Senadores señores Cantero y Girardi.
- - - - - - -

Nº 2, nuevo

Artículo 3º quinquies


El artículo 3° quinquies trata de la Garantía de Fiel Cumplimiento. Señala que el concesionario deberá constituir la garantía de fiel cumplimiento del contrato, en la forma, monto y oportunidad establecida en las bases de licitación.

Indicación Nº 8C


8C.- De S.E. el Presidente de la República, para intercalar el siguiente numeral 1 bis): 


“1 bis): Agrégase en el artículo tercero quinquies el siguiente inciso segundo: 


“Asimismo, el concesionario deberá constituir garantías específicas que tengan  por finalidad velar por el cumplimiento de las obligaciones laborares y previsionales de los trabajadores, en la forma, monto y oportunidad establecida en las Bases de Licitación.”.


En discusión esta indicación el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, informó que esta norma está contenida en el Protocolo de Acuerdo y explicita que en caso de cobro de las boletas de garantías bancarias específicas para caucionar el cumplimiento laboral y previsional, el concesionario que no las renovare oportunamente facultará al Ministerio para cobrar la garantía de fiel cumplimiento del contrato. 


Explicó que las garantías son boletas bancarias o pólizas de seguro, para el fiel cumplimiento del contrato. Normalmente esta materia se regula en las bases de licitación.


Reiteró que como consecuencia del Protocolo de Acuerdo se determinó exigir garantías para el cumplimiento de las normas laborales. Cada vez que se hiciera exigible una de estas garantías el empresario debería reponerlas y si ocurría durante tres veces en el año calendario se hacía efectiva la garantía total del contrato y posteriormente se producía la caducidad del contrato.


Agregó que se debe definir si se incorpora en forma explícita en la ley o se consulta en las bases.


Se dejó constancia que en la ley de financiamiento del Transantiago se adjuntó el Protocolo de Acuerdo como anexo, para la historia de la ley.


La Honorable Senadora señora Matthei señaló que es un tema muy importante, sin embargo, el hecho de contemplarlo en la ley y si posteriormente se requieren modificaciones, será necesario modificar la ley.


El señor Ministro propuso redactarlo en términos de que la ley contemple la obligación de vincular la garantía principal del contrato con las garantías laborales específicas.

Indicación Nº 8Cbis


Posteriormente, recogiendo los acuerdos anteriores el Ejecutivo presentó la indicación 8Cbis, para agregar el siguiente inciso segundo al artículo 3º quinquies:


“Asimismo, el concesionario deberá constituir garantías específicas que serán ejecutadas en caso de incumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales de los trabajadores, en la forma, monto y oportunidad establecida en las Bases de Licitación. En caso de cobro de dichas garantías específicas y que no fueren renovadas oportunamente, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones estará facultado para cobrar la garantía de fiel cumplimiento del contrato.”.

- Sometida a votación esta indicación 8Cbis fue aprobada sin modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora  Rincón y Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Novoa.


La indicación Nº8C fue retirada por el Ejecutivo, puesto que la nueva indicación presentada es más amplia y recoge a la anterior.

Nº 2)

Artículo 3º sexies

Pasó a ser Nº 3).


El artículo 3º sexies trata del contrato de concesión y de los principios que inspiran su celebración y ejecución. Señala que el transporte nacional remunerado de pasajeros prestado en el marco de un contrato de concesión en los casos indicados en el inciso segundo del artículo 3º, tendrá por finalidad satisfacer el interés público y deberá propender a la prestación de un servicio de transporte eficiente, seguro y de calidad. El contrato de concesión garantizará la continuidad, permanencia y seguridad de los servicios de transportes.


Su inciso segundo, establece que además, podrá comprender la contratación de los servicios complementarios necesarios para cumplir con dicha finalidad, conforme a lo establecido en las Bases de Licitación respectiva.
Indicación Nº 8D


8D.- De S.E. el Presidente de la República, para intercalar en el numeral 2), en el nuevo artículo 3° sexies, que se sustituye, el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá licitar, en cualquier momento, la prestación de los servicios complementarios, con independencia de la forma o modalidad bajo la cual se presten los servicios de transportes.”.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, explicó que esta indicación tiene por finalidad que la concesión de los servicios complementarios, como es el caso del Administrador Financiero, no esté vinculado en fecha, ni en plazo a la licitación de los servicios propiamente tales. Lo anterior con la finalidad de tener más flexibilidad, para poder incorporar mejoras tecnológicas, que pudieran existir, a los nuevos contratos.


En la actualidad, el contrato del AFT termina en la misma fecha que los contratos de los troncales, por lo que se propone contar con una mayor flexibilidad.


- Sometida a votación esta indicación fue aprobada sin modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Matthei y Rincón y Honorables Senadores señores Cantero, Girardi y Kuschel.
Nº 3)

Artículo 3° septies


El artículo 3º septies trata de la modificación del contrato de concesión. Los contratos de concesión podrán ser modificados conforme a lo establecido en las respectivas Bases de Licitación.


Su inciso segundo señala que las Bases de la Licitación deberán contener causales de modificación unilateral de los contratos de concesión por parte del Ministerio de Trasportes y Telecomunicaciones, que tengan por objeto garantizar la continuidad, seguridad y eficiencia del servicio de transporte.

Indicación Nº 8E

8E.- Del Honorable Senador señor Navarro, para agregar, el siguiente inciso tercero nuevo: 


“Las bases también deberán contener causales que aseguren a los trabajadores un trabajo en condiciones de seguridad  e higiene del más alto nivel. Además deben expresarse causales de modificación unilateral del contrato de concesión orientadas a garantizar el cumplimiento de la legislación laboral y previsional.”.


En discusión esta indicación, el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, solicitó modificar en parte la redacción.


La Honorable Senadora señora Matthei señaló que esta norma debe ser general para todas las actividades y el hecho de incluirlo en el transporte significará que deberá consignarse en legislación minera, eléctrica, de pesca. Es obvio que deben existir condiciones de seguridad e higiene y la Inspección del Trabajo debe fiscalizar el cumplimiento de estas normas.


Por otra parte, no se entiende la modificación unilateral del contrato de concesión, el contrato se puede terminar.


La Honorable Senadora señora Rincón informó que  está considerada como causal de modificación unilateral y se agregó la protección a las normas laborales porque no se cumplían las normas relativas a la seguridad e higiene en el trabajo. 


El Honorable Senador señor Chahuán compartió lo expresado por la Honorable Senadora señora Matthei, en el sentido de que se trata de normas generales, no obstante, es una buena señal para los sectores de trabajadores que han realizado movilizaciones garantizarles mediante la aprobación de esta norma los derechos laborales y previsionales de los trabajadores.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, propuso, para ser coherente con la legislación laboral vigente, la siguiente redacción:


“Las bases también deberán contener causales que aseguren a los trabajadores un trabajo en condiciones de seguridad e higiene acorde con los requerimientos de las funciones desempeñadas.”.


Además, expresó que se puede agregar que puede ser una causal de modificación del contrato la garantía del cumplimiento de las normas laborales.


Manifestó que no hay problemas en establecer esta situación, que a pesar de ser normas generales, pueden otorgar mayor tranquilidad a los trabajadores.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, señaló que la indicación dice relación con una facultad de carácter general, no sólo laboral, además, los contratos de concesión de obras públicas contienen la facultad del Ejecutivo de modificar unilateralmente el contrato indemnizando al concesionario.


El Asesor del Ejecutivo señaló que las normas sobre legislación laboral y de seguridad social se aplican in actum cualquiera sea la relación laboral y los contratos, por lo tanto, se podría entender que la única forma de aplicar la legislación laboral a los operadores sería modificando los contratos. De no modificarse los contratos no se pueden modificar las condiciones laborales, por lo que puede ser peligroso establecer esa norma.


De esta forma, se podría entender que al no existir modificación si la ley otorga más derechos a los trabajadores éstos no serían aplicables y se mantendrían las normas anteriores.


La Honorable Senadora señora Matthei manifestó que esta indicación está bien intencionada y comparte su objetivo, no obstante, se trata de principios generales que no deberían consignarse en esta materia. El cumplimiento de esas normas debería ser fiscalizado por la Inspección del Trabajo, no existiría razón para cambiar en forma unilateral un contrato de licitación para garantizar el cumplimiento de la legislación laboral y previsional, para eso existen las garantías.


A mayor abundamiento agregó, que si es necesario efectuar un cambio será necesario efectuar una modificación a la ley general.   


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, recordó que a pesar de la existencia de las normas, en este sector no se han cumplido y por ello se ha considerado importante establecerlo en forma expresa y es parte de los acuerdos adoptados con el Ejecutivo para otorgar más jerarquía a estas garantías.


La Honorable Senadora señora Rincón señaló que esta norma reconoce, en el fondo, que la legislación laboral es insuficiente. La realidad superó los acuerdos suscritos entre el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y los concesionarios del Transantiago.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, informó que el incumplimiento de las normas laborales, en parte, obedece a desidia de la Inspección del Trabajo, que no aplicó sanciones fuertes a las empresas y suspensiones porque del mismo Transantiago se le indicó que ese hecho  perjudicaría seriamente al transporte urbano.


Sin embargo, mediante esta iniciativa legal se pretende modificar la administración de la emergencia y los temas de abusos laborales quedarán resueltos porque existirá la facilidad de instalar un administrador provisional. En ese caso ninguna empresa operadora se arriesgará a una multa de la Inspección del Trabajo porque se instalará un administrador provisional.


- Sometida a votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones por 4 votos a favor y una abstención. Votaron por la afirmativa la Honorable Senadora señora Rincón y los Honorables Senadores señores Cantero, Chahuán y Girardi. Se abstuvo la Honorable Senadora señora Matthei.
Indicación Nº 9

9.- Del Honorable Senador señor Zaldívar, para incorporar los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:


“Si el interés público así lo exigiere, el Presidente de la República, mediante decreto fundado, suscrito por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que deberá llevar, además, la firma del Ministro de Hacienda, podrá poner término anticipado a la concesión. El decreto supremo que declare el término anticipado, señalará el plazo y condiciones de término de la concesión, así como las garantías necesarias para asegurar la continuidad del servicio.


El procedimiento y metodología de cálculo de la indemnización será el que se establezca en las respectivas bases de licitación, en su defecto, se determinará conforme al procedimiento a que se refiere el artículo primero transitorio de la presente ley.”.


En discusión esta indicación, el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, manifestó que esta indicación, otorga mayores atribuciones a la autoridad , sin embargo, se debe ser responsable, en el sentido de no incorporar un grado de atribuciones tan fuertes, que signifiquen que en el futuro no existan interesados en prestar el servicio de transporte remunerado.


Agregó que existe un antecedente legal en la ley de concesiones de obras públicas, que establece que por razones de bien superior la autoridad puede poner término a un contrato de concesión, pagando las indemnizaciones que correspondan de acuerdo a la ley.


El Honorable Senador señor Novoa manifestó sus dudas en relación a si esta indicación, que otorga facultades a la autoridad requiere contar con patrocinio del Ejecutivo.


El Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, expresó que de acuerdo a los términos del artículo 1º transitorio, de esta iniciativa legal, se debe entender que las facultades estarían otorgadas.


El Honorable Senador señor Novoa precisó que el artículo 1º transitorio se refiere a los contratos actuales, vigentes. En cambio, el artículo permanente establece la facultad de poner término a cualquier concesión, presente o futura.


El Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, reiteró en relación a este artículo transitorio que este tema debería contener causales más explícitas, como por ejemplo que sería posible poner término a una concesión para que el Estado se hiciere cargo, para entregar la concesión a otra persona. En su opinión, la exigencia de interés público no parece muy objetiva.


Podría suceder que un operador esté cumpliendo su contrato y puede resultar caducado, es un criterio muy amplio, se puede expropiar para otros fines. Esta facultad es necesaria para poner término anticipado por razones, muy calificadas.


En este caso existe un contrato bilateral y no se entiende la razón para otorgar mayores facultades a una de las partes sin expresión de mayores causales, el interés público puede resultar muy amplio cuando el concesionario está cumpliendo con el contrato. La única razón para caducar una concesión cuando se está cumpliendo el contrato debería ser porque se pondrá término y no se concesionará nuevamente.


La Honorable Senadora señora Rincón, recordó que el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones en sesiones anteriores señaló que compartía la idea de contar con mayores atribuciones para las autoridades, sin embargo, esto podría desincentivar la participación en este proceso.


La Honorable Senadora señora Matthei expresó que podría suceder que el operador cumpliera su contrato a cabalidad, no obstante, por interés público sea necesario poner término a la concesión, porque el contrato fue mal hecho, o porque se licitó una parte de la ciudad mal definida y está ocasionando excesos de trasbordos. Pueden suceder situaciones, que para optimizar la calidad del servicio y desde el punto de vista del bienestar social, sea más barato comprar el contrato y optimizar el sistema, en lugar de llegar hasta el final del contrato pagando.


En las concesiones de obras públicas, de acuerdo a la ley, se puede modificar o poner término al contrato, cuando existe una mejor solución para los usuarios.


El Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que las facultades se pueden otorgar con ciertas restricciones, la realidad es que los verdaderos dueños de los contratos son los bancos, que financian proyectos de larga duración y estas normas son riesgos adicionales que se traspasan al sistema.


En la ley de concesiones de obras públicas hay resguardos para el Estado y para los concesionarios.


La Honorable Senadora señora Matthei propuso estudiar la ley de concesiones de obras públicas y considerar, en esta materia, situaciones especiales en que el bien público pudiese significar el término de las concesiones.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, señaló que en el caso del Transantiago pueden existir razones de fuerza mayor, o de interés público, para rediseñar el sistema, porque este sistema heredado tiene muchos contratos de largo plazo, es muy caro y se debe hacer un esfuerzo para reducir los costos del sistema. No puede ser que un sistema de transporte de la ciudad de Santiago, que ni siquiera está calificado como bueno, tenga el mismo costo que el sistema de transportes de la ciudad de Madrid, que es muy superior, se deben adoptar la medidas para mejorar y optimizar este sistema.


El Honorable Senador señor Cantero señaló que la indicación tiene por finalidad evitar abusos en esta materia.


El Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, estuvo de acuerdo con la existencia de una norma permanente en la ley que regule en forma adecuada las facultades. 


La Honorable Senadora señora Matthei propuso analizar esta materia en otra iniciativa legal.


La Presidenta accidental, Honorable Senadora señor Rincón, propuso que el Ejecutivo regule esta materia en una indicación.


Finalmente se aprobó esta indicación intercalando, entre la palabra “exigiere,” y “el Presidente”, la frase “siempre que no fuere aplicable otra causal de término,”.


- Sometida a votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones por 4 votos a favor y una abstención. Votaron por la afirmativa la Honorable Senadora señora Rincón y los Honorables Senadores señores Cantero, Chahuán y Girardi. Se abstuvo la Honorable Senadora señora Matthei.
Artículo 3° octies


El inciso primero del artículo 3º octies trata de la Supervigilancia, control e información. Señala que los concesionarios quedarán sujetos a la supervigilancia y control del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. Para tales efectos, conforme a lo establecido en las bases de licitación, éste podrá pedir informes e inspeccionar las instalaciones y vehículos que comprende el servicio, revisar y exigir información contable debidamente auditada y, en general, adoptar las medidas necesarias para velar por el cumplimiento de sus obligaciones.


Su inciso segundo señala que sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá requerir a los concesionarios la información sobre la relación entre su activo y pasivo circulante, y entre su patrimonio y deudas totales, con una periodicidad no inferior a un mes.


Su inciso tercero indica que el no acatamiento por parte de los concesionarios de las obligaciones de información en los plazos establecidos para el efecto en la ley, el reglamento o las bases de la licitación, podrá ser sancionado con una multa de hasta 200 UTM por cada vez que se verifique y por cada día de atraso.

Indicaciones Nos 10, 11 y 12

10.- De la Honorable Senadora señora Alvear; 11.- del Honorable Senador señor Letelier, y 12.- del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, para incorporar las siguientes oraciones finales al inciso primero: “Los concesionarios deberán acreditar mensualmente el monto y estado del cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales que a éstos correspondan, respecto de sus operadores y demás trabajadores. Lo anterior deberá ser acreditado mediante certificados emitidos por la Inspección del Trabajo respectiva.”.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, informó que el Protocolo de Acuerdo establece que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones verificará el cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales, mensualmente, mediante declaración jurada suscrita por el representante legal de la concesionaria, que dé cuenta que en su calidad de empleador ha observado la normativa laboral y ha cumplido con las obligaciones que le corresponden en relación a sus trabajadores.


Esta redacción permite que se cumpla con esta obligación de manera expedita, se cambia por una declaración jurada por una razón práctica, porque son muchos los trabajadores que deben ser considerados y físicamente resulta muy complejo para la Dirección del Trabajo emitir esta certificación en la forma solicitada.


La declaración jurada pone el peso de la prueba en la persona que emite la declaración.


El Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que la ley de subcontratación considera este proceso de certificación que corresponde efectuar a la Dirección del Trabajo. Recordó que esta materia motivó una gran discusión en relación a la capacidad de la Dirección del Trabajo para emitir estos certificados y la experiencia ha demostrado un excelente funcionamiento.


El empleador tiene que exhibir la certificación para que el mandante no tenga responsabilidad en esta materia.


La Honorable Senadora señora Rincón manifestó que con el sistema de Previred esta información se entrega en forma inmediata. El otorgamiento de una declaración jurada, es más engorroso. 


El Asesor del Ministro informó que durante la suscripción del Protocolo de Acuerdo estuvieron presentes representantes de la Dirección del Trabajo que hicieron ver que la posibilidad de certificar esta materia es limitada. La Dirección del Trabajo certifica con cierto desface o certifican que no hay reclamaciones presentadas.


Como consecuencia de lo anterior, en el futuro se pretende complementar esta situación con la creación de la Superintendencia de Auditorías Laborales.


Previred es un sistema de cargo que aparentemente no tendría valor oficial como documento.


El Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, dejó constancia que la declaración jurada no tiene valor, sin perjuicio de ello se puede buscar un nuevo verificador.


Respecto del proceso de certificación por parte de la Dirección del Trabajo recordó que ese procedimiento se estableció por medio de una ley.


La Honorable Senadora señora Matthei señaló que no comprende qué deberá certificar la Inspección del Trabajo, lo más importante es el pago de las cotizaciones previsionales, luego, en algunos casos deberá certificar, por ejemplo, por incumplimiento de medidas de seguridad. En un mes normal no tiene porque existir un certificado de la Inspección del Trabajo.


El Honorable Senador seño Chahuán expresó que es importante que la Inspección del Trabajo emita un informe porque da garantía del cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales. Se trata de una práctica habitual, la Inspección del Trabajo genera estos certificados con mucha facilidad. 


En el caso del Transantiago, en que han existido muchas vulneraciones de los derechos previsionales y laborales es muy importante contar con estos certificados.


La Honorable Senadora señora Matthei señaló que esta indicación es inadmisible, sin perjuicio de lo anterior, todos están de acuerdo en que exista una adecuada fiscalización. En caso que se encargue esta función a la Inspección del Trabajo con seguridad se dejarán otras funciones de lado para atender estas solicitudes, lo más seguro es que se efectuará menos fiscalización.


Además, las empresas privadas deberían presentar esta certificación, recurriendo las AFP y demás instituciones que corresponda, FONASA, Cajas de Compensación.


La Inspección del Trabajo, en este caso, sólo junta información de otros organismos en forma gratuita. Esta obligación debería ser de cargo del empresario.


El Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, recordó que no se está creando una facultad, sino que se estableció por medio de la Ley de Subcontratación, estos certificados son muy simples y constituyen un importante resguardo para el Estado.


Señaló que las declaraciones juradas no tienen el mismo valor que las certificaciones emitidas por la Inspección del Trabajo, por lo tanto, es un error considerar que un certificado emitido por un organismo del Estado se pueda reemplazar por una declaración jurada, por lo que solicitó mantener la anterior redacción presentada por el Ejecutivo.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, señaló que la Inspección del Trabajo recoge información que puede no estar actualizada o no ser precisa y esa situación puede perjudicar a los trabajadores.


Por otra parte, expresó que el Ejecutivo considera que las normas relativas a información deben incorporarse en este texto, que es lo habitual en la operatoria de las empresas, llevar un balance y la fecus es un balance trimestral.


Los hechos relevantes relacionados con la administración y funcionamiento de la concesión son definibles en las bases de licitación para un adecuado resguardo. 


La Honorable Senadora señora Matthei hizo presente que ese tema está tratado en las leyes que dicen relación con la Superintendencia de Valores y Seguros, por ende, lo lógico es remitirse a las normas generales. Respecto de la Fecus expresó que se trata de un instrumento público al cual todos tienen acceso.


En seguida, la señora Senadora consultó si alguna norma legal establece que estas concesionarias deben entregar la información de una sociedad anónima abierta.


Se respondió que esa norma se contempla en las bases de licitación porque esta ley se aplicará al transporte nacional, se desconoce la calidad de las entidades que participarán en el transporte público en las regiones.

Indicación Nº 12A


En mérito al debate anterior, el Ejecutivo recogiendo las ideas anteriores formuló la indicación 12A, para reemplazar el inciso tercero de este artículo, por los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo:


“Los concesionarios deberán informar los hechos esenciales relacionados con la administración y funcionamiento de la concesión conforme lo establezcan las bases.

Los concesionarios deberán informar mensualmente el pago de remuneraciones y estado del cumplimiento de las obligaciones de seguridad social que a éstos correspondan, respecto de sus trabajadores. Lo anterior deberá ser acreditado mediante los certificados, comprobantes y declaraciones juradas que establezcan las respectivas bases de licitación.


El no acatamiento por parte de los concesionarios de las obligaciones de información en los plazos establecidos para el efecto en la ley, el reglamento o las bases de licitación, podrá ser sancionado con una multa de hasta 200 UTM por cada vez que se verifique y por cada día de atraso, conforme lo establezcan las bases de licitación.


Las multas a que se refiere el inciso anterior serán a beneficio fiscal. Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá establecer en las bases respectivas otros mecanismos de cobro y recaudación de las multas. 


La aplicación de las multas que se imponga a los concesionarios deberá someterse a lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley Nº 20.378. Su reclamación administrativa se sujetará a lo establecido en el artículo 59 de la Ley Nº 19.880.”


- Sometida a votación la indicación Nº 12A, fue aprobada sin modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Novoa.
Indicación Nº 13


13.- Del Honorable Senador señor Zaldívar, para intercalar los siguientes incisos tercero a octavo, nuevos:


“Los concesionarios requeridos por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en uso de la facultad señalada en los incisos anteriores, sólo podrán exceptuarse de entregar la información solicitada invocando una norma legal vigente sobre secreto.


Asimismo, deberán informar al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones de cualquier hecho esencial relativo a la actividad fiscalizada, inmediatamente después de transcurrido éste, o desde que se tomó conocimiento del mismo, o a más tardar dentro de los tres días siguientes, aun cuando no hubiere mediado requerimiento del citado organismo. En caso de que el tercer día corresponda a un sábado, domingo o festivo, la información podrá ser proporcionada el siguiente día hábil.


Para los efectos del inciso anterior, se entenderá como esencial todo hecho que pueda afectar gravemente la continuidad, calidad, regularidad y seguridad de los servicios de transporte público remunerado o de sus servicios complementarios.


Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá requerir a los concesionarios, cuando lo estime pertinente, que efectúen auditorías para comprobar la veracidad y exactitud de las informaciones que le hayan proporcionado. La contratación y financiamiento de estas auditorías corresponderá al concesionario requerido. El auditor deberá ser aprobado por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones tendrá derecho a ser informado por los concesionarios sobre el monto y estado de cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales que a éstos correspondan respecto a sus trabajadores, como asimismo de igual tipo de obligaciones que tengan los subcontratistas con sus trabajadores. 


En caso que el concesionario no acredite oportunamente el cumplimiento íntegro de las obligaciones laborales y previsionales en la forma señalada, el Ministerio de Transportes podrá retener, de las obligaciones que tenga a favor de aquél, el monto adeudado, pudiendo pagar por subrogación al trabajador o institución previsional acreedora.”.


En discusión esta indicación el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, expresó su disconformidad con la excepción a la entrega de información, puesto que ello podría prestarse para no entregar la información.


El artículo por el medio del cual se puede solicitar la información es muy preciso, los antecedentes que se solicitan no son de carácter comercial que pudieran afectar la competencia, por lo que no parece necesario el establecimiento de una norma de excepción.


Respecto de la definición de hecho esencial, señaló que se puede hacer de manera más sencilla, en el Protocolo de Acuerdo se consigna una definición alternativa que aplica las mismas normas de la Superintendencia de Valores y Seguros para las sociedades anónimas abiertas, para que las empresas publiquen fecus trimestralmente y que informen los hechos esenciales de acuerdo a los términos exigidos por dicha Superintendencia.


Finalmente, hizo presente su disconformidad con la exigencia de auditorías para comprobar la veracidad de los antecedentes proporcionados, lo que se considera un poco ofensivo para los empresarios.


El Honorable Senador señor Novoa señaló que esta norma está redactada en consideración a los grandes concesionarios del Transantiago, sin embargo, puede existir una empresa que tiene 40 buses para un recorrido y resulta recargado con estas exigencias.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, informó que hasta comienzos del año en curso, las empresas concesionarias tenían la obligación de presentar fecus trimestrales y una circular de la Superintendencia de Valores y Seguros publicada recientemente autorizó a los concesionarios a presentar fecus anuales y a no informar los hechos esenciales.


En seguida, propuso obviar esta exigencia en la ley y por la vía administrativa lograr que la Superintendencia de Valores y Seguros revierta la última decisión y volver al régimen anterior.


La Comisión fue partidaria de establecer esta modificación en la ley.


El Honorable Senador señor Novoa señaló que es importante conocer la realidad del mercado. La Superintendencia de Valores y Seguros tiene experiencia con las sociedades anónimas abiertas y, en general, los concesionarios del Transantiago son sociedades anónimas cerradas.


En seguida, consultó si estas empresas concesionarias tienen capacidad para efectuar este tipo de contabilidad. 


La respuesta fue afirmativa.


Respecto del hecho esencial manifestó sus dudas en relación a la asimilación automática al concepto que usa para estos efectos la Superintendencia de Valores y Seguros, por lo que sería preferible mantener el texto legal vigente.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, informó que con el servicio de transporte licitado se entregan una cantidad importante de recursos públicos y debe existir información suficiente relativa a la forma en que se administran esas empresas, porque es necesario responder por el uso de los recursos.


La Honorable Senadora señora Rincón señaló que se requiere un resguardo de los fondos públicos involucrados, sin embargo, es necesario contar con información para precaver cuando una empresa entra en crisis y deja de prestar un servicio público.


Se puede exigir cierta información, mediante una normativa especial sin que quede entregado al organismo regulador que puede cambiar el criterio.


Finalmente, se dejó constancia que este tema debería considerarse en una futura Superintendencia del ramo.


En consecuencia, se aprobó esta indicación con modificaciones, siendo  acogida en la indicación Nº 12A del Ejecutivo.

- Sometida a votación esta  indicación Nº 13 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Matthei y Rincón y Honorables Senadores señores Cantero, Girardi y Chahuán, con modificaciones, quedando subsumida en la indicación Nº 12A.
Indicación Nº 13A

13A.- Del Honorable Senador señor Navarro, para agregar, el siguiente inciso final: 


“Asimismo, la Dirección del Trabajo deberá fiscalizar permanentemente el cumplimiento de las leyes laborales y previsionales por parte de las empresas operadoras del sistema de transporte.”


En discusión esta indicación se señaló que era redundante.


- Sometida a votación esta  indicación Nº 13A fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Matthei y Rincón y Honorables Senadores señores Cantero, Girardi y Chahuán.

Artículo 3º nonies, nuevo.
Indicación Nº 14

14.- Del Honorable Senador señor Zaldívar, para intercalar el siguiente artículo 3° nonies, nuevo:


“Artículo 3° nonies.- El monto de las multas a que se refiere el inciso final del artículo anterior será de beneficio fiscal y deberá ser pagada en la Tesorería General de la República, dentro del plazo de diez días, contados desde la fecha de notificación de la resolución respectiva. El pago de toda multa deberá ser acreditado ante el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dentro de los diez días siguientes a la fecha en que ésta debió ser pagada.


La imposición de las multas quedará sujeta al procedimiento contemplado en los artículos 10 y 11 de la ley N° 20.378.”.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, explicó que en los contratos y en las bases de licitación existe la posibilidad de establecer multas por la falta de entrega de información e incluso por el incumplimiento de normas laborales, en montos muy reducidos que alcanzan a 20 unidades de fomento por cada infracción.


Con la norma propuesta se pretende aumentar el monto de la multa a 200 UTM, para que se sancionen en forma adecuada ese tipo de infracciones.


Actualmente, las multas son a beneficio del sistema, de acuerdo a las bases de licitación de los contratos, lo que ayuda a que no suban en forma sostenida las tarifas. 


El Honorable Senador señor Novoa señaló que esta materia debe analizarse porque puede suceder que un contrato de concesión sea de una línea y no de un sistema, con lo cual sería absurdo que la multa que paga ese concesionario vaya al sistema, debiendo, en este caso, ser a beneficio fiscal.


Esta indicación fue aprobada con modificaciones y recogida por una nueva indicación del Ejecutivo, contemplándose como inciso sexto y séptimo del artículo tercero octies, redactada en los siguientes términos:


“El monto de las multas a que se refiere el inciso anterior será de beneficio fiscal y deberá ser pagada en la Tesorería General de la República, dentro del plazo de diez días, contados desde la fecha de notificación de la resolución respectiva. El pago de toda multa deberá ser acreditado ante el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dentro de los diez días siguientes a la fecha en que ésta debió ser pagada. Sin perjuicio de lo anterior, el  Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá establecer en las bases respectivas otros mecanismos de cobro y recaudación de las multas.


La aplicación y reclamo de las multas quedará sujeta al procedimiento contemplado en los artículos 10 y 11 de la ley N° 20.378.”.


- Sometida a votación esta indicación Nº 14, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Matthei y Rincón y Honorables Senadores señores Cantero y Chahuán.

- - - - - - -

Indicación Nº 13A

13A.- Del Honorable Senador señor Navarro, para agregar, el siguiente inciso final: 


“Asimismo, la Dirección del Trabajo deberá fiscalizar permanentemente el cumplimiento de las leyes laborales y previsionales por parte de las empresas operadoras del sistema de transporte.”


En discusión esta indicación vuestra Comisión estimo que era redundante.


- Sometida a votación esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadoras señoras Matthei y Rincón y Honorables Senadores señores Cantero y Chahuán.

- - - - - - -

Artículo 3º nonies


Artículo 3º nonies.- De los bienes afectos a la concesión. Los bienes afectos a la concesión estarán constituidos por aquellos bienes muebles e inmuebles necesarios para la prestación básica de los servicios entregados en concesión, conforme lo establezcan las bases de la licitación y siempre que tengan relación directa con los mismos.


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones llevará, a través de sus Secretarías Regionales Ministeriales o de la División, Programa o Unidad dependiente de la Subsecretaría de Transportes designada para este efecto, un registro de los bienes que estarán afectos a la concesión conforme a las normas que establezca el reglamento. El registro y las certificaciones que se emitan conforme al mismo tendrán la naturaleza de instrumento público.


No se entenderá cumplida la obligación de los concesionarios de incorporar y poner en marcha los vehículos, infraestructura y otros bienes comprometidos en los contratos de concesión, mientras éstos no hayan sido inscritos en dicho registro en los plazos y en la forma prevista en el reglamento y en las Bases de Licitación.


Desde el inicio de la concesión y hasta su término, los bienes inscritos en dicho registro se entenderán afectos a la concesión, no obstante sean objeto de enajenación, transferencia o gravamen, salvo que sean desafectados. Lo señalado precedentemente también se aplicará durante el tiempo en que la concesión sea gestionada por un administrador provisional y mientras se mantenga en dicha función.


Los bienes afectos a la concesión podrán quedar a disposición de un administrador provisional que nombre el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en los casos previstos en esta ley. En estos supuestos, el uso de los bienes dará lugar a una indemnización a favor del anterior concesionario, salvo que se establezca una regla diversa en las Bases de Licitación.

Indicación Nº 14A


14A.- De S.E. el Presidente de la República, para eliminar en el artículo 3° nonies, nuevo, inciso segundo, la frase “, Programa”;


En discusión esta indicación el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, explicó que se trata de una precisión, puesto que el término o la entidad “Programa” no existe formalmente dentro de la Administración Pública, a pesar de que existe de hecho, por lo que atendiendo a criterios emanados de la Contraloría General de la República, se determinó eliminar ese término y dejar como “división o unidad” dependiente de la Subsecretaría de Transportes.


 Sometida a votación esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Matthei y Rincón y Honorables Senadores señores Cantero, Girardi y Chahuán.
Indicación Nº 14B


14B.- De S.E. el Presidente de la República, para eliminar en el artículo 3° nonies, nuevo, inciso cuarto, la frase “y hasta su término”.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, explicó que se trata de una coherencia lógica del artículo puesto que si existe un proceso de caducidad la concesión está terminada, por lo tanto, se desafectarían los bienes en forma automática.


El Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, consultó si el Ejecutivo está de acuerdo en establecer en la ley los muebles e inmuebles necesarios para la prestación básica de los servicios.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, respondió que esa materia se considera en las bases de licitación. Con el transcurso del tiempo esta distinción puede ser inútil, porque el transporte público no será muy diferente de cualquier otra empresa de transporte. En el caso de las empresas de transporte aéreo una cantidad importante de los aviones no son propios, sino que adquiridos mediante leasing y el negocio es la gestión de la flota y es lo que debería ocurrir en materia de transportes de pasajeros.


En su opinión, es una anomalía que las empresas sean dueñas de los buses con financiamiento bancario, por lo tanto, el hecho de que estén afectos a la concesión puede ser menos relevante para la continuidad del servicio. El administrador provisional se hará cargo de la empresa y deberá mantener los contratos de leasing funcionando, sin importar si los bienes están afectos a la concesión.


El Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, preguntó la forma en que se desafectan los bienes que son financiados por los bancos.


El Honorable Senador señor Novoa informó que existía una proposición, que no se presentó como indicación, que pretendía establecer que la desafectación debería ser aprobada o denegada por resolución fundada.


Hay buses que cumplen su vida útil y tienen que ser retirados, por lo que debe establecerse un procedimiento legal para ello.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, señaló que se debe tratar de un sistema de transporte que funcione con un grupo de operadores privados, de manera eficiente y que cobre una tarifa racional.


De acuerdo a los contratos vigentes existen muy pocos bienes afectos, básicamente, corresponden a buses de un programa de renovación.


El Honorable Senador señor Novoa señaló que esta norma no se puede aplicar a los actuales concesionarios.


 Sometida a votación esta indicación 14B, fue aprobada, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Matthei y Rincón y Honorables Senadores señores Cantero, Girardi y Chahuán.
Indicación Nº 14C


14C.- De S.E. el Presidente de la República, para agregar en el artículo 3° nonies, nuevo, inciso cuarto, luego de la palabra desafectados, la frase “de conformidad al reglamento”.


En discusión esta indicación se señaló que solamente tiene por finalidad ser coherente con lo ya aprobado.


 Sometida a votación esta indicación fue aprobada, sin enmiendas,  por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Matthei y Rincón y Honorables Senadores señores Cantero, Girardi y Chahuán.

Indicación Nº 14Cbis


14Cbis.- De S.E. el Presidente de la República, para agregar en el inciso cuarto del artículo tercero nonies, a continuación de “dicha función.”, pasando el actual punto aparte a ser punto seguido, el siguiente párrafo: “La desafectación deberá ser aprobada o denegada por resolución fundada de la Subsecretaría de Transportes, que deberá pronunciarse en un plazo de diez días, contado desde la fecha de presentación de la solicitud. Los recursos que se interpongan en contra de dicha resolución se regirán por lo establecido en la Ley N° 19.880.”.

- Sometida a votación esta indicación, fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Girardi y Novoa.

Artículo 3° decies


Este artículo señala las causales de término de las concesiones. Las concesiones reguladas por esta ley podrán terminar por las siguientes causales:


a) Cumplimiento del plazo previsto en el contrato.


b) Mutuo acuerdo.


c) Caducidad.


d) Quiebra del concesionario.


e) Por las demás que establezcan las leyes o las Bases de Licitación.

Indicación 14D


14D.- De S.E. el Presidente de la República, para agregar en el artículo 3° decies, nuevo, inciso primero, entre las palabras “concesiones” y “reguladas”, la siguiente frase: “de uso de vías y de servicios complementarios”; 


- Sometida a votación esta indicación fue aprobada, sin modificaciones,  por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Matthei y Rincón y Honorables Senadores señores Cantero, Girardi y Chahuán.
Indicación Nº 15

15.- Del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, para intercalar la siguiente letra e), nueva:


“e) Incumplimiento grave y reiterado de las normas laborales y de seguridad social con los trabajadores. Se tendrán como vulneraciones de este tipo, entre otras, los atrasos u omisiones en el pago de cotizaciones previsionales o de salud que excedan tres períodos mensuales y la existencia de más de tres condenas ejecutoriadas por infracciones a los derechos fundamentales del trabajador y a las normas sobre jornadas de trabajo, remuneraciones, feriados, protección a la maternidad, sindicalización y prácticas antisindicales.”.


En discusión esta indicación el Asesor del señor Ministro manifestó que el Ejecutivo comparte los términos generales, sin embargo, el incumplimiento grave no es causal de término, sino que de caducidad.


Explicó que las indicaciones Nº 4, 5 y 6 establecen una protección general de los derechos de los trabajadores, por lo que se propone  una protección genérica en los siguientes términos:


“En todo caso, cualquiera que sea la causal de término o de caducidad de la concesión deberán resguardarse los derechos laborales y de seguridad social de los trabajadores en los términos previstos en la ley”.


Se pretende ir desde la protección más genérica a la más específica.


Esta norma quedaría como una protección genérica de los derechos previstos en la ley. 


Lo anterior tendría un complemento inmediato en la indicación Nº 8 del Honorable Senador señor Zaldívar, que también cumple un rol de protección genérica pero especificando su aplicación en el caso de caducidad.


Por otra parte, la indicación Nº 15 del Honorable Senador señor Muñoz Aburto; la Nº 16 de la Honorable Senadora señora Alvear y la 17 del Honorable Senador señor Letelier, establecen que el incumplimiento grave y reiterado en materia laboral y de seguridad social se constituye en causal de término.


Las ideas contenidas en estas indicaciones fueron recogidas en una indicación del Ejecutivo, quedando ubicada en la letra i) que agrega un inciso quince, nuevo, al artículo 3º, redactado en los siguientes términos:


“La caducidad de la concesión podrá ser declarada fundadamente por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en los casos de incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario conforme a los términos previstos en las Bases de Licitación y en los respectivos contratos. Con todo, siempre se considerará incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario, que da lugar a la caducidad de la concesión, el atraso reiterado, en los términos que fijen las bases de licitación o los respectivos contratos, en el pago de las remuneraciones y obligaciones de seguridad social de sus trabajadores. Se tendrán como vulneraciones de este tipo, entre otras, los atrasos u omisiones en el pago de remuneraciones y obligaciones de seguridad social que excedan tres períodos mensuales o la existencia de más de cuatro condenas ejecutoriadas por infracciones a los derechos fundamentales del trabajador y a las normas sobre jornadas de trabajo, remuneraciones, feriados, protección a la maternidad, sindicalización y prácticas antisindicales.”.


Se acordó intercalar la siguiente letra e), nueva, pasando la actual letra e) a ser letra f).


“e) El reiterado incumplimiento grave de las normas laborales y de seguridad social con sus trabajadores. Se tendrán como vulneraciones de este tipo, entre otras, los atrasos u omisiones en el pago de remuneraciones, cotizaciones previsionales o de salud que excedan tres  períodos mensuales o la existencia de más de cuatro condenas ejecutoriadas por infracciones a los derechos fundamentales del trabajador y a las normas sobre jornadas de trabajo, remuneraciones, feriados, protección a la maternidad, sindicalización y prácticas antisindicales.”.


- Sometida a votación esta indicación fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Matthei y Rincón y Honorables Senadores señores Cantero, Girardi y Chahuán.
Indicaciones Nos 16 y 17

16.- De la Honorable Senadora señora Alvear, y 17.- del Honorable Senador señor Letelier, para intercalar las siguientes letras e) y f), nuevas:


“e) Incumplimiento grave y reiterado de las normas laborales y de seguridad social.


f) Haber sido condenado por más de cuatro veces durante el año calendario por práctica antisindical o por vulneración de otros derechos fundamentales de los trabajadores.”.


En discusión estas indicaciones se señaló que estos criterios están considerados con otra redacción dentro del Protocolo de Acuerdo y quedaron subsumidas en la indicación Nº 8 y 15, por lo tanto fueron aprobadas con modificaciones, quedando su texto contemplado en la letra i), nueva, que contiene el inciso quince del artículo 3º.


- Sometida a votación estas indicaciones fueron aprobadas con modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Matthei y Rincón y Honorables Senadores señores Cantero, Girardi y Chahuán.
Artículo 3º undecies


Establece el término de mutuo acuerdo. En caso de término de la concesión de común acuerdo, el concesionario estará obligado a mantener la prestación del servicio por un período no inferior a seis meses desde la fecha en que la resolución que le pone término esté totalmente tramitada. Dicho plazo se puede reducir en el caso que se nombre un administrador provisional, se adjudique a un tercero la concesión o el área o zona vuelva al régimen general previsto en inciso primero del artículo 3º.

Indicaciones Nos 18, 19 y 20


18.- De la Honorable Senadora señora Alvear; 19.- del Honorable Senador señor Letelier, y 20.- del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, para intercalar, a continuación de “tramitada.”, la siguiente oración: “En todo caso, el acuerdo suscrito deberá hacer referencia expresa a la situación laboral y las cotizaciones previsionales devengadas, hasta el último día del mes anterior al acuerdo, de los operadores y demás trabajadores; en caso de deudas pendientes, será el concesionario directamente responsable, y el monto adeudado deberá ser descontado de toda suma que a cualquier título perciba desde el Estado, a fin de garantizar el íntegro pago de dicha deuda.”.


En discusión estas indicaciones el Honorable Senador señor Novoa hizo presente que existiendo mutuo acuerdo estaría de más esta regulación.


El Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que es importante regular el mutuo acuerdo, siempre que se garanticen los derechos de terceros.


La Subsecretaria de Transportes, señora Gloria Hutt, informó que los contratos actuales no consideran el mutuo acuerdo y los operadores no están de acuerdo en incluirlo.


La Honorable Senadora señora Matthei hizo presente que esta materia debería estar regulada en las bases de licitación. 


La Presidenta accidental, Honorable Senadora señora Rincón, señaló que mediante esta norma el Estado podría descontar las deudas de los trabajadores.


El Asesor del señor Ministro explicó que esta norma se aplicará a los casos de terminación del contrato de mutuo acuerdo, se establece una cautela para los trabajadores. El Ejecutivo considera que la expresión “a cualquier título” puede provocar un efecto adverso frente a otra norma. 


Es necesario considerar que puede existir un beneficio de carácter asistencial, la devolución del pago por una enfermedad del Plan Auge, Bono de las Bodas de Oro.


Como consecuencia de lo anterior, se consideró preferible considerarlo dentro del contexto del contrato y de la concesión.


Esta norma se aplicará para los casos de terminación de la concesión por mutuo acuerdo, en que el Estado se pone de acuerdo con el operador para finalizar el contrato. En caso que exista incumplimiento de obligaciones laborales y el Estado tiene la posibilidad de retener los recursos, se debe pensar en el caso de la caducidad de la concesión.


Se acordó modificar la redacción, en el sentido de establecer que no procede el mutuo acuerdo en los casos en que existan causales de caducidad, porque pueden haber otros incumplimientos.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, hizo presente su preocupación por la eventual motivación de la empresa privada a dejar el tema laboral y previsional para que lo pague el Estado.


Se acordó que esta indicación podría ubicarse dentro del inciso primero del artículo 3º undecies, que trata el término de común acuerdo y esta indicación sería un complemento a lo anterior.


Finalizado el debate, se adoptaron los siguientes acuerdos:

Indicación Nº 17A


--- Intercalar en el artículo 3° undecies, entre “común acuerdo,” y “el concesionario”, la siguiente frase: “siempre que no exista una causal de caducidad,”.


-Sometida a votación esta indicación, fue aprobada, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Matthei y Rincón y Honorables Senadores señores Cantero, Girardi y Novoa.


--- Incorporar en el artículo 3° undecies, a continuación de “tramitada.”, el siguiente párrafo: “En todo caso, el acuerdo suscrito deberá hacer referencia expresa a la situación laboral y a las obligaciones de seguridad social devengadas, hasta el último día del mes anterior al acuerdo, de los operadores y demás trabajadores; en caso de deudas pendientes, será el concesionario directamente responsable, y el monto adeudado deberá ser descontado de toda suma que por este concepto perciba desde el Estado. No podrá haber mutuo acuerdo sino hasta que estén pagadas las cotizaciones”.


- Sometidas a votación estas indicaciones Nos 18, 19 y 20 fueron aprobadas con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Matthei y Rincón y Honorables Senadores señores Cantero, Girardi y Chahuán.
Artículo 3° duodecies


Establece la quiebra del concesionario. Presentada una solicitud de quiebra de un concesionario, el secretario del tribunal deberá notificarla al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dentro de las veinticuatro horas siguientes, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 55 del Libro IV del Código de Comercio. Inmediatamente después de pronunciada la sentencia que declare la quiebra de un concesionario, el secretario del tribunal la notificará al Ministerio antes referido en el mismo plazo y forma.


Pronunciada la declaración de quiebra, el fallido quedará inhibido, de pleno derecho, de la administración de la concesión y de los bienes afectos a ella. A su vez, estos bienes quedarán excluidos de la quiebra y de la administración del síndico.


Notificado de la sentencia que declare la quiebra de una empresa concesionaria, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá disponer la administración provisional del servicio. Tan pronto asuma su cargo, el administrador provisional deberá levantar un inventario de los activos de la empresa declarada en quiebra y que están afectos a la concesión.


Todo conflicto que pudiere suscitarse entre el síndico y el administrador provisional, será resuelto por el juez de la quiebra incidentalmente y en única instancia, oyendo previamente al Ministerio.

Inciso primero

Indicación Nº 20A

20A.- Del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar, entre las palabras “Telecomunicaciones” y “dentro” la frase, “y a la Dirección del Trabajo,”. 

En discusión esta indicación se hizo presente que la Excma. Corte Suprema formuló observaciones a este artículo señalando que esta disposición que se refiere a la quiebra del concesionario, impone en su inciso primero una nueva obligación al Secretario del tribunal, cual es notificar al Ministerio de Transportes tanto de la solicitud como la declaración de quiebra, dentro del plazo de 48 horas, según las normas del artículo 55 del Libro IV del Código de Comercio. En este punto la Excma. Corte Suprema estima del caso señalar que los Secretarios, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 41 del Código de Procedimiento Civil, solamente pueden realizar notificaciones dentro del tribunal y, por tanto, de ser de otro modo, tendrá que recurrirse a otro ministro de fe.


Vuestra Comisión acordó acoger la observación de la Excma. Corte Suprema modificando la forma de practicar la notificación la que se hará por carta certificada o por un medio electrónico fidedigno.


- Sometida a votación esta proposición de la Excma. Corte Suprema,  fue aprobada en los términos señalados, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Matthei y Rincón y Honorables Senadores señores Cantero y Letelier, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento.

La Honorable Senadora señora Rincón propuso agregar la notificación a la Dirección del Trabajo.


Se hizo presente que esta norma se contempla en la ley de concesiones de servicios sanitarios.


El Asesor del señor Ministro, precisó que la quiebra pone término a la concesión y obliga de inmediato a nombrar un administrador provisional. De esta forma, el sentido de la norma es que tan pronto se presente la solicitud de declaración de quiebra, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones esté informado de la situación.


- Sometida a votación esta indicación Nº 20A, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Matthei y Rincón y Honorables Senadores señores Cantero y Letelier.

Indicación Nº 20B

20B.- De S.E. el Presidente de la República, para intercalar en el inciso primero del artículo 3° duodecies, entre “siguientes,” y “de conformidad”, la siguiente frase: “por carta certificada u otro medio impreso o electrónico fidedigno,”.

En discusión esta indicación, el señor Ministro señaló que recoge el debate anterior.


- Sometida a votación esta indicación Nº 20B, fue aprobada, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Girardi y Novoa.

Inciso tercero

Indicaciones Nos 21, 22 y 23


21.- De la Honorable Senadora señora Alvear; 22.- del Honorable Senador señor Letelier, y 23.- del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, para intercalar, a continuación de “concesión”, la siguiente frase: “, así como de la situación laboral y previsional de los operadores y demás trabajadores del fallido”.

Indicación Nº 20C

20C.- De S.E. el Presidente de la República, para agregar al final del inciso tercero del artículo 3° duodecies, a continuación de “concesión” y antes del punto aparte, el siguiente párrafo: “así como el estado de cumplimiento del pago de las remuneraciones y obligaciones de seguridad social”.

En discusión estas indicaciones, el Ejecutivo señaló que su indicaciòn recoge el espíritu de ellas.


- Sometidas a votación estas indicaciones Nºs 21, 22 y 23 fueron aprobadas con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Matthei y Rincón y Honorable Senador señor Letelier.


- En votación la indicación Nº 20 C, fue aprobada sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Girardi y Novoa.

Indicación Nº 23A

23A.- Del Honorable Senador señor Navarro, para agregar, a continuación del punto a parte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Por su parte, la Dirección del Trabajo en coordinación con el administrador provisional, deberán adoptar las medidas necesarias tendientes a mitigar el impacto que la quiebra genere en la situación laboral de los trabajadores.”


En discusión esta indicación 23A, el Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que se debería modificar la Ley de Quiebras en relación a los derechos de los trabajadores puesto que las normas actuales relativas a estos derechos son sólo formales y no siempre se cumple con ellas.


La Comisión acordó aprobarla con modificaciones quedando subsumida en la indicación anterior.


- Sometida a votación esta indicación Nº 23A, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Matthei y Rincón y Honorables Senadores señores Cantero y Letelier.

Artículo 3° terdecies

Artículo 3º terdecies.- De la continuidad del servicio. El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones adoptará las medidas necesarias para garantizar la continuidad de la prestación del servicio público y resguardar los derechos de los usuarios de dichos servicios, pudiendo requerir, a través del Ministerio del Interior, el auxilio de la fuerza pública para obtener el íntegro cumplimiento de sus órdenes, instrucciones y resoluciones.


En el caso del término anticipado de la concesión, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá asegurar la continuidad del servicio designando un administrador provisional o nombrando a un nuevo concesionario.


Lo anterior, es sin perjuicio que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones determine la aplicación del régimen general previsto en el inciso 1º del artículo 3º.

Inciso primero

Indicación Nº 24

24.- Del Honorable Senador señor Zaldívar, para intercalar, a continuación de “servicios”, la frase “, así como los de los trabajadores del respectivo concesionario”.


- En votación, esta indicación, fue aprobada, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Matthei y Rincón y Honorables Senadores señores Cantero y Letelier.

Indicaciones Nos 25 y 26


25.- De la Honorable Senadora señora Alvear, y 26.- del Honorable Senador señor Letelier, para incorporar la siguiente oración final: “A excepción del ejercicio del derecho a huelga de los trabajadores.”.
Indicación Nº 27


27.- Del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, para incorporar la siguiente oración final: “Lo anterior no podrá tener lugar tratándose del ejercicio del derecho a huelga por parte de los trabajadores del concesionario.”.


En discusión estas indicaciones el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, propuso la siguiente redacción alternativa:


“. Lo anterior, sin perjuicio del derecho a huelga ejercido en las condiciones previstas en el Código del Trabajo y sin que ello implique una alteración grave del orden público”.


Agregó que el artículo 3º terdecies, pretende garantizar la continuidad del servicio, lo que de alguna manera se puede lograr requiriéndose el auxilio de la fuerza pública, en caso que se hubiere alterado el orden público, sin embargo, se deja constancia que esto no puede conculcar el derecho a huelga de los trabajadores.


La Comisión hizo presente que de la redacción anterior se podría entender que no se puede ejercer el derecho a huelga, en consecuencia, se acordó eliminar la frase final propuesta “y sin que ello implique una alteración grave del orden público”.

El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, informó que la idea es que el derecho a huelga de parte de los trabajadores se manifieste en forma pacífica y de acuerdo a las normas de orden público. Con esta norma se pretende evitar que la huelga, aunque sea legal, se manifieste en impedir el tránsito, quemar neumáticos.


Además, muchas veces cuando una empresa está en huelga las demás empresas solidarizan con aquélla y también pueden paralizar el transporte.


El Honorable Senador señor Letelier solicitó que se elimine la última parte de la frase porque en su opinión un tema es la huelga y otra situación es la alteración del orden público.


Se acordó eliminar la referencia al orden público.


El señor Ministro explicó que el espíritu de este artículo es asegurar la continuidad del servicio frente a cualquier alteración del orden público, luego, se señala que se puede solicitar el auxilio de la fuerza pública a través del Ministerio del Interior.


El resguardo de los trabajadores forma parte del resguardo general del servicio, es decir, no corresponde solicitar el auxilio de la fuerza pública para resguardar los derechos de los trabajadores. Esa situación está prevista en otros artículos.


- Sometidas a votación estas indicaciones Nos 25, 26 y 27 fueron aprobadas con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Matthei y Rincón y Honorables Senadores señores Cantero y Letelier.

Indicación Nº 27A


27A.- De S.E. el Presidente de la República, para agregar al final del inciso primero del artículo 3° terdecies, a continuación de “resoluciones.” Pasando el actual punto aparte a ser punto seguido, el siguiente párrafo: “Lo anterior, sin perjuicio del derecho a huelga ejercido en las condiciones previstas en la ley.”


Posteriormente, el Ejecutivo formuló esta indicación que recoge los acuerdos anteriores y que según señaló el señor Ministro resguarda el derecho a huelga de los trabajadores y, al mismo tiempo, pretende evitar los desbordes que afectan el servicio de transporte de pasajeros.


- Sometida a votación esta indicación fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Novoa. 

Inciso segundo

Indicación Nº 28


28.- Del Honorable Senador señor Zaldívar, para sustituirlo por el siguiente:


“En el caso del término anticipado de la concesión, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá asegurar la continuidad del servicio y el cumplimiento de los derechos de los trabajadores del concesionario, designando un administrador provisional o contratando directamente la prestación de los servicios de transporte público de pasajeros de su competencia. Quien celebre contratos directos con el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, se entenderá concesionario para los efectos de esta ley.”.


En discusión esta indicación el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, informó que el Ejecutivo no tiene reparos a esta indicación.


La Honorable Senadora señora Rincón recordó que los representantes de la CONUTT y de la CONATRACH, manifestaron que no era adecuado que se contrate a la competencia porque se puede perjudicar el servicio que se presta.


Se acordó reemplazar el término “de su competencia” por “transporte público de pasajeros licitado”.


- Sometida a votación esta indicación Nº 28, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Matthei y Rincón y Honorables Senadores señores Cantero y Letelier.

Indicación Nº 28A


28A.- De S.E. el Presidente de la República, para eliminar en el artículo 3° terdecies, nuevo, el inciso segundo.


En discusión esta indicación el Asesor del señor Ministro, explicó que esta materia está regulada en detalle en los respectivos eventos de término, por lo tanto, se considera redundante.


- Sometida a votación esta indicación Nº 28A, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Matthei y Rincón y Honorables Senadores señores Cantero y Letelier.

- - - - - - -

ARTÍCULO 2º, NUEVO

Indicación Nº 29

29.- Del Honorable Senador señor Letelier, para incorporar el siguiente artículo 2°, nuevo, pasando el actual artículo único a ser 1°:


“Artículo 2°.- Incorpórase el siguiente artículo 217 bis, nuevo, al Código del Trabajo:


“Artículo 217 bis.- La sindicalización en materia de transporte público concesionado se sujetará a las siguientes reglas especiales:


1) En relación con lo establecido en el artículo 227, se entenderá por empresa al operador del sistema de transporte público concesionado.


2) Los trabajadores afiliados a un sindicato no podrán afiliarse a otro dentro de un año calendario desde su última afiliación.”.”.


En discusión esta indicación el Honorable Senador señor Novoa señaló que el número 2 de esta indicación es inconstitucional, puesto que no se puede prohibir a un trabajador el derecho a afiliarse a un sindicato. No existe ninguna razón para impedir a un trabajador que se cambia de empresa afiliarse a otro sindicato.


En seguida, se acordó revisar el número 1 de esta indicación, que aparentemente carece de sentido.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, explicó que en la práctica, sucede que hay muchos sindicatos en las distintas empresas operadoras y también existen varios sindicatos interempresas. Los operadores se quejan que existen demasiados dirigentes sindicales, el 15% de la fuerza de trabajo está constituida por dirigentes sindicales con fuero y la situación se agrava por la facilidad de los trabajadores para cambiarse de sindicato. 


El Honorable Senador señor Letelier explicó que esta indicación no atenta en contra del derecho de afiliarse a un sindicato, por lo tanto, los principios de la OIT en esta materia están resguardados, no existe un criterio que permita el cambio constante de sindicato.


Este mismo debate se produjo con ocasión de los cambios reiterados de los afiliados de una Administradora de Fondo de Pensiones (AFP) a otra. Desafiliarse es un derecho, pero no se puede afiliar a otra AFP dentro del plazo de 6 meses.


En la práctica, en algunos operadores existen más de un sindicato y se deben adoptar las medidas para evitar el multi rut sindical y la venta de fueros, más aún en un área muy sensible, se trata de un servicio público.


No es conveniente que en este rubro exista interrupción del servicio con muchas facilidades, una de las forma de evitarlo es la existencia de sindicatos grandes en que las empresas pueden negociar de mejor forma con sus trabajadores.


Esta norma no evita que existan diversos sindicatos, sin embargo, tiende a evitar el abuso y se inserta dentro de las normas de excepción del Código del Trabajo.


La Honorable Senadora señora Matthei propuso un cambio de redacción para evitar que el cambio de sindicato se produzca dentro de una misma empresa. En esta materia se ha producido un libertinaje, que a la larga atenta contra la libertad y la destruye.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, señaló que la filosofía que inspira a esta indicación es razonable, sin embargo, presenta vicios de constitucionalidad y podría afectar la tramitación de esta iniciativa legal.


El Asesor del señor Ministro, informó que consultó a dos expertos laborales, los Profesores señores Eduardo Camaño, doctorado en Alemania y Sergio Gamonal, Profesor de la Universidad Adolfo Ibañez, éste último informó que la naturaleza jurídica de la libertad de afiliación, que está garantizada en la Constitución Política de la República, es voluntaria, personal e indelegable, la afiliación no sólo es pertenecer sino que también salirse libremente.


Asimismo, manifestó que esta indicación es abiertamente inconstitucional, sin perjuicio de que sea razonable y positiva.


Esta indicación presenta dos inconvenientes, uno constitucional y otro que no se entiende la razón para aplicarla sólo al transporte, porque es una regla que debería aplicarse a todas las grandes empresas.


A nivel de los tratados de la OIT, esta materia es objeto de discusión, sin embargo, la norma constitucional chilena es garantista de la libertad sindical, tanto para afiliarse como desafiliarse.


La Honorable Senadora señora Matthei reiteró su conformidad con el objetivo de la indicación presentada, sin embargo, se manifestó en contra de establecer esta materia en esta iniciativa legal, se trata de un tema general que no sólo afecta a la actividad del transporte. Además, no hay tiempo para dilatar la tramitación de este proyecto de ley cuya aprobación el Ejecutivo requiere con urgencia.


En consecuencia, propuso analizar este tema dentro del derecho laboral e incluirlo dentro de las malas prácticas laborales.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, propuso rechazar esta indicación, sin embargo, si el autor logra una nueva redacción, en cuanto a la constitucionalidad de la indicación presentada, incluirla dentro de las que presentará el Ejecutivo.


- Sometida a votación esta indicación Nº 29, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Matthei y Honorables Senadores señores Girardi y Kuschel. 

Indicación Nº 28B


28B.- Del Honorable Senador señor Letelier, para agregar un nuevo artículo 2°, pasando el actual artículo único a ser artículo 1º, que agrega un nuevo inciso final al artículo 217 al Código del Trabajo del siguiente tenor: 


“Sin perjuicio de lo anterior, en materia de transporte público concesionado, los trabajadores afiliados a una organización sindical podrán volver a afiliarse a otra organización sindical, sólo transcurrido un año calendario desde su última afiliación”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, declaró inadmisible por inconstitucional esta indicación, sin debatir su mérito.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero transitorio


El artículo primero transitorio establece que los contratos de concesión actualmente vigentes y celebrados de conformidad a lo previsto en el artículo 3º de la ley N° 18.696, seguirán rigiéndose por lo establecido en las bases de licitación y en los respectivos contratos, especialmente en lo que dice relación con las sanciones, multas y causales de caducidad que se le puedan aplicar.


Sin perjuicio de lo anterior, por exigirlo el interés nacional, se faculta al Estado a través del Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones para poner término anticipado a los contratos indicados en el inciso anterior que comprendan la prestación de servicios de transportes público o servicios complementarios en las comunas de la Región Metropolitana. Esta facultad podrá ser ejercida después de treinta días de publicada esta ley y hasta dentro del plazo de tres años contados desde la misma fecha.


Para tal efecto, el Ministerio iniciará el procedimiento mediante una resolución fundada, suscrita también por el Ministro de Hacienda, que deberá ser notificada por carta certificada a los concesionarios. A partir de dicha notificación, las partes tendrán el plazo de 30 días para acordar el monto de la indemnización por el término anticipado del contrato y, en su caso, las condiciones que se deban cumplir para garantizar la continuidad del servicio. Dicho acuerdo será aprobado mediante resolución del Ministerio la que deberá llevar además el visto bueno del Ministro de Hacienda. El pago de la indemnización correspondiente se efectuará dentro del plazo y forma que se estipule. El pago de la indemnización o su consignación en el tribunal competente, extinguirá, por el solo ministerio de la ley, todos los derechos y obligaciones que emanen del contrato, salvo que las partes acuerden una fecha anterior.


En caso que no exista acuerdo entre las partes, la indemnización será fijada por el Panel de Expertos establecido por la ley Nº 20.378, a solicitud del Ministerio, de acuerdo al siguiente procedimiento:


a) Dentro de los 10 días siguientes al vencimiento del plazo establecido para fijar el monto por mutuo acuerdo, el Ministerio solicitará al Panel de Expertos la determinación del monto provisional de la indemnización. En su solicitud indicará el monto de indemnización propuesto al concesionario, la que deberá contar con la aprobación del Ministerio de Hacienda, y acompañará todos los antecedentes que estime pertinentes. Esta presentación deberá ser notificada al concesionario, personalmente o por carta certificada.

b) El concesionario dispondrá de un plazo de cinco días, contado desde la notificación de la solicitud del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, para presentar su propuesta de indemnización y los antecedentes que considere pertinentes. Dicha presentación deberá contener la individualización del concesionario y la fijación de su domicilio en la ciudad de Santiago para efectos de las notificaciones, las cuales se realizarán de conformidad a lo establecido en  los artículos 45 a 48 de la ley Nº 19.880.


c) Dentro de las veinticuatro horas siguientes a la presentación indicada en la letra anterior o vencido el plazo para ello, el Secretario Abogado del Panel de Expertos pondrá los antecedentes en conocimiento de los integrantes del Panel.


d) El Presidente del Panel, inmediatamente después de la recepción de los antecedentes convocará a una sesión extraordinaria que deberá efectuarse dentro de los diez días siguientes a la presentación, donde se acordará el procedimiento para su estudio y resolución. En todo caso, el procedimiento deberá contemplar una audiencia con las partes de la cual deberá dejarse constancia escrita. El procedimiento será comunicado por el Secretario Abogado a todas las partes.


e) La resolución del Panel deberá dictarse dentro del plazo de 30 días contados desde la sesión extraordinaria indicada en la letra d). La resolución deberá ser fundada y estará obligada a optar a favor de una de las dos proposiciones vigentes, debiendo aceptarla en su integridad. En consecuencia, no podrá fallarse una alternativa distinta ni adoptarse un valor intermedio entre las proposiciones de ambas partes. La resolución será notificada a las partes dentro de los dos días siguientes a su dictación.


f) Luego de notificada la decisión del Panel de Expertos, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dictará una resolución, que concluya el procedimiento, en la cual constarán los fundamentos del término anticipado del contrato de concesión y el monto de la indemnización provisoria determinada por el citado Panel. La misma resolución, podrá establecer las medidas necesarias para garantizar la continuidad del servicio. La resolución deberá notificarse al concesionario y será susceptible de los recursos indicados en esta ley. Si el concesionario solicita, a su costa, copia de todos los antecedentes fundantes de dicha resolución, éstas deberán ser puestas a su disposición dentro de las veinticuatro horas siguientes a su solicitud.


g) Vencido el plazo para la interposición de los recursos establecidos en esta ley, sin que éstos se hubieren deducidos, la indemnización provisional se tendrá por definitiva y su pago se verificará dentro de los 120 días siguientes a la total tramitación de la resolución  correspondiente.


A este artículo se presentaron 12 indicaciones, signadas con los números 30, 31, 32, 33, 33A, 34, 35, 36, 37, 38, 39 y 39A.
Inciso segundo

Indicación Nº 30


30.- Del Honorable Senador señor Zaldívar, para sustituir las expresiones “inciso anterior” y “tres años” por “artículo anterior” y “ciento ochenta días”, respectivamente.


En discusión esta indicación, la Comisión hizo presente que existe un error en la indicación, en lugar de “artículo anterior” debe decir “inciso anterior”, error que se corregirá por la Secretaría.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, expresó que el plazo de 180 días está destinado a renegociar los contratos y después se extingue esa posibilidad, por lo tanto, es un plazo muy restringido, por lo que anunció que insistirá en la mantención del plazo de tres años.


La Honorable Senadora señora Matthei se mostró partidaria de mantener el plazo de tres años puesto que son muchos los contratos, con los troncales, con los alimentadores y con el AFT. Seguramente, se intentará optimizar ciertas áreas y luego continuar con las demás, para lo cual resulta necesario contar con un plazo de 3 años.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, informó que se desconoce el tiempo que será necesario para arreglar el sistema de transportes. El plazo de tres años es meramente referencial, hay un procedimiento breve para resolver el pago de las indemnizaciones, no obstante, existen otras materias que pueden dilatarse por causas ajenas al Ministerio como es la interposición de recursos judiciales.


El Asesor del señor Ministro, acotó que algunos plazos no dependen de la gestión del Ministerio, como es el caso del trámite de toma de razón de las bases de licitación ante la Contraloría General de la República o la presentación de recursos judiciales ante los tribunales de justicia.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, propuso establecer un plazo de 2 años haciendo presente que el Ministro contará con el apoyo del Congreso Nacional para efectuar las modificaciones necesarias. Por otra parte, un plazo de 3 años resulta excesivo porque los problemas del Transantiago deben resolverse a la brevedad.

En seguida, señaló que de acuerdo al artículo transitorio al infractor de un contrato debería aplicarse la caducidad del contrato indemnizándolo. En consecuencia, sería conveniente precisar que será aplicable esta atribución siempre y cuando no sea aplicable otra causal de terminación establecida en la ley o en los contratos.


De otra forma, el Estado estaría indemnizando a un operador que no corresponde indemnizar.


El Honorable Senador señor Novoa expresó que si algún Ministro de Transportes y Telecomunicaciones hubiere procedido por este artículo, teniendo la facultad de haber declarado la caducidad, la responsabilidad política sería evidente.


Es necesario determinar si establecer esta norma puede dificultar el procedimiento de poner término anticipado.

Indicación Nº 29A


29A.- De S.E. el Presidente de la República, para intercalar en el inciso segundo, entre “nacional,” y “se faculta”, la siguiente frase: “siempre que no exista una causal de caducidad,”.


En discusión esta indicación, el señor Ministro manifestó que recoge el debate anterior.


- En votación esta indicación fue aprobada, sin modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Girardi y Novoa.


- En votación la indicación Nº 30, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorable Senadora señora Matthei y Honorables Senadores señores Girardi y Kuschel.

Indicación Nº 30A


30A.- Del Honorable Senador señor Girardi, para sustituir el inciso segundo del artículo primero transitorio del proyecto de ley por el siguiente:


“Sin perjuicio de lo anterior, por exigirlo el interés nacional, y siempre que no fuere aplicable otra causal de término del contrato, se faculta al Estado a través del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para poner término anticipado a los contratos indicados en el inciso anterior que comprendan la prestación de servicios de transporte público o servicios complementarios en las comunas de la Región Metropolitana, excluyendo aquellos operadores que hubieren dado un cumplimiento óptimo a sus respectivos contratos, de acuerdo a los indicadores establecidos  en las correspondientes Bases de Licitación y en los referidos contratos. Esta facultad podrá ser ejercida después de treinta días de publicada esta ley y hasta dentro del plazo de 18 meses contado desde la misma fecha”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, explicó que esta indicación tiene por finalidad evitar la discrecionalidad de la autoridad para poner término anticipado a un contrato de concesión de una empresa que ha cumplido en forma óptima de acuerdo a los indicadores establecidos en las Bases de Licitación.


Agregó que el Ejecutivo dispone de los mecanismos para poner término anticipado a un contrato de concesión que ha sido deficiente, sin embargo, no se entiende la razón para finiquitar en forma anticipada un contrato que ha demostrado un cumplimiento eficiente.


El Honorable Senador señor Novoa señaló que puede suceder que como consecuencia de una necesaria reestructuración del sistema de transporte se requiera poner término anticipado a un contrato de concesión. El hecho de que se aplique esta causal de término anticipado no es un tema de incumplimiento del concesionario.


Recordó que en años anteriores, cuando se analizaron diversas formas de mejorar el Transantiago, se consideró la posibilidad de que el Estado hubiere comprado los contratos a los concesionarios, sin embargo, esa fórmula no era posible porque no se contaba con una norma legal que lo permitiera. Los contratos que se pueden comprar son los de los concesionarios cumplidores porque a los concesionarios incumplidores sencillamente se les caducan los contratos.


Si existen 14 contratos de concesión, que forman parte del sistema de transporte y se caducan 10 por la prestación de un mal servicio, seguramente será necesario expropiar a los 4 restantes para readecuar el sistema.


Sin perjuicio de lo anterior, es necesario tener presente que el término anticipado de un contrato de concesión implica el pago de una indemnización al concesionario y, en caso que el procedimiento para poner término anticipado no se ajuste a derecho, las partes tienen la opción de recurrir a los tribunales de justicia para hacer valer su posición.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, explicó que el Ejecutivo requiere contar con esta norma contenida en el artículo 1º transitorio, que será una herramienta de negociación más poderosa, no está la intención del Ejecutivo de aplicarla, no obstante, debe contar con el mayor número de atribuciones para poder efectuar los cambios que se requieran para rediseñar el sistema de transporte público de pasajeros.


El Honorable Senador señor Chahuán propuso confiar en el criterio del Ejecutivo para rediseñar el sistema de transporte público de pasajeros, dejando constancia que la aplicación de esta norma es sólo para mejorar las condiciones del transporte público y su aplicación no se prestará para abusos por parte de la autoridad hacia los concesionarios.

La Honorable Senadora señora Rincón señaló que la expresión “interés nacional” resulta muy vaga, sin embargo, es necesario considerar que el Ejecutivo requiere de instrumentos para negociar y atribuciones para modificar el sistema de transporte público de pasajeros.


Como consecuencia del debate anterior, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, anunció el retiro de la indicación presentada dejando constancia que el término anticipado de los contratos sólo puede obedecer a una razón de fuerza mayor y a la existencia de una visión compartida de modificar el sistema de transporte público de pasajeros.


La aplicación de la norma que permite el término anticipado de un contrato de concesión perjudica a los operadores que han prestado un servicio óptimo. 


Posteriormente, se acordó someterla a votación y estudiar la posibilidad de discutirla en la Sala del Senado.


- En votación esta indicación se obtuvo el siguiente resultado: votaron en contra los Honorables Senadores señores Chahuán y Novoa, a favor el Honorable Senador señor Girardi y se abstuvo la Honorable Senadora señora Rincón. Repetida reglamentariamente la votación, de acuerdo al artículo 178 del Reglamento del Senado, se mantuvo el mismo resultado, dándose por rechazada la indicación.

Indicación Nº 30B


30B.- Del Honorable Senador señor Letelier, para sustituir el inciso segundo del artículo 1º transitorio por el siguiente:


“Sin perjuicio de lo anterior, por exigirlo el interés nacional, y siempre que no fuera aplicable otra causal de término del contrato, se faculta al Estado a través del Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones para poner término anticipado a los contratos indicados en el inciso anterior, que comprendan la prestación de servicios de transporte público o servicios complementarios en las comunas de la Región Metropolitana, excluyendo aquellos operadores que habiendo dado un cumplimiento óptimo a sus respectivos contratos, de acuerdo a los indicadores establecidos en las correspondientes Bases de Licitación. Esta facultad podrá ser ejercida después de treinta días de publicada esta ley y hasta dentro del plazo de 18 meses contados desde la misma fecha”.

En discusión esta indicación los miembros de la Comisión estimaron que es del mismo tenor que la anterior, por lo tanto, estimaron considerar la misma discusión.


- En votación esta indicación se obtuvo el siguiente resultado: votaron en contra los Honorables Senadores señores Chahuán y Novoa, a favor el Honorable Senador señor Girardi y se abstuvo la Honorable Senadora señora Rincón. Repetida reglamentariamente la votación, de acuerdo al artículo 178 del Reglamento del Senado, se mantuvo el mismo resultado, dándose por rechazada la indicación.

Inciso tercero

Indicaciones Nos 31, 32 y 33


31.- De la Honorable Senadora señora Alvear; 32.- del Honorable Senador señor Letelier, y 33.- del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, para intercalar, luego de “tribunal competente,”, la frase “previo descuento del monto por concepto de deudas laborales, individuales o colectivas, y previsionales devengadas, hasta el último día del mes anterior del pago efectivo de los operadores y demás trabajadores,”.

Indicación Nº 33A


33A.- De S.E. el Presidente de la República, para reemplazar el inciso tercero por el siguiente:


“Para tal efecto, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones comunicará mediante carta certificada al concesionario del inicio del proceso destinado a poner término al contrato de concesión. A partir de dicha notificación, las partes tendrán el plazo de 30 días para acordar el monto de la indemnización por el término anticipado del contrato y, en su caso, las condiciones que se deban cumplir para garantizar la continuidad del servicio. Dicho acuerdo deberá aprobarse mediante resolución fundada del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, la que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, y en ella se dispondrá, además, el término anticipado de la concesión. El pago de la indemnización correspondiente se efectuará dentro del plazo y forma que se estipule. El pago de la indemnización o su consignación en el tribunal competente, extinguirá, por el solo ministerio de la ley, todos los derechos y obligaciones que emanen del contrato, salvo que las partes acuerden una fecha anterior.”.


Estas indicaciones se discutieron simultáneamente.


El Honorable Senador señor Novoa manifestó sus dudas en el sentido de otorgar a estos trabajadores beneficios que no son los adecuados. En el futuro podría ocurrir que un operador pretenda vender una empresa y el comprador deberá hacerse cargo del pago de los derechos laborales.


La Honorable Senadora señora Rincón recordó que tanto, la CONUTT como la CONATRACH, informaron que un empresario que adquiere una empresa que tiene impagas las remuneraciones y las obligaciones de seguridad social, paga sólo 15 días de remuneración a los trabajadores y deja sin efecto las deudas del empresario anterior. En su opinión, esta situación debe regularse dentro de esta actividad que se inserta dentro del servicio público.


El Honorable Senador señor Novoa señaló que debería existir una norma general aplicable a esta materia.


El Ejecutivo estima que la norma general no es muy funcional para su aplicación práctica, siendo preferible que cada aspecto de la protección laboral se asocie a un punto especial.


En el caso del pago de la indemnización, en el caso de expropiación de los contratos actuales y que el último pago que se efectúe a la empresa descuente las eventuales deudas laborales, previsionales o de salud.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, señaló que en caso que se expropie a un operador, el Estado paga por el derecho a recuperar la concesión y es lógico que en ese pago se descuenten las deudas, para evitar que el operador se desentienda de esos pasivos.


El Honorable Senador señor Novoa consultó a quién corresponde determinar el monto de las deudas laborales, individuales o colectivas, si el concepto de indemnización por años de servicio está o no incluido. En caso de un conflicto entre la empresa y los trabajadores respecto del monto, es decir, existen muchas variables que considerar que en la práctica causaran problemas.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, señaló que se debe considerar la existencia de un procedimiento que obligue al pago de los trabajadores cuando la empresa no hubiere cumplido. 


La Honorable Senadora señora Rincón expresó que en el tema laboral y de seguridad social existe un acuerdo y el Ejecutivo ha intentado recogerlo en todas sus partes y los Senadores, por su parte, han formulado las indicaciones que han estimado pertinentes. En su opinión, el establecer todas estas situaciones constituye una ayuda porque considera todos los escenarios posibles.


Cuando una empresa termina, no se trata sólo del pago de las indemnizaciones, sino que se debe asegurar el pago de las deudas en materia laboral y de seguridad social.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, explicó que el texto de la indicación 33A elimina la notificación y establece que la comunicación se efectuará mediante carta certificada.


La consignación de los dineros es una norma que emana de la ley de expropiación, sin embargo, parece más lógico que el retiro de los dineros por parte del operador tenga como efecto la renuncia de la acción.


La consignación es un hecho propio del Ministerio, del Estado, que no puede producir renuncia de acciones respecto de terceros, en este caso del operador.


Esta norma debe entenderse dentro del contexto del procedimiento de común acuerdo.


Respecto de la resolución fundada, en consideración a los montos involucrados tendrá el trámite de toma de razón.


El Honorable Senador señor Novoa señaló que de acuerdo a los términos de la indicación se produce un efecto para la presentación del Recurso de Protección, puesto que los recursos judiciales serán procedentes cuando el proceso termine. 


Respecto de las indicaciones en materia laboral, señaló que existe una relación laboral que genera una deuda, esa obligación se devenga hasta el día en que la relación laboral está vigente.


La Comisión acordó modificar la redacción de la indicación Nº 33A, intercalando la frase “previo descuento del monto por concepto de deudas laborales y de seguridad social, individuales o colectivas, ” , a continuación de la oración “El pago de la indemnización o su consignación en el tribunal competente,”.


La redacción propuesta aborda un tema práctico puesto que existe un proceso de definición de la indemnización y la emisión del pago. La indicación considera un día fijo, que es el último día del mes anterior al pago.


El Honorable Senador señor Novoa señaló que el contrato pudo terminar un mes antes del pago, otros están vigentes, por lo que es preferible establecer una norma general que señale que se paguen las deudas que generó la relación laboral de acuerdo al Código del Trabajo. Esas deudas se deben pagar antes de la indemnización.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, señaló que es necesario precisar la forma en que se aplicarán estas normas y recogiendo las ideas contenidas en las indicaciones anteriores y las manifestadas durante la discusión de esta norma, sometió a la consideración de la Comisión, el siguiente texto sustitutivo:


“Para tal efecto, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones comunicará mediante carta certificada al concesionario del inicio del proceso destinado a poner término al contrato de concesión. A partir de dicha notificación, las partes tendrán el plazo de 30 días para acordar el monto de la indemnización por el término anticipado del contrato y, en su caso, las condiciones que se deban cumplir para garantizar la continuidad del servicio. Dicho acuerdo deberá aprobarse mediante resolución fundada del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, la que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, y en ella se dispondrá, además, el término anticipado de la concesión. El pago de la indemnización correspondiente se efectuará dentro del plazo y forma que se estipule. El pago de la indemnización o su consignación en el tribunal competente, previo descuento del monto por concepto de deudas laborales y de seguridad social, individuales o colectivas, extinguirá, por el solo ministerio de la ley, todos los derechos y obligaciones que emanen del contrato, salvo que las partes acuerden una fecha anterior.”.


- En votación las indicaciones 31, 32, 33 y 33A, fueron aprobadas con modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi y Kuschel.

Inciso cuarto

Letra a)

Indicaciones Nos 34, 35 y 36


34.- De la Honorable Senadora señora Alvear; 35.- del Honorable Senador señor Letelier, y 36.- del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, para intercalar, a continuación de “pertinentes”, la frase “, incluyendo los laborales”.


En discusión estas indicaciones, el Honorable Senador señor Novoa expresó que para fijar la indemnización no tiene mucha pertinencia la deuda laboral, a menos que se estime que la indemnización será inferior, en ese caso no se podría expropiar la concesión.


No es obligatorio para fijar el monto de la indemnización.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, señaló que es importante incorporarlo expresamente puesto que otorgará mayor fuerza a los derechos de los trabajadores.


La Honorable Senadora señora Matthei señaló que la indemnización se paga por el perjuicio que se provocará al concesionario por el término anticipado de la concesión. Una vez que se establece el monto de la indemnización se descuentan los montos por concepto de los derechos laborales.


En la determinación de la indemnización el tema de los derechos laborales no tiene incidencia. Se trata de finiquitar la relación entre la empresa y el Estado, no es un problema entre la empresa y sus trabajadores.


El Asesor del señor Ministro informó que la indicación del Ejecutivo, agrega en la letra g) la misma idea de las indicaciones aprobadas anteriormente relativas a derechos laborales.


- En votación estas indicaciones, fueron aprobadas, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Cantero, Girardi y Kuschel.

Letra g)

Indicaciones Nos 37, 38 y 39


37.- De la Honorable Senadora señora Alvear; 38.- del Honorable Senador señor Letelier, y 39.- del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, para intercalar, luego de “verificará”, la frase “, previa retención por deudas laborales y previsionales devengadas,”.


En discusión estas indicaciones, el Asesor del señor Ministro informó que la indemnización a que se refiere esta norma es la que fija el Panel de Expertos. El concepto es el mismo de la norma anterior, en el sentido de que en la indemnización se establece una especie de preferencia.


El Ejecutivo propuso “previo descuento del monto por concepto de deudas laborales y de seguridad social, individuales o colectivas”.

Indicación Nº 39A


39A.- De S.E. el Presidente de la República, para agregar en la letra g) luego del punto final la frase “El pago de la indemnización o su consignación en el tribunal competente extinguirá, por el solo ministerio de la ley, todos los derechos y obligaciones que emanen del contrato,”.

En discusión esta indicación, la Honorable Senadora señora Matthei propuso establecer “el pago o su consignación en el tribunal competente”. Lo que se tiene que pagar es la indemnización menos el descuento. 


El Asesor del señor Ministro, manifestó que esta proposición puede provocar problemas de constitucionalidad puesto que se trata de una expropiación y la Constitución Política de la República establece que debe efectuarse un pago previo y al contado, sin perjuicio de que el juez pueda entregar una parte de los recursos a quien corresponde el pago.


El Estado tiene que pagar la totalidad y posteriormente el juez competente determinará el pago de los derechos de los trabajadores.


La Constitución establece que cuando no existe acuerdo entre las partes, se puede extinguir el contrato pagando el total de la indemnización en forma previa y al contado. Si el concesionario no quiere recibirla se consignará en el tribunal competente.


Si el Estado descuenta al concesionario el monto de las deudas previsionales, éste último podría reclamar porque no estaría recibiendo el total de la indemnización. 


En el caso de la consignación, el juez debe retener las cantidades por deudas previsionales para ponerlas a disposición de los trabajadores, sin embargo, el Estado no puede hacerlo en forma directa.


La Honorable Senadora señora Matthei propuso consignar una frase que indique que en caso que existan deudas previsionales el Estado lo pagará por subrogación o el juez competente deberá retener la cantidad consignada.


El Asesor del señor Ministro explicó a la Comisión que el Informe en Derecho que emitió la constitucionalista señora Olga Feliú, insiste en que no se pueden extinguir los contratos mientras no se pague al contado la totalidad de la indemnización.


En la actualidad, en materia de expropiación el Estado debe pagar la totalidad de la indemnización y cuando se efectúa la consignación todos los derechos laborales, previsionales, incluso de acreedores vinculados con proveedores tienen que hacerlo efectivo en el monto de la indemnización ante el juez competente.


En su opinión, no sería constitucional que el Estado retenga las deudas previsionales del monto de la indemnización. 


La Honorable Senadora señora Matthei solicitó una redacción constitucional para consignar en forma adecuada la protección a los derechos de los trabajadores.


Además, se puede indicar que el juez deberá informar a los trabajadores de la existencia de esta consignación y la obligación del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones de informar al juez competente en relación a los montos que efectivamente adeuda el concesionario.


- En votación estas indicaciones Nos 37, 38 y 39 y 39A fueron aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Cantero, Girardi y Kuschel.
Indicación Nº 39B


39B.- De S.E. el Presidente de la República, para agregar los siguientes incisos quinto y sexto, nuevos:


“En el caso que el pago se realice de común acuerdo, éste deberá constar por escritura pública, dejando constancia del cumplimiento del pago de las remuneraciones y de las obligaciones de seguridad social de cargo del concesionario.


En el caso que el pago sea por consignación, el juez procederá conforme a lo establecido en el artículo 23 del Decreto Ley Nº 2.186 de 1978. Los trabajadores podrán hacer efectivo el pago de sus remuneraciones y las obligaciones de seguridad social insolutas sobre el monto consignado, conforme a lo establecido en dicha disposición.”.


En mérito al debate anterior, posteriormente, el Ejecutivo formuló esta indicación que  agrega los incisos transcritos que recogen el espíritu de las indicaciones anteriores.


- Sometida a votación esta indicación fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Girardi y Novoa.

Artículo segundo transitorio


Artículo Segundo Transitorio.- Dentro de los 5 días siguientes a la notificación de la resolución que declara el término anticipado de los contratos, el concesionario podrá reclamar de su legalidad ante la Corte de Apelaciones de Santiago. En el mismo plazo tanto el concesionario como el Ministerio podrán impugnar el monto de la indemnización establecida en dicha resolución. Para tal efecto será aplicable, en todo aquello que fuera procedente, el procedimiento establecido en los artículos 69 a 71 de la Ley 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, con excepción del inciso tercero del artículo 69. En consecuencia en este procedimiento no será exigible boleta de consignación.


La Corte sólo podrá suspender la ejecución de la resolución recurrida, a petición fundada del interesado cuando la causal de impugnación se refiere a la ilegalidad del acto y su ejecución pudiere causar un daño irreparable.


En caso que la sentencia fije la indemnización definitiva en un monto superior a la determinada en la resolución recurrida, se imputará a aquélla el monto que se haya pagado o consignado, debidamente reajustado según sea la fecha que haya considerado la sentencia para la determinación de la indemnización definitiva. Si la sentencia fijare la indemnización definitiva en una suma inferior a la reclamada, el reclamante deberá restituir el exceso que hubiere percibido debidamente reajustado en la forma que determine la sentencia.”.


En discusión este artículo se informó que existe una observación de la Corte Suprema en cuanto a que no sería conveniente la aplicación de la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central, puesto que la Corte Suprema es esencialmente un Tribunal de Casación y sugiere que el fallo de la Corte de Apelaciones sea en única instancia dejando abierta la vía del Recurso de Casación ante la Corte Suprema.


El Honorable Senador señor Novoa propuso analizar este tema puesto que existe preocupación en la Corte Suprema por todos los procedimientos especiales que se están agregando en diversas leyes.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, informó que la idea de incorporar el procedimiento establecido en la Ley Orgánica del Banco Central es para evitar un trámite diferente, se recurre a una ley que tiene un trámite establecido.


El Honorable Senador señor Novoa expresó que el procedimiento del Banco Central se refiere a reclamos por resoluciones ilegales, por lo tanto, el hecho de recurrir a la Corte Suprema no desvirtúa el Recurso de Casación, sin embargo, en el caso de esta ley se podría recurrir a la Corte Suprema para discutir el monto de la indemnización.


El Asesor del señor Ministro explicó que la competencia que tiene la Excma. Corte Suprema en relación al Banco Central son temas de legalidad y no del monto de las indemnizaciones.


La propuesta original del Ejecutivo consistía en otorgar competencia para conocer de esta materia al juez de letras, como sucede en el proceso de expropiación.


Este procedimiento es muy similar al de expropiación establecido en la Constitución Política de la República y frente a un acto que extingue un derecho y que implica el pago de una indemnización se establecen dos recursos; el primero, para reclamar de la legalidad del acto y el segundo para reclamar por el monto de la indemnización.


Inicialmente se estableció era un sistema muy similar a las expropiaciones en el cual se podía reclamar de la legalidad del acto y del monto de la indemnización en primera instancia. No existe inconveniente que la legalidad se discuta ante la Corte de Apelaciones, sin embargo, el monto de las indemnizaciones, que es un tema de hecho, no debería ser de competencia de la Corte Suprema.


La Honorable Senadora señora Matthei propuso 

consignar el mismo procedimiento de las indemnizaciones por expropiación.


La Comisión acordó que el Ejecutivo presente una indicación relativa a esta materia, remitiéndose al procedimiento establecido.

Indicación Nº 39C


39C.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituir sus incisos primero y segundo por los siguientes:


“Artículo segundo transitorio: Dentro de los 5 días siguientes a la notificación de la resolución que declara el término anticipado de los contratos, el concesionario podrá reclamar de su legalidad ante el juez de letras en lo civil competente en un procedimiento breve y sumario. El juez podrá suspender la ejecución de la resolución recurrida con el mérito de los antecedentes que se invoquen.


En el mismo plazo y procedimiento podrá el concesionario y el Ministerio impugnar el monto de la indemnización establecida en dicha resolución.


En el caso que el concesionario reclame de la legalidad de la resolución, deberá impugnar el monto de la indemnización de forma subsidiaria a dicha reclamación.”.


- En votación esta indicación fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Girardi y Novoa.

Indicación Nº 40


40.- Del Honorable Senador señor Zaldívar, para incorporar el siguiente artículo tercero transitorio, nuevo:


“Artículo tercero transitorio.- Dentro del plazo de sesenta días desde la publicación de esta ley, el Presidente de la República deberá enviar al Congreso Nacional uno o más proyectos de ley por medio de los cuales se cree un servicio público descentralizado encargado, en términos generales, de establecer, coordinar, fiscalizar y sancionar el cumplimiento de las condiciones de operación y de utilización de vías y la normativa de funcionamiento de los servicios de transporte urbano, interurbano, rural, efectuando las adecuaciones normativas que correspondan.”.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, informó que la materia contenida en la indicación presentada corresponde a un compromiso del Protocolo de Acuerdo para que el Ejecutivo presente a trámite legislativo un proyecto de ley que crea la Superintendencia de Transporte Público.


Agregó que el plazo contenido en la indicación es muy breve y el ámbito que define es demasiado amplio.


La Honorable Senadora señora Rincón propuso que el Ejecutivo presente una indicación en esta materia adecuando el plazo y ámbito de la Superintendencia, con la finalidad de cumplir con todos los compromisos. 


El Asesor señor Matías Salazar propuso aprovechar la ocasión de presentar una ley orgánica del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, la declaró inadmisible.

- - - - - -

MODIFICACIONES


En mérito de las consideraciones anteriormente expuestas, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de recomendaros que aprobéis el proyecto de ley de su primer informe, con las modificaciones aprobadas durante la discusión particular, que son las siguientes:

ARTÍCULO UNICO

Nº 1

Artículo 3º

Letra a), nueva

Inciso sexto


--- Consultar, como letra a), nueva, la siguiente:


“a) Agréganse, en el inciso sexto, las siguientes oraciones finales, a continuación de “valoración urbana.”, sustituyendo el punto final (.) por una coma (,): “en particular en aquellas ciudades declaradas zonas saturadas de contaminación las respectivas Bases de Licitación deberán contemplar puntajes adicionales por la presentación de flotas con tecnologías no contaminantes. Las bases también deberán establecer exigencias que aseguren a los trabajadores condiciones de seguridad e higiene acordes con los requerimientos de las funciones desempeñadas. Asimismo, se considerará especialmente a aquellos postulantes que exhibieren u ofertasen mejores condiciones de empleo y remuneraciones para los trabajadores.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación Nº 1. Unanimidad 3x0. Indicaciones Nos 1bis y 1ter).

- - - - - - -

Letra a)

Inciso octavo


--- Pasó a ser letra b), sin enmiendas.

Letra b)

Inciso noveno, nuevo


--- Pasó a ser letra c), con las siguientes modificaciones:

ii)


--- Reemplázase, por la siguiente:


“ii) Sustitúyase la frase “cuya concesión haya sido caducada,” por “cuya concesión haya concluido o se le haya puesto término por los casos antes indicados” y reemplázase la expresión “culpa leve” por la expresión “culpa levísima”.

(Unanimidad 4x0. Indicaciones Nos 1A y 2).

iii)


--- Sustitúyase, por la siguiente:


“iii) Reemplázase la frase final que dice “en el proceso de licitación de la concesión caducada.”, por la siguiente: “ en procesos de licitación de concesiones de uso de vías y servicios complementarios reguladas por esta ley hasta por el plazo de cinco años contado desde que quede ejecutoriada la sentencia que caducó la concesión.”.

(Unanimidad 4x0. Indicaciones Nos 2A y 3).

- - - - - - -


Consultar, a continuación de la letra b), que pasó a ser c), la siguiente letra d),  nueva:


“d) Agrégase, como inciso décimo, nuevo, el siguiente:


“El administrador provisional no podrá tener intereses económicos o patrimoniales comprometidos en alguna de las empresas operadoras del sistema. La misma prohibición se extiende a sus parientes colaterales y en línea recta, hasta el tercer grado por consanguinidad.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación Nº 1B).

- - - - - - -

Letra c)


--- Pasó a ser letra e), reemplazada por la siguiente:

“e) Reemplázase el inciso noveno, que pasó a ser décimoprimero, por el siguiente: 


“El Ministerio podrá efectuar dicha designación desde que se encuentre notificada la resolución que pone término a la concesión. La interposición de recursos administrativos y jurisdiccionales en contra de la resolución que declara la caducidad de la concesión no suspenderá la designación del administrador provisional. El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá designar un nuevo concesionario dentro del plazo máximo de dieciocho meses contado desde la fecha en que la resolución que pone término anticipado ha quedado ejecutoriada, para lo cual podrá disponer una nueva licitación pública. Por razones de interés público y de buen servicio, cuando se verifique alguno de los supuestos establecidos en el inciso segundo de este artículo, también podrá, en forma transitoria, contratar directamente, hasta por tres años o hasta el término del plazo de la concesión mediante decreto firmado por el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y de Hacienda. El administrador provisional cesará en sus funciones cuando sea removido por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, sea excluido del Registro de Administradores Provisionales o por el solo ministerio de la ley cuando entre en funciones el nuevo concesionario. El Reglamento establecerá los términos y condiciones para la designación, rendición de cuenta y cesación del administrador provisional. La remuneración del administrador provisional será pagada por el concesionario a cuyo respecto operó el término anticipado del contrato con cargo a sus ingresos y fijada por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y no podrá exceder en un 50% a la remuneración promedio que percibe un gerente general de esta industria.”.

(Unanimidad 5x0. Indicaciones Nos 3A y 3B).

- - - - - - -

Letra f), nueva


Consultar, como letra f), nueva, la siguiente:


“f) Reemplázanse, en el inciso décimo, que pasó a ser décimo segundo, las palabras “del decreto” por “de la resolución”.

(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 3C).

- - - - - - - -

Letra g), nueva


--- Contemplar, como letra g), nueva, la siguiente:


“g) Agrégase el siguiente inciso décimo tercero, nuevo:


“En todo caso, cualquiera que sea la causal de término o de caducidad de la concesión, deberán resguardarse los derechos laborales y de seguridad social de los trabajadores, en los términos previstos en la ley.”.

(Unanimidad 5x0. Indicaciones Nos 4, 5 y 6).

- - - - - - -

Letra d)


--- Pasó a ser letra h), con las siguientes enmiendas:


1) Sustitúyase su encabezamiento, por el siguiente:


“h) Sustitúyase el inciso once, que pasó a ser catorce, por el siguiente:”.


2) Agrégase, en este inciso catorce, después de las expresiones “juez de letras de turno”, “juez de turno” y “tribunal de turno”, el pasaje “en lo civil”.


3) Agrégase, después de la expresión “recurso de apelación”, la frase “el que será concedido en el solo efecto devolutivo”.


4) Suprímase la oración que figura, a continuación de la palabra “incidentes” que dice: “debiendo ser agregada extraordinariamente en la tabla de la audiencia más próxima en caso que se solicite su conocimiento previa vista de la causa.”, agregando un punto seguido, luego de la palabra “incidentes”.


5) Intercálase, entre la palabra “concesión” y el punto final, precedida de una coma (,), la siguiente oración: “, así como el estado de cumplimiento del pago de las remuneraciones y obligaciones de seguridad social.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación No 7. Unanimidad 3x0. Indicación Nº 7bis. Unanimidad 4x0. Indicación Nº 7A).

- - - - -

Letra e)


--- Pasó a ser letra i), con las siguientes enmiendas:


1) Reemplázase su encabezamiento, por el siguiente:


“i) Agrégase el siguiente inciso dieciséis, nuevo:


2) Intercálase, en este inciso nuevo, entre las palabras “declarada” y “por”, la voz “fundadamente”.

(Unanimidad 4x0. Indicación Nº 7B).


3) Agrégase, al final de este inciso dieciséis, nuevo, a continuación de la palabra “contratos.”, pasando el actual punto aparte a ser punto seguido, lo siguiente: “En todo caso, cualquiera que sea la causal de término o de caducidad de la concesión, deberán resguardarse los derechos laborales y de seguridad social de los trabajadores, en los términos previstos en la ley. Siempre se considerará incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario, que da lugar a la caducidad de la concesión, los atrasos u omisiones en el pago de remuneraciones y obligaciones de seguridad social que excedan tres períodos mensuales o la existencia de más de cuatro condenas ejecutoriadas dentro de un año calendario por infracciones a normas sobre jornadas de trabajo, remuneraciones, feriados, protección a la maternidad, sindicalización y prácticas antisindicales.”.

(Unanimidad 3x0. Indicación Nº 7D. Unanimidad 4x0. Indicaciones Nos 7C y 8).

- - - - - - 

Letra f)


--- Pasó a ser letra j), con la sola enmienda de sustituir la  referencia “Inciso veinte” por “inciso veintitres”.

(Unanimidad 3x0.  Indicación Nº 8A).

- - - - - -


Consultar, como letra k), nueva, la siguiente:


“k) Sustitúyase, en el inciso veintitrés, que pasó a ser veintisiete, la referencia “vigésimo primero” por “veinticinco”.

(Unanimidad 3x0. Indicación Nº 8B).

- - - - - - -

Nº 2, nuevo

Artículo 3º quinquies


“2) Agrégase en el artículo 3º quinquies, el siguiente inciso segundo:


“Asimismo, el concesionario deberá constituir garantías específicas que serán ejecutadas en caso de incumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales de los trabajadores, en la forma, monto y oportunidad establecida en las Bases de Licitación. En caso de cobro de dichas garantías específicas y que no fueren renovadas oportunamente, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones estará facultado para cobrar la garantía de fiel cumplimiento del contrato.”.
(Unanimidad 4x0. Indicación Nº 8Cbis).

- - - - - - -

Nº 2)

Artículo 3º sexies


--- Pasó a ser Nº 3), con la sola enmienda de agregarle el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá licitar, en cualquier momento, la prestación de los servicios complementarios, con independencia de la forma o modalidad bajo la cual se presten los servicios de transportes.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 8D).

Nº 3)

Artículo 3º septies


--- Pasó a  ser  Nº 4), con las siguientes enmiendas: 


1) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Las bases también deberán contener causales que aseguren a los trabajadores un trabajo en condiciones de seguridad  e higiene acordes con los requerimientos de las funciones desempeñadas. Además deben expresarse causales de modificación unilateral del contrato de concesión orientadas a garantizar el cumplimiento de la legislación laboral y de seguridad social.”.

(4 votos a favor y 1 abstención. Indicación No 8E).


2) Incorpórase, como incisos cuarto y quinto, los siguientes:


“Si el interés público así lo exigiere, siempre que no fuere aplicable otra causal de término, el Presidente de la República, mediante decreto fundado, suscrito por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que deberá llevar, además, la firma del Ministro de Hacienda, podrá poner término anticipado a la concesión. El decreto supremo que declare el término anticipado, señalará el plazo y condiciones de término de la concesión, así como las garantías necesarias para asegurar la continuidad del servicio.


El procedimiento y metodología de cálculo de la indemnización será el que se establezca en las respectivas bases de licitación, en su defecto, se determinará conforme al procedimiento a que se refiere el artículo primero transitorio de la presente ley.”.

(4 a favor y 1 abstención. Indicación Nº 9).

Artículo 3º octies


--- Reemplázase su inciso tercero, por los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo: 


“Los concesionarios deberán informar los hechos esenciales relacionados con la administración y funcionamiento de la concesión conforme lo establezcan las bases.

Los concesionarios deberán informar mensualmente el pago de remuneraciones y estado del cumplimiento de las obligaciones de seguridad social que a éstos correspondan, respecto de sus trabajadores. Lo anterior deberá ser acreditado mediante los certificados, comprobantes y declaraciones juradas que establezcan las respectivas bases de licitación.


El no acatamiento por parte de los concesionarios de las obligaciones de información en los plazos establecidos para el efecto en la ley, el reglamento o las bases de licitación, podrá ser sancionado con una multa de hasta 200 UTM por cada vez que se verifique y por cada día de atraso, conforme lo establezcan las bases de licitación.


Las multas a que se refiere el inciso anterior serán a beneficio fiscal. Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá establecer en las bases respectivas otros mecanismos de cobro y recaudación de las multas. 


La aplicación de las multas que se imponga a los concesionarios deberá someterse a lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley Nº 20.378. Su reclamación administrativa se sujetará a lo establecido en el artículo 59 de la Ley Nº 19.880.”.

(Unanimidad 3x0. Indicación Nº 12A. Unanimidad 5x0. Indicaciones Nos 10, 11, 12 y 13).

Artículo 3º nonies


--- Elimínase, en el inciso segundo de este artículo, la palabra “,Programa” y la coma que la antecede (,).


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 14A).


--- Suprímase en el inciso cuarto, la frase “y hasta su término,”.

(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 14B).


--- Agrégase en el inciso cuarto, luego de la palabra “desafectados”, la frase “de conformidad al reglamento”

(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 14C).


--- Agrégase en el inciso cuarto, a continuación de “dicha función.”, pasando el actual punto aparte a ser punto seguido, la siguiente oración: “La desafectación deberá ser aprobada o denegada por resolución fundada de la Subsecretaría de Transportes, que deberá pronunciarse en un plazo de diez días, contado desde la fecha de presentación de la solicitud. Los recursos que se interpongan en contra de dicha resolución se regirán por lo establecido en la ley N° 19.880.”.

(Unanimidad 3x0. Indicación Nº 14Cbis).
Artículo 3º decies



--- Agrégase en el inciso primero, entre las palabras “concesiones” y “reguladas”, la siguiente frase: “de uso de vías y de servicios complementarios”.

(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 14D).


--- Intercálase la siguiente letra e), nueva, pasando la actual letra e) a ser letra f):


“e) El reiterado incumplimiento grave de las normas laborales y de seguridad social con sus trabajadores. Se tendrán como vulneraciones de este tipo, entre otras, los atrasos u omisiones en el pago de remuneraciones, cotizaciones previsionales o de salud que excedan tres períodos mensuales o la existencia de más de cuatro condenas ejecutoriadas por infracciones a los derechos fundamentales del trabajador y a las normas sobre jornadas de trabajo, remuneraciones, feriados, protección a la maternidad, sindicalización y prácticas antisindicales.”.

(Unanimidad 5x0. Indicaciones Nos 15, 16 y 17).

Artículo 3º undecies


--- Intercálase en el artículo 3° undecies, entre “común acuerdo,” y “el concesionario”, la siguiente frase: “siempre que no exista una causal de caducidad,”.

(Unanimidad 3x0. Indicación Nº 17A).

--- Intercálase en el artículo 3° undecies, a continuación de “tramitada.”, el siguiente párrafo: “En todo caso, el acuerdo suscrito deberá hacer referencia expresa a la situación laboral y a las obligaciones de seguridad social devengadas, hasta el último día del mes anterior al acuerdo, de los operadores y demás trabajadores; en caso de deudas pendientes, será el concesionario directamente responsable, y el monto adeudado deberá ser descontado de toda suma que por este concepto perciba desde el Estado. No podrá haber mutuo acuerdo sino hasta que estén pagadas las cotizaciones.”.

(Unanimidad 5x0. Indicaciones Nos 18, 19 y 20).

Artículo 3º duodecies


--- Incorpórase, en el inciso primero, entre las palabras “Telecomunicaciones” y “dentro” la frase, “y a la Dirección del Trabajo,”. 

--- Intercálase en el inciso primero entre “siguientes,” y “de conformidad”, la siguiente frase: “por carta certificada u otro medio impreso o electrónico fidedigno,”.


--- Agrégase al final del inciso tercero a continuación de “concesión” y antes del punto aparte, el siguiente párrafo: “así como el estado de cumplimiento del pago de las remuneraciones y obligaciones de seguridad social.”.
(Unanimidad 4x0. Indicaciones Nos 20A, 20B, 20C, 21, 22, 23 y 23A).

Artículo 3º terdecies


--- Intercálase, en el inciso primero, a continuación de “servicios”, la frase “, así como los de los trabajadores del respectivo concesionario”.

(Unanimidad 4x0. Indicación Nº 24).


--- Agrégase al final del inciso primero, a continuación de la palabra “resoluciones.”, pasando el actual punto aparte a ser punto seguido, el siguiente párrafo: “Lo anterior, sin perjuicio del derecho a huelga ejercido en las condiciones previstas en la ley.”.

(Unanimidad 4x0. Indicaciones Nos 25, 26, 27 y 27A).


--- Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: 


“En el caso del término anticipado de la concesión, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá asegurar la continuidad del servicio y el cumplimiento de los derechos de los trabajadores del concesionario, designando un administrador provisional o contratando directamente la prestación de los servicios de transporte público de pasajeros licitado. Quien celebre contratos directos con el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, se entenderá concesionario para los efectos de esta ley.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación Nº 28).

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo Primero Transitorio


--- Intercálase en el inciso segundo, entre “nacional,” y “se faculta”, la siguiente frase: “siempre que no exista una causal de caducidad,”.

(Unanimidad 4x0. Indicación Nº 29A).

--- Reemplázase el inciso tercero, por el siguiente:


“Para tal efecto, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones comunicará mediante carta certificada al concesionario del inicio del proceso destinado a poner término al contrato de concesión. A partir de dicha notificación, las partes tendrán el plazo de 30 días para acordar el monto de la indemnización por el término anticipado del contrato y, en su caso, las condiciones que se deban cumplir para garantizar la continuidad del servicio. Dicho acuerdo deberá aprobarse mediante resolución fundada del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, la que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, y en ella se dispondrá, además, el término anticipado de la concesión. El pago de la indemnización correspondiente se efectuará dentro del plazo y forma que se estipule. El pago de la indemnización o su consignación en el tribunal competente, extinguirá, por el solo ministerio de la ley, todos los derechos y obligaciones que emanen del contrato, salvo que las partes acuerden una fecha anterior.”.

(Unanimidad 3x0. Indicaciones Nos 31, 32, 33 y 33A).


---Intercálase, en la letra a), del inciso cuarto, a continuación de “pertinentes”, la frase “, incluyendo los laborales.

(Unanimidad 4x0. Indicación Nos 34, 35 y 36).


--- Agrégase los siguientes incisos quinto y sexto, nuevos:


“En el caso que el pago se realice de común acuerdo, éste deberá constar por escritura pública, dejando constancia del cumplimiento del pago de las remuneraciones y de las obligaciones de seguridad social de cargo del concesionario.


En el caso que el pago sea por consignación, el juez procederá conforme a lo establecido en el artículo 23 del Decreto Ley Nº 2.186 de 1978. Los trabajadores podrán hacer efectivo el pago de sus remuneraciones y las obligaciones de seguridad social insolutas sobre el monto consignado, conforme a lo establecido en dicha disposición.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación Nos 37, 38, 39, 39A y 39B).

Artículo segundo transitorio


--- Reemplázase por el siguiente:


“Artículo segundo transitorio.- Dentro de los 5 días siguientes a la notificación de la resolución que declara el término anticipado de los contratos, el concesionario podrá reclamar de su legalidad ante el juez de letras en lo civil competente en un procedimiento breve y sumario. El juez podrá suspender la ejecución de la resolución recurrida con el mérito de los antecedentes que se invoquen.


En el mismo plazo y procedimiento podrá el concesionario y el Ministerio impugnar el monto de la indemnización establecida en dicha resolución.


En el caso que el concesionario reclame de la legalidad de la resolución, deberá impugnar el monto de la indemnización de forma subsidiaria a dicha reclamación.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación Nº 39C).

- - - - - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el texto del proyecto de ley que os propone aprobar vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“ARTÍCULO ÚNICO.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.696:


1) Modifícase el artículo tercero en el siguiente sentido: 


a) Agréganse, en el inciso sexto, las siguientes oraciones finales, a continuación de “valoración urbana.”, sustituyendo el punto final (.) por una coma (,): “en particular en aquellas ciudades declaradas zonas saturadas de contaminación las respectivas Bases de Licitación deberán contemplar puntajes adicionales por la presentación de flotas con tecnologías no contaminantes. Las bases también deberán establecer exigencias que aseguren a los trabajadores condiciones de seguridad e higiene acordes con los requerimientos de las funciones desempeñadas. Asimismo, se considerará especialmente a aquellos postulantes que exhibieren u ofertasen mejores condiciones de empleo y remuneraciones para los trabajadores.”.


b) Agrégase, en el inciso octavo, después de la frase “en el caso de incumplimiento” la oración “Dicha resolución deberá ser visada por el Ministro de Hacienda.” y reemplázase el punto seguido (.) con que termina esta oración por un punto aparte (.), pasando el párrafo que viene a continuación a ser inciso noveno, nuevo.  


c) Modifícase el inciso noveno nuevo, de la siguiente forma:


i) Sustitúyase el primer párrafo, que se inicia con la oración “En los casos en que conforme a las Bases de Licitación corresponda” hasta el punto seguido (.) por el siguiente: 


“El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá designar un administrador provisional en los casos previstos en las letras  b), c), d), y e) del artículo 3° decies, de entre las personas que estén inscritas en el registro público de administradores provisionales que al efecto llevará dicho Ministerio.”.


ii) Sustitúyase la frase “cuya concesión haya sido caducada,” por “cuya concesión haya concluido o se le haya puesto término por los casos antes indicados” y reemplázase la expresión “culpa leve” por la expresión “culpa levísima”.


iii) Reemplázase la frase final que dice “en el proceso de licitación de la concesión caducada.”, por la siguiente: “en procesos de licitación de concesiones de uso de vías y servicios complementarios reguladas por esta ley hasta por el plazo de cinco años contado desde que quede ejecutoriada la sentencia que caducó la concesión.”.


d) Agrégase, como inciso décimo, nuevo, el siguiente:


“El administrador provisional no podrá tener intereses económicos o patrimoniales comprometidos en alguna de las empresas operadoras del sistema. La misma prohibición se extiende a sus parientes colaterales y en línea recta, hasta el tercer grado por consanguinidad.”.


e) Reemplázase el inciso noveno, que pasó a ser décimoprimero, por el siguiente: 


“El Ministerio podrá efectuar dicha designación desde que se encuentre notificada la resolución que pone término a la concesión. La interposición de recursos administrativos y jurisdiccionales en contra de la resolución que declara la caducidad de la concesión no suspenderá la designación del administrador provisional. El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá designar un nuevo concesionario dentro del plazo máximo de dieciocho meses contado desde la fecha en que la resolución que pone término anticipado ha quedado ejecutoriada, para lo cual podrá disponer una nueva licitación pública. Por razones de interés público y de buen servicio, cuando se verifique alguno de los supuestos establecidos en el inciso segundo de este artículo, también podrá, en forma transitoria, contratar directamente, hasta por tres años o hasta el término del plazo de la concesión mediante decreto firmado por el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y de Hacienda. El administrador provisional cesará en sus funciones cuando sea removido por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, sea excluido del Registro de Administradores Provisionales o por el solo ministerio de la ley cuando entre en funciones el nuevo concesionario. El Reglamento establecerá los términos y condiciones para la designación, rendición de cuenta y cesación del administrador provisional. La remuneración del administrador provisional será pagada por el concesionario a cuyo respecto operó el término anticipado del contrato con cargo a sus ingresos y fijada por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y no podrá exceder en un 50% a la remuneración promedio que percibe un gerente general de esta industria.”.


f) Reemplázanse, en el inciso décimo, que pasó a ser décimo segundo, las palabras “del decreto” por “de la resolución”.


g) Agrégase el siguiente inciso décimo tercero, nuevo:


“En todo caso, cualquiera que sea la causal de término o de caducidad de la concesión, deberán resguardarse los derechos laborales y de seguridad social de los trabajadores, en los términos previstos en la ley.”.


h) Sustitúyase el inciso once, que pasó a ser catorce, por el siguiente:


“Excepcionalmente, el Ministerio podrá nombrar un administrador provisional, previa autorización judicial, una vez iniciado el procedimiento de caducidad de una concesión y siempre que se haya producido la paralización del servicio de transporte por dos o más días consecutivos. Será competente para conocer de esta solicitud el juez de letras de turno en lo civil de la comuna en que preste servicios el concesionario. Si éstos comprenden más de una comuna, corresponderá al juez de turno en lo civil de la comuna de asiento de Corte de Apelaciones. En caso de que las comunas se encuentren bajo la jurisdicción de distintas Cortes de Apelaciones, el conocimiento corresponderá al del tribunal de turno en lo civil de la Corte más antigua. El juez deberá conocer de esta solicitud sin forma de juicio, oyendo previamente al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, quien deberá acompañar una certificación de los hechos por parte de un ministro de fe. Esta solicitud deberá ser resuelta en el plazo de cuarenta y ocho horas. En contra de la resolución del tribunal que resuelva la solicitud procederá el recurso de apelación el que será concedido en el solo efecto devolutivo de acuerdo a las reglas de los incidentes. Tan pronto asuma su cargo, el administrador provisional deberá levantar un inventario de los activos que están afectos a la concesión, así como el estado de cumplimiento del pago de las remuneraciones y obligaciones de seguridad social.”.


i) Agrégase el siguiente inciso dieciséis, nuevo:


“La caducidad de la concesión podrá ser declarada fundadamente por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en los casos de incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario conforme a los términos previstos en las Bases de Licitación y en los respectivos contratos. En todo caso, cualquiera que sea la causal de término o de caducidad de la concesión, deberán resguardarse los derechos laborales y de seguridad social de los trabajadores, en los términos previstos en la ley. Siempre se considerará incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario, que da lugar a la caducidad de la concesión, los atrasos u omisiones en el pago de remuneraciones y obligaciones de seguridad social que excedan tres períodos mensuales o la existencia de más de cuatro condenas ejecutoriadas dentro de un año calendario por infracciones a normas sobre jornadas de trabajo, remuneraciones, feriados, protección a la maternidad, sindicalización y prácticas antisindicales.”.

j) Elimínase del inciso veintitrés la frase que señala “sin forma de juicio oyendo al Ministerio”.


k) Sustitúyase, en el inciso veintitrés, que pasó a ser veintisiete, la referencia “vigésimo primero” por “veinticinco”.


2) Agrégase en el artículo 3º quinquies, el siguiente inciso segundo:


“Asimismo, el concesionario deberá constituir garantías específicas que serán ejecutadas en caso de incumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales de los trabajadores, en la forma, monto y oportunidad establecida en las Bases de Licitación. En caso de cobro de dichas garantías específicas y que no fueren renovadas oportunamente, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones estará facultado para cobrar la garantía de fiel cumplimiento del contrato.”.


3) Sustitúyase el actual artículo 3º sexies por el siguiente:


“Artículo 3º sexies.- Del contrato de concesión y de los principios que inspiran su celebración y ejecución. El transporte nacional remunerado de pasajeros prestado en el marco de un contrato de concesión en los casos indicados en el inciso 2º del artículo 3º, tendrá por finalidad satisfacer el interés público y deberá propender a la prestación de un servicio de transporte eficiente, seguro y de calidad. El contrato de concesión garantizará la continuidad, permanencia y seguridad de los servicios de transportes.


Además, podrá comprender la contratación de los servicios complementarios necesarios para cumplir con dicha finalidad, conforme a lo establecido en las Bases de Licitación respectiva.


Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá licitar, en cualquier momento, la prestación de los servicios complementarios, con independencia de la forma o modalidad bajo la cual se presten los servicios de transportes.”.


4) Agréganse los siguientes artículos 3º septies a 3º terdecies, nuevos:


“Artículo 3º septies.- Modificación del contrato de concesión. Los contratos de concesión podrán ser modificados conforme a lo establecido en las respectivas Bases de Licitación.


Las Bases de la Licitación deberán contener causales de modificación unilateral de los contratos de concesión por parte del Ministerio de Trasportes y Telecomunicaciones, que tengan por objeto garantizar la continuidad, seguridad y eficiencia del servicio de transporte.


Las bases también deberán contener causales que aseguren a los trabajadores un trabajo en condiciones de seguridad  e higiene acordes con los requerimientos de las funciones desempeñadas. Además deben expresarse causales de modificación unilateral del contrato de concesión orientadas a garantizar el cumplimiento de la legislación laboral y de seguridad social.


Si el interés público así lo exigiere, siempre que no fuere aplicable otra causal de término, el Presidente de la República, mediante decreto fundado, suscrito por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que deberá llevar, además, la firma del Ministro de Hacienda, podrá poner término anticipado a la concesión. El decreto supremo que declare el término anticipado, señalará el plazo y condiciones de término de la concesión, así como las garantías necesarias para asegurar la continuidad del servicio.


El procedimiento y metodología de cálculo de la indemnización será el que se establezca en las respectivas bases de licitación, en su defecto, se determinará conforme al procedimiento a que se refiere el artículo primero transitorio de la presente ley.”.


Artículo 3º octies.- Supervigilancia, control e información. Los concesionarios quedarán sujetos a la supervigilancia y control del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. Para tales efectos, conforme a lo establecido en las bases de licitación, éste podrá pedir informes e inspeccionar las instalaciones y vehículos que comprende el servicio, revisar y exigir información contable debidamente auditada y, en general, adoptar las medidas necesarias para velar por el cumplimiento de sus obligaciones.


Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá requerir a los concesionarios la información sobre la relación entre su activo y pasivo circulante, y entre su patrimonio y deudas totales, con una periodicidad no inferior a un mes. 


Los concesionarios deberán informar los hechos esenciales relacionados con la administración y funcionamiento de la concesión conforme lo establezcan las bases.

Los concesionarios deberán informar mensualmente el pago de remuneraciones y estado del cumplimiento de las obligaciones de seguridad social que a éstos correspondan, respecto de sus trabajadores. Lo anterior deberá ser acreditado mediante los certificados, comprobantes y declaraciones juradas que establezcan las respectivas bases de licitación.


El no acatamiento por parte de los concesionarios de las obligaciones de información en los plazos establecidos para el efecto en la ley, el reglamento o las bases de licitación, podrá ser sancionado con una multa de hasta 200 UTM por cada vez que se verifique y por cada día de atraso, conforme lo establezcan las bases de licitación.


Las multas a que se refiere el inciso anterior serán a beneficio fiscal. Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá establecer en las bases respectivas otros mecanismos de cobro y recaudación de las multas. 


La aplicación de las multas que se imponga a los concesionarios deberá someterse a lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley Nº 20.378. Su reclamación administrativa se sujetará a lo establecido en el artículo 59 de la Ley Nº 19.880.

Artículo 3º nonies.- De los bienes afectos a la concesión. Los bienes afectos a la concesión estarán constituidos por aquellos bienes muebles e inmuebles necesarios para la prestación básica de los servicios entregados en concesión, conforme lo establezcan las bases de la licitación y siempre que tengan relación directa con los mismos.


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones llevará, a través de sus Secretarías Regionales Ministeriales o de la División  o Unidad dependiente de la Subsecretaría de Transportes designada para este efecto, un registro de los bienes que estarán afectos a la concesión conforme a las normas que establezca el reglamento. El registro y las certificaciones que se emitan conforme al mismo tendrán la naturaleza de instrumento público.


No se entenderá cumplida la obligación de los concesionarios de incorporar y poner en marcha los vehículos, infraestructura y otros bienes comprometidos en los contratos de concesión, mientras éstos no hayan sido inscritos en dicho registro en los plazos y en la forma prevista en el reglamento y en las Bases de Licitación.


Desde el inicio de la concesión los bienes inscritos en dicho registro se entenderán afectos a la concesión, no obstante sean objeto de enajenación, transferencia o gravamen, salvo que sean desafectados de conformidad al reglamento. Lo señalado precedentemente también se aplicará durante el tiempo en que la concesión sea gestionada por un administrador provisional y mientras se mantenga en dicha función. La desafectación deberá ser aprobada o denegada por resolución fundada de la Subsecretaría de Transportes, que deberá pronunciarse en un plazo de diez días, contado desde la fecha de presentación de la solicitud. Los recursos que se interpongan en contra de dicha resolución se regirán por lo establecido en la ley N° 19.880.

Los bienes afectos a la concesión podrán quedar a disposición de un administrador provisional que nombre el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en los casos previstos en esta ley. En estos supuestos, el uso de los bienes dará lugar a una indemnización a favor del anterior concesionario, salvo que se establezca una regla diversa en las Bases de Licitación.


Artículo 3° decies: Causales de término de las concesiones. Las concesiones de uso de vías y de servicios complementarios reguladas por esta ley podrán terminar por las siguientes causales:


a) Cumplimiento del plazo previsto en el contrato.


b) Mutuo acuerdo.


c) Caducidad.


d) Quiebra del concesionario.


e) El reiterado incumplimiento grave de las normas laborales y de seguridad social con sus trabajadores. Se tendrán como vulneraciones de este tipo, entre otras, los atrasos u omisiones en el pago de remuneraciones, cotizaciones previsionales o de salud que excedan tres períodos mensuales o la existencia de más de cuatro condenas ejecutoriadas por infracciones a los derechos fundamentales del trabajador y a las normas sobre jornadas de trabajo, remuneraciones, feriados, protección a la maternidad, sindicalización y prácticas antisindicales.


f) Por las demás que establezcan las leyes o las Bases de Licitación.


Artículo 3º undecies.- Término de mutuo acuerdo. En caso de término de la concesión de común acuerdo, siempre que no exista una causal de caducidad, el concesionario estará obligado a mantener la prestación del servicio por un período no inferior a seis meses desde la fecha en que la resolución que le pone término esté totalmente tramitada. En todo caso, el acuerdo suscrito deberá hacer referencia expresa a la situación laboral y a las obligaciones de seguridad social devengadas, hasta el último día del mes anterior al acuerdo, de los operadores y demás trabajadores; en caso de deudas pendientes, será el concesionario directamente responsable, y el monto adeudado deberá ser descontado de toda suma que por este concepto perciba desde el Estado. No podrá haber mutuo acuerdo sino hasta que estén pagadas las cotizaciones.

Artículo 3º duodecies.- Quiebra del concesionario. Presentada una solicitud de quiebra de un concesionario, el secretario del tribunal deberá notificarla al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y a la Dirección del Trabajo, dentro de las veinticuatro horas siguientes, por carta certificada u otro medio impreso o electrónico fidedigno, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 55 del Libro IV del Código de Comercio. Inmediatamente después de pronunciada la sentencia que declare la quiebra de un concesionario, el secretario del tribunal la notificará al Ministerio antes referido en el mismo plazo y forma.


Pronunciada la declaración de quiebra, el fallido quedará inhibido, de pleno derecho, de la administración de la concesión y de los bienes afectos a ella. A su vez, estos bienes quedarán excluidos de la quiebra y de la administración del síndico.


Notificado de la sentencia que declare la quiebra de una empresa concesionaria, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá disponer la administración provisional del servicio. Tan pronto asuma su cargo, el administrador provisional deberá levantar un inventario de los activos de la empresa declarada en quiebra y que están afectos a la concesión así como el estado de cumplimiento del pago de las remuneraciones y obligaciones de seguridad social.

Todo conflicto que pudiere suscitarse entre el síndico y el administrador provisional, será resuelto por el juez de la quiebra incidentalmente y en única instancia, oyendo previamente al Ministerio.


Artículo 3º terdecies.- De la continuidad del servicio. El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones adoptará las medidas necesarias para garantizar la continuidad de la prestación del servicio público y resguardar los derechos de los usuarios de dichos servicios, así como los de los trabajadores del respectivo concesionario, pudiendo requerir, a través del Ministerio del Interior, el auxilio de la fuerza pública para obtener el íntegro cumplimiento de sus órdenes, instrucciones y resoluciones. Lo anterior, sin perjuicio del derecho a huelga ejercido en las condiciones previstas en la ley.


En el caso del término anticipado de la concesión, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá asegurar la continuidad del servicio y el cumplimiento de los derechos de los trabajadores del concesionario, designando un administrador provisional o contratando directamente la prestación de los servicios de transporte público de pasajeros licitado. Quien celebre contratos directos con el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, se entenderá concesionario para los efectos de esta ley.

Lo anterior, es sin perjuicio que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones determine la aplicación del régimen general previsto en el inciso 1º del artículo 3º.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo Primero Transitorio.- Los contratos de concesión actualmente vigentes y celebrados de conformidad a lo previsto en el artículo 3º de la ley N° 18.696, seguirán rigiéndose por lo establecido en las bases de licitación y en los respectivos contratos, especialmente en lo que dice relación con las sanciones, multas y causales de caducidad que se le puedan aplicar.


Sin perjuicio de lo anterior, por exigirlo el interés nacional, siempre que no exista una causal de caducidad, se faculta al Estado a través del Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones para poner término anticipado a los contratos indicados en el inciso anterior que comprendan la prestación de servicios de transportes público o servicios complementarios en las comunas de la Región Metropolitana. Esta facultad podrá ser ejercida después de treinta días de publicada esta ley y hasta dentro del plazo de tres años contado desde la misma fecha.


Para tal efecto, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones comunicará mediante carta certificada al concesionario del inicio del proceso destinado a poner término al contrato de concesión. A partir de dicha notificación, las partes tendrán el plazo de 30 días para acordar el monto de la indemnización por el término anticipado del contrato y, en su caso, las condiciones que se deban cumplir para garantizar la continuidad del servicio. Dicho acuerdo deberá aprobarse mediante resolución fundada del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, la que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, y en ella se dispondrá, además, el término anticipado de la concesión. El pago de la indemnización correspondiente se efectuará dentro del plazo y forma que se estipule. El pago de la indemnización o su consignación en el tribunal competente, extinguirá, por el solo ministerio de la ley, todos los derechos y obligaciones que emanen del contrato, salvo que las partes acuerden una fecha anterior.

En caso que no exista acuerdo entre las partes, la indemnización será fijada por el Panel de Expertos establecido por la ley Nº 20.378, a solicitud del Ministerio, de acuerdo al siguiente procedimiento:


a) Dentro de los 10 días siguientes al vencimiento del plazo establecido para fijar el monto por mutuo acuerdo, el Ministerio solicitará al Panel de Expertos la determinación del monto provisional de la indemnización. En su solicitud indicará el monto de indemnización propuesto al concesionario, la que deberá contar con la aprobación del Ministerio de Hacienda, y acompañará todos los antecedentes que estime pertinentes, incluyendo los laborales. Esta presentación deberá ser notificada al concesionario, personalmente o por carta certificada.

b) El concesionario dispondrá de un plazo de cinco días, contados desde la notificación de la solicitud del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, para presentar su propuesta de indemnización y los antecedentes que considere pertinentes. Dicha presentación deberá contener la individualización del concesionario y la fijación de su domicilio en la ciudad de Santiago para efectos de las notificaciones, las cuales se realizarán de conformidad a lo establecido en  los artículos 45 a 48 de la ley Nº 19.880.


c) Dentro de las veinticuatro horas siguientes a la presentación indicada en la letra anterior o vencido el plazo para ello, el Secretario Abogado del Panel de Expertos pondrá los antecedentes en conocimiento de los integrantes del Panel.


d) El Presidente del Panel, inmediatamente después de la recepción de los antecedentes convocará a una sesión extraordinaria que deberá efectuarse dentro de los diez días siguientes a la presentación, donde se acordará el procedimiento para su estudio y resolución. En todo caso, el procedimiento deberá contemplar una audiencia con las partes de la cual deberá dejarse constancia escrita. El procedimiento será comunicado por el Secretario Abogado a todas las partes.


e) La resolución del Panel deberá dictarse dentro del plazo de 30 días contados desde la sesión extraordinaria indicada en la letra d). La resolución deberá ser fundada y estará obligada a optar a favor de una de las dos proposiciones vigentes, debiendo aceptarla en su integridad. En consecuencia, no podrá fallarse una alternativa distinta ni adoptarse un valor intermedio entre las proposiciones de ambas partes. La resolución será notificada a las partes dentro de los dos días siguientes a su dictación.


f) Luego de notificada la decisión del Panel de Expertos, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dictará una resolución, que concluya el procedimiento, en la cual constarán los fundamentos del término anticipado del contrato de concesión y el monto de la indemnización provisoria determinada por el citado Panel. La misma resolución, podrá establecer las medidas necesarias para garantizar la continuidad del servicio. La resolución deberá notificarse al concesionario y será susceptible de los recursos indicados en esta ley. Si el concesionario solicita, a su costa, copia de todos los antecedentes fundantes de dicha resolución, éstas deberán ser puestas a su disposición dentro de las veinticuatro horas siguientes a su solicitud.


g) Vencido el plazo para la interposición de los recursos establecidos en esta ley, sin que éstos se hubieren deducidos, la indemnización provisional se tendrá por definitiva y su pago se verificará dentro de los 120 días siguientes a la total tramitación de la resolución  correspondiente.

En el caso que el pago se realice de común acuerdo, éste deberá constar por escritura pública, dejando constancia del cumplimiento del pago de las remuneraciones y de las obligaciones de seguridad social de cargo del concesionario.


En el caso que el pago sea por consignación, el juez procederá conforme a lo establecido en el artículo 23 del Decreto Ley Nº 2.186 de 1978. Los trabajadores podrán hacer efectivo el pago de sus remuneraciones y las obligaciones de seguridad social insolutas sobre el monto consignado, conforme a lo establecido en dicha disposición.

Artículo segundo transitorio.- Dentro de los 5 días siguientes a la notificación de la resolución que declara el término anticipado de los contratos, el concesionario podrá reclamar de su legalidad ante el juez de letras en lo civil competente en un procedimiento breve y sumario. El juez podrá suspender la ejecución de la resolución recurrida con el mérito de los antecedentes que se invoquen.


En el mismo plazo y procedimiento podrá el concesionario y el Ministerio impugnar el monto de la indemnización establecida en dicha resolución.


En el caso que el concesionario reclame de la legalidad de la resolución, deberá impugnar el monto de la indemnización de forma subsidiaria a dicha reclamación.”.

- - - - - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 28 y 29 de septiembre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señor Juan Pablo Letelier Morel (Guido Girardi Lavín) (Presidente accidental), señora Ximena Rincón González (Jorge Pizarro Soto) y señores Carlos Cantero Ojeda, Francisco Chahuán Chahuán y Jovino Novoa Vásquez; 5 y 12 de octubre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señor Guido Girardi Lavín (Presidente), señora Ximena Rincón González (Jorge Pizarro Soto) y señores Carlos Cantero Ojeda, Francisco Chahuán Chahuán y Jovino Novoa Vásquez; 12 de octubre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señor Guido Girardi Lavín (Presidente), señoras Evelyn Matthei Fornet (Jovino Novoa Vásquez), Ximena Rincón González (Jorge Pizarro Soto) y señores Carlos Cantero Ojeda y Carlos Ignacio Kuschel Silva (Francisco Chahuán Chahuán); 13 de octubre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señora Ximena Rincón González (Jorge Pizarro Soto) (Presidenta Accidental), señora Evelyn Matthei Fornet (Jovino Novoa Vásquez) y señores Carlos Cantero Ojeda, Francisco Chahuán Chahuán y Juan Pablo Letelier Morel (Guido Girardi Lavín); 14 de octubre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señor Guido Girardi Lavín (Presidente), señoras Evelyn Matthei Fornet (Jovino Novoa Vásquez), Ximena Rincón González (Jorge Pizarro Soto) y señores Carlos Cantero Ojeda y Carlos Ignacio Kuschel Silva (Francisco Chahuán Chahuán) y 22 de noviembre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señor Guido Girardi Lavín (Presidente), señora Ximena Rincón González (Jorge Pizarro Soto) y señores Francisco Chahuán Chahuán y Jovino Novoa Vásquez.


Sala de la Comisión, a 29 de noviembre de 2010.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida,

Abogado Secretario
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NUEVO SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL RÉGIMEN JURÍDICO DEL TRANSPORTE PÚBLICO CONCESIONADO

(7085-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros, en trámite de nuevo segundo informe, el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, enunciado en el rubro, originado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”, el 15 de diciembre de 2010.
- - - - - - - -

NORMAS DE QUORUM ESPECIAL


Son normas de rango orgánico constitucional el inciso doce (pasó a ser catorce) y veinte (pasó a ser veintitrés), del artículo 3º de la ley Nº 18.696, contenidos en las letras h) y j), respectivamente, del numeral 1) del artículo único; el artículo 3º duodecies, contenido en el numeral 4) del artículo único y el artículo 2º transitorio, en conformidad a lo dispuesto en los artículos 77, inciso segundo y siguientes, de la Constitución Política de la República, y 16 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, por cuanto se relacionan con la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia.


Por lo tanto, para los efectos constitucionales y reglamentarios pertinentes al quórum, dejamos constancia que dichos preceptos requieren para su aprobación, de acuerdo con el artículo 66 de nuestra Carta Fundamental, del voto favorable de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio.

- - - - - 

OPINIÓN DE LA EXCMA. CORTE SUPREMA


Hacemos presente que por acuerdo de la Sala del Senado, se dirigió oficio Nº 554/SEC/10, de 28 de julio de 2010, a la Excma. Corte Suprema, para recabar su parecer en relación a las normas de esta iniciativa legal, señaladas anteriormente, que dicen relación con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, en cumplimiento con lo preceptuado por la Constitución Política del la República y en conformidad a lo dispuesto en los artículos 77, incisos segundo y siguientes, de la Carta Fundamental, y 16 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.


La Excma. Corte Suprema, mediante Oficio 
Nº 107, de 6 de agosto de 2010, respondió dicho oficio formulando sus observaciones.
- - - - - - 

ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA 


Deberán, ser conocidos por la Comisión de Hacienda los artículos 1º y 2º transitorios del proyecto de ley, y aquellos que esa Comisión estime que son de su competencia, si inciden en materia presupuestaria y financiera del Estado, de acuerdo con lo establecido en el inciso segundo del artículo 17 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional y en conformidad con lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 27 y quinto del artículo 36 del Reglamento del Senado.

- - - - - - - - - - 


Durante la discusión de este proyecto de ley vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé; del Asesor Legislativo del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Juan Carlos González; del Abogado del Departamento Legal de la Subsecretaría de Transportes, señor Nicolás Muñoz y de la Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Macarena Letelier.

- - - - - - 


Los Comités Parlamentarios en sesión celebrada el martes 21 de diciembre de 2010 acordaron volver a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, para un nuevo segundo informe, el proyecto de ley que modifica el régimen jurídico del transporte público concesionado (Boletín Nº 7.085-15), fijando un nuevo plazo para presentar indicaciones, en dicha Comisión, hasta el momento en que ella se reúna. 


Este acuerdo fue ratificado por la Sala en la sesión Nº 78ª., ordinaria, de esa misma fecha.


Dejamos constancia de que en este nuevo segundo informe nos referiremos sólo a las indicaciones signadas con los números 15, 16 y 17 que recaen en el artículo 3º decies, que señala las causales de término de las concesiones reguladas por esta ley y a la indicación Nº 28, recaída en el artículo 3º terdecies, remitiéndonos al Segundo Informe de fecha 29 de noviembre de 2010, en lo no tocado en éste, en cuanto a los acuerdos adoptados en relación a las otras indicaciones presentadas y a sus fundamentos. 


Asimismo, hacemos presente, que el cuadro resumen que se inserta a continuación, sustituye al del Segundo Informe, ya que se incluyen en él los acuerdos respecto de las indicaciones indicadas anteriormente y su incidencia en el articulado del proyecto aprobado en el Primer Informe.

- - - - - - - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hay.


II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 1 bis, 1ter, 1B, 2A, 3, 3B, 3C, 7bis, 7B, 7D, 8A, 8C bis, 8D, 12A, 14A, 14 B, 14C, 14Cbis, 14D, 17A, 20A, 20B, 20C, 24, 29A, 34, 35, 36, 39B y 39C. 


III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 1, 1A, 2, 3A, 4, 5, 6, 7, 7A, 7C, 8, 8B, 8E, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 23A, 25, 26, 27, 27A, 28, 31, 32, 33, 33A, 37, 38, 39 y 39A. 


IV.- Indicaciones rechazadas: 13A, 28A, 29, 30, 30A y 30B.


V.- Indicación retirada: 8C.

VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: 28B y 40.

- - - - - 

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Artículo 3º decies


Durante la discusión de las indicaciones señaladas anteriormente se propuso la eliminación de la letra e) del artículo 3º decies, aprobado en nuestro segundo informe,que establece como causal de término de las concesiones, entre otras, el  incumplimiento grave de las normas laborales y de seguridad social con sus trabajadores. Se tendrán como vulneraciones de este tipo, entre otras, los atrasos u omisiones en el pago de remuneraciones, cotizaciones previsionales o de salud que excedan tres períodos mensuales o la existencia de más de cuatro condenas ejecutoriadas por infracciones a los derechos fundamentales del trabajador y a las normas sobre jornadas de trabajo, remuneraciones, feriados, protección a la maternidad, sindicalización y prácticas antisindicales. (Indicaciones Nºs 15, 16 y 17)


El Asesor del Ministro de Transportes, señor Juan Carlos González, explicó que durante la tramitación de esta iniciativa legal se produjeron ciertas reiteraciones en el texto aprobado por esta Comisión, que en opinión del Ejecutivo es preferible corregir.


Respecto del carácter que se le otorgó al incumplimiento reiterado de las obligaciones laborales recordó que en esta materia hubo acuerdo para los casos en que el operador tuviera más de tres meses impagos de remuneraciones u obligaciones laborales o tuviera más de cuatro sentencias por infracciones graves, en estos casos se debía producir la terminación del contrato.


En consecuencia, en el informe se consideró como una causal de caducidad y como una causal directa de terminación.


La propuesta del Ejecutivo es que sólo se considere como causal de caducidad, puesto que se trata de un procedimiento regulado en el proyecto de ley, en cambio, el hecho de considerarlo como una causal directa de terminación de la concesión no fija un procedimiento para la terminación del contrato de concesión.


La Honorable Senadora señora Rincón expresó que el Ejecutivo propone que sólo se considere como causal de caducidad y en ese caso es sólo una facultad del ente administrador, vale decir, depende del Estado su ejercicio. En cambio, cuando se considera dentro de las causales de término, es una obligación legal que podrían alegar incluso los trabajadores y es una forma de defender sus derechos y el cumplimiento de las obligaciones respecto de ellos, por lo que no considera apropiado eliminarlo del proyecto de ley. 


Si el operador no cumple con las obligaciones laborales, que es parte del Protocolo de Acuerdo Punto 4, en su opinión, debe ser una causal de término de la concesión.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, señaló que es preferible establecer claramente los derechos de los trabajadores, lo que constituye una garantía y puede ayudar en los procesos de negociación. 


Agregó que los Senadores de la Concertación son garantes de un Acuerdo por lo que propuso someter a votación esta proposición y estudiar la posibilidad de llegar a un acuerdo antes de su discusión en la Sala del Senado.


El Honorable Senador señor Chahuán manifestó que el Ejecutivo siempre ha demostrado gran voluntad en orden a incorporar todas las normas relativas a la protección de los derechos de los trabajadores, por lo que solicitó la aprobación de la propuesta del Ejecutivo.


En seguida, solicitó dejar constancia para la historia de la ley que las causales de caducidad constituyen un resguardo suficiente para los derechos de los trabajadores.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, seño Felipe Morandé, precisó que si el Ministro del ramo, frente a casos de incumplimientos reiterados de las obligaciones laborales, no aplica la caducidad de la concesión está sujeto a una acusación constitucional por incumplimiento de sus deberes.


- En votación se rechazó la proposición del Ejecutivo de eliminar la letra e) del artículo 3º decies, con los votos de los Honorables Senadores señora Rincón y  señor Girardi y con el voto en contra del Honorable Senador señor Chahuán. 

Artículo 3º terdecies


El artículo 3ª terdecies, aprobado en nuestro segundo informe, trata de la continuidad del servicio. Establece que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones adoptará las medidas necesarias para garantizar la continuidad de la prestación del servicio público y resguardar los derechos de los usuarios de dichos servicios, así como los de los trabajadores del respectivo concesionario, pudiendo requerir, a través del Ministerio del Interior, el auxilio de la fuerza pública para obtener el íntegro cumplimiento de sus órdenes, instrucciones y resoluciones. Lo anterior, sin perjuicio del derecho a huelga ejercido en las condiciones previstas en la ley.

Su inciso segundo señala que en el caso del término anticipado de la concesión, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá asegurar la continuidad del servicio y el cumplimiento de los derechos de los trabajadores del concesionario, designando un administrador provisional o contratando directamente la prestación de los servicios de transporte público de pasajeros licitado. Quien celebre contratos directos con el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, se entenderá concesionario para los efectos de esta ley. (Indicación Nº 28)


Su inciso tercero señala que lo anterior, es sin perjuicio que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones determine la aplicación del régimen general previsto en el inciso primero del artículo 3º.


El Asesor del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Juan Carlos González, explicó que el párrafo se refiere a las situaciones excepcionales en que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones puede contratar directamente servicios por un período transitorio para la continuidad del servicio.


Explicó que el Honorable Senador señor Zaldívar presentó una indicación que consideraba el término anticipado de la concesión. Sin embargo, esa materia está tratada de manera más amplia y comprensiva en el actual inciso decimoprimero del artículo 3º, redactada como sigue:


“El Ministerio podrá efectuar dicha designación desde que se encuentre notificada la resolución que pone término a la concesión. La interposición de recursos administrativos y jurisdiccionales en contra de la resolución que declara la caducidad de la concesión no suspenderá la designación del administrador provisional. El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá designar un nuevo concesionario dentro del plazo máximo de dieciocho meses contado desde la fecha en que la resolución que pone termino anticipado ha quedado ejecutoriada, para lo cual podrá disponer una nueva licitación pública. Por razones de interés público y de buen servicio, cuando se verifique alguno de los supuestos establecidos en el inciso segundo de este artículo también podrá, en forma transitoria, contratar directamente, hasta por tres años o hasta el término del plazo de la concesión mediante decreto firmado por el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y de Hacienda. El administrador provisional cesará en sus funciones cuando sea removido por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, sea excluido del Registro de Administradores Provisionales o por el solo ministerio de la ley cuando entre en funciones el nuevo concesionario. El Reglamento establecerá los términos y condiciones para la designación, rendición de cuenta y cesación del administrador provisional. La remuneración del administrador provisional será pagada por el concesionario a cuyo respecto operó el término anticipado del contrato con cargo a sus ingresos y fijada por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y no podrá exceder en un 50% a la remuneración promedio que percibe un gerente general de esta industria.”. (Indicaciones Nºs 3A y 3 B)                                     


La Honorable Senadora señora Rincón señaló que la norma que el Ejecutivo propone eliminar, no se considera un párrafo que señale que se considerará al contratante directo como concesionario para todos los efectos de esta ley.


El Asesor señor Juan Carlos González señaló que necesariamente el contratante directo debe entenderse como concesionario para todos los efectos de la ley. La contratación directa, es una modalidad de adjudicación, que en el fondo es la concesión y no puede entenderse de otra forma, debe ser concesionario.


Cuando se aplica la modalidad de adjudicación directa se está autorizando en forma extraordinaria el trato directo de la misma concesión.


Como consecuencia de lo anterior, se propuso modificar la redacción para incluir una frase que señale que aquel que celebre contratos directos con el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones se entenderá concesionario para los efectos de la ley, la que se consignó en los siguientes términos:


“Quien celebre contratos directos con el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, se entenderá concesionario para los efectos de esta ley.”. 


Se deja constancia que el inciso segundo de este artículo que señala que en caso del término anticipado de la concesión, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá asegurar la continuidad del servicio designando un administrador provisional o nombrando a un nuevo concesionario, se eliminó porque su texto pasó a ser inciso undécimo del artículo 3º.


- Esta proposición, recoge con otra redacción la indicación Nº 28 y fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán y Girardi.

- - - - - - - - - -

MODIFICACIONES


En mérito de las consideraciones anteriormente expuestas, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de recomendaros que aprobéis el proyecto de ley de su primer informe, con las modificaciones aprobadas durante la discusión particular, que son las siguientes:

ARTÍCULO UNICO

Nº 1

Artículo 3º

Letra a), nueva

Inciso sexto


--- Consultar, como letra a), nueva, la siguiente:


“a) Agréganse, en el inciso sexto, las siguientes oraciones finales, a continuación de “valoración urbana.”, sustituyendo el punto final (.) por una coma (,): “en particular en aquellas ciudades declaradas zonas saturadas de contaminación las respectivas Bases de Licitación deberán contemplar puntajes adicionales por la presentación de flotas con tecnologías no contaminantes. Las bases también deberán establecer exigencias que aseguren a los trabajadores condiciones de seguridad e higiene acordes con los requerimientos de las funciones desempeñadas. Asimismo, se considerará especialmente a aquellos postulantes que exhibieren u ofertasen mejores condiciones de empleo y remuneraciones para los trabajadores.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación Nº 1. Unanimidad 3x0. Indicaciones Nos 1bis y 1ter).

- - - - - - -

Letra a)

Inciso octavo


--- Pasó a ser letra b), sin enmiendas.

Letra b)

Inciso noveno, nuevo


--- Pasó a ser letra c), con las siguientes modificaciones:

ii)


--- Reemplázase, por la siguiente:


“ii) Sustitúyase la frase “cuya concesión haya sido caducada,” por “cuya concesión haya concluido o se le haya puesto término por los casos antes indicados” y reemplázase la expresión “culpa leve” por la expresión “culpa levísima”.

(Unanimidad 4x0. Indicaciones Nos 1A y 2).

iii)


--- Sustitúyase, por la siguiente:


“iii) Reemplázase la frase final que dice “en el proceso de licitación de la concesión caducada.”, por la siguiente: “ en procesos de licitación de concesiones de uso de vías y servicios complementarios reguladas por esta ley hasta por el plazo de cinco años contado desde que quede ejecutoriada la sentencia que caducó la concesión.”.

(Unanimidad 4x0. Indicaciones Nos 2A y 3).

- - - - - - -


Consultar, a continuación de la letra b), que pasó a ser c), la siguiente letra d),  nueva:


“d) Agrégase, como inciso décimo, nuevo, el siguiente:


“El administrador provisional no podrá tener intereses económicos o patrimoniales comprometidos en alguna de las empresas operadoras del sistema. La misma prohibición se extiende a sus parientes colaterales y en línea recta, hasta el tercer grado por consanguinidad.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación Nº 1B).

- - - - - - -

Letra c)


--- Pasó a ser letra e), reemplazada por la siguiente:

“e) Reemplázase el inciso noveno, que pasó a ser décimoprimero, por el siguiente: 


“El Ministerio podrá efectuar dicha designación desde que se encuentre notificada la resolución que pone término a la concesión. La interposición de recursos administrativos y jurisdiccionales en contra de la resolución que declara la caducidad de la concesión no suspenderá la designación del administrador provisional. El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá designar un nuevo concesionario dentro del plazo máximo de dieciocho meses contado desde la fecha en que la resolución que pone término anticipado ha quedado ejecutoriada, para lo cual podrá disponer una nueva licitación pública. Por razones de interés público y de buen servicio, cuando se verifique alguno de los supuestos establecidos en el inciso segundo de este artículo, también podrá, en forma transitoria, contratar directamente, hasta por tres años o hasta el término del plazo de la concesión mediante decreto firmado por el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y de Hacienda. Quien celebre contratos directos con el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, se entenderá concesionario para los efectos de esta ley. El administrador provisional cesará en sus funciones cuando sea removido por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, sea excluido del Registro de Administradores Provisionales o por el solo ministerio de la ley cuando entre en funciones el nuevo concesionario. El Reglamento establecerá los términos y condiciones para la designación, rendición de cuenta y cesación del administrador provisional. La remuneración del administrador provisional será pagada por el concesionario a cuyo respecto operó el término anticipado del contrato con cargo a sus ingresos y fijada por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y no podrá exceder en un 50% a la remuneración promedio que percibe un gerente general de esta industria.”.

(Unanimidad 5x0. Indicaciones Nos 3A y 3B). 

(Unanimidad 4x0. Repetida la votación, unanimidad 3x0. Indicación Nº 28).

- - - - - - -

Letra f), nueva


Consultar, como letra f), nueva, la siguiente:


“f) Reemplázanse, en el inciso décimo, que pasó a ser décimo segundo, las palabras “del decreto” por “de la resolución”.

(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 3C).

- - - - - - - -

Letra g), nueva


--- Contemplar, como letra g), nueva, la siguiente:


“g) Agrégase el siguiente inciso décimo tercero, nuevo:


“En todo caso, cualquiera que sea la causal de término o de caducidad de la concesión, deberán resguardarse los derechos laborales y de seguridad social de los trabajadores, en los términos previstos en la ley.”.

(Unanimidad 5x0. Indicaciones Nos 4, 5 y 6).

- - - - - - -

Letra d)


--- Pasó a ser letra h), con las siguientes enmiendas:


1) Sustitúyase su encabezamiento, por el siguiente:


“h) Sustitúyase el inciso once, que pasó a ser catorce, por el siguiente:”.


2) Agrégase, en este inciso catorce, después de las expresiones “juez de letras de turno”, “juez de turno” y “tribunal de turno”, el pasaje “en lo civil”.


3) Agrégase, después de la expresión “recurso de apelación”, la frase “el que será concedido en el solo efecto devolutivo”.


4) Suprímase la oración que figura, a continuación de la palabra “incidentes” que dice: “debiendo ser agregada extraordinariamente en la tabla de la audiencia más próxima en caso que se solicite su conocimiento previa vista de la causa.”, agregando un punto seguido, luego de la palabra “incidentes”.


5) Intercálase, entre la palabra “concesión” y el punto final, precedida de una coma (,), la siguiente oración: “, así como el estado de cumplimiento del pago de las remuneraciones y obligaciones de seguridad social.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación No 7. Unanimidad 3x0. Indicación Nº 7bis. Unanimidad 4x0. Indicación Nº 7A).

- - - - -

Letra e)


--- Pasó a ser letra i), con las siguientes enmiendas:


1) Reemplázase su encabezamiento, por el siguiente:


“i) Agrégase el siguiente inciso dieciséis, nuevo:


2) Intercálase, en este inciso nuevo, entre las palabras “declarada” y “por”, la voz “fundadamente”.

(Unanimidad 4x0. Indicación Nº 7B).


3) Agrégase, al final de este inciso dieciséis, nuevo, a continuación de la palabra “contratos.”, pasando el actual punto aparte a ser punto seguido, lo siguiente: “En todo caso, cualquiera que sea la causal de término o de caducidad de la concesión, deberán resguardarse los derechos laborales y de seguridad social de los trabajadores, en los términos previstos en la ley. Siempre se considerará incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario, que da lugar a la caducidad de la concesión, los atrasos u omisiones en el pago de remuneraciones y obligaciones de seguridad social que excedan tres períodos mensuales o la existencia de más de cuatro condenas ejecutoriadas dentro de un año calendario por infracciones a normas sobre jornadas de trabajo, remuneraciones, feriados, protección a la maternidad, sindicalización y prácticas antisindicales.”.

(Unanimidad 3x0. Indicación Nº 7D. Unanimidad 4x0. Indicaciones Nos 7C y 8).

- - - - - - 

Letra f)


--- Pasó a ser letra j), con la sola enmienda de sustituir la  referencia “Inciso veinte” por “inciso veintitres”.

(Unanimidad 3x0.  Indicación Nº 8A).

- - - - - -


Consultar, como letra k), nueva, la siguiente:


“k) Sustitúyase, en el inciso veintitrés, que pasó a ser veintisiete, la referencia “vigésimo primero” por “veinticinco”.

(Unanimidad 3x0. Indicación Nº 8B).

- - - - - - -

Nº 2, nuevo

Artículo 3º quinquies


“2) Agrégase en el artículo 3º quinquies, el siguiente inciso segundo:


“Asimismo, el concesionario deberá constituir garantías específicas que serán ejecutadas en caso de incumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales de los trabajadores, en la forma, monto y oportunidad establecida en las Bases de Licitación. En caso de cobro de dichas garantías específicas y que no fueren renovadas oportunamente, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones estará facultado para cobrar la garantía de fiel cumplimiento del contrato.”.
(Unanimidad 4x0. Indicación Nº 8Cbis).

- - - - - - -

Nº 2)

Artículo 3º sexies


--- Pasó a ser Nº 3), con la sola enmienda de agregarle el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá licitar, en cualquier momento, la prestación de los servicios complementarios, con independencia de la forma o modalidad bajo la cual se presten los servicios de transportes.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 8D).

Nº 3)

Artículo 3º septies


--- Pasó a ser Nº 4), con las siguientes enmiendas: 


1) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Las bases también deberán contener causales que aseguren a los trabajadores un trabajo en condiciones de seguridad  e higiene acordes con los requerimientos de las funciones desempeñadas. Además deben expresarse causales de modificación unilateral del contrato de concesión orientadas a garantizar el cumplimiento de la legislación laboral y de seguridad social.”.

(4 votos a favor y 1 abstención. Indicación No 8E).


2) Incorpórase, como incisos cuarto y quinto, los siguientes:


“Si el interés público así lo exigiere, siempre que no fuere aplicable otra causal de término, el Presidente de la República, mediante decreto fundado, suscrito por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que deberá llevar, además, la firma del Ministro de Hacienda, podrá poner término anticipado a la concesión. El decreto supremo que declare el término anticipado, señalará el plazo y condiciones de término de la concesión, así como las garantías necesarias para asegurar la continuidad del servicio.


El procedimiento y metodología de cálculo de la indemnización será el que se establezca en las respectivas bases de licitación, en su defecto, se determinará conforme al procedimiento a que se refiere el artículo primero transitorio de la presente ley.”.

(4 a favor y 1 abstención. Indicación Nº 9).

Artículo 3º octies


--- Reemplázase su inciso tercero, por los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo: 


“Los concesionarios deberán informar los hechos esenciales relacionados con la administración y funcionamiento de la concesión conforme lo establezcan las bases.

Los concesionarios deberán informar mensualmente el pago de remuneraciones y estado del cumplimiento de las obligaciones de seguridad social que a éstos correspondan, respecto de sus trabajadores. Lo anterior deberá ser acreditado mediante los certificados, comprobantes y declaraciones juradas que establezcan las respectivas bases de licitación.


El no acatamiento por parte de los concesionarios de las obligaciones de información en los plazos establecidos para el efecto en la ley, el reglamento o las bases de licitación, podrá ser sancionado con una multa de hasta 200 UTM por cada vez que se verifique y por cada día de atraso, conforme lo establezcan las bases de licitación.


Las multas a que se refiere el inciso anterior serán a beneficio fiscal. Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá establecer en las bases respectivas otros mecanismos de cobro y recaudación de las multas. 


La aplicación de las multas que se imponga a los concesionarios deberá someterse a lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley Nº 20.378. Su reclamación administrativa se sujetará a lo establecido en el artículo 59 de la Ley Nº 19.880.”.

(Unanimidad 3x0. Indicación Nº 12A. Unanimidad 5x0. Indicaciones Nos 10, 11, 12 y 13).

Artículo 3º nonies


--- Elimínase, en el inciso segundo de este artículo, la palabra “,Programa” y la coma que la antecede (,).


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 14A).


--- Suprímase en el inciso cuarto, la frase “y hasta su término,”.

(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 14B).


--- Agrégase en el inciso cuarto, luego de la palabra “desafectados”, la frase “de conformidad al reglamento”

(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 14C).


--- Agrégase en el inciso cuarto, a continuación de “dicha función.”, pasando el actual punto aparte a ser punto seguido, la siguiente oración: “La desafectación deberá ser aprobada o denegada por resolución fundada de la Subsecretaría de Transportes, que deberá pronunciarse en un plazo de diez días, contado desde la fecha de presentación de la solicitud. Los recursos que se interpongan en contra de dicha resolución se regirán por lo establecido en la ley N° 19.880.”.

(Unanimidad 3x0. Indicación Nº 14Cbis).
Artículo 3º decies


--- Agrégase en el inciso primero, entre las palabras “concesiones” y “reguladas”, la siguiente frase: “de uso de vías y de servicios complementarios”.

(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 14D).


--- Intercálase la siguiente letra e), nueva, pasando la actual letra e) a ser letra f):


“e) El reiterado incumplimiento grave de las normas laborales y de seguridad social con sus trabajadores. Se tendrán como vulneraciones de este tipo, entre otras, los atrasos u omisiones en el pago de remuneraciones, cotizaciones previsionales o de salud que excedan tres períodos mensuales o la existencia de más de cuatro condenas ejecutoriadas por infracciones a los derechos fundamentales del trabajador y a las normas sobre jornadas de trabajo, remuneraciones, feriados, protección a la maternidad, sindicalización y prácticas antisindicales.”.

(Unanimidad 5x0. Repetida la votación se aprueba 2x1. Indicaciones Nos 15, 16 y 17).

Artículo 3º undecies


--- Intercálase en el artículo 3° undecies, entre “común acuerdo,” y “el concesionario”, la siguiente frase: “siempre que no exista una causal de caducidad,”.

(Unanimidad 3x0. Indicación Nº 17A).

--- Intercálase en el artículo 3° undecies, a continuación de “tramitada.”, el siguiente párrafo: “En todo caso, el acuerdo suscrito deberá hacer referencia expresa a la situación laboral y a las obligaciones de seguridad social devengadas, hasta el último día del mes anterior al acuerdo, de los operadores y demás trabajadores; en caso de deudas pendientes, será el concesionario directamente responsable, y el monto adeudado deberá ser descontado de toda suma que por este concepto perciba desde el Estado. No podrá haber mutuo acuerdo sino hasta que estén pagadas las cotizaciones.”.

(Unanimidad 5x0. Indicaciones Nos 18, 19 y 20).

Artículo 3º duodecies


--- Incorpórase, en el inciso primero, entre las palabras “Telecomunicaciones” y “dentro” la frase, “y a la Dirección del Trabajo,”. 

--- Intercálase en el inciso primero entre “siguientes,” y “de conformidad”, la siguiente frase: “por carta certificada u otro medio impreso o electrónico fidedigno,”.


--- Agrégase al final del inciso tercero a continuación de “concesión” y antes del punto aparte, el siguiente párrafo: “así como el estado de cumplimiento del pago de las remuneraciones y obligaciones de seguridad social.”.
(Unanimidad 4x0. Indicaciones Nos 20A, 20B, 20C, 21, 22, 23 y 23A).

Artículo 3º terdecies


--- Intercálase, en el inciso primero, a continuación de “servicios”, la frase “, así como los de los trabajadores del respectivo concesionario”.

(Unanimidad 4x0. Indicación Nº 24).


--- Agrégase al final del inciso primero, a continuación de la palabra “resoluciones.”, pasando el actual punto aparte a ser punto seguido, el siguiente párrafo: “Todo esto, no afectará el derecho a huelga ejercido en las condiciones previstas en la ley.”.

(Unanimidad 4x0. Indicaciones Nos 25, 26, 27 y 27A).


--- Elimínase el inciso segundo.

(Unanimidad 3x0. Artículo 121 del Reglamento).

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo Primero Transitorio


--- Intercálase en el inciso segundo, entre “nacional,” y “se faculta”, la siguiente frase: “siempre que no exista una causal de caducidad,”.

(Unanimidad 4x0. Indicación Nº 29A).

--- Reemplázase el inciso tercero, por el siguiente:


“Para tal efecto, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones comunicará mediante carta certificada al concesionario del inicio del proceso destinado a poner término al contrato de concesión. A partir de dicha notificación, las partes tendrán el plazo de 30 días para acordar el monto de la indemnización por el término anticipado del contrato y, en su caso, las condiciones que se deban cumplir para garantizar la continuidad del servicio. Dicho acuerdo deberá aprobarse mediante resolución fundada del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, la que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, y en ella se dispondrá, además, el término anticipado de la concesión. El pago de la indemnización correspondiente se efectuará dentro del plazo y forma que se estipule. El pago de la indemnización o su consignación en el tribunal competente, extinguirá, por el solo ministerio de la ley, todos los derechos y obligaciones que emanen del contrato, salvo que las partes acuerden una fecha anterior.”.

(Unanimidad 3x0. Indicaciones Nos 31, 32, 33 y 33A).


---Intercálase, en la letra a), del inciso cuarto, a continuación de “pertinentes”, la frase “, incluyendo los laborales.

(Unanimidad 4x0. Indicación Nos 34, 35 y 36).


--- Agrégase los siguientes incisos quinto y sexto, nuevos:


“En el caso que el pago se realice de común acuerdo, éste deberá constar por escritura pública, dejando constancia del cumplimiento del pago de las remuneraciones y de las obligaciones de seguridad social de cargo del concesionario.


En el caso que el pago sea por consignación, el juez procederá conforme a lo establecido en el artículo 23 del Decreto Ley Nº 2.186 de 1978. Los trabajadores podrán hacer efectivo el pago de sus remuneraciones y las obligaciones de seguridad social insolutas sobre el monto consignado, conforme a lo establecido en dicha disposición.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación Nos 37, 38, 39, 39A y 39B).

Artículo segundo transitorio


--- Reemplázase por el siguiente:


“Artículo segundo transitorio.- Dentro de los 5 días siguientes a la notificación de la resolución que declara el término anticipado de los contratos, el concesionario podrá reclamar de su legalidad ante el juez de letras en lo civil competente en un procedimiento breve y sumario. El juez podrá suspender la ejecución de la resolución recurrida con el mérito de los antecedentes que se invoquen.


En el mismo plazo y procedimiento podrá el concesionario y el Ministerio impugnar el monto de la indemnización establecida en dicha resolución.


En el caso que el concesionario reclame de la legalidad de la resolución, deberá impugnar el monto de la indemnización de forma subsidiaria a dicha reclamación.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación Nº 39C).

- - - - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el texto del proyecto de ley que os propone aprobar vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“ARTÍCULO ÚNICO.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.696:


1) Modifícase el artículo tercero en el siguiente sentido: 


a) Agréganse, en el inciso sexto, las siguientes oraciones finales, a continuación de “valoración urbana.”, sustituyendo el punto final (.) por una coma (,): “en particular en aquellas ciudades declaradas zonas saturadas de contaminación las respectivas Bases de Licitación deberán contemplar puntajes adicionales por la presentación de flotas con tecnologías no contaminantes. Las bases también deberán establecer exigencias que aseguren a los trabajadores condiciones de seguridad e higiene acordes con los requerimientos de las funciones desempeñadas. Asimismo, se considerará especialmente a aquellos postulantes que exhibieren u ofertasen mejores condiciones de empleo y remuneraciones para los trabajadores.”.


b) Agrégase, en el inciso octavo, después de la frase “en el caso de incumplimiento” la oración “Dicha resolución deberá ser visada por el Ministro de Hacienda.” y reemplázase el punto seguido (.) con que termina esta oración por un punto aparte (.), pasando el párrafo que viene a continuación a ser inciso noveno, nuevo.  


c) Modifícase el inciso noveno nuevo, de la siguiente forma:


i) Sustitúyase el primer párrafo, que se inicia con la oración “En los casos en que conforme a las Bases de Licitación corresponda” hasta el punto seguido (.) por el siguiente: 


“El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá designar un administrador provisional en los casos previstos en las letras  b), c), d), y e) del artículo 3° decies, de entre las personas que estén inscritas en el registro público de administradores provisionales que al efecto llevará dicho Ministerio.”.


ii) Sustitúyase la frase “cuya concesión haya sido caducada,” por “cuya concesión haya concluido o se le haya puesto término por los casos antes indicados” y reemplázase la expresión “culpa leve” por la expresión “culpa levísima”.


iii) Reemplázase la frase final que dice “en el proceso de licitación de la concesión caducada.”, por la siguiente: “en procesos de licitación de concesiones de uso de vías y servicios complementarios reguladas por esta ley hasta por el plazo de cinco años contado desde que quede ejecutoriada la sentencia que caducó la concesión.”.


d) Agrégase, como inciso décimo, nuevo, el siguiente:


“El administrador provisional no podrá tener intereses económicos o patrimoniales comprometidos en alguna de las empresas operadoras del sistema. La misma prohibición se extiende a sus parientes colaterales y en línea recta, hasta el tercer grado por consanguinidad.”.


e) Reemplázase el inciso noveno, que pasó a ser décimoprimero, por el siguiente: 


“El Ministerio podrá efectuar dicha designación desde que se encuentre notificada la resolución que pone término a la concesión. La interposición de recursos administrativos y jurisdiccionales en contra de la resolución que declara la caducidad de la concesión no suspenderá la designación del administrador provisional. El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá designar un nuevo concesionario dentro del plazo máximo de dieciocho meses contado desde la fecha en que la resolución que pone término anticipado ha quedado ejecutoriada, para lo cual podrá disponer una nueva licitación pública. Por razones de interés público y de buen servicio, cuando se verifique alguno de los supuestos establecidos en el inciso segundo de este artículo, también podrá, en forma transitoria, contratar directamente, hasta por tres años o hasta el término del plazo de la concesión mediante decreto firmado por el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y de Hacienda. Quien celebre contratos directos con el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, se entenderá concesionario para los efectos de esta ley. El administrador provisional cesará en sus funciones cuando sea removido por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, sea excluido del Registro de Administradores Provisionales o por el solo ministerio de la ley cuando entre en funciones el nuevo concesionario. El Reglamento establecerá los términos y condiciones para la designación, rendición de cuenta y cesación del administrador provisional. La remuneración del administrador provisional será pagada por el concesionario a cuyo respecto operó el término anticipado del contrato con cargo a sus ingresos y fijada por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y no podrá exceder en un 50% a la remuneración promedio que percibe un gerente general de esta industria.”.


f) Reemplázanse, en el inciso décimo, que pasó a ser décimo segundo, las palabras “del decreto” por “de la resolución”.


g) Agrégase el siguiente inciso décimo tercero, nuevo:


“En todo caso, cualquiera que sea la causal de término o de caducidad de la concesión, deberán resguardarse los derechos laborales y de seguridad social de los trabajadores, en los términos previstos en la ley.”.


h) Sustitúyase el inciso once, que pasó a ser catorce, por el siguiente:


“Excepcionalmente, el Ministerio podrá nombrar un administrador provisional, previa autorización judicial, una vez iniciado el procedimiento de caducidad de una concesión y siempre que se haya producido la paralización del servicio de transporte por dos o más días consecutivos. Será competente para conocer de esta solicitud el juez de letras de turno en lo civil de la comuna en que preste servicios el concesionario. Si éstos comprenden más de una comuna, corresponderá al juez de turno en lo civil de la comuna de asiento de Corte de Apelaciones. En caso de que las comunas se encuentren bajo la jurisdicción de distintas Cortes de Apelaciones, el conocimiento corresponderá al del tribunal de turno en lo civil de la Corte más antigua. El juez deberá conocer de esta solicitud sin forma de juicio, oyendo previamente al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, quien deberá acompañar una certificación de los hechos por parte de un ministro de fe. Esta solicitud deberá ser resuelta en el plazo de cuarenta y ocho horas. En contra de la resolución del tribunal que resuelva la solicitud procederá el recurso de apelación el que será concedido en el solo efecto devolutivo de acuerdo a las reglas de los incidentes. Tan pronto asuma su cargo, el administrador provisional deberá levantar un inventario de los activos que están afectos a la concesión, así como el estado de cumplimiento del pago de las remuneraciones y obligaciones de seguridad social.”.


i) Agrégase el siguiente inciso dieciséis, nuevo:


“La caducidad de la concesión podrá ser declarada fundadamente por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en los casos de incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario conforme a los términos previstos en las Bases de Licitación y en los respectivos contratos. En todo caso, cualquiera que sea la causal de término o de caducidad de la concesión, deberán resguardarse los derechos laborales y de seguridad social de los trabajadores, en los términos previstos en la ley. Siempre se considerará incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario, que da lugar a la caducidad de la concesión, los atrasos u omisiones en el pago de remuneraciones y obligaciones de seguridad social que excedan tres períodos mensuales o la existencia de más de cuatro condenas ejecutoriadas dentro de un año calendario por infracciones a normas sobre jornadas de trabajo, remuneraciones, feriados, protección a la maternidad, sindicalización y prácticas antisindicales.”.

j) Elimínase del inciso veintitrés la frase que señala “sin forma de juicio oyendo al Ministerio”.


k) Sustitúyase, en el inciso veintitrés, que pasó a ser veintisiete, la referencia “vigésimo primero” por “veinticinco”.


2) Agrégase en el artículo 3º quinquies, el siguiente inciso segundo:


“Asimismo, el concesionario deberá constituir garantías específicas que serán ejecutadas en caso de incumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales de los trabajadores, en la forma, monto y oportunidad establecida en las Bases de Licitación. En caso de cobro de dichas garantías específicas y que no fueren renovadas oportunamente, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones estará facultado para cobrar la garantía de fiel cumplimiento del contrato.”.


3) Sustitúyase el actual artículo 3º sexies por el siguiente:


“Artículo 3º sexies.- Del contrato de concesión y de los principios que inspiran su celebración y ejecución. El transporte nacional remunerado de pasajeros prestado en el marco de un contrato de concesión en los casos indicados en el inciso 2º del artículo 3º, tendrá por finalidad satisfacer el interés público y deberá propender a la prestación de un servicio de transporte eficiente, seguro y de calidad. El contrato de concesión garantizará la continuidad, permanencia y seguridad de los servicios de transportes.


Además, podrá comprender la contratación de los servicios complementarios necesarios para cumplir con dicha finalidad, conforme a lo establecido en las Bases de Licitación respectiva.


Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá licitar, en cualquier momento, la prestación de los servicios complementarios, con independencia de la forma o modalidad bajo la cual se presten los servicios de transportes.”.


4) Agréganse los siguientes artículos 3º septies a 3º terdecies, nuevos:


“Artículo 3º septies.- Modificación del contrato de concesión. Los contratos de concesión podrán ser modificados conforme a lo establecido en las respectivas Bases de Licitación.


Las Bases de la Licitación deberán contener causales de modificación unilateral de los contratos de concesión por parte del Ministerio de Trasportes y Telecomunicaciones, que tengan por objeto garantizar la continuidad, seguridad y eficiencia del servicio de transporte.


Las bases también deberán contener causales que aseguren a los trabajadores un trabajo en condiciones de seguridad  e higiene acordes con los requerimientos de las funciones desempeñadas. Además deben expresarse causales de modificación unilateral del contrato de concesión orientadas a garantizar el cumplimiento de la legislación laboral y de seguridad social.


Si el interés público así lo exigiere, siempre que no fuere aplicable otra causal de término, el Presidente de la República, mediante decreto fundado, suscrito por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que deberá llevar, además, la firma del Ministro de Hacienda, podrá poner término anticipado a la concesión. El decreto supremo que declare el término anticipado, señalará el plazo y condiciones de término de la concesión, así como las garantías necesarias para asegurar la continuidad del servicio.


El procedimiento y metodología de cálculo de la indemnización será el que se establezca en las respectivas bases de licitación, en su defecto, se determinará conforme al procedimiento a que se refiere el artículo primero transitorio de la presente ley.”.


Artículo 3º octies.- Supervigilancia, control e información. Los concesionarios quedarán sujetos a la supervigilancia y control del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. Para tales efectos, conforme a lo establecido en las bases de licitación, éste podrá pedir informes e inspeccionar las instalaciones y vehículos que comprende el servicio, revisar y exigir información contable debidamente auditada y, en general, adoptar las medidas necesarias para velar por el cumplimiento de sus obligaciones.


Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá requerir a los concesionarios la información sobre la relación entre su activo y pasivo circulante, y entre su patrimonio y deudas totales, con una periodicidad no inferior a un mes. 


Los concesionarios deberán informar los hechos esenciales relacionados con la administración y funcionamiento de la concesión conforme lo establezcan las bases.

Los concesionarios deberán informar mensualmente el pago de remuneraciones y estado del cumplimiento de las obligaciones de seguridad social que a éstos correspondan, respecto de sus trabajadores. Lo anterior deberá ser acreditado mediante los certificados, comprobantes y declaraciones juradas que establezcan las respectivas bases de licitación.


El no acatamiento por parte de los concesionarios de las obligaciones de información en los plazos establecidos para el efecto en la ley, el reglamento o las bases de licitación, podrá ser sancionado con una multa de hasta 200 UTM por cada vez que se verifique y por cada día de atraso, conforme lo establezcan las bases de licitación.


Las multas a que se refiere el inciso anterior serán a beneficio fiscal. Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá establecer en las bases respectivas otros mecanismos de cobro y recaudación de las multas. 


La aplicación de las multas que se imponga a los concesionarios deberá someterse a lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley Nº 20.378. Su reclamación administrativa se sujetará a lo establecido en el artículo 59 de la Ley Nº 19.880.

Artículo 3º nonies.- De los bienes afectos a la concesión. Los bienes afectos a la concesión estarán constituidos por aquellos bienes muebles e inmuebles necesarios para la prestación básica de los servicios entregados en concesión, conforme lo establezcan las bases de la licitación y siempre que tengan relación directa con los mismos.


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones llevará, a través de sus Secretarías Regionales Ministeriales o de la División  o Unidad dependiente de la Subsecretaría de Transportes designada para este efecto, un registro de los bienes que estarán afectos a la concesión conforme a las normas que establezca el reglamento. El registro y las certificaciones que se emitan conforme al mismo tendrán la naturaleza de instrumento público.


No se entenderá cumplida la obligación de los concesionarios de incorporar y poner en marcha los vehículos, infraestructura y otros bienes comprometidos en los contratos de concesión, mientras éstos no hayan sido inscritos en dicho registro en los plazos y en la forma prevista en el reglamento y en las Bases de Licitación.


Desde el inicio de la concesión los bienes inscritos en dicho registro se entenderán afectos a la concesión, no obstante sean objeto de enajenación, transferencia o gravamen, salvo que sean desafectados de conformidad al reglamento. Lo señalado precedentemente también se aplicará durante el tiempo en que la concesión sea gestionada por un administrador provisional y mientras se mantenga en dicha función. La desafectación deberá ser aprobada o denegada por resolución fundada de la Subsecretaría de Transportes, que deberá pronunciarse en un plazo de diez días, contado desde la fecha de presentación de la solicitud. Los recursos que se interpongan en contra de dicha resolución se regirán por lo establecido en la ley N° 19.880.

Los bienes afectos a la concesión podrán quedar a disposición de un administrador provisional que nombre el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en los casos previstos en esta ley. En estos supuestos, el uso de los bienes dará lugar a una indemnización a favor del anterior concesionario, salvo que se establezca una regla diversa en las Bases de Licitación.


Artículo 3° decies: Causales de término de las concesiones. Las concesiones de uso de vías y de servicios complementarios reguladas por esta ley podrán terminar por las siguientes causales:


a) Cumplimiento del plazo previsto en el contrato.


b) Mutuo acuerdo.


c) Caducidad.


d) Quiebra del concesionario.


e) El reiterado incumplimiento grave de las normas laborales y de seguridad social con sus trabajadores. Se tendrán como vulneraciones de este tipo, entre otras, los atrasos u omisiones en el pago de remuneraciones, cotizaciones previsionales o de salud que excedan tres períodos mensuales o la existencia de más de cuatro condenas ejecutoriadas por infracciones a los derechos fundamentales del trabajador y a las normas sobre jornadas de trabajo, remuneraciones, feriados, protección a la maternidad, sindicalización y prácticas antisindicales.


f) Por las demás que establezcan las leyes o las Bases de Licitación.


Artículo 3º undecies.- Término de mutuo acuerdo. En caso de término de la concesión de común acuerdo, siempre que no exista una causal de caducidad, el concesionario estará obligado a mantener la prestación del servicio por un período no inferior a seis meses desde la fecha en que la resolución que le pone término esté totalmente tramitada. En todo caso, el acuerdo suscrito deberá hacer referencia expresa a la situación laboral y a las obligaciones de seguridad social devengadas, hasta el último día del mes anterior al acuerdo, de los operadores y demás trabajadores; en caso de deudas pendientes, será el concesionario directamente responsable, y el monto adeudado deberá ser descontado de toda suma que por este concepto perciba desde el Estado. No podrá haber mutuo acuerdo sino hasta que estén pagadas las cotizaciones.

Artículo 3º duodecies.- Quiebra del concesionario. Presentada una solicitud de quiebra de un concesionario, el secretario del tribunal deberá notificarla al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y a la Dirección del Trabajo, dentro de las veinticuatro horas siguientes, por carta certificada u otro medio impreso o electrónico fidedigno, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 55 del Libro IV del Código de Comercio. Inmediatamente después de pronunciada la sentencia que declare la quiebra de un concesionario, el secretario del tribunal la notificará al Ministerio antes referido en el mismo plazo y forma.


Pronunciada la declaración de quiebra, el fallido quedará inhibido, de pleno derecho, de la administración de la concesión y de los bienes afectos a ella. A su vez, estos bienes quedarán excluidos de la quiebra y de la administración del síndico.


Notificado de la sentencia que declare la quiebra de una empresa concesionaria, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá disponer la administración provisional del servicio. Tan pronto asuma su cargo, el administrador provisional deberá levantar un inventario de los activos de la empresa declarada en quiebra y que están afectos a la concesión así como el estado de cumplimiento del pago de las remuneraciones y obligaciones de seguridad social.

Todo conflicto que pudiere suscitarse entre el síndico y el administrador provisional, será resuelto por el juez de la quiebra incidentalmente y en única instancia, oyendo previamente al Ministerio.


Artículo 3º terdecies.- De la continuidad del servicio. El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones adoptará las medidas necesarias para garantizar la continuidad de la prestación del servicio público y resguardar los derechos de los usuarios de dichos servicios, así como los de los trabajadores del respectivo concesionario, pudiendo requerir, a través del Ministerio del Interior, el auxilio de la fuerza pública para obtener el íntegro cumplimiento de sus órdenes, instrucciones y resoluciones. Todo esto, no afectará el derecho a huelga ejercido en las condiciones previstas en la ley.


Lo anterior, es sin perjuicio que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones determine la aplicación del régimen general previsto en el inciso 1º del artículo 3º.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo Primero Transitorio.- Los contratos de concesión actualmente vigentes y celebrados de conformidad a lo previsto en el artículo 3º de la ley N° 18.696, seguirán rigiéndose por lo establecido en las bases de licitación y en los respectivos contratos, especialmente en lo que dice relación con las sanciones, multas y causales de caducidad que se le puedan aplicar.


Sin perjuicio de lo anterior, por exigirlo el interés nacional, siempre que no exista una causal de caducidad, se faculta al Estado a través del Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones para poner término anticipado a los contratos indicados en el inciso anterior que comprendan la prestación de servicios de transportes público o servicios complementarios en las comunas de la Región Metropolitana. Esta facultad podrá ser ejercida después de treinta días de publicada esta ley y hasta dentro del plazo de tres años contado desde la misma fecha.


Para tal efecto, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones comunicará mediante carta certificada al concesionario del inicio del proceso destinado a poner término al contrato de concesión. A partir de dicha notificación, las partes tendrán el plazo de 30 días para acordar el monto de la indemnización por el término anticipado del contrato y, en su caso, las condiciones que se deban cumplir para garantizar la continuidad del servicio. Dicho acuerdo deberá aprobarse mediante resolución fundada del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, la que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, y en ella se dispondrá, además, el término anticipado de la concesión. El pago de la indemnización correspondiente se efectuará dentro del plazo y forma que se estipule. El pago de la indemnización o su consignación en el tribunal competente, extinguirá, por el solo ministerio de la ley, todos los derechos y obligaciones que emanen del contrato, salvo que las partes acuerden una fecha anterior.

En caso que no exista acuerdo entre las partes, la indemnización será fijada por el Panel de Expertos establecido por la ley Nº 20.378, a solicitud del Ministerio, de acuerdo al siguiente procedimiento:


a) Dentro de los 10 días siguientes al vencimiento del plazo establecido para fijar el monto por mutuo acuerdo, el Ministerio solicitará al Panel de Expertos la determinación del monto provisional de la indemnización. En su solicitud indicará el monto de indemnización propuesto al concesionario, la que deberá contar con la aprobación del Ministerio de Hacienda, y acompañará todos los antecedentes que estime pertinentes, incluyendo los laborales. Esta presentación deberá ser notificada al concesionario, personalmente o por carta certificada.

b) El concesionario dispondrá de un plazo de cinco días, contados desde la notificación de la solicitud del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, para presentar su propuesta de indemnización y los antecedentes que considere pertinentes. Dicha presentación deberá contener la individualización del concesionario y la fijación de su domicilio en la ciudad de Santiago para efectos de las notificaciones, las cuales se realizarán de conformidad a lo establecido en  los artículos 45 a 48 de la ley Nº 19.880.


c) Dentro de las veinticuatro horas siguientes a la presentación indicada en la letra anterior o vencido el plazo para ello, el Secretario Abogado del Panel de Expertos pondrá los antecedentes en conocimiento de los integrantes del Panel.


d) El Presidente del Panel, inmediatamente después de la recepción de los antecedentes convocará a una sesión extraordinaria que deberá efectuarse dentro de los diez días siguientes a la presentación, donde se acordará el procedimiento para su estudio y resolución. En todo caso, el procedimiento deberá contemplar una audiencia con las partes de la cual deberá dejarse constancia escrita. El procedimiento será comunicado por el Secretario Abogado a todas las partes.


e) La resolución del Panel deberá dictarse dentro del plazo de 30 días contados desde la sesión extraordinaria indicada en la letra d). La resolución deberá ser fundada y estará obligada a optar a favor de una de las dos proposiciones vigentes, debiendo aceptarla en su integridad. En consecuencia, no podrá fallarse una alternativa distinta ni adoptarse un valor intermedio entre las proposiciones de ambas partes. La resolución será notificada a las partes dentro de los dos días siguientes a su dictación.


f) Luego de notificada la decisión del Panel de Expertos, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dictará una resolución, que concluya el procedimiento, en la cual constarán los fundamentos del término anticipado del contrato de concesión y el monto de la indemnización provisoria determinada por el citado Panel. La misma resolución, podrá establecer las medidas necesarias para garantizar la continuidad del servicio. La resolución deberá notificarse al concesionario y será susceptible de los recursos indicados en esta ley. Si el concesionario solicita, a su costa, copia de todos los antecedentes fundantes de dicha resolución, éstas deberán ser puestas a su disposición dentro de las veinticuatro horas siguientes a su solicitud.


g) Vencido el plazo para la interposición de los recursos establecidos en esta ley, sin que éstos se hubieren deducidos, la indemnización provisional se tendrá por definitiva y su pago se verificará dentro de los 120 días siguientes a la total tramitación de la resolución  correspondiente.

En el caso que el pago se realice de común acuerdo, éste deberá constar por escritura pública, dejando constancia del cumplimiento del pago de las remuneraciones y de las obligaciones de seguridad social de cargo del concesionario.


En el caso que el pago sea por consignación, el juez procederá conforme a lo establecido en el artículo 23 del Decreto Ley Nº 2.186 de 1978. Los trabajadores podrán hacer efectivo el pago de sus remuneraciones y las obligaciones de seguridad social insolutas sobre el monto consignado, conforme a lo establecido en dicha disposición.

Artículo segundo transitorio.- Dentro de los 5 días siguientes a la notificación de la resolución que declara el término anticipado de los contratos, el concesionario podrá reclamar de su legalidad ante el juez de letras en lo civil competente en un procedimiento breve y sumario. El juez podrá suspender la ejecución de la resolución recurrida con el mérito de los antecedentes que se invoquen.


En el mismo plazo y procedimiento podrá el concesionario y el Ministerio impugnar el monto de la indemnización establecida en dicha resolución.


En el caso que el concesionario reclame de la legalidad de la resolución, deberá impugnar el monto de la indemnización de forma subsidiaria a dicha reclamación.”.

- - - - - - - - -


Acordado en sesión celebrada el día 4 de enero de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señor Guido Girardi Lavín (Presidente), señora Ximena Rincón González (Jorge Pizarro Soto) y señor Francisco Chahuán Chahuán.


Sala de la Comisión, a 4 de enero de 2011.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida,

Abogado Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL RÉGIMEN JURÍDICO DEL TRANSPORTE PÚBLICO CONCESIONADO

(7085-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar acerca del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.
A la sesión en que vuestra Comisión analizó la presente iniciativa asistió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Letelier.

Concurrieron, asimismo, el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé; y los abogados de la misma cartera, señores Juan Carlos González y Nicolás Muñoz.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Ministro, señor Cristián Larroulet; y el asesor, señor Pedro Pablo Rossi.

Del Instituto Libertad y Desarrollo, la asesora legislativa, señora Silvia Baeza.

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica, el asesor legislativo, señor Sebastián Pavlovic.

- - -


Cabe hacer presente que el proyecto de ley en informe fue analizado previamente por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, en segundo informe y en nuevo segundo informe. Este último, en virtud del acuerdo de los Comités, ratificado por la Sala del Senado, de 21 de diciembre de 2010.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Vuestra Comisión de Hacienda se remite, al afecto, a lo expresado por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones en su nuevo segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia.

- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia que la Comisión de Hacienda no efectuó enmiendas al texto del proyecto aprobado por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones en su nuevo segundo informe. 


Se deja constancia, asimismo, que la indicación número 28A, que figura rechazada en el cuadro reglamentario del nuevo segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, fue aprobada por la Comisión de Hacienda; y que la indicación número 33A, que consta como aprobada con modificaciones en el precitado cuadro reglamentario, fue aprobada sin enmiendas por la Comisión de Hacienda. 

Se hace presente, finalmente, que estas  constancias son complementarias de los cuadros reglamentarios contenidos tanto en el segundo informe como en el nuevo segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, y sólo dicen relación con el trámite cumplido ante la Comisión de Hacienda.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de la letra e) del número 1); y de los artículos 3° octies y 3° tredecies del número 4), todos del artículo único del proyecto; y de los artículos primero y segundo transitorios, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, como consta tanto en el capítulo de modificaciones como en el texto final de su nuevo segundo informe, como corresponde de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 41 del Reglamento de la Corporación. 

A continuación se describen o reproducen, según el caso, en el orden del articulado del proyecto, las normas de competencia de la Comisión de Hacienda y las indicaciones formuladas al texto aprobado en general por el Senado, así como los acuerdos a su respecto adoptados.

ARTÍCULO ÚNICO


El artículo único del proyecto introduce, a través de sus diversos numerales, una serie de enmiendas a la ley N° 18.696.

Número 1)

Este numeral modifica, mediante diversos literales, el artículo 3° del antedicho cuerpo legal.

Letra c)

(Fue aprobada como letra e) en el nuevo segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones).


La letra c) incide sobre el inciso noveno del aludido artículo 3°, que establece que el Ministerio podrá efectuar la designación de un administrador provisional desde que se encuentre notificada la resolución que declara la caducidad. Añade que la interposición de recursos administrativos y jurisdiccionales en contra de la resolución que declara la caducidad de la concesión no suspenderá la designación del administrador provisional, y que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones deberá designar un nuevo concesionario dentro del plazo máximo de dieciocho meses, contado desde la fecha en que la caducidad ha quedado ejecutoriada, para lo cual podrá disponer una nueva licitación pública o, por razones de interés público y de buen servicio, cuando se verifique alguno de los supuestos establecidos en el inciso segundo del mismo artículo, también podrá, en forma transitoria, contratar directamente, hasta por tres años, sin renovación, y siempre que dicho término no exceda el plazo original de la concesión. El administrador provisional, agrega, cesará en sus funciones cuando sea removido por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, sea excluido del Registro de Administradores Provisionales o por el solo ministerio de la ley cuando entre en funciones el nuevo concesionario. El Reglamento establecerá los términos y condiciones para la designación, rendición de cuenta y cesación del administrador provisional. La remuneración del administrador provisional será pagada por la empresa caducada con cargo a sus ingresos y fijada por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, finaliza, y no podrá exceder en un 50% a la remuneración promedio que percibe un gerente general de esta industria.


Al efecto, la letra c) aprobada en general por el Senado propone reemplazar, la primera vez que aparece, la expresión “que declara la caducidad”, por la frase “que pone término a la concesión o la que declara la caducidad, según corresponda.”; y sustituir la oración “contado desde la fecha en que la caducidad ha quedado ejecutoriada, por “contado desde la fecha en que la resolución que pone término anticipado ha quedado ejecutoriada”.


En relación con el antes citado inciso, se formularon la indicaciones números 3A y 3B, ambas de Su Excelencia el Presidente de la República. 


La indicación número 3A, para agregar la siguiente letra b bis) en el articulado del proyecto:


“b bis): En el inciso noveno actual reemplázase lo siguiente:


i) Entre las frases “Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones” y “designar un nuevo  concesionario” la palabra “deberá” por “podrá”.


ii) La frase “, sin renovación, y siempre que dicho término no exceda el plazo original” por “o hasta el término del plazo”.


iii) La frase “la empresa caducada” por “el concesionario a cuyo respecto operó el término anticipado del contrato”.


La indicación número 3B, para eliminar en la letra c), literal i) la siguiente frase “o la que declara la caducidad, según corresponda”. 


La indicación número 3B fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, García y Lagos.


Con la misma unanimidad antedicha fue aprobada, con modificaciones, la indicación número 3A, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, que constan tanto en el capítulo de modificaciones como en la letra e) del número 1) del artículo único del texto final de su nuevo segundo informe.


Cabe hacer presente que en el texto aprobado en el nuevo segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones para la letra e) del número 1) del artículo único, se consulta la siguiente oración:


“Quien celebre contratos directos con el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, se entenderá concesionario para los efectos de esta ley”.


Dicha oración forma parte de la indicación número 28, del Honorable Senador señor Zaldívar, que fue formulada con ocasión del artículo 3° terdecies, como se verá en su oportunidad, que se inserta en el número 4) del artículo único aprobado en el antes aludido nuevo segundo informe.


En consecuencia, la indicación número 28 fue aprobada, con modificaciones, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones en su nuevo segundo informe (con una redacción enmendada que se incorpora en la letra e) del número 1) del artículo único), por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, García y Lagos.

Número 3)

(Fue aprobado como número 4) en el nuevo segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones).

Artículo 3° octies


El inciso primero del artículo 3º octies trata de la supervigilancia, control e información. Señala que los concesionarios quedarán sujetos a la supervigilancia y control del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. Para tales efectos, conforme a lo establecido en las bases de licitación, éste podrá pedir informes e inspeccionar las instalaciones y vehículos que comprende el servicio, revisar y exigir información contable debidamente auditada y, en general, adoptar las medidas necesarias para velar por el cumplimiento de sus obligaciones.


Su inciso segundo prescribe que sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá requerir a los concesionarios la información sobre la relación entre su activo y pasivo circulante, y entre su patrimonio y deudas totales, con una periodicidad no inferior a un mes.


Su inciso tercero, finalmente, indica que el no acatamiento por parte de los concesionarios de las obligaciones de información en los plazos establecidos para el efecto en la ley, el reglamento o las bases de la licitación, podrá ser sancionado con una multa de hasta 200 UTM por cada vez que se verifique y por cada día de atraso.


Este artículo fue objeto de las indicaciones números 10, 11, 12, 12A, 13 y 13A.


Las indicaciones números 10, de la Honorable Senadora señora Alvear; 11, del Honorable Senador señor Letelier; y 12, del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, para incorporar las siguientes oraciones finales al inciso primero: “Los concesionarios deberán acreditar mensualmente el monto y estado del cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales que a éstos correspondan, respecto de sus operadores y demás trabajadores. Lo anterior deberá ser acreditado mediante certificados emitidos por la Inspección del Trabajo respectiva.”.


La indicación número 12A, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazar el inciso tercero de este artículo, por los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo:


“Los concesionarios deberán informar los hechos esenciales relacionados con la administración y funcionamiento de la concesión conforme lo establezcan las bases.


Los concesionarios deberán informar mensualmente el pago de remuneraciones y estado del cumplimiento de las obligaciones de seguridad social que a éstos correspondan, respecto de sus trabajadores. Lo anterior deberá ser acreditado mediante los certificados, comprobantes y declaraciones juradas que establezcan las respectivas bases de licitación.


El no acatamiento por parte de los concesionarios de las obligaciones de información en los plazos establecidos para el efecto en la ley, el reglamento o las bases de licitación, podrá ser sancionado con una multa de hasta 200 UTM por cada vez que se verifique y por cada día de atraso, conforme lo establezcan las bases de licitación.


Las multas a que se refiere el inciso anterior serán a beneficio fiscal. Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá establecer en las bases respectivas otros mecanismos de cobro y recaudación de las multas. 


La aplicación de las multas que se imponga a los concesionarios deberá someterse a lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley Nº 20.378. Su reclamación administrativa se sujetará a lo establecido en el artículo 59 de la Ley Nº 19.880.”.


El Honorable Senador señor García consultó por el alcance de los “otros mecanismos de cobro y recaudación de multas” a que alude el inciso penúltimo de la indicación.


El Honorable Senador señor Letelier indicó que lo que se busca con ese precepto es que si un concesionario debe el  pago de multas de beneficio fiscal, pueda hacerse el descuento de lo adeudado si existe un subsidio que el Fisco a su vez deba entregarle.  


La indicación número 13, del Honorable Senador señor Zaldívar, para intercalar los siguientes incisos tercero a octavo, nuevos:


“Los concesionarios requeridos por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en uso de la facultad señalada en los incisos anteriores, sólo podrán exceptuarse de entregar la información solicitada invocando una norma legal vigente sobre secreto.


Asimismo, deberán informar al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones de cualquier hecho esencial relativo a la actividad fiscalizada, inmediatamente después de transcurrido éste, o desde que se tomó conocimiento del mismo, o a más tardar dentro de los tres días siguientes, aun cuando no hubiere mediado requerimiento del citado organismo. En caso de que el tercer día corresponda a un sábado, domingo o festivo, la información podrá ser proporcionada el siguiente día hábil.


Para los efectos del inciso anterior, se entenderá como esencial todo hecho que pueda afectar gravemente la continuidad, calidad, regularidad y seguridad de los servicios de transporte público remunerado o de sus servicios complementarios.


Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá requerir a los concesionarios, cuando lo estime pertinente, que efectúen auditorías para comprobar la veracidad y exactitud de las informaciones que le hayan proporcionado. La contratación y financiamiento de estas auditorías corresponderá al concesionario requerido. El auditor deberá ser aprobado por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones tendrá derecho a ser informado por los concesionarios sobre el monto y estado de cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales que a éstos correspondan respecto a sus trabajadores, como asimismo de igual tipo de obligaciones que tengan los subcontratistas con sus trabajadores. 


En caso que el concesionario no acredite oportunamente el cumplimiento íntegro de las obligaciones laborales y previsionales en la forma señalada, el Ministerio de Transportes podrá retener, de las obligaciones que tenga a favor de aquél, el monto adeudado, pudiendo pagar por subrogación al trabajador o institución previsional acreedora.”.


La indicación número 12A fue aprobada por  la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Lagos.

En consecuencia, y por idéntica unanimidad, se dieron por aprobadas, con modificaciones, con el mismo texto de la indicación número 12A, las indicaciones números 10, 11, 12 y 13. 


La indicación número 13A, del Honorable Senador señor Navarro, para agregar el siguiente inciso final: 


“Asimismo, la Dirección del Trabajo deberá fiscalizar permanentemente el cumplimiento de las leyes laborales y previsionales por parte de las empresas operadoras del sistema de transporte.”.


La indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Lagos.


Enseguida, la Comisión analizó la indicación número 14, del Honorable Senador señor Zaldívar, para intercalar el siguiente artículo 3° nonies, nuevo:


“Artículo 3° nonies.- El monto de las multas a que se refiere el inciso final del artículo anterior será de beneficio fiscal y deberá ser pagada en la Tesorería General de la República, dentro del plazo de diez días, contados desde la fecha de notificación de la resolución respectiva. El pago de toda multa deberá ser acreditado ante el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dentro de los diez días siguientes a la fecha en que ésta debió ser pagada.


La imposición de las multas quedará sujeta al procedimiento contemplado en los artículos 10 y 11 de la ley N° 20.378.”.


La indicación fue aprobada, con modificaciones, con el mismo texto de la indicación número 12A, en los mismos términos que lo hizo la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones en su nuevo segundo informe, como consta tanto en el capítulo de modificaciones como en el texto final de dicho nuevo segundo informe, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Lagos.
Artículo 3° terdecies

El tenor textual de este artículo es el siguiente:


“Artículo 3º tredecies.- De la continuidad del servicio. El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones adoptará las medidas necesarias para garantizar la continuidad de la prestación del servicio público y resguardar los derechos de los usuarios de dichos servicios, pudiendo requerir, a través del Ministerio del Interior, el auxilio de la fuerza pública para obtener el íntegro cumplimiento de sus órdenes, instrucciones y resoluciones.


En el caso del término anticipado de la concesión, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá asegurar la continuidad del servicio designando un administrador provisional o nombrando a un nuevo concesionario.


Lo anterior, es sin perjuicio que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones determine la aplicación del régimen general previsto en el inciso 1º del artículo 3º.”.


Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 24, 25, 26, 27, 27A, 28 y 28A.


La indicación número 24, del Honorable Senador señor Zaldívar, para intercalar, en el inciso primero, a continuación de “servicios”, la frase “, así como los de los trabajadores del respectivo concesionario”.


La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores  señores Escalona, Frei, García y Lagos.


Las indicaciones números 25, de la Honorable Senadora señora Alvear, y 26, del Honorable Senador señor Letelier, para incorporar, en el inciso primero, la siguiente oración final: “A excepción del ejercicio del derecho a huelga de los trabajadores.”.

La indicación número 27, del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, para incorporar, en el inciso primero, la siguiente oración final: “Lo anterior no podrá tener lugar tratándose del ejercicio del derecho a huelga por parte de los trabajadores del concesionario.”.


La indicación número 27 A, de S.E. el Presidente de la República, para agregar al final del inciso primero del artículo 3° terdecies, a continuación de “resoluciones.” Pasando el actual punto aparte a ser punto seguido, el siguiente párrafo: “Lo anterior, sin perjuicio del derecho a huelga ejercido en las condiciones previstas en la ley.”


Las indicaciones números 25, 26, 27 y 27A fueron aprobadas con modificaciones, con el mismo texto agregado a continuación del punto final, que pasó a ser seguido, al inciso primero del artículo 3° terdecies aprobado por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones en su nuevo segundo informe, como consta tanto en el capítulo de modificaciones como en el texto final de dicho nuevo segundo informe. Así lo acordó la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, García y Lagos.

La indicación número 28, del Honorable Senador señor Zaldívar, para sustituir el inciso segundo por el siguiente:


“En el caso del término anticipado de la concesión, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá asegurar la continuidad del servicio y el cumplimiento de los derechos de los trabajadores del concesionario, designando un administrador provisional o contratando directamente la prestación de los servicios de transporte público de pasajeros de su competencia. Quien celebre contratos directos con el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, se entenderá concesionario para los efectos de esta ley.”.


La Comisión tuvo en consideración el origen parlamentario de la presente indicación, en circunstancias que establece facultades cuyo establecimiento estaría comprendido dentro de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 65 de la Constitución Política de la República.


El Honorable Senador señor Letelier explicó que la indicación responde al interés del Ejecutivo por contar con la facultad de designar un administrador provisional o para contratar directamente la prestación de servicios de transporte público.


La Honorable Senadora señora Matthei sostuvo que se trata de una indicación inadmisible, al facultar al Fisco para celebrar contratos con terceros prestadores de los servicios de transporte público de pasajeros.


El Honorable Senador señor García expresó que no resulta tan claro que se requiera exclusivamente del patrocinio del Ejecutivo para una indicación como la que se está analizando. Esto, pues lo que subyace a las facultades que aparecen concedidas al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, es el aseguramiento de la continuidad del servicio, como ya se aprobara en general por la Sala del Senado. En consecuencia, agregó, las opciones de designar un administrador o contratar con terceros constituyen solamente fórmulas de actuación.   


El abogado del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, señor Juan Carlos González, hizo ver que, como ya se señalara, en el nuevo segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones se aprobó exclusivamente la oración final de la indicación número 28, que se intercaló en la letra e) del número 1) del artículo único del proyecto. Resultó, en consecuencia, aprobada con enmiendas dicha indicación.


Tal aprobación con enmiendas, agregó, que acoge sólo la oración final de la indicación, permite en opinión del Ejecutivo salvar los cuestionamientos de inadmisibilidad a que se ha venido haciendo referencia, por cuanto no se encuentra comprendida en la redacción aprobada la facultad, para el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de contratar directamente la prestación de los servicios de transporte público de pasajeros.


La indicación número 28A, de Su Excelencia el Presidente de la República, para eliminar en el artículo 3° terdecies, nuevo, el inciso segundo.


El señor González puso de manifiesto, tal como consta en el nuevo segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, que dicha Comisión acordó eliminar el inciso segundo del artículo 3° terdecies aprobado en general por el Senado, por encontrarse contenido en el nuevo inciso undécimo del artículo 3° de la ley N° 18.696, y resultar, por tanto, innecesario incluirla nuevamente.


En consecuencia, la indicación número 28A fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, García y Lagos.


Puesto en votación el artículo 3° terdecies, fue aprobado, con la misma unanimidad antedicha, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones en su nuevo segundo informe, eliminado en consecuencia su inciso segundo, tal como consta tanto en el capítulo de modificaciones como en el texto final de dicho nuevo segundo informe. 


Como consecuencia de la eliminación del referido inciso segundo, el inciso tercero del artículo 3° terdecies pasó a ser inciso segundo.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero transitorio


Dispone, de manera textual, lo siguiente:


“Artículo Primero Transitorio.- Los contratos de concesión actualmente vigentes y celebrados de conformidad a lo previsto en el artículo 3º de la ley N° 18.696, seguirán rigiéndose por lo establecido en las bases de licitación y en los respectivos contratos, especialmente en lo que dice relación con las sanciones, multas y causales de caducidad que se le puedan aplicar.


Sin perjuicio de lo anterior, por exigirlo el interés nacional, se faculta al Estado a través del Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones para poner término anticipado a los contratos indicados en el inciso anterior que comprendan la prestación de servicios de transportes público o servicios complementarios en las comunas de la Región Metropolitana. Esta facultad podrá ser ejercida después de treinta días de publicada esta ley y hasta dentro del plazo de tres años contados desde la misma fecha.


Para tal efecto, el Ministerio iniciará el procedimiento mediante una resolución fundada, suscrita también por el Ministro de Hacienda, que deberá ser notificada por carta certificada a los concesionarios. A partir de dicha notificación, las partes tendrán el plazo de 30 días para acordar el monto de la indemnización por el término anticipado del contrato y, en su caso, las condiciones que se deban cumplir para garantizar la continuidad del servicio. Dicho acuerdo será aprobado mediante resolución del Ministerio la que deberá llevar además el visto bueno del Ministro de Hacienda. El pago de la indemnización correspondiente se efectuará dentro del plazo y forma que se estipule. El pago de la indemnización o su consignación en el tribunal competente, extinguirá, por el solo ministerio de la ley, todos los derechos y obligaciones que emanen del contrato, salvo que las partes acuerden una fecha anterior.


En caso que no exista acuerdo entre las partes, la indemnización será fijada por el Panel de Expertos establecido por la ley Nº 20.378, a solicitud del Ministerio, de acuerdo al siguiente procedimiento:


a) Dentro de los 10 días siguientes al vencimiento del plazo establecido para fijar el monto por mutuo acuerdo, el Ministerio solicitará al Panel de Expertos la determinación del monto provisional de la indemnización. En su solicitud indicará el monto de indemnización propuesto al concesionario, la que deberá contar con la aprobación del Ministerio de Hacienda, y acompañará todos los antecedentes que estime pertinentes. Esta presentación deberá ser notificada al concesionario, personalmente o por carta certificada.

b) El concesionario dispondrá de un plazo de cinco días, contado desde la notificación de la solicitud del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, para presentar su propuesta de indemnización y los antecedentes que considere pertinentes. Dicha presentación deberá contener la individualización del concesionario y la fijación de su domicilio en la ciudad de Santiago para efectos de las notificaciones, las cuales se realizarán de conformidad a lo establecido en  los artículos 45 a 48 de la ley Nº 19.880.


c) Dentro de las veinticuatro horas siguientes a la presentación indicada en la letra anterior o vencido el plazo para ello, el Secretario Abogado del Panel de Expertos pondrá los antecedentes en conocimiento de los integrantes del Panel.


d) El Presidente del Panel, inmediatamente después de la recepción de los antecedentes convocará a una sesión extraordinaria que deberá efectuarse dentro de los diez días siguientes a la presentación, donde se acordará el procedimiento para su estudio y resolución. En todo caso, el procedimiento deberá contemplar una audiencia con las partes de la cual deberá dejarse constancia escrita. El procedimiento será comunicado por el Secretario Abogado a todas las partes.


e) La resolución del Panel deberá dictarse dentro del plazo de 30 días contados desde la sesión extraordinaria indicada en la letra d). La resolución deberá ser fundada y estará obligada a optar a favor de una de las dos proposiciones vigentes, debiendo aceptarla en su integridad. En consecuencia, no podrá fallarse una alternativa distinta ni adoptarse un valor intermedio entre las proposiciones de ambas partes. La resolución será notificada a las partes dentro de los dos días siguientes a su dictación.


f) Luego de notificada la decisión del Panel de Expertos, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dictará una resolución, que concluya el procedimiento, en la cual constarán los fundamentos del término anticipado del contrato de concesión y el monto de la indemnización provisoria determinada por el citado Panel. La misma resolución, podrá establecer las medidas necesarias para garantizar la continuidad del servicio. La resolución deberá notificarse al concesionario y será susceptible de los recursos indicados en esta ley. Si el concesionario solicita, a su costa, copia de todos los antecedentes fundantes de dicha resolución, éstas deberán ser puestas a su disposición dentro de las veinticuatro horas siguientes a su solicitud.


g) Vencido el plazo para la interposición de los recursos establecidos en esta ley, sin que éstos se hubieren deducidos, la indemnización provisional se tendrá por definitiva y su pago se verificará dentro de los 120 días siguientes a la total tramitación de la resolución  correspondiente.”.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, indicó que el fundamento del presente artículo, así como el del proyecto de ley en su conjunto, es la conocida necesidad de reformular el sistema de transporte público de la ciudad de Santiago. Para este fin se requieren mayores atribuciones para el Estado, que permitan la revisión y, según el caso, finalización anticipada  de aquellos contratos que han demostrado ser rígidos y poco funcionales al sistema, al, por ejemplo, establecer pagos fijos a los concesionarios en lugar de en función del traslado de pasajeros.


En dicho sentido, añadió, el articulado permanente de la iniciativa contiene el régimen aplicable a aquellos contratos que se suscriban a partir de la entrada en vigencia de la ley. El artículo primero transitorio, a su turno, con las enmiendas planteadas por las indicaciones del Ejecutivo, constituirá una importante herramienta por un plazo limitado, de tres años, para realizar las modificaciones que el sistema demanda, para que sean finalmente apreciadas por los propios usuarios. Para esto último, sin tender a una estatización de dicho sistema, ni mucho menos, pero apelando al interés nacional, será posible negociar las condiciones con los actuales operadores, cuyos contratos recién expiran entre los años 2018 y 2022, con los siguientes precisos objetivos: que las tarifas no sigan subiendo de la forma que lo han hecho hasta ahora, y que, manteniendo y mejorando la calidad del servicio, los ahorros que se logren no sean percibidos exclusivamente por los operadores, sino también por el Estado y, en definitiva, por los usuarios.


En relación con este artículo se presentaron las indicaciones números 29A, 30, 30A, 30B, 31, 32, 33, 33A, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 39A y 39B

La indicación número 29A, de Su Excelencia el Presidente de la República, para intercalar en el inciso segundo, entre “nacional,” y “se faculta”, la siguiente frase: “siempre que no exista una causal de caducidad,”.


El Honorable Senador señor Letelier manifestó que el artículo 1° transitorio es el que contiene los aspectos más centrales del proyecto de ley, pues dota al Estado de un marco adecuado para la renegociación de los contratos vigentes.


Hizo ver, sin embargo, la necesidad de revisar dos aspectos de la propuesta: de un lado, el plazo de tres años que se da al Fisco para ejercer la facultad de término anticipado de los contratos, por considerarlo excesivo; del otro, la ambigüedad del concepto “interés nacional”, que resulta muy amplio y no se hace cargo de si, por ejemplo, alguno de los concesionarios ha prestado un buen servicio. Junto con reducir el plazo, lo deseable sería que se agregara al antedicho concepto un criterio distinto, como el de “necesidades de utilidad pública”. Un acuerdo en ambas materias, subrayó, resultaría muy conveniente para la política de transporte público nacional.


Valoró, por otra parte, la alusión que la indicación introduce a la inexistencia de una causal de caducidad para que recién pueda operar la facultad estatal. Resulta justificada, indicó, por cuanto en relación con el Administrador Financiero del Transantiago (AFT) sí existen en la actualidad otras fuentes de caducidad que no harían procedente la expropiación estatal.


La Honorable Senadora señora Matthei sostuvo que, a su juicio, el plazo de tres años resulta hasta exiguo, pues la complejidad de los contratos y de la red de concesionarios con que se debe abordar, hacen recomendable su extensión incluso hasta el mandato del gobierno que siga al del actual Presidente de la República.


Del mismo modo, indicó que ningún gobierno relativamente serio pondría término al contrato con un concesionario, pagando la indemnización respectiva, para entregárselo a otro en las mismas condiciones, pues las responsabilidades se harían valer, sin ninguna duda. Por lo demás, concluyó, la publicidad y difusión de las medidas que se decidan adoptar, como en todo orden de cosas, constituiría la mejor manera de prevenir conductas o procedimientos indeseados, por lo que solicitó al señor Ministro el establecimiento de un procedimiento de información al Congreso Nacional. 


El Honorable Senador señor García destacó que la expropiación de los contratos del sistema de transporte público de Santiago constituye una facultad necesaria, que eventualmente puede que ni siquiera deba ser utilizada, pero cuya posibilidad de implementación debe estar contemplada en la ley. Aún coincidiendo con un alcance realizado por el Honorable Senador Letelier, en el sentido que dicho sistema ha gozado de reconocimiento en ciertas publicaciones internacionales, puso de relieve que factores como la constatación empírica de las largas esperas de los usuarios, o las prácticas abusivas de ciertos concesionarios, justifican su existencia.


El Honorable Senador señor Escalona señaló que la facultad en comento, que el artículo 1° transitorio consulta en relación con las comunas de la Región Metropolitana, debiera en realidad existir respecto de todos los sistemas de transporte público a lo largo del país, por tratarse de una problemática transversal a todos ellos, donde las situaciones abusivas se repiten a menudo. Y porque, más profundamente, prescindiendo de las vicisitudes y realidades propias de cada lugar, se genera en la población de las regiones distintas de la Metropolitana un incentivo a emigrar hacia la capital, pues la información que reciben es que en Santiago se está entregando un subsidio al transporte público, cuestión con la que ellos no cuentan y que les hace parecer menos atractivo permanecer viviendo donde se encuentran. Los efectos, como se ve, pueden ser de mayor alcance al establecer diferencias de este tipo.


Por otra parte, hizo ver que el plazo de tres años que se propone, pareciera no ser tan afortunado, por ser precisamente coincidente con el lapso de tiempo que resta a la actual Administración. 


El señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones aclaró que en el articulado permanente del proyecto, en el inciso cuarto del artículo 3° septies aprobado por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones en su segundo informe, se establece una facultad general para poner término anticipado a las concesiones, sin distinción de en qué regiones del país podría hacerse. En la actualidad, el servicio de transporte público se encuentra concesionado, además, en Iquique, Antofagasta, Viña del Mar-Valparaíso, Rancagua y Concepción-Talcahuano, lugares todos en que las concesiones ya se encuentran vencidas o a punto de estarlo, por lo que no existe el problema de negociación a largo plazo de Santiago.


La Honorable Senadora señora Matthei concordó con lo expresado por el Honorable Senador señor Escalona, en el sentido de la necesidad de potenciar a las regiones del país y en particular a las zonas aisladas, por la vía de la entrega de subsidios, que en la actualidad son decididos en parte por el Gobierno Central y en parte por los Gobiernos Regionales.   


El Honorable Senador señor Frei expresó que no obstante los esfuerzos que se han realizado y se siguen proponiendo para  mejorar el transporte público de Santiago, lo cierto es que se trata de un sistema que comenzó, ha sido y seguirá siendo malo, a menos que se adopten medidas que verdaderamente signifiquen una transformación radical, que no es el caso. Que las instituciones bancarias sean, a fin de cuentas, sus dueños, habla muy mal de él, dando cuenta de un modelo que no existe en ninguna otra de las grandes capitales del mundo. 


La indicación número 29A fue aprobada por  tres votos a favor y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García, y se abstuvo el Honorable Senador señor Frei.


La indicación número 30, del Honorable Senador señor Zaldívar, para sustituir las expresiones “inciso anterior” y “tres años” por “artículo anterior” y “ciento ochenta días”, respectivamente.


La indicación número 30A, del Honorable Senador señor Girardi, para sustituir el inciso segundo del artículo primero transitorio por el siguiente:

“Sin perjuicio de lo anterior, por exigirlo el interés nacional, y siempre que no fuere aplicable otra causal de término del contrato, se faculta al Estado a través del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para poner término anticipado a los contratos indicados en el inciso anterior que comprendan la prestación de servicios de transporte público o servicios complementarios en las comunas de la Región Metropolitana, excluyendo aquellos operadores que hubieren dado un cumplimiento óptimo a sus respectivos contratos, de acuerdo a los indicadores establecidos  en las correspondientes Bases de Licitación y en los referidos contratos. Esta facultad podrá ser ejercida después de treinta días de publicada esta ley y hasta dentro del plazo de 18 meses contado desde la misma fecha.”.


La indicación número 30B, del Honorable Senador señor Letelier, para sustituir el inciso segundo del artículo 1º transitorio por el siguiente:


“Sin perjuicio de lo anterior, por exigirlo el interés nacional, y siempre que no fuera aplicable otra causal de término del contrato, se faculta al Estado a través del Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones para poner término anticipado a los contratos indicados en el inciso anterior, que comprendan la prestación de servicios de transporte público o servicios complementarios en las comunas de la Región Metropolitana, excluyendo aquellos operadores que habiendo dado un cumplimiento óptimo a sus respectivos contratos, de acuerdo a los indicadores establecidos en las correspondientes Bases de Licitación. Esta facultad podrá ser ejercida después de treinta días de publicada esta ley y hasta dentro del plazo de 18 meses contados desde la misma fecha”.

Las indicaciones números 30, 30A y 30B fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei y García.


Puesto en votación el inciso segundo del artículo primero transitorio, fue aprobado por tres votos a favor y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García, y se abstuvo el Honorable Senador señor Frei.


A continuación, el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones sostuvo que a lo largo de la tramitación del proyecto de ley, la voluntad del Ejecutivo para dialogar y lograr acuerdos ha estado y estará siempre presente. Como muestra de ello, dio a conocer la siguiente redacción que, para el inciso segundo del artículo primero transitorio, contendrá una indicación que al efecto será formulada por Su Excelencia el Presidente en la Sala del Senado:


“Sin perjuicio de lo anterior, por exigirlo el interés nacional y por causa de utilidad pública, siempre que no exista una causal de caducidad, se faculta al Estado a través del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para poner término anticipado a los contratos indicados en el inciso anterior que comprendan la prestación de servicios concesionados de transporte público o servicios complementarios en las comunas de la Región Metropolitana, cuando un cambio de circunstancias hiciere innecesario el servicio para la satisfacción de las necesidades públicas o demandare su rediseño o complementación para efectos de mejorar la continuidad, condiciones de seguridad y calidad del sistema. Esta facultad podrá ser ejercida después de treinta días de publicada esta ley y hasta dentro del plazo de tres años contado desde la misma fecha.”.


Respecto del plazo, añadió el señor Ministro, podría analizarse la posibilidad de reducirlo de tres a dos años.


El Honorable Senador señor Escalona hizo ver que si la indicación se refiere únicamente a los servicios concesionados, quedarán excluidos aquellos casos, como acontece en el Canal de Chacao en Chiloé, en que urge regular los servicios de transportes que se prestan, cuestión que hasta ahora no ha sido posible por las presiones que ejercen los armadores en conjunto con los sindicatos.   


La Honorable Senadora señora Matthei reiteró que entre dos o cuatro años de plazo para la facultad que se establece en el inciso segundo del artículo primero transitorio, prefiere el más extenso.


Seguidamente se revisaron las indicaciones números 31, de la Honorable Senadora señora Alvear; 32, del Honorable Senador señor Letelier; y 33, del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, para intercalar en el inciso tercero, luego de “tribunal competente,”, la frase “previo descuento del monto por concepto de deudas laborales, individuales o colectivas, y previsionales devengadas, hasta el último día del mes anterior del pago efectivo de los operadores y demás trabajadores,”.


La indicación número 33A, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazar el inciso tercero por el siguiente:


“Para tal efecto, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones comunicará mediante carta certificada al concesionario del inicio del proceso destinado a poner término al contrato de concesión. A partir de dicha notificación, las partes tendrán el plazo de 30 días para acordar el monto de la indemnización por el término anticipado del contrato y, en su caso, las condiciones que se deban cumplir para garantizar la continuidad del servicio. Dicho acuerdo deberá aprobarse mediante resolución fundada del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, la que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, y en ella se dispondrá, además, el término anticipado de la concesión. El pago de la indemnización correspondiente se efectuará dentro del plazo y forma que se estipule. El pago de la indemnización o su consignación en el tribunal competente, extinguirá, por el solo ministerio de la ley, todos los derechos y obligaciones que emanen del contrato, salvo que las partes acuerden una fecha anterior.”.


La indicación números 33A fue aprobada por tres votos a favor y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García, y se abstuvo el Honorable Senador señor Frei.


Las indicaciones números 31, 32, 33 fueron aprobadas, con modificaciones, con el mismo texto de la indicación número 33A, con idéntica votación a la precedentemente señalada. 


Las indicaciones números 34, de la Honorable Senadora señora Alvear; 35, del Honorable Senador señor Letelier; y 36, del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, para intercalar, en la letra a) del inciso cuarto, a continuación de “pertinentes”, la frase “, incluyendo los laborales”.


Las indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei y García.


Las indicaciones números 37, de la Honorable Senadora señora Alvear; 38, del Honorable Senador señor Letelier, y 39, del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, para intercalar, en la letra g) del inciso cuarto, luego de “verificará”, la frase “, previa retención por deudas laborales y previsionales devengadas,”.


La indicación número 39A, de Su Excelencia el Presidente de la República, para agregar en la letra g) luego del punto final la frase “El pago de la indemnización o su consignación en el tribunal competente extinguirá, por el solo ministerio de la ley, todos los derechos y obligaciones que emanen del contrato,”.

La indicación número 39B, de S.E. el Presidente de la República, para agregar los siguientes incisos quinto y sexto, nuevos, al artículo primero transitorio:


“En el caso que el pago se realice de común acuerdo, éste deberá constar por escritura pública, dejando constancia del cumplimiento del pago de las remuneraciones y de las obligaciones de seguridad social de cargo del concesionario.


En el caso que el pago sea por consignación, el juez procederá conforme a lo establecido en el artículo 23 del Decreto Ley Nº 2.186 de 1978. Los trabajadores podrán hacer efectivo el pago de sus remuneraciones y las obligaciones de seguridad social insolutas sobre el monto consignado, conforme a lo establecido en dicha disposición.”.


La indicación número 39B fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei y García. 


Con el mismo texto de la indicación número 39B resultaron aprobadas las indicaciones números 37, 38, 39 y 39A. Lo fueron por idéntica unanimidad a la señalada precedentemente.

Artículo segundo transitorio


En su inciso primero, este artículo dispone que dentro de los 5 días siguientes a la notificación de la resolución que declara el término anticipado de los contratos, el concesionario podrá reclamar de su legalidad ante la Corte de Apelaciones de Santiago. En el mismo plazo tanto el concesionario como el Ministerio podrán impugnar el monto de la indemnización establecida en dicha resolución. Para tal efecto será aplicable, en todo aquello que fuera procedente, el procedimiento establecido en los artículos 69 a 71 de la Ley 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, con excepción del inciso tercero del artículo 69. En consecuencia en este procedimiento no será exigible boleta de consignación.


La Corte, agregar en su inciso segundo, sólo podrá suspender la ejecución de la resolución recurrida a petición fundada del interesado, cuando la causal de impugnación se refiere a la ilegalidad del acto y su ejecución pudiere causar un daño irreparable.


En caso que la sentencia fije la indemnización definitiva en un monto superior a la determinada en la resolución recurrida, concluye el inciso final, se imputará a aquélla el monto que se haya pagado o consignado, debidamente reajustado según sea la fecha que haya considerado la sentencia para la determinación de la indemnización definitiva. Si la sentencia fijare la indemnización definitiva en una suma inferior a la reclamada, el reclamante deberá restituir el exceso que hubiere percibido debidamente reajustado en la forma que determine la sentencia.


El artículo segundo transitorio fue objeto de la indicación número 39C, de Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituir sus incisos primero y segundo por los siguientes:


“Artículo segundo transitorio: Dentro de los 5 días siguientes a la notificación de la resolución que declara el término anticipado de los contratos, el concesionario podrá reclamar de su legalidad ante el juez de letras en lo civil competente en un procedimiento breve y sumario. El juez podrá suspender la ejecución de la resolución recurrida con el mérito de los antecedentes que se invoquen.


En el mismo plazo y procedimiento podrá el concesionario y el Ministerio impugnar el monto de la indemnización establecida en dicha resolución.


En el caso que el concesionario reclame de la legalidad de la resolución, deberá impugnar el monto de la indemnización de forma subsidiaria a dicha reclamación.”.


La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei y García.


Finalmente, el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones puso de manifiesto la importancia de poder dar una tramitación expedita al presente proyecto, habida consideración de las precariedades financieras que muchas empresas operadoras del sistema viven hoy en día, que suponen un riesgo de que prácticas que afectan las condiciones laborales de sus trabajadores, vuelvan a repetirse. El respeto por los derechos de los trabajadores, resaltó, es uno de los aspectos centrales de la iniciativa en estudio.

- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 30 de julio de 2010, señala, de manera textual, lo siguiente:

“1. El presente proyecto de ley contempla, en su único artículo permanente y en sus dos artículos transitorios, una serie de modificaciones al marco jurídico del transporte público remunerado de pasajeros, que permitan al Estado contar con las herramientas adecuadas para una mejor gestión de los contratos de los servicios concesionados, con el objeto de garantizar una prestación con un alto estándar de calidad y, al mismo tiempo, disponer de los instrumentos jurídicos necesarios para enfrentar en forma oportuna las contingencias que impidan la correcta marcha y prestación del servicio actual.

Al considerar las actuaciones derivadas de la aplicación del marco legal reformado, se puede estimar que el artículo permanente no implica mayor gasto fiscal. Sin perjuicio de lo anterior, existen gastos potenciales derivados de la aplicación de los artículos transitorios, cuyos montos no son posibles predeterminar en este Informe.

Con todo, se estima para el año 2010 que el proyecto no tiene costo fiscal, y si los hubiere para los años siguientes, éstos se incorporarán en las Leyes de Presupuestos respectivas.”.

En consecuencia, las normas del proyecto en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO 


En virtud de los acuerdos anteriores, vuestra Comisión de Hacienda propone la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones en el texto final de su nuevo segundo informe, que es del siguiente tenor:


PROYECTO DE LEY:


“ARTÍCULO ÚNICO.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.696:


1) Modifícase el artículo tercero en el siguiente sentido: 


a) Agréganse, en el inciso sexto, las siguientes oraciones finales, a continuación de “valoración urbana.”, sustituyendo el punto final (.) por una coma (,): “en particular en aquellas ciudades declaradas zonas saturadas de contaminación las respectivas Bases de Licitación deberán contemplar puntajes adicionales por la presentación de flotas con tecnologías no contaminantes. Las bases también deberán establecer exigencias que aseguren a los trabajadores condiciones de seguridad e higiene acordes con los requerimientos de las funciones desempeñadas. Asimismo, se considerará especialmente a aquellos postulantes que exhibieren u ofertasen mejores condiciones de empleo y remuneraciones para los trabajadores.”.


b) Agrégase, en el inciso octavo, después de la frase “en el caso de incumplimiento” la oración “Dicha resolución deberá ser visada por el Ministro de Hacienda.” y reemplázase el punto seguido (.) con que termina esta oración por un punto aparte (.), pasando el párrafo que viene a continuación a ser inciso noveno, nuevo.  


c) Modifícase el inciso noveno nuevo, de la siguiente forma:


i) Sustitúyase el primer párrafo, que se inicia con la oración “En los casos en que conforme a las Bases de Licitación corresponda” hasta el punto seguido (.) por el siguiente: 


“El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá designar un administrador provisional en los casos previstos en las letras  b), c), d), y e) del artículo 3° decies, de entre las personas que estén inscritas en el registro público de administradores provisionales que al efecto llevará dicho Ministerio.”.


ii) Sustitúyase la frase “cuya concesión haya sido caducada,” por “cuya concesión haya concluido o se le haya puesto término por los casos antes indicados” y reemplázase la expresión “culpa leve” por la expresión “culpa levísima”.


iii) Reemplázase la frase final que dice “en el proceso de licitación de la concesión caducada.”, por la siguiente: “en procesos de licitación de concesiones de uso de vías y servicios complementarios reguladas por esta ley hasta por el plazo de cinco años contado desde que quede ejecutoriada la sentencia que caducó la concesión.”.


d) Agrégase, como inciso décimo, nuevo, el siguiente:


“El administrador provisional no podrá tener intereses económicos o patrimoniales comprometidos en alguna de las empresas operadoras del sistema. La misma prohibición se extiende a sus parientes colaterales y en línea recta, hasta el tercer grado por consanguinidad.”.


e) Reemplázase el inciso noveno, que pasó a ser décimoprimero, por el siguiente: 


“El Ministerio podrá efectuar dicha designación desde que se encuentre notificada la resolución que pone término a la concesión. La interposición de recursos administrativos y jurisdiccionales en contra de la resolución que declara la caducidad de la concesión no suspenderá la designación del administrador provisional. El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá designar un nuevo concesionario dentro del plazo máximo de dieciocho meses contado desde la fecha en que la resolución que pone término anticipado ha quedado ejecutoriada, para lo cual podrá disponer una nueva licitación pública. Por razones de interés público y de buen servicio, cuando se verifique alguno de los supuestos establecidos en el inciso segundo de este artículo, también podrá, en forma transitoria, contratar directamente, hasta por tres años o hasta el término del plazo de la concesión mediante decreto firmado por el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y de Hacienda. Quien celebre contratos directos con el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, se entenderá concesionario para los efectos de esta ley. El administrador provisional cesará en sus funciones cuando sea removido por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, sea excluido del Registro de Administradores Provisionales o por el solo ministerio de la ley cuando entre en funciones el nuevo concesionario. El Reglamento establecerá los términos y condiciones para la designación, rendición de cuenta y cesación del administrador provisional. La remuneración del administrador provisional será pagada por el concesionario a cuyo respecto operó el término anticipado del contrato con cargo a sus ingresos y fijada por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y no podrá exceder en un 50% a la remuneración promedio que percibe un gerente general de esta industria.”.


f) Reemplázanse, en el inciso décimo, que pasó a ser décimo segundo, las palabras “del decreto” por “de la resolución”.


g) Agrégase el siguiente inciso décimo tercero, nuevo:


“En todo caso, cualquiera que sea la causal de término o de caducidad de la concesión, deberán resguardarse los derechos laborales y de seguridad social de los trabajadores, en los términos previstos en la ley.”.


h) Sustitúyase el inciso once, que pasó a ser catorce, por el siguiente:


“Excepcionalmente, el Ministerio podrá nombrar un administrador provisional, previa autorización judicial, una vez iniciado el procedimiento de caducidad de una concesión y siempre que se haya producido la paralización del servicio de transporte por dos o más días consecutivos. Será competente para conocer de esta solicitud el juez de letras de turno en lo civil de la comuna en que preste servicios el concesionario. Si éstos comprenden más de una comuna, corresponderá al juez de turno en lo civil de la comuna de asiento de Corte de Apelaciones. En caso de que las comunas se encuentren bajo la jurisdicción de distintas Cortes de Apelaciones, el conocimiento corresponderá al del tribunal de turno en lo civil de la Corte más antigua. El juez deberá conocer de esta solicitud sin forma de juicio, oyendo previamente al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, quien deberá acompañar una certificación de los hechos por parte de un ministro de fe. Esta solicitud deberá ser resuelta en el plazo de cuarenta y ocho horas. En contra de la resolución del tribunal que resuelva la solicitud procederá el recurso de apelación el que será concedido en el solo efecto devolutivo de acuerdo a las reglas de los incidentes. Tan pronto asuma su cargo, el administrador provisional deberá levantar un inventario de los activos que están afectos a la concesión, así como el estado de cumplimiento del pago de las remuneraciones y obligaciones de seguridad social.”.


i) Agrégase el siguiente inciso dieciséis, nuevo:


“La caducidad de la concesión podrá ser declarada fundadamente por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en los casos de incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario conforme a los términos previstos en las Bases de Licitación y en los respectivos contratos. En todo caso, cualquiera que sea la causal de término o de caducidad de la concesión, deberán resguardarse los derechos laborales y de seguridad social de los trabajadores, en los términos previstos en la ley. Siempre se considerará incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario, que da lugar a la caducidad de la concesión, los atrasos u omisiones en el pago de remuneraciones y obligaciones de seguridad social que excedan tres períodos mensuales o la existencia de más de cuatro condenas ejecutoriadas dentro de un año calendario por infracciones a normas sobre jornadas de trabajo, remuneraciones, feriados, protección a la maternidad, sindicalización y prácticas antisindicales.”.

j) Elimínase del inciso veintitrés la frase que señala “sin forma de juicio oyendo al Ministerio”.


k) Sustitúyase, en el inciso veintitrés, que pasó a ser veintisiete, la referencia “vigésimo primero” por “veinticinco”.


2) Agrégase en el artículo 3º quinquies, el siguiente inciso segundo:


“Asimismo, el concesionario deberá constituir garantías específicas que serán ejecutadas en caso de incumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales de los trabajadores, en la forma, monto y oportunidad establecida en las Bases de Licitación. En caso de cobro de dichas garantías específicas y que no fueren renovadas oportunamente, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones estará facultado para cobrar la garantía de fiel cumplimiento del contrato.”.


3) Sustitúyase el actual artículo 3º sexies por el siguiente:


“Artículo 3º sexies.- Del contrato de concesión y de los principios que inspiran su celebración y ejecución. El transporte nacional remunerado de pasajeros prestado en el marco de un contrato de concesión en los casos indicados en el inciso 2º del artículo 3º, tendrá por finalidad satisfacer el interés público y deberá propender a la prestación de un servicio de transporte eficiente, seguro y de calidad. El contrato de concesión garantizará la continuidad, permanencia y seguridad de los servicios de transportes.


Además, podrá comprender la contratación de los servicios complementarios necesarios para cumplir con dicha finalidad, conforme a lo establecido en las Bases de Licitación respectiva.


Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá licitar, en cualquier momento, la prestación de los servicios complementarios, con independencia de la forma o modalidad bajo la cual se presten los servicios de transportes.”.


4) Agréganse los siguientes artículos 3º septies a 3º terdecies, nuevos:


“Artículo 3º septies.- Modificación del contrato de concesión. Los contratos de concesión podrán ser modificados conforme a lo establecido en las respectivas Bases de Licitación.


Las Bases de la Licitación deberán contener causales de modificación unilateral de los contratos de concesión por parte del Ministerio de Trasportes y Telecomunicaciones, que tengan por objeto garantizar la continuidad, seguridad y eficiencia del servicio de transporte.


Las bases también deberán contener causales que aseguren a los trabajadores un trabajo en condiciones de seguridad  e higiene acordes con los requerimientos de las funciones desempeñadas. Además deben expresarse causales de modificación unilateral del contrato de concesión orientadas a garantizar el cumplimiento de la legislación laboral y de seguridad social.


Si el interés público así lo exigiere, siempre que no fuere aplicable otra causal de término, el Presidente de la República, mediante decreto fundado, suscrito por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que deberá llevar, además, la firma del Ministro de Hacienda, podrá poner término anticipado a la concesión. El decreto supremo que declare el término anticipado, señalará el plazo y condiciones de término de la concesión, así como las garantías necesarias para asegurar la continuidad del servicio.


El procedimiento y metodología de cálculo de la indemnización será el que se establezca en las respectivas bases de licitación, en su defecto, se determinará conforme al procedimiento a que se refiere el artículo primero transitorio de la presente ley.”.


Artículo 3º octies.- Supervigilancia, control e información. Los concesionarios quedarán sujetos a la supervigilancia y control del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. Para tales efectos, conforme a lo establecido en las bases de licitación, éste podrá pedir informes e inspeccionar las instalaciones y vehículos que comprende el servicio, revisar y exigir información contable debidamente auditada y, en general, adoptar las medidas necesarias para velar por el cumplimiento de sus obligaciones.


Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá requerir a los concesionarios la información sobre la relación entre su activo y pasivo circulante, y entre su patrimonio y deudas totales, con una periodicidad no inferior a un mes. 


Los concesionarios deberán informar los hechos esenciales relacionados con la administración y funcionamiento de la concesión conforme lo establezcan las bases.

Los concesionarios deberán informar mensualmente el pago de remuneraciones y estado del cumplimiento de las obligaciones de seguridad social que a éstos correspondan, respecto de sus trabajadores. Lo anterior deberá ser acreditado mediante los certificados, comprobantes y declaraciones juradas que establezcan las respectivas bases de licitación.


El no acatamiento por parte de los concesionarios de las obligaciones de información en los plazos establecidos para el efecto en la ley, el reglamento o las bases de licitación, podrá ser sancionado con una multa de hasta 200 UTM por cada vez que se verifique y por cada día de atraso, conforme lo establezcan las bases de licitación.


Las multas a que se refiere el inciso anterior serán a beneficio fiscal. Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá establecer en las bases respectivas otros mecanismos de cobro y recaudación de las multas. 


La aplicación de las multas que se imponga a los concesionarios deberá someterse a lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley Nº 20.378. Su reclamación administrativa se sujetará a lo establecido en el artículo 59 de la Ley Nº 19.880.

Artículo 3º nonies.- De los bienes afectos a la concesión. Los bienes afectos a la concesión estarán constituidos por aquellos bienes muebles e inmuebles necesarios para la prestación básica de los servicios entregados en concesión, conforme lo establezcan las bases de la licitación y siempre que tengan relación directa con los mismos.


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones llevará, a través de sus Secretarías Regionales Ministeriales o de la División  o Unidad dependiente de la Subsecretaría de Transportes designada para este efecto, un registro de los bienes que estarán afectos a la concesión conforme a las normas que establezca el reglamento. El registro y las certificaciones que se emitan conforme al mismo tendrán la naturaleza de instrumento público.


No se entenderá cumplida la obligación de los concesionarios de incorporar y poner en marcha los vehículos, infraestructura y otros bienes comprometidos en los contratos de concesión, mientras éstos no hayan sido inscritos en dicho registro en los plazos y en la forma prevista en el reglamento y en las Bases de Licitación.


Desde el inicio de la concesión los bienes inscritos en dicho registro se entenderán afectos a la concesión, no obstante sean objeto de enajenación, transferencia o gravamen, salvo que sean desafectados de conformidad al reglamento. Lo señalado precedentemente también se aplicará durante el tiempo en que la concesión sea gestionada por un administrador provisional y mientras se mantenga en dicha función. La desafectación deberá ser aprobada o denegada por resolución fundada de la Subsecretaría de Transportes, que deberá pronunciarse en un plazo de diez días, contado desde la fecha de presentación de la solicitud. Los recursos que se interpongan en contra de dicha resolución se regirán por lo establecido en la ley N° 19.880.

Los bienes afectos a la concesión podrán quedar a disposición de un administrador provisional que nombre el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en los casos previstos en esta ley. En estos supuestos, el uso de los bienes dará lugar a una indemnización a favor del anterior concesionario, salvo que se establezca una regla diversa en las Bases de Licitación.


Artículo 3° decies: Causales de término de las concesiones. Las concesiones de uso de vías y de servicios complementarios reguladas por esta ley podrán terminar por las siguientes causales:


a) Cumplimiento del plazo previsto en el contrato.


b) Mutuo acuerdo.


c) Caducidad.


d) Quiebra del concesionario.


e) El reiterado incumplimiento grave de las normas laborales y de seguridad social con sus trabajadores. Se tendrán como vulneraciones de este tipo, entre otras, los atrasos u omisiones en el pago de remuneraciones, cotizaciones previsionales o de salud que excedan tres períodos mensuales o la existencia de más de cuatro condenas ejecutoriadas por infracciones a los derechos fundamentales del trabajador y a las normas sobre jornadas de trabajo, remuneraciones, feriados, protección a la maternidad, sindicalización y prácticas antisindicales.


f) Por las demás que establezcan las leyes o las Bases de Licitación.


Artículo 3º undecies.- Término de mutuo acuerdo. En caso de término de la concesión de común acuerdo, siempre que no exista una causal de caducidad, el concesionario estará obligado a mantener la prestación del servicio por un período no inferior a seis meses desde la fecha en que la resolución que le pone término esté totalmente tramitada. En todo caso, el acuerdo suscrito deberá hacer referencia expresa a la situación laboral y a las obligaciones de seguridad social devengadas, hasta el último día del mes anterior al acuerdo, de los operadores y demás trabajadores; en caso de deudas pendientes, será el concesionario directamente responsable, y el monto adeudado deberá ser descontado de toda suma que por este concepto perciba desde el Estado. No podrá haber mutuo acuerdo sino hasta que estén pagadas las cotizaciones.

Artículo 3º duodecies.- Quiebra del concesionario. Presentada una solicitud de quiebra de un concesionario, el secretario del tribunal deberá notificarla al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y a la Dirección del Trabajo, dentro de las veinticuatro horas siguientes, por carta certificada u otro medio impreso o electrónico fidedigno, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 55 del Libro IV del Código de Comercio. Inmediatamente después de pronunciada la sentencia que declare la quiebra de un concesionario, el secretario del tribunal la notificará al Ministerio antes referido en el mismo plazo y forma.


Pronunciada la declaración de quiebra, el fallido quedará inhibido, de pleno derecho, de la administración de la concesión y de los bienes afectos a ella. A su vez, estos bienes quedarán excluidos de la quiebra y de la administración del síndico.


Notificado de la sentencia que declare la quiebra de una empresa concesionaria, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá disponer la administración provisional del servicio. Tan pronto asuma su cargo, el administrador provisional deberá levantar un inventario de los activos de la empresa declarada en quiebra y que están afectos a la concesión así como el estado de cumplimiento del pago de las remuneraciones y obligaciones de seguridad social.

Todo conflicto que pudiere suscitarse entre el síndico y el administrador provisional, será resuelto por el juez de la quiebra incidentalmente y en única instancia, oyendo previamente al Ministerio.


Artículo 3º terdecies.- De la continuidad del servicio. El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones adoptará las medidas necesarias para garantizar la continuidad de la prestación del servicio público y resguardar los derechos de los usuarios de dichos servicios, así como los de los trabajadores del respectivo concesionario, pudiendo requerir, a través del Ministerio del Interior, el auxilio de la fuerza pública para obtener el íntegro cumplimiento de sus órdenes, instrucciones y resoluciones. Todo esto, no afectará el derecho a huelga ejercido en las condiciones previstas en la ley.


Lo anterior, es sin perjuicio que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones determine la aplicación del régimen general previsto en el inciso 1º del artículo 3º.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo Primero Transitorio.- Los contratos de concesión actualmente vigentes y celebrados de conformidad a lo previsto en el artículo 3º de la ley N° 18.696, seguirán rigiéndose por lo establecido en las bases de licitación y en los respectivos contratos, especialmente en lo que dice relación con las sanciones, multas y causales de caducidad que se le puedan aplicar.


Sin perjuicio de lo anterior, por exigirlo el interés nacional, siempre que no exista una causal de caducidad, se faculta al Estado a través del Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones para poner término anticipado a los contratos indicados en el inciso anterior que comprendan la prestación de servicios de transportes público o servicios complementarios en las comunas de la Región Metropolitana. Esta facultad podrá ser ejercida después de treinta días de publicada esta ley y hasta dentro del plazo de tres años contado desde la misma fecha.


Para tal efecto, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones comunicará mediante carta certificada al concesionario del inicio del proceso destinado a poner término al contrato de concesión. A partir de dicha notificación, las partes tendrán el plazo de 30 días para acordar el monto de la indemnización por el término anticipado del contrato y, en su caso, las condiciones que se deban cumplir para garantizar la continuidad del servicio. Dicho acuerdo deberá aprobarse mediante resolución fundada del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, la que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, y en ella se dispondrá, además, el término anticipado de la concesión. El pago de la indemnización correspondiente se efectuará dentro del plazo y forma que se estipule. El pago de la indemnización o su consignación en el tribunal competente, extinguirá, por el solo ministerio de la ley, todos los derechos y obligaciones que emanen del contrato, salvo que las partes acuerden una fecha anterior.

En caso que no exista acuerdo entre las partes, la indemnización será fijada por el Panel de Expertos establecido por la ley Nº 20.378, a solicitud del Ministerio, de acuerdo al siguiente procedimiento:


a) Dentro de los 10 días siguientes al vencimiento del plazo establecido para fijar el monto por mutuo acuerdo, el Ministerio solicitará al Panel de Expertos la determinación del monto provisional de la indemnización. En su solicitud indicará el monto de indemnización propuesto al concesionario, la que deberá contar con la aprobación del Ministerio de Hacienda, y acompañará todos los antecedentes que estime pertinentes, incluyendo los laborales. Esta presentación deberá ser notificada al concesionario, personalmente o por carta certificada.

b) El concesionario dispondrá de un plazo de cinco días, contados desde la notificación de la solicitud del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, para presentar su propuesta de indemnización y los antecedentes que considere pertinentes. Dicha presentación deberá contener la individualización del concesionario y la fijación de su domicilio en la ciudad de Santiago para efectos de las notificaciones, las cuales se realizarán de conformidad a lo establecido en  los artículos 45 a 48 de la ley Nº 19.880.


c) Dentro de las veinticuatro horas siguientes a la presentación indicada en la letra anterior o vencido el plazo para ello, el Secretario Abogado del Panel de Expertos pondrá los antecedentes en conocimiento de los integrantes del Panel.


d) El Presidente del Panel, inmediatamente después de la recepción de los antecedentes convocará a una sesión extraordinaria que deberá efectuarse dentro de los diez días siguientes a la presentación, donde se acordará el procedimiento para su estudio y resolución. En todo caso, el procedimiento deberá contemplar una audiencia con las partes de la cual deberá dejarse constancia escrita. El procedimiento será comunicado por el Secretario Abogado a todas las partes.


e) La resolución del Panel deberá dictarse dentro del plazo de 30 días contados desde la sesión extraordinaria indicada en la letra d). La resolución deberá ser fundada y estará obligada a optar a favor de una de las dos proposiciones vigentes, debiendo aceptarla en su integridad. En consecuencia, no podrá fallarse una alternativa distinta ni adoptarse un valor intermedio entre las proposiciones de ambas partes. La resolución será notificada a las partes dentro de los dos días siguientes a su dictación.


f) Luego de notificada la decisión del Panel de Expertos, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dictará una resolución, que concluya el procedimiento, en la cual constarán los fundamentos del término anticipado del contrato de concesión y el monto de la indemnización provisoria determinada por el citado Panel. La misma resolución, podrá establecer las medidas necesarias para garantizar la continuidad del servicio. La resolución deberá notificarse al concesionario y será susceptible de los recursos indicados en esta ley. Si el concesionario solicita, a su costa, copia de todos los antecedentes fundantes de dicha resolución, éstas deberán ser puestas a su disposición dentro de las veinticuatro horas siguientes a su solicitud.


g) Vencido el plazo para la interposición de los recursos establecidos en esta ley, sin que éstos se hubieren deducidos, la indemnización provisional se tendrá por definitiva y su pago se verificará dentro de los 120 días siguientes a la total tramitación de la resolución  correspondiente.

En el caso que el pago se realice de común acuerdo, éste deberá constar por escritura pública, dejando constancia del cumplimiento del pago de las remuneraciones y de las obligaciones de seguridad social de cargo del concesionario.


En el caso que el pago sea por consignación, el juez procederá conforme a lo establecido en el artículo 23 del Decreto Ley Nº 2.186 de 1978. Los trabajadores podrán hacer efectivo el pago de sus remuneraciones y las obligaciones de seguridad social insolutas sobre el monto consignado, conforme a lo establecido en dicha disposición.

Artículo segundo transitorio.- Dentro de los 5 días siguientes a la notificación de la resolución que declara el término anticipado de los contratos, el concesionario podrá reclamar de su legalidad ante el juez de letras en lo civil competente en un procedimiento breve y sumario. El juez podrá suspender la ejecución de la resolución recurrida con el mérito de los antecedentes que se invoquen.


En el mismo plazo y procedimiento podrá el concesionario y el Ministerio impugnar el monto de la indemnización establecida en dicha resolución.


En el caso que el concesionario reclame de la legalidad de la resolución, deberá impugnar el monto de la indemnización de forma subsidiaria a dicha reclamación.”.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 14 de diciembre de 2010 y 5 de enero de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señor Camilo Escalona Medina (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle, José García Ruminot y Ricardo Lagos Weber.

Sala de la Comisión, a 10 de enero de 2011.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL QUINCUAGÉSIMO TERCER PROTOCOLO ADICIONAL AL ACUERDO DE COMPLEMENTACIÓN ECONÓMICA Nº 35, SOBRE EL COMERCIO DE SERVICIOS, CELEBRADO ENTRE LOS GOBIERNOS DE LOS ESTADOS PARTES DEL MERCOSUR Y EL GOBIERNO DE CHILE, EN MONTEVIDEO, EL 27 DE MAYO DE 2009.

(6690-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la ex Presidenta de la República, de 7 de agosto de 2009, con urgencia calificada de “simple”.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 14 de septiembre de 2010, donde se dispuso su estudio por las Comisiones de Relaciones Exteriores y por la de Hacienda, en su caso.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe asistieron, especialmente invitados, en representación de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores (DIRECON), el Jefe del Departamento de Servicios e Inversiones, señor Raimundo González; el Asesor del Departamento de Servicios e Inversiones, señor Cristián Rodríguez, y el Asesor, señor Patricio Balmaceda.

- - -


La Comisión deja constancia que el proyecto de acuerdo en informe debe ser votado con quórum orgánico constitucional, según lo dispuesto en los artículos 54, N° 1); 66, inciso segundo, y 108, todos de la Constitución Política de la República, en atención a que la aplicación del artículo XIII del Protocolo y del Anexo I del mismo, inciden en las facultades que la ley Nº 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, le otorga al Instituto Emisor.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





c) Acuerdo de Complementación Económica Chile-Mercosur (ACE Nº 35), promulgado por decreto supremo Nº 1411, de 30 de septiembre de 1996, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 4 de octubre de 1996.





2.- Mensaje de S.E. la ex Presidenta de la República.- Señala el Mensaje que el proyecto en estudio fue suscrito en Montevideo, Uruguay, el 27 de mayo de 2009.





Explica el Ejecutivo que el 4 de octubre de 1996 fue publicado en el Diario Oficial, previa aprobación por el Congreso Nacional, el Acuerdo de Complementación Económica Nº 35 (ACE Nº 35) celebrado entre el Gobierno de Chile, por una parte, y los Gobiernos de Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay, Estados Partes del Mercado Común del Sur (MERCOSUR), por la otra, signado en Potrero de Los Funes, Provincia de San Luis, República Argentina, el 25 de junio de 1996.





Agrega el Gobierno que dicho Acuerdo, celebrado en desarrollo del Tratado de Montevideo de 1980, que creó la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI), tiene como principal objetivo establecer el marco jurídico e institucional de cooperación e integración económica y física que contribuya a la creación de un espacio económico ampliado tendiente a facilitar la libre circulación de bienes y servicios y la plena utilización de los factores productivos.





Expresa el Mensaje que, para el cumplimiento de dicho objeto, uno de los aspectos a desarrollar está constituido por la liberalización del comercio de servicios entre Chile y el MERCOSUR. Añade que el ACE Nº 35 no reguló acabadamente esta materia, limitándose en su título XIII a establecer el mandato a las Partes de promover la liberación, expansión y diversificación progresiva del comercio de servicios en sus territorios, debiendo para ello iniciar los trabajos tendientes a avanzar en la definición de los aspectos del programa de liberalización para los sectores de servicios objeto del comercio.





Destaca el Ejecutivo que el sector de los servicios representa aproximadamente el 60% del PIB del país. Así, en el año 2008 la exportación de servicios contribuyó con el 14% al total de las exportaciones chilenas y creció un 50% entre los años 2005 y 2008. Añade que el sector de los servicios es de particular importancia en la relación económica entre Chile y el MERCOSUR. En efecto, y en cuanto a la exportación de servicios no tradicionales (sin tomar en cuenta transporte, viajes, seguros y servicios financieros), el MERCOSUR es destino del 25% de las exportaciones chilenas registradas (US$ 2.400 millones). Asimismo, entre 1990 y junio de 2008, nuestro país efectuó inversiones directas en los sectores de servicios de los países del MERCOSUR por un monto de US$ 7.238 millones, de los cuales US$ 5.836 millones (80,6%) se radican en Argentina, US$ 1.195 millones (16,5%) en Brasil, y US$ 204 millones (2,8%) en Uruguay. Se destacan especialmente los sectores de comercio, transporte y telecomunicaciones, entre otros. La participación de los servicios en la inversión directa de capitales chilenos en los países del MERCOSUR se incrementa a un 62% (US$ 14.546 millones) al adicionar el sector de la energía.





Por ello, y en cumplimiento del mandato prescrito en los artículos 34 y 36 del ACE Nº 35, el Gobierno de Chile y los Gobiernos de los Estados Parte del MERCOSUR suscribieron el Protocolo Adicional sobre el Comercio de Servicios. Añade que se espera que este Protocolo refuerce los flujos de exportación de servicios entre Chile y el MERCOSUR. Existen, entre otros, exportaciones de consultoría en áreas mineras, agrícolas y de energía; exportaciones de software; establecimientos de casas comerciales chilenas que tendrán ahora un marco regulatorio de estabilidad respecto a las reglas que les serán aplicadas.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, de 7 de septiembre de 2009, donde se dispuso su análisis por parte de las Comisiones de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana y, posteriormente, por la de Hacienda.





La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, estudió la materia en sesión efectuada el día 15 de septiembre de 2009, aprobando por la unanimidad de sus miembros presentes el proyecto en estudio.





Asimismo, en sesión de fecha 31 de agosto de 2010, la Comisión de Hacienda también lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 7 de septiembre de 2010, aprobó el proyecto, en general y en particular, por 77 votos a favor y 3 abstenciones.





4.- Instrumento Internacional.- El Protocolo consta un Preámbulo, 24 artículos y tres anexos, cuyos principales aspectos se reseñan  a continuación:





- Mecanismos de liberalización.





Las disciplinas y mecanismos de liberalización que establece el Protocolo sobre el Comercio de Servicios entre Chile y MERCOSUR son similares a las del Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (AGCS) de la Organización Mundial del Comercio (OMC). Es decir, se incorporan los cuatro modos de prestación y disciplinas tales como: trato nacional, acceso a mercados, regulación doméstica y reconocimiento. 





Además, se utilizó un enfoque de negociación de listas positivas, en el cual cada país decide en su Lista de Compromisos los sectores y las condiciones específicas en que éstos serán incorporados.





En este marco, la liberalización se realiza sobre la base de las disciplinas de trato nacional (no discriminación) y acceso a los mercados (en su mayoría limitaciones cuantitativas), y se aplica a los cuatro modos de prestación de servicios. Éstos incluyen tanto el comercio transfronterizo –es decir, desplazamiento del consumidor (modo 2, por ejemplo cuando un turista argentino viene a Chile), del proveedor (modo 4, por ejemplo cuando un doctor chileno se traslada para hacer una operación en otro país de MERCOSUR) y la prestación sin desplazamiento (modo 1, por ejemplo cuando una consultoría se manda vía internet)- como las inversiones, es decir la prestación a través de una presencia comercial (modo 3, por ejemplo cuando una empresa chilena de telecomunicaciones se instala en Brasil para ofrecer su servicio).





- Compromisos específicos.





Cabe señalar que Chile y cada país miembro del MERCOSUR han asumido compromisos en sectores específicos de servicios en listas separadas. La oferta de Chile es única para todos los países del MERCOSUR, mientras que las listas de los Miembros del MERCOSUR son individuales para Chile.





En materia de apertura de mercados, las Partes fueron más allá de sus compromisos registrados en la OMC. A este respecto, se pueden destacar los siguientes sectores: Argentina incluyó compromisos en servicios profesionales, construcción, distribución al por mayor y menor y manufacturas; Brasil en servicios audiovisuales, informática y minería; Paraguay en franquicias, enseñanza y turismo; y Uruguay servicios profesionales, salud, informática, publicidad, manufacturas, minería, construcción y distribución al por mayor y por menor, entre otros.





Como resultado de estos compromisos, las Partes consolidan la apertura de determinados sectores de su economía, estableciendo, en ciertos casos, las restricciones existentes en cada país respecto a la prestación de los servicios. En caso de establecer restricciones existentes en un determinado sector, las Partes se obligan a no imponer, respecto de dicho servicio, mayores restricciones en el futuro. En consecuencia, algunos sectores quedan abiertos a los proveedores de servicios chilenos (esto es así cuando en las listas aparece “Ninguna” restricción) y otros quedan con limitaciones específicas. En este último caso, a pesar de que existan limitaciones, se produce certeza jurídica, en el sentido que los proveedores de servicios chilenos podrán conocer las restricciones de las Partes, las que no podrán ser más gravosas en el futuro. Por último, en otras situaciones las Partes pueden no asumir compromiso en un determinado modo de prestación (esto es cuando se establece “sin consolidar”).





La Comisión Administradora del ACE Nº 35 será el ámbito formal para el tratamiento de las cuestiones relativas a la implementación del Protocolo y las controversias que puedan surgir de su aplicación serán resueltas de conformidad con el mecanismo establecido en el Vigésimo Primer Protocolo Adicional al ACE Nº 35.





Cláusula de revisión futura.





Finalmente, cabe señalar que se estableció una cláusula de revisión futura (tres años desde la entrada en vigencia del Protocolo) para profundizar la liberalización de los sectores comprometidos, incorporar otros y eliminar restricciones existentes. Además, se acordó evaluar en el futuro la conveniencia de iniciar negociaciones en materia de servicios financieros.

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Jefe del Departamento de Servicios e Inversiones de la DIRECON, señor Raimundo González, señaló que la política exterior de Chile ha considerado fundamental la liberalización internacional de los servicios, a fin de contar con mercados más abiertos para que los proveedores nacionales ingresen en condiciones de mayor competitividad.





Explicó que las disciplinas y mecanismos de liberalización que establece el Protocolo en estudio son similares a las del Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (AGCS) de la Organización Mundial del Comercio (OMC), es decir, el sistema de listas positivas, bajo el cual cada país decide, en su Lista de Compromisos, los sectores que desea abrir a los prestadores de servicios de la otra Parte y bajo qué condiciones realiza dicha apertura. Por tanto, informó que se acordó un texto normativo que contiene las obligaciones generales para las Partes, y una lista que indica el nivel de compromiso específico de los países.





Destacó que, en materia de apertura de mercados, Chile y cada país miembro del MERCOSUR asumieron compromisos que fueron más allá de sus compromisos registrados en la OMC. Añadió que la oferta de Chile es única para todos los países del MERCOSUR, mientras que las listas de los miembros del bloque comercial son individuales para Chile.





Finalmente, expresó que se estableció una cláusula de revisión futura, a partir de tres años desde la entrada en vigencia del Protocolo, para profundizar la liberalización de los sectores comprometidos, incorporar otros y eliminar restricciones existentes. Agregó que, si bien los servicios financieros quedaron fuera de la cobertura del Protocolo, se acordó evaluar en el futuro la conveniencia de iniciar negociaciones en dicha materia.


A continuación, el Honorable Senador señor Larraín consultó si se fijaba un criterio general para estas listas o eran listas taxativas. También preguntó sobre los efectos tributarios.


El señor González respondió que los países comprometen sectores específicos, son listas precisas. En lo que dice relación con efectos tributarios, indicó que deben regirse por los respectivos convenios de doble tributación, los cuales no forman parte de esta negociación.


El Honorable Senador señor Kuschel consultó si existe un mínimo denominador común de los países del MERCOSUR hacia Chile y si hay simetría con las concesiones chilenas. Preguntó también si estas preferencias en materia de servicios se dan también con otros Estados no asociados como Bolivia y cuales son las preferencias entre los miembros.


El señor González contestó que cada país tiene sus propias políticas económicas y sus propias restricciones, Argentina y Brasil son más abiertos porque son miembros de la OMC, también Uruguay, pero Paraguay tiene mayores restricciones. Puntualizó que Chile, en este punto, tiene una política aperturista y ofrece una relación similar a la que tiene con la Unión Europea.


En lo que dice relación con las preferencias al interior del MERCOSUR, respondió que entre los países miembros también tienen listas, similares a las acordadas con Chile. Resaltó que este acuerdo es el primero que celebra MERCOSUR con un Estado asociado.


El Honorable Senador señor Tuma celebró la aprobación de este Protocolo que complementa la integración y fortalece los lazos en la Región. Agregó que tiene múltiples ventajas para los prestadores de servicios, en especial, los de comercio, pero que no aparecen claros los beneficios para los demás servicios profesionales relacionados con profesiones liberales al no haber reconocimiento u homologación de los grados académicos.


Coincidió el señor González en que debe avanzarse en esa materia.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Larraín, Kuschel y Tuma.

- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:





“Artículo único.- Apruébase el Quincuagésimo Tercer Protocolo Adicional al Acuerdo de Complementación Económica Nº 35, sobre el Comercio de Servicios, celebrado entre los Gobiernos de los Estados Partes del MERCOSUR y el Gobierno de la República de Chile, en Montevideo, Uruguay, el 27 de mayo de 2009.”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 9 de noviembre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva y Eugenio Tuma Zedán.





Sala de la Comisión, a 9 de noviembre de 2010.





(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo






Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL QUINCUAGÉSIMO TERCER PROTOCOLO ADICIONAL AL ACUERDO DE COMPLEMENTACIÓN ECONÓMICA Nº 35, SOBRE EL COMERCIO DE SERVICIOS, CELEBRADO ENTRE LOS GOBIERNOS DE LOS ESTADOS PARTES DEL MERCOSUR Y EL GOBIERNO DE CHILE, EN MONTEVIDEO, EL 27 DE MAYO DE 2009

(6690-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar acerca del proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, con urgencia calificada de “suma”.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe asistieron los siguientes representantes del Ejecutivo:





Del Ministerio de Hacienda, los asesores de asuntos internacionales, señores Juan Araya y Rodrigo Rojo.  





De la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores (DIRECON), los asesores, señores Rodrigo Monardes y Patricio Balmaceda. Y del Departamento América Latina de la misma cartera, la asesora, señora Ninel Calisto.

- - -

El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores, que por tratarse de un proyecto de artículo único hizo presente, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento del Senado, su proposición de discutirlo en general y en particular a la vez, proposición que hace suya la Comisión de Hacienda.

Cabe señalar, asimismo, que en lo concerniente a los antecedentes jurídicos y de hecho del proyecto de acuerdo en informe, vuestra Comisión de Hacienda se remite a lo expresado en su informe por la Comisión de Relaciones Exteriores.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Vuestra Comisión de Hacienda se remite, al efecto, a lo expresado por la Comisión de Relaciones Exteriores en su informe sobre el proyecto de acuerdo de la referencia.

- - -

DISCUSIÓN





El asesor de asuntos internacionales del Ministerio de Hacienda, señor Juan Araya, señaló que el instrumento objeto del presente proyecto de acuerdo, tiene su origen en el Acuerdo de Complementación Económica N° 35 suscrito entre Chile y el MERCOSUR en 1996, en el que se estableció el compromiso de extender la liberalización del comercio a otras áreas distintas de los bienes. En virtud de él se ha acordado ahora el quincuagésimo tercer protocolo adicional, cuyos aspectos fundamentales son los siguientes:

- Incorpora todos los servicios, con excepción de los financieros, dejando a salvo una cláusula de negociaciones futuras si es que las partes estiman pertinente hacerlo extensivo a estos últimos. 

- Contiene una excepción de tributación que salvaguarda las atribuciones tributarias del Estado, y una excepción de balanza de pagos.

- Resguarda las facultades del Banco Central de Chile.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó por la situación particular de los servicios de seguros, y de los pagos de impuestos específicos que corresponde hacer cuando se importan softwares.

El señor Araya reiteró que se encuentran excluidos del protocolo todos los servicios financieros, entre los cuales se encuentran tanto los bancarios y afines, como los de seguros. Hizo ver que, en general, nuestro país suele ser bastante conservador en las negociaciones de servicios financieros, materia que sólo reserva a determinados socios comerciales. Y cuando lo hace, profundizó, para la venta de seguros no establecidos en Chile, sólo es en virtud del denominado esquema de lista positiva, en que se establece de manera específica el tipo de servicio que se puede prestar.

En cuanto a las cargas impositivas que recaen sobre ciertos bienes, expresó que no es algo que se vaya a verificar en relación con el protocolo adicional a que se ha hecho referencia, por cuanto éste se refiere solamente a servicios. De todos modos, explicó que cuando se trata de bienes, el alcance de los acuerdos de libre comercio se extiende solamente a la eliminación de los aranceles, quedando todos los demás impuestos sometidos a las potestades de las partes, para ser objeto de regulación en los acuerdos de doble tributación pertinentes.





Finalmente, la asesora del Departamento América Latina del Ministerio de Relaciones Exteriores, señora Ninel Calisto, manifestó que los principales efectos del acuerdo en análisis se darán en el sector exportador.





Puesto en votación el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei y García. 

- - -

FINANCIAMIENTO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 28 de octubre de 2009, señala, de manera textual, lo siguiente:

“1.- En el contexto del Acuerdo de Complementación Económica N° 35, firmado entre la República de Chile y los países miembros del Mercosur, se han iniciado trabajos tendientes a avanzar en la definición de los aspectos del programa de liberalización para los sectores de servicios objeto del comercio.
2.- En materia de compromisos de apertura de mercados, los mecanismos de liberalización se establecen de manera similar a los del Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios de la Organización Mundial de Comercio, Es decir, se incorporan los cuatro modos de prestación y disciplinas tales como trato nacional, acceso a los mercados, regulación doméstica y reconocimiento.
3.- De este modo, las partes consolidan la apertura de determinados sectores de la economía, estableciendo, en ciertos casos, las restricciones existentes en cada país respecto de las prestaciones de servicios, comprometiéndose, en todo caso, a no imponer mayores restricciones en el futuro, creando de este modo un escenario de certeza jurídica para los proveedores de servicios chilenos.
No obstante lo anterior, también se establece una cláusula de revisión futura (a partir de 3 años desde la entrada en vigencia del protocolo) para profundizar la liberalización de los sectores comprometidos, incorporar otros y eliminar restricciones existentes.

4.- Finalmente, el proyecto bajo consideración no tiene impacto financiero para el Fisco.”.
En consecuencia, el Convenio en referencia no producirá desequilibrios macroeconómicos ni incidirá negativamente en la economía del país.

- - -





En mérito del acuerdo expuesto, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Relaciones Exteriores, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:





“Artículo único.- Apruébase el Quincuagésimo Tercer Protocolo Adicional al Acuerdo de Complementación Económica Nº 35, sobre el Comercio de Servicios, celebrado entre los Gobiernos de los Estados Partes del MERCOSUR y el Gobierno de la República de Chile, en Montevideo, Uruguay, el 27 de mayo de 2009.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 4 de enero de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señor Camilo Escalona Medina (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores Eduardo Frei Ruiz Tagle y José García Ruminot.


Sala de la Comisión, a 6 de enero de 2011.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre

Secretario de Comisión
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES HORVATH, CHAHUÁN Y PROKURICA, MEDIANTE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE PROHÍBE A LAS INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR INHIBIR LA RENDICIÓN DE EXÁMENES POR RAZONES ECONÓMICAS

(7431-04)
Considerando:

1.- Que es deber del Estado asegurar el acceso a instituciones de educación superior en igualdad de condiciones.
2.- Que en los últimos años han aumentado considerablemente los porcentajes de matrícula de los estudiantes de los quintiles I y II de ingreso más bajos, manteniéndose fuertes diferencias en la calidad de instituciones a la que éstos acceden.
3.- Que algunas de las causas que explican la deserción de estudiantes en las universidades son los problemas económicos del grupo familiar del estudiante, siendo un 75,6% de las universidades tradicionales y un 66,7% de las universidades privadas. (Ref. Depto. de Economía U. de Chile, 2008)
En el período 1990 la relación de tasas de cobertura entre el quintil V y el quintil I era de 8,6 veces, en cambio, el año 2006 se había reducido a 4,6 veces. Los alumnos de los primeros quintiles (I y II), matriculados en universidades no debieran tener problemas de financiamiento o acceso a becas y créditos para pagar su arancel, pero sí enfrentan problemas de costos de oportunidades en relación al tiempo para al estudio, debido a que deben trabajar para contribuir a complementar el ingreso familiar y financiar sus gastos de mantención. (Ref. Depto. de Economía U. de Chile, 2008)
Los alumnos con dificultades económicas de universidades privadas están más expuestos a la deserción, ya que enfrentan aranceles que son más altos, en general, y disponen de menor acceso a becas y crédito. Ante disminuciones en el ingreso familiar, debido a cesantía del padre, o cualquier razón que disminuya abruptamente sus niveles de ingreso, algunos estudiantes optarían por desertar de la educación superior, para ingresar a la fuerza de trabajo y contribuir a financiar su mantención. En las universidades tradicionales aproximadamente un 43% de los estudiantes pertenecen a los 3 primeros quintiles de ingresos. Es por esta razón que, en cuanto al rendimiento académico que presentan los alumnos con ingresos familiares bajos, se refleja una mayor cantidad de problemas relacionados con la permanencia y continuidad en las carreras seleccionadas por éstos, aun cuando la Casa de Estudios escogida considere algún tipo de beneficio interno para sus alumnos con menores recursos. (Ref. Depto. de Economía U. de Chile, 2008)
4.- Que existen instituciones de educación superior entre las cuales se encuentran Institutos Profesionales, Centros de Formación Técnica y Universidades que en sus reglamentos internos inhabilitan a sus alumnos prohibiéndoles rendir exámenes y pruebas por el hecho de no estar al día en el pago de aranceles establecidos al momento de matricularse, por lo cual debe corregirse esta situación dado que es una de las causales principales de deserción de la educación superior.
5.- Que la educación es un derecho humano reconocido en diversos tratados internacionales como el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, ratificado por Chile por Decreto Nº 326 y publicado en el Diario Oficial de fecha 27 de mayo de 1989. El Pacto en su artículo 13 reconoce el derecho de toda persona a la educación.
6.- Que el Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales tiene valor de ley de la República de Chile como lo establece el artículo 5 inciso segundo de nuestra Constitución Política.
7.- Que el Capítulo III de los Derechos y Deberes Constitucionales de nuestra Carta Fundamental, en su artículo 19 Nº 2, consagra “La igualdad ante la ley. En Chile no hay persona ni grupo privilegiados”.
8.-Que el artículo Nº 10 de la Constitución Política de la República de Chile reconoce “El derecho a la educación”.
9.- Que conforme a los principios enunciados en la Constitución Política de la República de Chile, como a los derechos enunciados en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, “El derecho a la educación” tiene por base reconocer la dignidad inherente a la persona humana, siendo un derecho anterior y superior a la persona, el cual implica un deber de todo Estado en generar las condiciones para su oportuno ejercicio.
Por lo anterior, vengo en presentar la siguiente
Moción de Ley

Prohíbe inhabilitar a estudiantes para rendir exámenes o pruebas por no haber cancelado arancel

Artículo único.- “Se prohíbe a los Institutos Profesionales, Centros de Formación Técnica y Universidades, el inhabilitar a sus estudiantes para rendir pruebas o exámenes por no haber cancelado el arancel mensual establecido al momento de matricularse”.
(Fdo.): Antonio Horvath Kiss, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.
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MOCIÓN DE LOS  SENADORES SEÑORES NAVARRO, GÓMEZ Y MUÑOZ ABURTO, MEDIANTE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY SOBRE COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES MILITARES TRATÁNDOSE DE DELITOS ESTABLECIDOS EN EL CÓDIGO AERONÁUTICO

(7432-07)

 Fundamentos:

1. La Corte Interamericana de Derechos Humanos, en su sentencia del día 22 de noviembre de 2005 recaída en el caso Palamara Iribarne c. Chile, dispuso que “Estado debe adecuar, en un plazo razonable, el ordenamiento jurídico interno a los estándares internacionales sobre jurisdicción penal militar, de forma tal que en el caso de que considere necesaria la existencia de una jurisdicción penal militar, ésta debe limitarse solamente al conocimiento de delitos de función cometidos por militares en servicio activo. Por lo tanto, el Estado debe establecer, a través de su legislación, límites a la competencia material y personal de los tribunales militares, de forma tal que en ninguna circunstancia un civil se vea sometido a la jurisdicción de los tribunales penales militares, en los términos de los párrafos 256 y 257 de la presente Sentencia” (XIII, Puntos resolutivos, 14). En el párrafo 257 citado se establece que “en el ámbito de la jurisdicción penal militar, los miembros de los tribunales deben revestir las garantías de competencia, imparcialidad e independencia indicadas en los párrafos 120 a 161 de la presente Sentencia. Asimismo, el Estado debe garantizar el debido proceso en la jurisdicción penal militar y la protección judicial respecto de las actuaciones de las autoridades militares, tal como se ha señalado en los párrafos 162a 189 de este fallo”.
El fallo de la Corte, en concordancia con la reciente doctrina nacional sobre la materia, identifica claramente las graves falencias que presenta nuestra justicia militar desde la perspectiva del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, y que pueden resumirse de la siguiente manera: (a) ámbito desmedido de la competencia de los tribunales militares que permite el juzgamiento de civiles y militares por delitos comunes, en circunstancias de que debiera limitarse exclusivamente al conocimiento de los delitos propiamente castrenses cometidos por militares; (b) estructura y organización de los tribunales militares que compromete el derecho de los imputados a ser juzgados por un tribunal independiente e imparcial; y, (c) procedimiento escrito, de carácter inquisitivo, estructuralmente contrario a las garantías del debido proceso.

2. Por su parte, el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, en su Examen del Informe presentado por el Estado chileno con arreglo al Art. 40 del Pacto (89º período de sesiones), “observa con preocupación la persistencia de la jurisdicción de los tribunales militares chilenos para procesar a civiles por cuestiones civiles, que no es compatible con el artículo 14 del Pacto”, y recomienda que “El Estado Parte debería agilizar la adopción de la ley que modifique el Código de Justicia Multar, limitando la jurisdicción de los tribunales militares únicamente al enjuiciamiento de personal militar acusado de delitos de carácter militar exclusivamente; verificando que esta ley no contenga ningún precepto que pueda permitir violaciones de los derechos establecidos en el Pacto”.(párr. l2). Los problemas que plantea la jurisdicción penal militar chilena en tiempo de paz desde la perspectiva del derecho internacional de los derechos humanos, son básicamente dos:

2. La definición de la necesidad de tener una jurisdicción especial habitualmente se presenta como una opción legítima de los Estados, sujeta a su estimación político-jurídica. Más allá del debate en torno de las razones justificatorias tradicionalmente invocadas a favor de esta jurisdicción penal especial, desde el punto de vista estricto de las garantías fundamentales que integran el debido proceso, la sola existencia de dicha jurisdicción resulta cuestionable, incluso en el supuesto ideal de una estructura y organización adecuadas y de un procedimiento penal que cumpliera con dichas garantías. Aun en tal evento, el conflicto que debe resolver el tribunal especial se deriva del hecho de atentar un militar en contra del deber de prestar el servicio militar o en contra de los deberes militares que le corresponden, ya sea como superior o subordinado. La contraposición de intereses, propia de todo proceso penal, se presenta aquí, por una parte, en el interés del Estado en que se persigan y castiguen las diversas infracciones de los deberes militares tipificadas como delitos castrenses, y por la otra, en el interés de los imputados (militares en servicio activo, en el supuesto examinado) en que se respeten sus garantías penales.

Es razonable pensar que estas últimas estarán mejor protegidas si el juzgamiento lo llevan a cabo tribunales civiles ordinarios, que gozan de total independencia y absoluta imparcialidad para juzgar dicho conflicto, y no tribunales militares, cuyos miembros pueden sentirse comprensible y acaso inconscientemente inclinados a favorecer uno de los intereses en pugna (a saber, el militar), en desmedro del otro (las garantías del militar imputado). Descartada la supresión de la jurisdicción penal militar, la segunda alternativa es el establecimiento de un fuero militar restringido al conocimiento de los delitos propiamente castrenses cometidos por militares, tal como se señala en las decisiones internacionales citadas. Los problemas que se plantean en relación a las condiciones de su legitimación, básicamente son tres:

(a) que la competencia de los tribunales castrenses se limite efectivamente al conocimiento de delitos propiamente militares cometidos por militares (¿qué es lo que los tribunales militares deben juzgar?);

(b) que la estructura y organización de los tribunales militares garanticen el derecho de los imputados a ser juzgados por un tribunal independiente e imparcial, y

(c) que el procedimiento penal militar cumpla con las exigencias del debido proceso. Estos dos últimos aspectos guardan relación con el cómo debe realizarse dicho juzgamiento.

¿Qué es lo que los tribunales militares deben juzgar? Esta es la pregunta básica, toda vez que la respuesta a ella es lo que justifica, dentro de la lógica y el sentido de dicho modelo de fuero restringido, su propia existencia. Una vez que se ha determinado en forma precisa el concepto de delito militar, cobra importancia el cómo debe precederse al juzgamiento de los delitos militares. Un punto a considerar es el relativo a la necesidad de contemplar delitos militares. ¿Se justifica un Derecho Penal Militar? Me parece, fuera de dudas, que sí. Existen, en efecto, bienes jurídicos de carácter militar de la mayor relevancia para toda la sociedad que sólo pueden ser afectados por los miembros de las Fuerzas Armadas y que requieren de protección penal, siendo insuficientes las sanciones administrativas o disciplinarias. Los más graves atentados en contra de la eficacia de los institutos armados -órganos técnicos de combate especializados en la protección de la seguridad exterior del Estado- cometidos por militares tienen la suficiente relevancia para merecer sanción penal, siendo lógico que integren un catálogo especial de delitos: los delitos militares. Por otra parte, la especialidad de estas infracciones, derivada tanto de la naturaleza militar del bien jurídico protegido como de la calidad de los infractores (uniformados que infringen sus deberes militares), justifica su tipificación separada. Actualmente existe un consenso generalizado en la doctrina en el sentido de que los delitos militares son delitos especiales propios que se integran con dos elementos copulativos:

(1) la naturaleza militar del bien jurídico protegido, y;

(2) la calidad militar del sujeto activo que infringe sus deberes militares.

3. Para que un delito sea militar no basta con la afectación de un bien jurídico de carácter militar. Los civiles también pueden afectarlo (Vg. apropiación de material de guerra o falsificación de documentos militares), sin que esto configure una infracción a un delito militar. La infracción de un deber específicamente militar es un elemento consustancial de los delitos militares: “...el delito militar ha menester tanto de la calidad del autor como del carácter castrense de los bienes o intereses protegidos. Si el delito militar entraña una violación al deber militar, no nos parece dudoso que la ley penal militar sólo puede dirigir su mandato, y exigir el cumplimiento del deber militar, a quien ostente ese carácter. Afirmar que una persona sin estado militar puede cometer un delito militar, importa tanto como admitir que un civil pueda violar mandatos dirigidos a los militares”.
Los deberes militares que emanan del servicio militar son básicamente los de la disciplina y la obediencia. La tipificación del delito debiera radicarse en la infracción del deber militar, distinguiéndose por tanto los delitos que atentan en contra del deber de prestar el servicio militar (abandono de servicio, abandono de destino o residencia, deserción, automutilación, evasión del servicio militar), delitos de los superiores (maltratos, trato degradante, amenazas, coacciones y ofensas a los inferiores, usurpación y abuso del mando y del poder disciplinario, omisión de mantener la disciplina, denegación de auxilio a las fuerzas combatientes) y delitos de los subordinados (motín, desobediencia, maltratos, amenazas, coacciones y ofensas a superiores). La correcta determinación de los delitos militares y una competencia de los tribunales castrenses restringida al conocimiento de esta clase de infracciones excluye no sólo el juzgamiento de civiles por los tribunales militares, sino también el juzgamiento de militares por delitos “comunes”, pues el hecho punible no constituye una infracción de deber militar que le corresponda a aquéllos en tanto miembros de las Fuerzas Armadas. Nuestro Código de Justicia Militar (CJM) ofrece un concepto puramente formal de delito militar, que no alude a la naturaleza de la infracción. El artículo 5, Nº 1 define delitos militares para los efectos de la jurisdicción militar como “los contemplados en este Código”. Como lo señala el más importante comentarista de dicho cuerpo legal, “En nuestro país, de acuerdo con nuestra legislación positiva, el delito militar tiene un carácter amplísimo: se consideran delitos militares no sólo ciertos delitos que pueden ser cometidos por civiles (hurtos de especies militares, ofensas y violencia a carabineros), sino que aun algunos que no lesionan intereses institucionales (infracciones a la Ley de Navegación Aérea)”. Con todo, el CJM asume que se trata de una ficción.

En el artículo 215 establece que “Los delitos militares serán sancionados con penas comunes o con penas militares, según la naturaleza del delito”. La referencia que se hace a la naturaleza del delito alude a la índole común o militar de la infracción, de acuerdo con la clase de penas asignadas en uno y otro caso, siendo esta la manera de reconocer los delitos propiamente militares en el CJM. Es así como los delitos de los Títulos II (De la traición, del espionaje y demás delitos contra la soberanía y segundad exterior del Estado), III (Delitos contra el Derecho Internacional), IV (Delitos contra la seguridad interior del Estado), VIII (Delitos contra los intereses del Ejército), IX (Delitos contra la propiedad) y X (Delitos de falsedad) del Libro III, son castigados con penas comunes (con la excepción del artículo 245 del Título III), por lo que, de acuerdo con el predicamento del propio CJM, no son delitos propiamente militares. Todos ellos debieran ser eliminados en una futura reforma, puesto que se trata de delitos comunes, susceptibles de ser cometidos por civiles.

(a) La normativa jurídica del Estado chileno sobre la jurisdicción penal militar de tiempo de paz contradice los estándares internacionales de derechos humanos en aspectos tan relevantes como el derecho a ser oído por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, conforme con un procedimiento que asegure las garantías del debido proceso.

(b) El Proyecto de Ley presentado por el gobierno resulta insatisfactorio por cuanto no cumple con los estándares internacionales de derechos humanos sobre la materia. La adecuación del sistema de administración de justicia penal militar en tiempo de paz a los estándares internacionales de derechos humanos requiere: - Idealmente, su supresión. Esto, porque aun cuando la jurisdicción penal militar se limitara al conocimiento de los delitos propiamente castrenses cometidos por militares, de todas formas resultaría afectado el derecho de los imputados a ser juzgados por un tribunal imparcial. - En caso de mantenerse esta jurisdicción especial debiera reformarse integralmente el sistema de administración de justicia penal militar, para ponerlo a tono con: (i) la evolución y desarrollo que han experimentado desde la promulgación del CJM chileno (1925) a la fecha, el derecho internacional de los derechos humanos y la propia concepción y exigencias de la democracia y del estado de derecho; (ii) el desarrollo de las garantías penales sustantivas y procesales penales, de aplicación universal, en caso de cualquier imputación penal, incluidas las relativas a los delitos militares, y; (iii) el progreso histórico del propio Derecho Penal Militar, que se ha traducido en la promulgación, durante la segunda mitad del siglo XX, de nuevos códigos de justicia militar en muchos países. -

Restringirse la competencia de los tribunales militares al conocimiento de los delitos estrictamente militares cometidos por militares en servicio activo que infringen sus específicos deberes castrenses, limitándose el ejercicio del ius puniendi al pleno respeto de las garantías penales propias de un estado democrático de derecho. Esta restricción debiera establecerse, además, en la Constitución, pues si tiene solo consagración legal otra ley del mismo rango podría atribuirle competencia a los tribunales militares para conocer de delitos comunes cometidos por militares o para juzgar a civiles.

- La tipificación de los delitos militares debe realizarse teniendo en consideración su correcto alcance jurídico penal, de acuerdo con la naturaleza de los deberes militares específicos quebrantados. Una reforma del Derecho Penal Militar chileno requiere una completa revisión de nuestro Código de Justicia Militar, con miras a: (i) eliminar los delitos que no constituyen auténticos delitos militares, como ocurre con los previstos en los Títulos II, III, IV, VIII, IX y X del Libro III del CJM, susceptibles todos ellos de cometerse por civiles, por lo que no representan la infracción de un deber militar específico; (ii) reformular -tanto en lo relativo a la tipificación como al castigo- los auténticos delitos militares contemplados en los Títulos V, VI y Vil del CJM, superando el casuismo de su actual regulación, sus errores dogmáticos y político-criminales, así como la desproporción de las penas; (iii) incorporar nuevas figuras delictivas que parecen necesarias para proteger apropiadamente la eficacia de las FF.AA. al servicio de protección de la seguridad exterior, particularmente lo relativo a infracciones graves de los deberes de los superiores relativas al abuso o exceso de las facultades de mando y del poder disciplinario, y a la promoción o tolerancia del maltrato o trato degradante inferido por los subordinados a otros soldados; (iv) trazar una clara delimitación entre la responsabilidad penal y la disciplinaria, toda vez que no cualquier infracción de los deberes militares debe constituir un delito militar en un derecho penal presidido por el principio de última ratio. La jurisdicción penal militar debiera “judicializarse” de modo de asegurar el derecho de los imputados a ser juzgados por un tribunal independiente e imparcial. Finalmente, debiera establecerse un procedimiento penal de corte acusatorio, consistente con las garantías del debido proceso consagradas en los tratados internacionales de derechos humanos, de carácter público y oral, en orden de asegurar la presunción de inocencia, el derecho a la defensa, la inmediación y la concentración.
En el artículo 5 Nº 1 del Código de Justicia Militar, otorga competencia a los tribunales militares para conocer de lo delitos previstos en el código aeronáutico, sin distinguir si aquellos son cometidos o cuya participación le cupiere, son personas con la calidad de militares, según el Artículo 6 del mimo cuerpo legal. Por lo mismo, este proyecto propone sustraer de la competencia de los tribunales militares y someter a la judicatura ordinaria, aquellos delitos especiales tipificados en el código aeronáutico y que sean cometidos por civiles, pues no parece razonable que, la justicia militar conozca de asuntos en que no participan militares. Además en este mismo sentido se orientó la reforma propuesta por el gobierno a raíz de la crisis mapuche, hechos que tuvieron lugar el pasado octubre de 2010.

Los tribunales militares deben conocer de asuntos en que estén involucrados militares, por el contrario, cuando civiles cometan delitos ordinarios, deben siempre estar sujetos a la jurisdicción de los juzgados de Garantía o del Tribunal Oral en lo Penal que corresponda.

Proyecto de Ley
Artículo 1: Elimínese el actual Artículo 201 del Código Aeronáutico y reemplácese por el siguiente artículo 201 nuevo: “Artículo 201. Los procesos a que dieren lugar los delitos previstos en este Código que sean cometidos por militares serán de competencia de los juzgados de Aviación y se sujetarán al procedimiento establecido en el libro II, títulos I, II, y III, del Código de Justicia Militar. Si los imputados fueren civiles, los delitos prescritos en este Código serán de competencia de los Juzgado de Garantía y Tribunal Oral en lo Penal que corresponda y se sujetarán a las normas y procedimientos previstos en el Código Procesal Penal.”

Artículo 2: Modifíquese el Artículo 5 número 1 inciso segundo del Código de Justicia Militar incorporándose a continuación de la voz “aeronáutico” la frase entre comas: “cuando los imputados tengan la calidad de militar según lo prescrito en el Artículo 6 de este Código,”

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO, PRESENTADO POR LOS SENADORES SEÑORES CHAHUÁN, HORVATH, PROKURICA Y ROSSI, CON EL QUE SOLICITAN EL ENVÍO DE UN PROYECTO DE LEY QUE RECONOZCA LA CALIDAD DE BENEFICIARIO DE ASIGNACIÓN FAMILIAR AL CÓNYUGE DE UN PENSIONADO, NO OBSTANTE PERCIBIR RENTAS

(S 1326-12)

Considerando:

1.- Que el Decreto con Fuerza de Ley Nº 150, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, publicado el 25 de marzo de 1982, establece en su artículo 2° que quedan afectos al Sistema Único de Prestaciones Familiares y son sus beneficiarios, entre otros, todos los trabajadores dependientes de los sectores público y privado; los trabajadores independientes afiliados a un régimen de previsión que al 1° de enero de 1974 contemplara en su favor, y entre sus beneficios, el de la asignación familiar; los trabajadores que se hallaren en goce de subsidios de cualquier naturaleza y los trabajadores dependientes e independientes que se hallaren en goce de pensiones de cualquier régimen previsional, aún cuando en el respectivo régimen no hubieren tenido derecho al beneficio.

2.- Que en el artículo 3°, letra a) de este cuerpo legal, se estableció que con causantes de asignación familiar, la cónyuge y, en la forma que lo determine el reglamento, el cónyuge inválido.

3.- Que por su parte, en el artículo 5° del mismo texto normativo se dispuso que serán requisitos comunes para causar los beneficios de asignación maternal, que éstos vivan a expensas del beneficiario que los invoque y que no disfruten de ninguna otra renta, cualquiera que sea su origen o procedencia, igual o superior al cincuenta por ciento del ingreso mínimo mensual a que se refiere el inciso primero del artículo 4° de la ley Nº 18.806, y que las pensiones de orfandad no se consideran rentas para determinar dicha incompatibilidad.

4.- Que el 11 de julio de 1990, se publicó la ley Nº 18.987, que fijó , a contar del 1° de julio del año 2009, los valores de las asignaciones familiar y maternal del Sistema Único de Prestaciones Familiares, reguladas por el aludido Decreto con Fuerza de Ley Nº 150 de 1982, montos que posteriormente han sido sucesivamente modificados en virtud de diversas leyes, siendo la última de ellas, la Nº 20.449, publicada el 3 de julio de 2010, estableciéndose que las personas que tengan acreditadas o que acrediten cargas familiares y cuyo ingreso mensual sea igual o superior a $ 464.823.- no tendrán derecho a tales asignaciones.

5.- Que en el inciso cuarto del artículo 2° de la misma ley Nº 18.987 ya citada, se preceptuó que los causantes de asignación familiar labores remuneradas por un período no superior a tres meses en cada año calendario, conservarán su calidad de tal para todos los efectos legales.

6.- Que con anterioridad a la promulgación de la ley Nº 20.449, que modificó los valores de asignación familiar que primitivamente habían sido fijados por la ley Nº 18.987, se había publicado el 6 de diciembre de 2007, la ley Nº 20.233, que entre otras materias, en su artículo 20, había contemplado también un reajuste para el valor de las asignaciones familiares, y en los incisos finales del referido artículo 20, estableció que sin perjuicio de fijarse como máximo un ingreso mensual de $ 441.274.- para no tener derecho a percibir el beneficio de asignación familiar, mantendrán plena vigencia los contratos, convenios u otros instrumentos que establezcan beneficios para los trabajadores, y que dichos afiliados y sus respectivos causantes mantendrán sus calidades de tales para todos los efectos legales.

7.- Que es del caso destacar que fue en base a la aplicación de esta ley, que en el mes de Noviembre de 2008, la Caja de Previsión de la Defensa Nacional informó a muchos de sus pensionados, que sus cargas familiares reconocidas como tales, estaban percibiendo rentas, de distinta procedencia, igual o superior al cincuenta por ciento de un ingreso mínimo mensual, lo que no resultaba procedente y por lo tanto dispuso la suspensión de dicho reconocimiento, por lo cual las causantes del referido beneficio, perdieron la opción de acceder a los sistemas de salud de la referida entidad previsional, todo lo cual ha afectado a alrededor de ocho mil personas que han quedado bastante afectadas por esta situación, ya que por su edad no les resulta posible ser aceptadas en otros sistemas de salud.

8.- Que debe tenerse en cuenta por una parte, que la misma ley 20.449 ya citada, fijó en su artículo el ingreso mínimo, en la suma de $ 172.000.- de manera que por efecto de la aplicación de dicha norma, para que una causante de asignación familiar pueda percibir dicho beneficio, debiera percibir una renta igual o inferior a la mitad de dicha cifra, esto es, la suma de $ 86.000.- lo que es prácticamente imposible que ocurra en la práctica, y por otra parte, resulta muy poco factible que una causante de asignación familiar desempeñe labores remuneradas solo por un período no superior a tres meses en cada año calendario, a fin de conservar su calidad de tal para todos los efectos legales.

9.- Que esta situación afecta mayormente a los pensionados de menores ingresos, cuyas cónyuges se han visto obligadas a realizar labores remuneradas para contribuir al sustento de sus familias, lo que indudablemente constituye un esfuerzo loable, pero que no obstante le significa recibir una especie de sanción, al establecerse un límite de referencia tan bajo como lo es el cincuenta por ciento del ingreso mensual mínimo.

10.- Que en tal virtud, se hace necesario revertir esta situación, de modo que las cónyuges de pensionados puedan desarrollar labores remuneradas, con el fin de contribuir a incrementar los ingresos familiares, sin que estén sujetas a un límite como ocurre en la actualidad, o, en su defecto, que este límite sea más acorde a la realidad social y familiar que vive actualmente el país, para cuyo efecto se requiere modificar el Decreto con Fuerza de Ley Nº 150 de 1982, tantas veces citado como la ley Nº 20.449 ya referida, de manera que el límite de renta de que puedan disfrutar para acceder al beneficio de asignación familiar, que conlleva el acceso a los sistemas de salud, no sea superior al ingreso mensual de $ 464.823.- que establece el artículo 2° de este último texto legal.

En mérito a lo expuesto,

El Senado de la República acuerda:
Solicitar a S. E., el Presidente de la República que envíe al Congreso Nacional, un proyecto de ley que modifique, tanto el artículo 5° del Decreto con Fuerza de Ley Nº 5 de 1982, como el artículo 2° de la ley Nº 20.449, de 2010, para permitir a las cónyuges de pensionados acceder al beneficio de asignación familiar, aún cuando disfruten de rentas o ejerzan labores remuneradas, cuyo monto sea como máximo el equivalente al ingreso mensual de $ 464.823, establecido en este último texto legal.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO, PRESENTADO POR LOS SENADORES SEÑORES CHAHUÁN, QUINTANA Y ROSSI, CON EL QUE SOLICITAN EL ENVÍO DE UN PROYECTO DE LEY QUE MEJORE ECONÓMICAMENTE A LOS DIRECTIVOS NO PROFESIONALES DE LA SUBSECRETARÍA DE SALUD PÚBLICA

(S 1327-12)

Considerando:
1.- Que mediante la promulgación de la Ley Nº 20.209, publicada el 30 de Julio de 2007, se modificó el Decreto con Fuerza de Ley Nº 5, de 2006, del Ministerio de Salud, que fijó la planta de la Subsecretaría de Salud Pública, otorgándose diversos beneficios económicos para sus funcionarios, y asimismo se delegaron facultades en el titular de dicho Ministerio para realizar reencasillamientos y traspaso de funcionarios.
2.- Que sin embargo, en dicho cuerpo legal no se consideró la situación de los Directivos no Profesionales, estamento compuesto actualmente por 162 funcionarios a lo largo del país, y que cumplen funciones de jefaturas de departamentos en diversos establecimientos de salud, pudiendo asimismo subrogar a un Director de hospital tipo 4, o asumir funciones como Subdirector Administrativo de un hospital de menor complejidad.
3.- Que estos servidores públicos, que cuentan con extensas trayectorias en diferentes establecimientos de salud en el territorio nacional, constituyen un apoyo administrativo fundamental para el mejoramiento de la gestión y obtención de metas en las políticas sanitarias, lo que representa sin lugar a dudas, una garantía de adecuada continuidad para la administración de los hospitales donde ejercen sus funciones, en cuya mayoría se experimenta un elevado nivel de rotación anual en los cargos directivos.
4.- Que en tal virtud se hace necesario mejorar la situación de estos funcionarios, que con su experiencia, lealtad, sacrificio y vocación de servicio público, contribuyen diariamente con la gestión de los establecimientos hospitalarios y otros centros de atención de salud, asignándoles grados de sueldo, acordes a las importantes labores que cumplen, considerando su antigüedad en el servicio, méritos y capacitaciones efectuadas, otorgándoles asignaciones especiales para el caso de las subrógamelas de cargos de mayor nivel jerárquico que deben asumir, y asimismo, establecer un incentivo al retiro.
En mérito a lo expuesto,
El Senado de la República acuerda:

Solicitar a S. E., el Presidente de la República, el envío al Congreso Nacional de un proyecto de ley que tenga por objeto modificar el Decreto con Fuerza de Ley Nº 5, del Ministerio de Salud, del año 2006, que fijó la Planta de la Subsecretaría de Salud Pública, a fin de mejorar la situación funcionaría de los Directivos No Profesionales, dependientes de dicha repartición pública, asignándoles grados de sueldo, acordes a las importantes labores que cumplen, considerando también su antigüedad en el servicio, méritos y capacitaciones efectuadas, otorgándoles asignaciones especiales para el caso de las subrogancias de cargos de mayor nivel jerárquico que deben asumir, y asimismo, establecer un adecuado incentivo al retiro.
(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y URBANISMO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA MECANISMO TRANSITORIO DE ADOPCIÓN DE ACUERDOS DE LOS COPROPIETARIOS, EN LOS SECTORES MEDIOS
(7320-14)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de presentar su primer informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores Jorge Burgos Varela, Aldo Cornejo González, Joaquín Godoy Ibáñez, Carlos Montes Cisternas, José Miguel Ortiz Novoa, Jorge Ulloa Aguillón y Mónica Zalaquett Said, con urgencia calificada de “suma”.
A la sesión en que vuestra Comisión estudió este asunto concurrió la abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señora Carolina Arrau.

 



No obstante que se trata de un proyecto de artículo único, vuestra Comisión os propone discutirlo sólo en general, con el objeto de otorgar a Sus Señorías la oportunidad de perfeccionar y enriquecer la iniciativa con ocasión del segundo informe.

- - - 

OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY


 


Rebajar el quórum para adoptar acuerdos sobre materias que deben tratarse en sesiones extraordinarias, contempladas en los números 1 al 7 del artículo 17 de la ley N° 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria, en los casos de condominios que hayan resultado gravemente afectados con ocasión del terremoto y posterior maremoto de 27 de febrero de 2010, y donde se hubiere ordenado su evacuación transitoria o permanente.

- - -

ANTECEDENTES JURÍDICOS

 



- Ley N° 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria.

Artículo 17

 



“Artículo 17.- Todo lo concerniente a la administración del condominio será resuelto por los copropietarios reunidos en asamblea.

 



Las sesiones de la asamblea serán ordinarias y extraordinarias.

 



Las sesiones ordinarias se celebrarán, a lo menos, una vez al año, oportunidad en la que la administración deberá dar cuenta documentada de su gestión correspondiente a los últimos doce meses y en ellas podrá tratarse cualquier asunto relacionado con los intereses de los copropietarios y adoptarse los acuerdos correspondientes, salvo los que sean materia de sesiones extraordinarias.

 



Las sesiones extraordinarias tendrán lugar cada vez que lo exijan las necesidades del condominio, o a petición del Comité de Administración o de los copropietarios que representen, a lo menos, el quince por ciento de los derechos en el condominio, y en ellas sólo podrán tratarse los temas incluidos en la citación.

 



Las siguientes materias sólo podrán tratarse en sesiones extraordinarias de la asamblea:

1. Modificación del reglamento de copropiedad.

2. Cambio de destino de las unidades del condominio.

3. Constitución de derechos de uso y goce exclusivos de bienes de dominio común a favor de uno o más copropietarios u otras formas de aprovechamiento de los bienes de dominio común.

4. Enajenación o arrendamiento de bienes de dominio común o la constitución de gravámenes sobre ellos.

5. Reconstrucción, demolición, rehabilitación o ampliaciones del condominio.

6. Petición a la Dirección de Obras Municipales para que se deje sin efecto la declaración que acogió el condominio al régimen de copropiedad inmobiliaria, o su modificación.

7. Construcciones en los bienes comunes, alteraciones y cambios de destino de dichos bienes, incluso de aquellos asignados en uso y goce exclusivo.

8. Remoción parcial o total de los miembros del Comité de Administración.

9. Gastos o inversiones extraordinarios que excedan, en un período de doce meses, del equivalente a seis cuotas de gastos comunes ordinarios del total del condominio.

10. Administración conjunta de dos o más condominios de conformidad al artículo 26 y establecer subadministraciones en un mismo condominio.

11. Programas de autofinanciamiento de los  condominios y asociaciones con terceros para estos.

 



Todas las materias que de acuerdo al inciso precedente deban tratarse en sesiones extraordinarias, con excepción de las señaladas en el número 1 cuando alteren los derechos en el condominio y en los números 2, 3, 4, 5 y 6, podrán también ser objeto de consulta por escrito a los copropietarios, firmada por el Presidente del Comité de Administración y por el administrador del condominio, la que se notificará a cada uno de los copropietarios en igual forma que la citación a Asamblea a que se refiere el inciso primero del artículo 18. La consulta deberá ser acompañada de los antecedentes que faciliten su comprensión, junto con el proyecto de acuerdo correspondiente, para su aceptación o rechazo por los copropietarios. La consulta se entenderá aprobada cuando obtenga la aceptación por escrito y firmada de los copropietarios que representen a lo menos el 75% de los derechos en el condominio. El acuerdo correspondiente deberá reducirse a escritura pública suscrita por el Presidente del Comité de Administración y por el administrador del condominio, debiendo protocolizarse los antecedentes que respalden el acuerdo, dejándose constancia de dicha protocolización en la respectiva escritura. En caso de rechazo de la consulta ella no podrá renovarse antes de 6 meses.”.
ANTECEDENTES DE HECHO

 
 


Los autores de la Moción expresan que el terremoto y posterior maremoto del 27 de febrero pasado han generado grandes pérdidas humanas y materiales, además de problemas complejos de resolver para los copropietarios de condominios que no fueron considerados en la legislación común en su momento, precisamente por tratarse de cuestiones excepcionales.


 


Añaden que luego de esta tragedia, los copropietarios gravemente afectados por el sismo han debido resolver cómo seguir adelante, ya sea para reparar, demoler, vender sus unidades o cobrar y aplicar los seguros que eventualmente se hayan contratado. Sin embargo, acotan, la ley vigente ha dificultado las decisiones, ya que en tiempos de normalidad los acuerdos sobre estas materias -que deben tratarse en sesiones extraordinarias- requieren de un quórum de aprobación de setenta y cinco por ciento de los derechos del condominio, que en la práctica ha demostrado ser muy alto.


 


Destacan que en la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2011 se contempla una glosa especial que resuelve y facilita estos trámites, pero sólo respecto de los condominios de viviendas sociales afectados por dicha catástrofe, disponiendo que los acuerdos se adoptarán por la mayoría de los asistentes a la asamblea, haciendo una excepción a la norma general.


 


Connotan que con el objeto de dar una solución a los copropietarios de condominios afectados pertenecientes a sectores medios,  conforme a lo ya descrito, proponen establecer una norma transitoria para este efecto.


 


Por último, señalan que el proyecto de ley consta de  un  artículo único que rebaja el quórum de votación para adoptar acuerdos -a la mayoría de los derechos en el condominio-, cuando se trate de materias contempladas en los números 1 al 7 del artículo 17 de la ley sobre Copropiedad Inmobiliaria, que establecen aspectos como la modificación del reglamento de copropiedad; el cambio de destino de las unidades del condominio; la constitución de los derechos de uso y goce exclusivos de bienes de dominio común a favor de uno o más copropietarios u otras formas de aprovechamiento de los bienes de dominio común; la enajenación o arrendamiento de bienes de dominio común o la constitución de gravámenes sobre ellos; la reconstrucción, demolición, rehabilitación o ampliaciones del condominio; la petición a la Dirección de Obras Municipales para que deje sin efecto la declaración que acogió el condominio al régimen de copropiedad inmobiliaria, o su modificación, y las construcciones en los bienes comunes, alteraciones y cambio de destino de dichos bienes, incluso de aquellos asignados en uso y goce exclusivo. Para efectuar la referida rebaja se deberá verificar, de manera copulativa, la condición de ser un condominio gravemente afectado por el terremoto y maremoto de 27 de febrero de 2010, en el que se haya ordenado su evacuación transitoria o permanente.

 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 


La abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo señaló que esta Secretaría de Estado comparte la apreciación tenida en cuenta por los autores de la Moción, en el sentido de que un quórum muy alto de copropietarios para adoptar decisiones urgentes constituye una dificultad que debiera ser corregida para hacer frente, de modo ágil y oportuno, a los problemas suscitados en estos inmuebles por la catástrofe de 27 de febrero pasado.

 



A esto, agregó, debe sumarse la circunstancia de que, tal como se dijo durante la discusión de la iniciativa en la Cámara de Diputados, en la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2011, se contempla una glosa que resuelve y facilita los trámites tratándose de condominios de viviendas sociales afectados por los mencionados terremoto y maremoto, disponiendo que los acuerdos se adoptarán por la mayoría de los asistentes a la asamblea, excepcionado la norma general.





De esta manera, acotó, el Ministerio no divisa inconveniente alguno para aplicar similar criterio respecto de otros condominios que resultaron igualmente afectados.





El Honorable Senador señor Letelier no estuvo de acuerdo con la denominación de esta  iniciativa de ley, en cuanto a limitarla a copropietarios de sectores medios.




Miembros de la Comisión, junto con manifestar su respaldo al proyecto, hicieron presente la necesidad de introducirle algunas precisiones, con la finalidad de evitar dudas en la aplicación de la norma.





Así, plantearon que con respecto a la exigencia de condominios “en que se hubiese ordenado su evacuación transitoria o permanente”, es imprescindible establecer qué autoridad hará cumplir esta diligencia. 





La abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo propuso utilizar un criterio similar al contenido en el artículo 159 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, que entrega a las Direcciones de Obras Municipales la facultad de determinar las mejoras o reparaciones que deben hacer los propietarios de establecimientos industriales, comerciales o de edificios de cualquier índole, que no ofrezcan garantías de salubridad, higiene o seguridad.





Del mismo modo, el Honorable Senador señor Pérez sugirió incorporar una referencia a los copropietarios que podrán concurrir a adoptar los acuerdos a que se refiere el artículo 17 de la Ley sobre Copropiedad Inmobiliaria, en lo relativo al estado de pago de los gastos comunes.





Finalmente, la abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo hizo presente la conveniencia de fijar un plazo de vigencia de la ley, que podría ser dos años, con el objeto de evitar un eventual mal uso de sus preceptos, considerando la excepcionalidad de la norma.

- - - 

Puesto en votación el proyecto de ley, fue aprobado en general, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Letelier, Pérez Varela, Sabag y Tuma.

 - - - 

 
En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de proponeros que aprobéis, en general, el siguiente proyecto de ley, en los mismos términos que fue despachado por la Cámara de Diputados:

PROYECTO DE LEY:





"Artículo único.- En los condominios gravemente afectados por el terremoto y maremoto de 27 de febrero de 2010, y en que se hubiese ordenado su evacuación transitoria o permanente, los acuerdos a que se refieren los números 1 a 7 del artículo 17 de le ley N° 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria, serán adoptados por los copropietarios que representen la mayoría absoluta de los derechos en el condominio, quórum que también será suficiente para la constitución de la respectiva asamblea. Igual exigencia, será respecto de aquellas presentaciones de naturaleza administrativa que digan relación con la liquidación de los seguros comprometidos sobre los bienes comunes. Para acreditar los quórum establecidos anteriormente, bastará el acta suscrita por todos los copropietarios asistentes a la asamblea que se cite al efecto, protocolizada ante notario.".

- - -

 



Acordado en sesión celebrada el día 11 de enero de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), señora Lily Pérez San Martín, y señores Víctor Pérez Varela, Hosaín Sabag Castillo y Eugenio Tuma Zedán (Presidente Accidental).
(Fdo.): Milena Karelovic Ríos,

Secretaria de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y URBANISMO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 20.234, QUE ESTABLECE UN PROCEDIMIENTO DE SANEAMIENTO Y REGULARIZACIÓN DE LOTEOS IRREGULARES Y, RENUEVA SU VIGENCIA
(6830-14)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de presentar su primer informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “simple”.

A la sesión en que vuestra Comisión estudió este asunto concurrió la abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señora Carolina Arrau.





No obstante que el proyecto de ley es de artículo único, vuestra Comisión os propone discutirlo sólo en general, con el objeto de otorgar a Sus Señorías la oportunidad de perfeccionar y enriquecer la iniciativa con ocasión del segundo informe.
- - -

NORMA DE QUÓRUM ESPECIAL

 



El artículo 4º del proyecto de ley tiene el carácter de norma orgánica constitucional, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 118, inciso quinto, de la Constitución Política de la República, en relación al artículo 66, inciso segundo, de la misma Carta Fundamental.

- - - 

OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY


Modificar la ley N° 20.234, con el propósito de establecer un nuevo plazo para acogerse al saneamiento y regularización de loteos irregulares allí previsto, simplificando, en términos generales, los procedimientos de aprobación y recepción de éstos.

- - - 

ANTECEDENTES JURÍDICOS

Ley N° 20.234, que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos irregulares.

ANTECEDENTES DE HECHO

 
 


El Mensaje señala que la ley N° 20.234, que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos irregulares, tuvo su origen en una Moción parlamentaria que apuntó a constituir una herramienta para que muchas familias de escasos recursos, que construyeron viviendas en “loteos irregulares”, pudieran lograr una solución definitiva a su problema.


 


Destaca que el término de veinticuatro meses que otorgó la ley para acogerse a los beneficios comenzó a regir a contar de su publicación, el 5 de enero del año 2008, por lo que el 5 de enero de 2010 venció el plazo para acogerse a esta normativa especial. Del mismo modo, la  iniciativa acoge los fundamentos vertidos en las Mociones de los Honorables Diputados señores Rodrigo González y ex Diputado y actual Senador señor Eugenio Tuma.

Indica que la señalada ley N° 20.234 ha representado un mecanismo de solución para muchos loteos que, por diversas causas, no lograron obtener todas las autorizaciones que la normativa exige. No obstante, debe reconocerse que durante su aplicación se presentaron dificultades no previstas durante su tramitación, tanto para quienes solicitaron acogerse a sus beneficios, como para los organismos del Estado involucrados en la gestión. Se trata de aspectos que no podían resolverse mediante  actos administrativos, sino que requerían modificaciones legales.


 


Explica que la presente iniciativa pretende solucionar dichas debilidades, lo que implica, en primer lugar, establecer un nuevo plazo para la regularización prevista en ese cuerpo normativo, de modo que aquellos casos que no pudieron resolver las observaciones atribuibles a las debilidades detectadas en la ley puedan contar con un período adecuado para hacerlo, sin perjuicio de que se abra la posibilidad que otros loteos puedan acogerse a sus beneficios.


 


Connota que las modificaciones que apuntan a perfeccionar el mencionado cuerpo legal, precisan las condiciones para acogerse al procedimiento de regularización y el contenido de los antecedentes que deben ser presentados ante la Dirección de Obras Municipales y, en definitiva, facilitar los procedimientos de aprobación y de recepción de loteos.


 


Añade que este proyecto de ley establece las condiciones que deben reunir los loteos para acogerse al procedimiento de regularización, como el acotamiento del impedimento de localizarse en áreas de riesgo, declaratoria que sólo se aplicará al lote afectado y no al loteo en su conjunto, así como incorporar la condición de que, a lo menos en un 50% del loteo existan residentes.


 


Puso de relieve también el contenido de los antecedentes que deben ser presentados ante la Dirección de Obras Municipales. Se detalla la información que debe contener la solicitud, indicando a qué se refiere con el establecimiento de los “factores y responsabilidades que explique la conformación del loteo irregular”, y se incorpora como antecedente una tasación que se calculará sobre la base de la tabla de costos unitarios del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de modo de uniformar cómo se demuestra el cumplimiento del requisito de que las viviendas del loteo no superan una tasación máxima promedio de 1.000 unidades de fomento.


 


Destaca que se simplifica la demostración de la existencia de dotación de los servicios con que cuenta el loteo, la que se podrá hacer incluso con un comprobante de pago de cuentas emitido por la empresa respectiva, sin que se requiera obligatoriamente la presentación de un certificado de dotación, que implica un trámite mucho más complejo.


 


Asimismo, se otorga la facultad al Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, no sólo para rebajar las exigencias de pavimentación, sino también para eliminarlas cuando existan razones fundadas para ello. Además, acota, se delimitan las responsabilidades administrativas en  el  otorgamiento   de   las   recepciones   definitivas   que  se otorguen, eximiendo el tipo de responsabilidad a que se refiere el artículo 22 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


 


Aclara que el proyecto de ley faculta a los municipios para convenir con otros organismos la dotación de los servicios básicos o la urbanización faltante, de modo que una vez efectuada la recepción provisoria, las corporaciones puedan apoyar a los beneficiarios de la ley para conseguir recursos destinados al financiamiento estatal de las obras.


 


Señala, por último, que se autoriza al Ministerio de Vivienda y Urbanismo para impartir instrucciones sobre la aplicación de la ley, esperando con ello agilizar la aclaración de aspectos de su aplicación, que implicarán instrucciones para los actores involucrados.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 


 


El Honorable Senador señor Tuma explicó que la ley N° 20.234, que estableció un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos, no fue aplicada a cabalidad por una serie de inconveniente que se presentaron en su implementación, entre ellos, por no haber exceptuado a los Directores de Obras Municipales de la responsabilidad a que se refiere el artículo 22 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, por las recepciones provisorias o definitivas que otorgaran en conformidad a la ley. Además, se dispuso como exigencia que las viviendas del loteo tuviesen una tasación máxima de 1.000 UF en promedio, en circunstancias de que este tipo de edificaciones no posee tasación o avalúo fiscal.





La abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo indicó que el período de aplicación de la ley N° 20.234, se encuentra vencido, razón por la cual los propietarios de inmuebles localizados en loteos que se encuentran en situación de irregularidad no pueden acceder a una serie de beneficios estatales, como los programas de pavimentos participativos, de áreas verdes y de equipamiento comunitario, entre otros.





Añadió que el Ministerio posee un catastro de los loteos irregulares materializados de hecho con anterioridad al 31 de diciembre de 2006. Para ello, acotó, el proyecto de ley dispone que el SERVIU, mediante un decreto supremo del MINVU, elaborará un listado de los loteos que cumplan con los requisitos contemplados en la iniciativa, conforme a la información que proporcione la Dirección de Obras Municipales respectiva.





El Honorable Senador señor Letelier consideró inadecuado involucrar a los SERVIU en este tipo de procedimientos, considerando que con ello se está burocratizando el sistema y duplicando las funciones de los órganos públicos. Agregó que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo se encuentra muy recargado con las tareas de la reconstrucción para asumir nuevas atribuciones. Enfatizó que los SERVIU tienen competencias relativas a la ejecución de las políticas habitacionales.





La abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo respondió que no existiría la duplicidad de funciones planteada por Su Señoría, ya que será el Director de Obras Municipales competente la autoridad encargada de regularizar este tipo de situaciones, en tanto que el SERVIU sólo tendrá atribuciones para elaborar el respectivo listado de loteos.





Indicó que la intervención de este Servicio obedece a que es el organismo encargado de prestar asistencia técnica a los loteos para la elaboración de planos que le permitirán regularizar su recepción municipal.





Enfatizó que la ley N° 20.234 no pudo ser implementada precisamente por la falta de cooperación y de asistencia técnica de organismos especializados, y debido a que los Directores de Obras Municipales fueron reacios a asumir nuevas responsabilidades en esta materia.





El Honorable Senador señor Letelier estuvo por no incluir en este proceso regulatorio a los SERVIU con el objeto de simplificar al máximo este trámite regulatorio.





Destacó que la elaboración de la lista de loteos irregulares por parte de SERVIU constituirá un obstáculo para la labor del Director de Obras Municipales, máxime si esta tarea no es facultad de este Servicio y, por ende, no puede un proyecto de ley atribuirle funciones que no le corresponden.





El Honorable Senador Tuma adhirió al planteamiento efectuado por el Honorable Senador señor Letelier, en cuanto a que basta con la intervención en este proceso regulatorio del Director de Obras Municipales competente para efectuar una tarea seria y responsable, que de garantías de objetividad.





El Honorable Senador señor Letelier opinó que el proyecto de ley establece la intervención de los SERVIU en este tipo de regularizaciones con otros fines, lo cual no puede ser aceptado.





La Honorable Senadora señora Lily Pérez hizo un llamado a sincerar algunas situaciones problemáticas que tienen los Alcaldes con sus Directores de Obras Municipales; e incluso desavenencias de estos últimos funcionarios con los SERVIU y las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo de su Región.





Instó al Ministerio de Vivienda y Urbanismo a realizar una propuesta que otorgue una solución a este problema.





El Honorable Senador señor Sabag apoyó la solicitud de la Honorable Senadora señora Pérez, haciendo presente el excesivo poder que tienen los Directores de Obras Municipales, situándolos por sobre el Alcalde y el Concejo Municipal. 





El Honorable Senador señor Letelier propuso a los miembros de la Comisión investigar y analizar las situaciones de loteos irregulares de su respectiva Región, para efectos de detectar situaciones que pudiese enriquecer o perfeccionar la presente iniciativa, evitando que sus preceptos sean inaplicables, como ocurrió con la ley N° 20.234.





La abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo anunció que dentro del Programa de la Presidencia se encuentra la modernización de las Direcciones de Obras Municipales, que vendría a solucionar las diversas dificultades enunciadas por Sus Señorías.

- - - 

Puesto en votación el proyecto de ley, fue aprobado en general, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Letelier, Sabag y Tuma.

 - - - 

 
En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de proponeros que aprobéis, en general, el siguiente proyecto de ley, en los mismos términos que fue despachado por la Cámara de Diputados:

PROYECTO DE LEY:

 



"Artículo único.- Modifícase la  ley N° 20.234, que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos irregulares, del modo siguiente:


 


1. Sustitúyense los artículos 1° a 8°, por los siguientes:


 


"Artículo 1°.- Los loteos de inmuebles, urbanos o rurales, que a la fecha de publicación de esta ley no hubieren sido recibidos por las respectivas Direcciones de Obras Municipales y que cumplan además con los requisitos que aquí se establecen podrán, contados desde la entrada en vigencia de ésta, acogerse por una sola vez al procedimiento simplificado de regularización a que se refiere esta ley, sin perjuicio de los derechos del propietario sobre los respectivos inmuebles. Para estos efectos, el Servicio de Vivienda y Urbanización a través de un decreto supremo del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, elaborará un listado de los loteos que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 2°, de acuerdo con la información proporcionada por la respectiva Dirección de Obras Municipales.


 


Artículo 2º.- Para acogerse al procedimiento simplificado de regularización de esta ley, los loteos que se encuentren en situación de irregularidad de conformidad a lo señalado en el artículo anterior, deberán dar cumplimiento a las condiciones y demás requisitos que a continuación se expresan:


 


1. Que se encuentren materializados de hecho con anterioridad al 31 de diciembre de 2006.


 


2. Que no tengan recepción definitiva municipal, sea que se les haya otorgado o no permiso de urbanización.


 


3. Que en más del 40% de los lotes resultantes del loteo existan residentes, si está ubicado dentro del radio urbano, o un 30% en los demás casos.


 


4. Que no se encuentren localizados en áreas de riesgo o de protección o en áreas con declaratoria de utilidad pública. Con todo, en las áreas de riesgo se podrá autorizar la regularización de loteos, siempre que se acompañe un estudio fundado que determine las acciones que deben ejecutarse para mitigar el riesgo y permitir su utilización, conforme a lo dispuesto en la normativa de urbanismo y construcciones. Tales acciones deberán estar materializadas antes de la recepción municipal definitiva.


 


 5. Que no existan reclamaciones pendientes del propietario del bien raíz en que se emplaza el loteo al 31 de diciembre de 2006, ante la respectiva Dirección de Obras Municipales por incumplimiento de normas urbanísticas.


 


Los loteos irregulares que no reúnan los requisitos mencionados para su regularización, deberán cumplir con la normativa que la Ley y la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones establecen sobre la materia, relativa entre otros aspectos a subdivisión, urbanización, loteo, cesiones de espacios públicos, y cambio de uso de suelo, cuando corresponda.


 


Artículo 3°.- Para solicitar la regularización a que se refiere esta ley, se deberá presentar a la Dirección de Obras Municipales respectiva los siguientes antecedentes:


 


a) Una solicitud suscrita por el interesado, en que se indique el origen de la conformación del loteo irregular, señalando cómo se constituyó; las razones por las cuales no cuenta con permiso o recepción municipal; número de sitios; individualización del predio, indicando a qué título ocupan el respectivo predio. Para estos efectos se considerará interesado a la o las personas que acrediten la tenencia de los respectivos sitios al 31 de diciembre del 2006, mediante medios fidedignos tales como comprobantes de pago de cuentas de servicios, certificado de residencia emitido por Carabineros de Chile o autoridades de la localidad. Se considerará interesado a los Servicios de Vivienda y Urbanización en los casos de loteos declarados en situación irregular conforme a la ley N° 16.741.


 


b) Plano del loteo, suscrito por un profesional competente, a una escala adecuada, elaborado sobre la base de un levantamiento topográfico, que grafique las viviendas existentes en cada lote resultante y su superficie, los accesos a bienes nacionales de uso público si los tuviere, las cesiones que exige el artículo 70 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, las que deberán calcularse de acuerdo a la normativa respectiva, incorporando un cuadro con las normas urbanísticas faltantes a cumplir por el loteo.


 


Sólo para los efectos de esta ley, y sin que ello importe alteración alguna en los títulos de dominio, de existir planos que se hayan elaborado con anterioridad, éstos deberán ajustarse a los nuevos planos que se elaboren para solicitar la regularización a que la misma se refiere.


 


c) Plano de ubicación y emplazamiento. Para la confección de este plano podrá considerarse el apoyo de ortofotos o restituciones aereofotogramétricas.


 


Artículo 4°.- La Dirección de Obras Municipales procederá, dentro del plazo de sesenta días, a contar de la fecha de presentación de la totalidad de los antecedentes exigidos por el artículo precedente, a verificar en el loteo el cumplimiento de las condiciones de urbanización y de los requisitos exigidos en esta ley, como asimismo de las normas urbanísticas aplicables al predio, establecidas en los instrumentos de planificación territorial y en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.


 


Las condiciones de urbanización antes mencionadas estarán referidas a las siguientes obras: dotación de servicios de agua potable, alcantarillado de aguas servidas y electricidad, alumbrado público y gas, cuando corresponda, pavimentación y sus obras complementarias, obras de defensa del terreno, si procediere, aprobadas y recibidas por los servicios competentes. La dotación de servicios se podrá demostrar, entre otros, mediante informe de dotación, conexión o comprobante de pago de cuentas emitido por la respectiva empresa de agua potable, alcantarillado o electricidad.


 


La Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, por razones fundadas, podrá autorizar la rebaja de las exigencias de pavimentación y de las cesiones referidas a áreas verdes y equipamiento, señaladas en el artículo 70 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, así como permitir excepciones a las normas urbanísticas, antecedente que formará parte integrante del legajo de documentos que conforma el expediente.


 


El Director de Obras Municipales, si procediere, otorgará, dentro del plazo señalado en el inciso primero de este artículo, la recepción provisoria del loteo, indicando las condiciones de urbanización y normas urbanísticas que éste deberá cumplir dentro del plazo de cinco años, renovable por una sola vez por igual período, para otorgar la recepción definitiva. Asimismo, en la misma recepción deberán indicarse las acciones a que se refiere el N° 4 del artículo 2°, las que deberán materializarse antes de la recepción definitiva del loteo. En dicho documento deberá dejarse constancia expresa de la prohibición para el loteador de enajenar, ceder o transferir a cualquier título los sitios del loteo. Esta prohibición deberá inscribirse y anotarse al margen de la inscripción de dominio dentro del plazo de treinta días hábiles, en el registro correspondiente del conservador de bienes raíces respectivo, cuando el loteador sea a su vez propietario del inmueble.


 


Para efectos del otorgamiento de la recepción provisoria, a que se refiere el inciso precedente, los lotes que deban considerarse bienes nacionales de uso público en aquellos loteos materializados en terrenos indígenas de conformidad a la ley N° 19.253, mantendrán esta última calidad. No obstante lo anterior, se les considerará bienes nacionales de uso público sólo para efectos de materializar las obras de urbanización. En todo caso, deberán en el plazo de treinta días hábiles gravarse con servidumbre de tránsito previa autorización del Director de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena a requerimiento del Director de Obras Municipales.


 


Si expirado el plazo fijado en el inciso primero, no hubiere pronunciamiento por escrito del Director de Obras Municipales, o la recepción provisoria del loteo fuere denegada, el interesado podrá reclamar ante la Secretaría Regional correspondiente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo. El reclamo deberá ser interpuesto en el plazo de treinta días, contado desde el vencimiento del término indicado o desde la notificación administrativa del reclamante. La Secretaría Regional Ministerial, dentro de los quince días hábiles siguientes a la recepción del reclamo, deberá solicitar a la Dirección de Obras Municipales que dicte su resolución, si no se hubiere pronunciado o evacue el informe correspondiente en el caso de denegación. La respectiva Dirección dispondrá de un plazo de quince días hábiles para evacuar el informe o dictar la resolución, según corresponda. En este último caso y vencido este nuevo plazo sin que aún hubiere pronunciamiento, se entenderá denegada la recepción provisoria.


 


Denegada la recepción provisoria del loteo por la Dirección de Obras Municipales, sea expresa o presuntivamente, la Secretaría Regional, dentro del plazo de treinta días hábiles, deberá pronunciarse sobre el reclamo y, si fuere procedente, ordenará que se otorgue la recepción provisoria.


 


Cumplidas las condiciones señaladas por la Dirección de Obras Municipales para otorgar la recepción definitiva, se deberá presentar a la misma Dirección una solicitud firmada por el interesado, acompañada de los documentos que permitan verificar el cumplimiento de las condiciones de urbanización, normas urbanísticas y demás requisitos antes mencionados.


 


Vencido el plazo de cinco años a que se refiere este artículo o su prórroga, en caso que se haya concedido, sin que se hubiere dado cumplimiento a las condiciones exigidas para otorgar la recepción definitiva, caducará por el solo ministerio de la ley la recepción provisoria, y se procederá a hacer efectiva la responsabilidad del loteador y del urbanizador, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 138 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. 


 


Una vez otorgada la recepción definitiva del loteo, podrá requerirse la regularización de las edificaciones en conformidad a las normas generales, como asimismo el alzamiento de la prohibición a que se refiere el inciso cuarto de este artículo.


 


Artículo 5°.- Tratándose de loteos declarados en situación irregular en conformidad con la ley N° 16.741, que en su totalidad o parte de los mismos cuenten con urbanización suficiente, el Servicio de Vivienda y Urbanización respectivo podrá solicitar la recepción definitiva, parcial o total.


 


Para los efectos del presente artículo se entenderá por urbanización suficiente si el loteo cuenta, a lo menos, con un informe de dotación, conexión o comprobante de pago de cuentas emitido por la respectiva empresa de agua potable, alcantarillado y electricidad.


 


Artículo 6°.- Tratándose de loteos declarados en situación irregular en conformidad a la ley N° 16.741, que no contaren con urbanización suficiente de acuerdo al artículo precedente, el Servicio de Vivienda y Urbanización respectivo podrá recurrir al procedimiento de regularización de loteos establecido en esta ley.


 


Artículo 7°.- En los casos a que se refieren los artículos 5° y 6° de esta ley, una vez otorgada la recepción definitiva, total o parcial, ésta deberá anotarse al margen de la inscripción de dominio de los respectivos lotes y el Servicio de Vivienda y Urbanización requerirá el alzamiento de los gravámenes y prohibiciones a que pudieren encontrarse afectos en virtud de la ley N° 16.741.


 


Artículo 8°.- La recepción provisoria otorgada conforme a esta ley habilitará al interesado, sea o no el propietario, para optar a programas que cuenten con financiamiento estatal destinados a la ejecución de obras de urbanización o saneamiento del loteo.


 


A partir de la recepción provisoria, en conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, los municipios estarán facultados para celebrar convenios con otros órganos de la administración del Estado, o con empresas de servicios básicos, como electricidad, agua potable, alcantarillado y otros, para los efectos de dotar de servicios a los loteos objeto del procedimiento de regularización de esta ley o para ejecutar la urbanización faltante.".


 


2. Agrégase los siguientes artículos 9°, 10 y 11, nuevos:


 


"Artículo 9º.- El que presentare o utilizare información falsa o maliciosamente incompleta para obtener la regularización a que se refiere esta ley, se entenderá que incurre en los delitos previstos y sancionados en los artículos 467 y 470 N° 8 del Código Penal.


 


Artículo 10.- Los funcionarios municipales no tendrán la responsabilidad a que se refiere el artículo 22 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, por las recepciones provisorias o definitivas que otorguen en cumplimiento de esta ley.


 


Artículo 11.- El Ministerio de Vivienda y Urbanismo, a través de la División de Desarrollo Urbano, podrá impartir instrucciones para la aplicación de las disposiciones de esta ley.".


 


3. Agréganse los siguientes artículos transitorios:





"Artículo 1° transitorio.- Tratándose de loteos a que se refiere el artículo 1° y también en los casos contemplados en los artículos 5° y 6°, que se encuentren en trámite de regularización, les serán aplicables las nuevas disposiciones en todo aquello que les pudiere resultar favorable.


 


Artículo 2° transitorio.- Esta ley tendrá una vigencia de 3 años a contar de su publicación en el Diario Oficial.".





Acordado en sesión celebrada el día 11 de enero de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), señora Lily Pérez San Martín, y señores Víctor Pérez Varela, Hosaín Sabag Castillo y Eugenio Tuma Zedán (Presidente Accidental).
(Fdo.): Milena Karelovic Ríos,

Secretaria de la Comisión
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